www.monografias.com
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"Siempre que pienso en alguien a quien le tenga que agradecer las cosas maravillosas que tuve y que tengo, pienso en dos personas, en mi Padre y en mi Madre".

1.  PLANTEAMIENTO

El paso final que el Estado colombiano ejecutó con el objetivo de incorporar como  legislación permanente a su sistema jurídico el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de  la misma) lo dio la Corte Constitucional en la Sentencia C578/02, cuya referencia de expediente fue la LAT-223, que revisó la ley 742 del 5 de junio de 2002, que aprobó tal Estatuto y armonizó ideas aún vagas sobre la posible constitucionalidad del instrumento jurídico internacional, por ir en contra de concretas disposiciones de la Carta Fundamental.1
Pero, con anterioridad a la adhesión gubernamental a este instrumento de carácter internacional, que crea un organismo con la misma categoría, la Corte Penal Internacional (CPI), acaecieron sucesos con muy pocos precedentes en nuestra historia.

Por ser  Colombia uno de los países con más altos índices de violencia y de impunidad en el mundo y la “otra región global” (junto con los Balcanes, que inició el siglo XX en guerra y lo concluyó de la misma manera), se creería que su actitud frente a una Corte Internacional que administre justicia en el campo penal y en el ámbito individual, debería ser propicia, no sólo dando un apoyo irrestricto a la misma, sino proporcionando un ambiente adecuado, tanto frente a sus vecinos como a los países con los cuales posee excelentes relaciones. No obstante, su actitud siempre fue renuente; y sólo gracias a una iniciativa parlamentaria, en cabeza del senador Jimmy Chamorro, se pudo llegar a la aprobación del Estatuto de Roma (ER), por parte del gobierno, y a la consecuente adhesión de la República de  Colombia a la CPI.

Es algo significativo que el mismo camino tortuoso que tuvo que recorrer a nivel internacional una magna institución, como la CPI, desde que por vez primera se vislumbró2 hasta que tomó forma, se repitiera igualmente en nuestro país, mientras se buscaba de que se diera vía libre a la aceptación de su jurisdicción, para someter, a posteriori, por posibles conductas criminales tipificadas por el ER, a sus nacionales o a quienes los ejecutasen en su territorio, o se refugiasen allí.

No obstante las trabas de toda índole que puso el gobierno a la ratificación del ER, no se pudo impedir que este máximo órgano internacional creado por la ONU, viese la luz de la juridicidad en el ámbito nacional.

Eso es algo bueno, en realidad muy bueno. Pero tenemos que realizar un análisis más concienzudo al respecto, e ir buscando de las razones de fondo que provocaron todo este entramado de situaciones; y más aún, la que nos impulsa  a la presente investigación. El ER en su artículo 124, dice:         

“Disposición de Transición. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12, un Estado, la hacerse parte en el Estatuto, podrá declarar que, durante un periodo de siete años contados a partir de la fecha en que el Estatuto entre en vigor a su respecto, no se aceptará la competencia de la Corte sobre la categoría de crímenes a que se hace referencia en el artículo octavo cuando se denuncie la comisión de uno de éstos crímenes por sus nacionales o en su territorio. La declaración formulada de conformidad con el presente artículo será reconsiderado en la Conferencia de Revisión que se convoque de conformidad con el párrafo 1 del artículo 123”3, lo que permite que en el país no se ejerza la competencia de la CPI en tales delitos durante ese periodo.

¿Qué significa esta posición de nuestro gobierno?  ¿Por qué Colombia hizo válida una Reserva de tal magnitud?  ¿Qué dicen otros estamentos gubernamentales, los medios y otros sectores al respecto?  ¿Hay otras razones de fondo para tal asunción? ¿Qué implicaciones tiene esta posición?  Estas inquietudes invaden nuestro espíritu, y constituyen las razones que motivaron un proceso de análisis exhaustivo, buscando comprender la voluntad ulterior de todos los sectores e instituciones que, a nivel nacional, tuvieron injerencia en la aprobación del ER con la salvedad mencionada, para mostrar, con visiones prácticas, la real conveniencia del mismo.

“Los inocentes jamás necesitan temer al Estado de Derecho”.

Robert M. Jackson. Juez de la Suprema Corte de los Estados Unidos.

2. JUSTIFICACIÓN

Con el establecimiento de la CPI y su posterior entrada en vigencia, se beneficia la raza humana en su totalidad. Basta tan solo mirar atrás y recordar las atrocidades que se cometieron en nombre de la realpolitik4 de las grandes potencias o de cualquier régimen que adoptó tal postura para sí; produce escalofrío, ver cómo la misma vida humana, el máximo bien, tiene tan poco valor: los campos de exterminio de la cuestión judía, como Sobibór, al norte de Lublin (1942-1943), donde, en aras de imponer un nuevo statu quo, el régimen nacionalsocialista de la Alemania del III Reich, ordenó la eliminación sistemática de los profesantes de esta religión semítica, muriendo, grosso modo, unos 150.000 judíos. Respecto de las deportaciones soviéticas, estas conllevaron la muerte de miles de personas, consecuencia de la política estalinista de desmembrar la nacionalidad de los pueblos sometidos a Moscú, mediante la introducción, en el seno de otras naciones, de gente de habla, religión, costumbres y procedencia (genética) rusa,  y la extracción de estas naciones de cientos de miles de personas aborígenes, con el objeto de entremezclarlas, buscando dividir para dominar. Esta política redundó en una serie de muertes por tales traspasos, y en la trasmutación de la personalidad y del espíritu de las naciones sometidas.

En medio de la Guerra Fría, la URSS y los Estados Unidos se trenzaban en un encarnizado exterminio, sin entrar en una confrontación directa, sino valiéndose de los aliados de cada uno. Una de las tantas expresiones de esa guerra fue el Plan Cóndor, por medio del cual, y basados en la política de “América para los Americanos”, el gobierno de la Casa Blanca  proporcionó toda clase de ayuda a sus aliados en las capitales de América Latina, para evitar la subida al poder de grupos o de políticos del ala izquierdista; esa fue una de las razones para la implantación de las dictaduras en el sur del continente, las que, para mantenerse en el poder y para agradar a Washington, persiguieron a los grupos de oposición hasta el paroxismo, sin detenerse ante nada, en procura de su objetivo: el exterminio de la oposición socialista, así fuera allanando el camino  para cometer todo tipo de crímenes y atrocidades que giraban alrededor de este Plan, como se le denominó, por la conexión existente entre los países andinos, especialmente en el cono sur. 

En Ruanda y Burundi, los gobiernos coloniales dejaron los mejores puestos gubernamentales, a la “preparada” etnia de los Tutsi para ejercerlos, minoría en ambos países, pero “superior” a los ojos de los europeos, por su contextura fuerte y talla alta. Los Hutu, aunque mayoría, no eran  considerados aptos por su contextura débil y baja estatura. 
Esto llevó a que después de la independencia, los Tutsi siguiesen con el poder, aferrándose cada vez más a él, y excluyendo del gobierno, de las fuerzas militares, de la economía y demás sectores importantes de la vida de la región, a los miembros de la etnia Hutu. Esta realidad desencadenó una cruenta guerra que se libró en esos países entre ambos grupos, y que llevó a la masacre de millones de Hutus, quienes, poco preparados y sin armamento, fueron presa fácil de una carnicería humana por parte de los Tutsi.

Algo similar ocurrió más al sur, en el mismo continente, en Sudáfrica, donde los gobiernos de la minoría blanca (tan sólo el 12% de la población) impusieron el régimen del Apartheid  (Segregación) para impedir que interactuasen personas de tez blanca (descendientes de holandeses, alemanes, franceses o británicos), con los nativos de tez oscura  (el 70% de la población, compuesto por Zulúes, Chosas, Pedis, Sotos, Zuanas, Suazis, Nebedeles, Vendas, etc).  
El Apartheid  impidió el acceso de los negros a la propiedad de las tierras, a la participación en política y en las profesiones de mayor remuneración; los obligó a vivir en áreas alejadas de las zonas residenciales blancas. Los matrimonios o las relaciones sexuales entre personas de razas diferentes se convirtieron en ilegales. Lo grave, fue que ello implicó el retiro, por la fuerza, de la vida política, económica, religiosa, social y militar de estos últimos, siendo relegados a pequeños “resguardos”, llamados Bantustanes, que separaron a los negros en grupos étnicos y lingüísticos, creados en 1971. Fueron diez naciones tribales independientes, instaladas en el 13% del territorio de Sudáfrica, donde permanecían confinados; por lo tanto, muchos derechos reconocidos a nivel internacional fueron pisoteados imponiendo una ley  de castas en el país austral. 
Además, muchos crímenes y atropellos fueron cometidos contra la población negra por el gobierno blanco de Pretoria: experimentos médico biológicos, infertilización impuesta, control poblacional en adultos, etc., y todo sin el consentimiento de las víctimas, como es obvio. El objetivo final de todas estas atrocidades, era impedir que se mezclasen ambos grupos étnicos.

El dictador rumano Nicolae Ceaucescu, enceguecido por una tremenda megalomanía y por su mesianismo enfermizo, sometió a la tiranía a todo su pueblo. De nuevo, vemos que para mantener el Estado (representado en él) y evitar cualquier atentado en contra de su seguridad, se implementaron políticas de persecución y exterminio que rayaban en los linderos de la paranoia; la policía secreta rumana repitió con increíble similitud las tácticas y formas de tortura, eliminación y control, practicadas por la GESTAPO, todo para evitar la más mínima actitud en contra de su gobierno y el Estado Socialista.

Por primera vez en la historia contemporánea, un asentamiento de civiles es bombardeado por un ejército nacional, la Legión Cóndor, fuerza aérea alemana que luchó a favor de los nacionalistas durante la Guerra Civil Española, y que atacó a toda una población que se encontraba desprotegida, con el objetivo de librar la guerra, así fuera enfrentando a personas que no hacían parte de la misma, para amilanar al enemigo, Guernica y Luno, donde las ansias de conquistar el poder hizo que la realpolitik nacionalista germano-española, convirtiera a Dante en un eufemismo de la calamidad.

Situaciones como estas, son las que estremecen a un mundo “civilizado”, que es capaz de permitir que se eclipse la razón a favor de las botas de la jefatura de un Estado.

La falta de castigo que ronda este tipo de conductas y, peor aún, la ausencia de registros de otras iguales o de mayor entidad, es lo que permite que estas se sigan cometiendo, y que sus autores, materiales e intelectuales, disfruten de una vejez tranquila, protegidos por la inmunidad que el Estado brinda a quien detente su poder5.

Cuando un pueblo siente que no se le ha hecho justicia, no tiene paz. Es por ello que la impunidad en la que han quedado gran parte de los más atroces crímenes cometidos contra el derecho de gentes, no permite la reconciliación entre las naciones. El recelo y el resentimiento se guardan, y, como en un proceso de  incubación, sólo esperan el momento oportuno para renacer y causar más daño.

De ahí que un crimen castigado, no con leyes mosaicas, sino con la inteligencia que produce un juicio, genere una sensación de paz en las  víctimas. Aunque nada vuelva a ser como antes, los sentimientos guardados, interiorizados, ya no impulsarán a otros a la venganza y a hacer justicia por su cuenta.

En consecuencia, cuando la CPI busque a los causantes de tales infamias, los investigue y castigue, beneficiará, necesariamente, a todos los seres humanos6; de ahí que su importancia  no puede minimizarse; por el contrario, debe mirarse como la suma expresión de la racionalidad y de la sensatez de la Comunidad de Naciones, hecha organismo.

Pero bien, para que la Corte cumpla  con sus objetivos debe ser independiente, autónoma, completa y sin limitaciones en su labor. Estas Virtudes fueron logradas, en gran parte, con el Estatuto, consiguiéndose que las líneas comunes divisorias que sobreviven en él, fueran de menor entidad, en comparación con el gran avance que se logró al darle vida a la CPI. Una de estas líneas es el artículo 124, el cual excluye de la competencia de la  Corte una categoría de crímenes  que son bastante serios, los de guerra, privilegiando al país que haga uso de él en el momento de ratificar el Estatuto, y por un término perentorio de siete años. 

No queremos significar con lo anterior, que los tribunales nacionales no sean idóneos para realizar su labor en contra  de los ejecutores de tales conductas; sólo que en determinados momentos, el poder judicial de cada país no podrá, o no querrá, realizarla, y es ahí cuando debe entra en acción la CPI.

Esa es, per se, la razón de la Corte: juzgar cuando los tribunales nacionales no lo hagan, con relación a tres clases de crímenes bien definidos, como son el  genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.  Pero,  ¿qué sentido tiene darle inicio a una Corte que se haya inhibida para actuar, cuando se excluye de su competencia alguna de las clases de crímenes mencionados?   A pesar de todo, hay dos razones valederas: el genocidio y los crímenes de lesa humanidad.

Si se protege a la población de las dos primeras categorías, para las que no hay reservas, ¿por qué no hacerlo con la tercera clase?  En esta los crímenes son de gran entidad7, donde cada ciudadano merece ser excluido de victimización respecto de los mismos.

Tal salvedad da vía libre, en un determinado momento, para que esos crímenes se  cometan. Al extraer de la justicia internacional el derecho  de acción sobre  los mismos, los delincuentes nacionales, amplios conocedores de los niveles de impunidad que aquí se manejan, pueden hacer de las suyas con toda tranquilidad.

Es importante que se conozcan las consecuencias que decisiones de éste tipo traen para la comunidad en general, ya que todos, en cualquier momento, podremos ser víctimas de una conducta que se adecue a su tipificación; y lo que más pesadumbre nos puede causar, es saber que, difícilmente, puede darse fe de que el sistema judicial colombiano haga justicia en nuestro nombre, castigando pronta y debidamente a los agresores.

Con base en la anterior disertación, nuestra investigación aspira indagar acerca de  los motivos que tuvo el Gobierno,  para haber aceptado la jurisdicción de la CPI sin permitirle tener competencia sobre los crímenes de guerra ejecutados en el territorio nacional o por sus nacionales, en un lapso de 7 años, y las implicaciones que tiene para el pueblo colombiano la ratificación de este acto.

 Además, pretendemos argumentar que la adopción del artículo 124 ER, es inconveniente ante la situación sociopolítica que se vive en nuestro país, no obstante la legalidad de la reserva.

“El derecho internacional sólo puede servir a la paz si se consigue que se respete, y sólo será eficaz si se analiza la injusticia y se extraen las conclusiones adecuadas. El derecho internacional necesita del apoyo de la población, basado en la convivencia y en la información”.

Wolfhart Saúl.

3.   MARCO  TEÓRICO

3.1  CORTE PENAL INTERNACIONAL

Los Estados, aunque no son las únicas entidades a quienes se les aplican las normas jurídicas internacionales8, fueron  quienes dieron la bienvenida al mundo jurídico a la CPI, luego de un agitado proceso de gestación, para que las personas naturales que componen el concepto de Nación en cada uno de ellos, se conviertan en eventuales sujetos pasivos de la acción fiscalizadora en cabeza del ente internacional.

La CPI es una de las Organizaciones Internacionales que, al decir de J. J. Quintana, son un “fenómeno de aparición relativamente reciente (...) poseen personalidad jurídica en el territorio de cada Estado miembro  (...)  y gozan, junto con sus representantes, de privilegios e inmunidades especiales y poseen  (...)  una  [Personalidad  Internacional Objetiva], con capacidad para presentar reclamaciones internacionales, incluso frente a Estados no miembros”9.

Estos requisitos son plenamente satisfechos por la CPI, incluyendo el último, que fue la ‘manzana de la discordia’ entre el común denominador de la Comunidad de Estados y de la resistencia absolutista que querían una CPI maniatada y manipulable, que sólo actuase en y por el beneficio de los mismos. 

Quintana, trae a colación, en su texto, los elementos característicos de las Organizaciones Internacionales mencionados por el tratadista español Díez de Velasco, que, grosso modo, sintetizamos:

1° Composición esencialmente interestatal, artículo 1° ER.

2° Base jurídica generalmente convencional: son sujetos de derecho internacional derivados, ya que existen gracias al consenso de anteriores sujetos; en este caso, los Estados, artículo 112 ER.

3° Estructura orgánica permanente e independiente: posee partes diferenciadas que ejecutan actos en pro de desarrollar el objeto de la misma; son básicamente deliberatorias, ejecutoras y administrativas, artículo 34 ER.

4° Autonomía Jurídica: “son un sujeto de derecho internacional distinto de cada uno de los Estados miembros, con personería jurídica interna e internacional. Desarrollan muchas de las actividades propias de los Estados, como la de presentar reclamaciones internacionales”. Esta se ve reflejada en todo el cuerpo orgánico y de funcionamiento de la misma.

Características que asume para sí la CPI, en apartes tales como su definición en el artículo 1°, que se equipara con la número 1 de Díez de Velasco.

El 112 ER trata la Asamblea de Estados Partes, El 34 ER de los órganos de la Corte.

Para más información sobre las Instituciones de la CPI y sobre los artículos mencionados, ver Anexo No 1.

ANTECEDENTES

“El sábado 10 de junio, una unidad de las SS ocupó (...) el pueblo que previamente había rodeado, y ordenó a la población que se reuniera en la plaza del mercado. Les dijeron que, según información, alguien había escondido explosivos en la localidad y que iban a comprobar la  identidad de los presentes y a registrar las casas. A los hombres les ordenaron que se dividieran en  cuatro o cinco grupos, y encerraron a cada grupo en un granero. A las mujeres y a los niños se los llevaron a la iglesia y también los encerraron. Eran aproximadamente las dos de la tarde. Poco después, se oyó el sonido de las ametralladoras e incendiaron todo el pueblo y las granjas cercanas.

“... Soldados alemanes entraron en la iglesia a las cinco de la tarde e instalaron un equipo de emisión de humos en el altar; era una especie de caja de la que saltaban fusibles quemados. El aire se volvió irrespirable en poco tiempo, pero alguien consiguió derribar las puertas de la sacristía y pudieron reanimar a las mujeres y a los niños afectados. Los soldados alemanes empezaron entonces a disparar por las ventanas de la iglesia, entraron en el edificio para matar a los sobrevivientes con las pistolas y derramaron una sustancia altamente inflamable en el suelo (...). No se puede identificar con exactitud el número de víctimas, pero se calcula que fueron entre 800 y 1000 personas.

“El texto anterior es un extracto de un informe que se leyó ante el Tribunal Militar Internacional de Nuremberg el 31 de enero de 1946. Describe un asesinato en masa cometido el 10 de junio de 1944 por soldados alemanes contra la población  de la localidad francesa de Oradour-sur-Glane. Sólo es un ejemplo de las múltiples monstruosidades cometidas por seres humanos contra otros seres humanos, antes y después de éste hecho, en flagrante trasgresión de las leyes internacionales. Sus lecciones se pueden aplicar a todos los conflictos armados.

“Oradour-sur-Glane no fue destruida por mercenarios sin hogar ni principios. Los ciudadanos  de la población francesa fueron exterminados por soldados de una ‘nación culta’ supuestamente bien entrenados y disciplinados. Eran hombres que habían crecido en familias, que habían recibido el afecto de sus padres y de la sociedad, que conocían los valores de nuestra cultura y que podrían haber transmitido todos esos valores a sus hijos. Sin embargo, muchos permitieron que los confundiera una ideología degradante y se convirtieron en seres obedientes capaces de cometer delitos indescriptibles. El argumento de que el horror de la guerra fue excesivo para ellos y los convirtió en criminales sólo es válido para unos pocos”10.

Una importante promesa se hizo la Comunidad de Naciones al concluir la Primera Guerra Mundial, promesa que se repitió luego de Hiroshima y Nagasaki, que fue: “Nunca más”; esta promesa, aún hoy, casi un siglo después, no se ha cumplido. Un “Nunca más” a los grandes conflictos y a la matanza selectiva o no, de personas inocentes.

Pero la realidad es bien diferente, y la historia nos muestra cómo una considerable serie de enfrentamientos de índole nacional o internacional se han desarrollado a lo largo y ancho de los hemisferios del globo, la gran mayoría provocados y promovidos por la política de intromisión de la bipolaridad que se dio durante el transcurso de la Guerra Fría.

“...Desde entonces, han ocurrido alrededor de 250 conflictos que junto con persecuciones de regímenes tiránicos provocaron un estimado de 170 millones de muertes y otras consecuencias de daños inestimables”11.

Desde la Primera Guerra Mundial, hasta el 2002, el juzgamiento de los más grandes criminales que hicieron de las suyas en ese lapso, en nombre del Estado y de la Nación, dependía de la “buena voluntad” de los Estados miembros de la Comunidad Internacional; pero muy en particular de los Estados con poder, quienes decidían qué conductas, personas y víctimas podrían ser investigadas, juzgadas y reivindicadas. Ese tipo de situaciones fue el que hizo que el resto de países con conciencia política propugnasen por una Corte de carácter permanente e independiente, que realizase sus  funciones a nivel mundial, sin el visto bueno de las potencias.

En la medida de sus conveniencias, estos países, por intermedio de la Naciones Unidas, provocaron la creación de cuatro Tribunales Ad hoc y cinco Comisiones investigadoras12.

Los cuatro Tribunales son:

1° El Tribunal Militar Internacional (TMI), con sede en Nuremberg.

2° El Tribunal Militar Internacional para el Lejano Oriente (TMILO), con sede en Tokio.

3° El Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia (TPIY), con sede en La Haya.

4° El Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR), con sede en Arusha.

Las cinco Comisiones son:

1° La Comisión de 1919 sobre las Responsabilidades de los Autores de la Guerra y de la Aplicación de Penas, para investigar los crímenes ocurridos durante la Primera Guerra Mundial.

2° La Comisión de Crímenes de Guerra de la ONU de 1943, que investigó los crímenes de guerra de los alemanes durante la Segunda Guerra Mundial.

3° La Comisión de 1946 para el Lejano Oriente, que investigó los crímenes de guerra de los japoneses durante la Segunda Guerra Mundial.

4° La Comisión de Expertos de 1992, creada en Aplicación de la Resolución 780 (1992) del Consejo de Seguridad, para Investigar Crímenes de Guerra y otras Violaciones al Derecho Internacional Humanitario en la Antigua Yugoslavia.

5° La Comisión Independiente de Expertos, creada en Aplicación de la Resolución 935 (1994) del Consejo de Seguridad, para Investigar Graves Violaciones del Derecho Internacional Humanitario en el Territorio de Ruanda.

El Tratado de Versalles, seria humillación para Berlín y una de las causas posteriores de la Segunda Guerra Mundial, dispuso del Primer Tribunal ad hoc del cual  se tiene conocimiento en procura de un juicio contra el Káiser Guillermo II, por “un delito contra la moral internacional y la inviolabilidad de los Tratados”13. Pero ello resultó un intento fallido, debido al asilo diplomático brindado al Káiser por la Corona neerlandesa.

“La experiencia posterior a la Primera Guerra Mundial mostró la medida en que puede comprometerse la justicia internacional por conveniencia política. A la inversa, la experiencia posterior a la Segunda Guerra Mundial reveló cuán efectiva podía ser la justicia internacional cuando hay voluntad política de apoyarla y los recursos necesarios para hacerla efectiva. Sea que se desarrollaran plenamente o no, estas experiencias fueron de carácter unilateral, ya que impusieron la justicia de los victoriosos”14. 
Esta justicia, dispensada por las potencias ganadoras de las batallas. Esta historia vista desde la óptica de los vencedores, se caracteriza por su poca ecuanimidad y carece por completo de la imparcialidad necesaria que sólo un juicio real puede brindar; y por ello, los Tribunales ad hoc, aunque precedentes, pueden ser considerados, en un momento determinado, como verdaderos débitos a la razón y por ello surge con mayor ímpetu la idea de una Jurisdicción Penal Internacional, que de prevalencia a los principios de legalidad y tipicidad para que los beneficios que incita esta justicia sean coherentes.

El problema de la justicia internacional selectiva y manipulada no fue el único que tuvo que enfrentar la CPI en sus inicios. Un tremendo conflicto académico se suscitó alrededor de las siguientes preguntas:

1° ¿Puede existir responsabilidad penal individual ante el derecho Internacional?

2° ¿Las normas del Derecho Internacional que prescriben la responsabilidad penal pueden contar con un Principio de Preferencia?

3° ¿Los llamados “Actos de Estado” se pueden presentar como justificantes frente a la responsabilidad penal internacional individual?15.

Luego de la Segunda Guerra Mundial, los imputados llevados ante el Tribunal Militar Internacional, en su gran mayoría, buscaban exonerarse de los cargos con la trillada justificación de que habían realizado “Actos de Estado”.

“En cuanto a la Doctrina de los ‘Actos de Estado’ el Tribunal de Nuremberg respondió citando una vieja jurisprudencia de la Corte Suprema de los Estados Unidos conocida como Ex Parte Quirin, U.S. 317 (1942) 1-48. En la cual se afirma: [Desde el mismo inicio de su historia esta Corte ha reconocido y aplicado las leyes de la guerra como parte de la ley de las naciones que prescriben la conducción de la guerra, el status, los derechos y los deberes de las naciones enemigas, al igual que de los individuos enemigos]. En este mismo sentido, la decisión reconoce que los individuos pueden ser tenidos como responsables  penalmente aún cuando los actos fuesen cometidos en nombre de sus Estados, [si el Estado autoriza la acción fuera de los contextos que prevé la ley internacional’ y además añade ‘nadie se puede amparar alegando la ley de un superior si la elección moral es un hecho posible]”16.
Ante el deshonor que se les imputaba, los criminales buscaban su exculpación planteando la inexistencia de responsabilidad, por ser no individual, sino del conglomerado llamado Estado, con todos sus componentes incluídos. Ante esto, el TMI respondió: “Los crímenes contra el Derecho Internacional son cometidos por hombres, no por entidades abstractas y solamente castigando a los individuos que cometen tales crímenes es como las disposiciones del Derecho Internacional pueden tener vigencia”17.

“Los excesos cometidos en el campo de batalla nunca serán el producto de una organización estatal anónima, si no de una voluntad individual, protegida por la soberanía del Estado y por su función soberana”18.

“Frente a la necesidad de una preferencia por parte del Derecho Internacional la jurisprudencia de Nuremberg estableció en el caso U.S.M. Ohlendorf et al: [los crímenes contra la humanidad son actos cometidos contra la vida y la libertad y deben ser observados en lo que concierne al ámbito de competencia internacional, el concepto de crímenes contra la humanidad no resulta aplicable a los delitos para los cuales el código penal de un ordenamiento estatal determinado hace una disposición pertinente. Los crímenes contra la humanidad solamente pueden llegar a considerarse en los límites de éste código básico de la humanidad en razón de que el Estado involucrado, debido a su indiferencia, su impotencia o su complicidad, no ha sido capaz o ha rehusado detener tales crímenes y castigar a los responsables]”19.

Un intento fallido previo a la CPI, se dio en 1937, con la Convención para la Represión del Terrorismo, del 16 de noviembre de ese año, que se vio propiciada por los incidentes del asesinato del rey Alejandro de Yugoslavia y del ministro galo Barthoo, en 1934. Con ello se demuestra que aun antes de los Tribunales de Nuremberg y Tokio, existía un vivo interés por el establecimiento de una Corte de carácter permanente, con jurisdicción a nivel mundial y sobre los individuos. Pero esta nunca pudo funcionar por la crisis que agobió al mundo tras la Guerra Civil Española, la invasión italiana a Abisinia y las políticas agresivas y militaristas de Alemania en los años anteriores a la Segunda Guerra Mundial.

Además existía un serio problema de índole jurídico con la justicia ad hoc, que consistía en su calidad de ex post ipso, por su no respeto al principio de nullum crimen sine lege; una razón de más para propender por una Corte de carácter permanente y no transitoria, como en los eventos que permitieron Moscú y Washington.

Y no sólo eso, 

“[en última instancia la crítica más severa que se puede hacer a los Tribunales establecidos tras la Segunda Guerra Mundial es la no determinación previa del juez competente, lo que acarrea las dudas sobre la finalidad de la designación de los mismos o, lo que es peor, que estos se limitaran a imponer la justicia de los vencedores]. Por ello, aunque los Tribunales de Nuremberg y Tokio contribuyesen a materializar la idea de la creación de una jurisdicción penal internacional, estas críticas ponen de manifiesto algunas de las debilidades del modelo de una jurisdicción internacional Ad hoc”20.

La situación presurosa que acaeció, finalizada la Segunda Guerra Mundial, cambió radicalmente con la Guerra Fría y retomó un fuerte impulso con el establecimiento de los Tribunales para la antigua Yugoslavia y para Ruanda.

Para estos casos, el proceso de conformación de un tribunal ad-hoc, fue, prácticamente, el mismo. Hijos ambos del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, estuvieron sometidos a sus designios; mas, este organismo siempre sintió la necesidad de argüir que no se trataba de antecedentes plenos para la próxima conformación  de una jurisdicción  penal internacional, sino que eran la mejor y más adecuada alternativa  para evitar implantarla.

La posición que mostró el Consejo de Seguridad, se vio, posteriormente fútil por las consecuencias que se evidenciaron al establecer ambos Tribunales Penales Internacionales.

Fundamental aporte hizo David Scheffer21, de excelente atino, con la noción que expresara en su discurso, en el International Law Weekend, 1994, en el New York City Association of the Bar, que hacía referencia a esta clase de tribunales, y que denominó como “fatiga de tribunal”:  El hecho de que “la logística para instalar los tribunales Ad hoc para la antigua Yugoslavia y para Ruanda había extralimitado las capacidades y recursos de las Naciones Unidas y había consumido el tiempo del Consejo de Seguridad”22,  hacía poco viable el constante establecimiento de Tribunales como estos, y abría las puertas para la conformación de uno de carácter permanente.

 En todo caso, ante una situación de exacerbada violencia, que dé evidencias de no respeto por el Derecho Internacional Humanitario o por el Derecho de Gentes, el Consejo de Seguridad hace un llamado a las partes en conflicto para que se guíen por tales normas y para que cesen en su actitud criminal. La historia  nos muestra como, en ambos casos, hicieron caso omiso a las reclamaciones de la Comunidad Internacional, debiendo recurrir, a instancias del Consejo, a la calificación de tales acontecimientos como verdaderos “caldos de cultivo” para una violencia mayor, más generalizada y cruenta, que atenta, eventualmente, contra la paz y la convivencia internacional. Esta llevó al nombramiento de expertos investigadores de las mismas, para que diesen fe al órgano de Naciones Unidas sobre la veracidad de las denuncias y de las conductas.

Evacuado este punto, se ordena la creación del Tribunal Penal Internacional para el país que lo requiera. En este caso, el Consejo de Seguridad creó el Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia, por medio de la Resolución 827, del 25 de mayo de 1993, con la finalidad de investigar y juzgar las violaciones que ocurrieron en este territorio dadas entre el 1° de enero de 1991, y otra fecha que con posterioridad determinaría el mismo Consejo. Este inició labores el 17 de noviembre de 1993 y tuvo su sede en La Haya.

El de Ruanda tuvo la suya, a su vez, en Arusha, Tanzania; y comenzó a funcionar el 26 de junio de 1995, por medio de la Resolución 955, del 8 de noviembre de 1994. Buscó investigar y juzgar crímenes, como el genocidio, que se cometieron básicamente en Ruanda y Burundi, entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 1994.

Ambos Tribunales,

“respondieron a una unidad de enfoque legal y de economía y eficacia del recurso, del que se derivan ciertas relaciones en el plano organizativo e institucional.  La creación de los Tribunales para la ex Yugoslavia y Ruanda como órganos subsidiarios del Consejo de Seguridad ha suscitado ciertos recelos en relación con su dependencia del órgano político, a pesar de que los respectivos estatutos contienen disposiciones destinadas a asegurar la imparcialidad e independencia. A ello se le suman las numerosas críticas formuladas en torno a la aproximación selectiva  que implica el que la exigencia de la responsabilidad penal internacional del individuo dependa en la práctica de criterios de discrecionalidad política”23.

No obstante la intención expresa del Consejo de Seguridad de  Naciones Unidas de pretender que estos Tribunales no fuesen el antecedente de otro mayor y de carácter permanente, constituyeron pasos decisivos en pro del establecimiento de una Comisión Preparatoria que aclarase el camino para las reuniones que, como la llevada a cabo el 15 de junio de 1998 en Roma (denominada Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas, donde 160 Estados y con el apoyo de importantes ONG´s del mundo), discutieron el Estatuto que se denominó como  la Ciudad Eterna, y que fue posteriormente el instrumento a ratificar por parte de los Estados que querían hacerse partícipes del nacimiento de la CPI.

Se requería de la adhesión de un mínimo de 60 Estados para que la Institución surgiera a la  juridicidad. Este logro se obtuvo a mediados del año 2002 con la ratificación de la República Democrática del Congo, y entró en vigor el primer día del mes siguiente al sexagésimo día de haber depositado el sexagésimo instrumento de ratificación. El 11 de marzo de 2003, inició labores la CPI, cuando tomaron posesión los jueces del Tribunal.

3.2  DERECHO INTERNACIONAL

“El Derecho Internacional Público es el conjunto de normas y principios jurídicos creados por los Estados mediante una diversidad de procedimientos, con el objeto de regular sus relaciones mutuas, así como sus relaciones con otros sujetos”24.

Este es el “continente” del que iniciamos la investigación; bien importante, por cierto, pues respecto del fundamento del derecho internacional existen, básicamente, dos posiciones doctrinales, las naturalistas y las positivistas, sobre las que cimentaremos los  pilares que sostendrán nuestra teoría acerca de  la trascendencia de la CPI y su inmanencia al derecho de gentes.

Nos acogemos a la posición doctrinal naturalista para enrutar el concepto dentro  del cual encuadramos la naturaleza filosófica de la CPI como institución,  de tal manera que se haga clara al lector la trascendencia de la misma y su alcance, procurando demostrar que tenían completa razón quienes, en 1998, en el “Il Campodoglio”, expresaron con tanto convencimiento: “el establecimiento de la CPI simboliza y encarna ciertos valores fundamentales y expectativas compartidas por todas las personas del mundo y es, por tanto, un triunfo de todas las personas del mundo”25.

La teoría Naturalista tuvo como mayores exponentes a Francisco de Vitoria y Francisco Suárez. De Vitoria  lo conceptúa  como “un derecho de carácter universal (ius inter gentes) y del bien común de toda la humanidad”26.

Para los positivitas sólo contaban los elementos tangibles del derecho, y su pilar era el consentimiento de los Estados, en forma expresa o tácita. Disentimos de esta ideología, y continuamos con el Naturalismo, o con las posteriores corrientes reaccionarias al Positivismo, puesto que fenómenos de máximo valor como los Derechos Humanos y el respeto por el Derecho Internacional Humanitario, son cuestiones que no requieren de consentimientos de ninguna clase por parte de los Estados, como sujetos jurídicos del Derecho Internacional Público, para reconocerlos y aplicarlos.  Estos no deben ser privilegios que tengan sólo unos cuantos seres humanos: SON circunstancias inherentes a la existencia de cada uno de nosotros, sin hacer prevaloraciones sustentadas en el género, en las divisiones provocadas por las ideas de Linneo, en las creaciones y mitos que entrelacen al ser consciente con la divinidad, etcétera.

Como reacción a la Escuela Positivista del Derecho Internacional Público, surgen otras, entre las que vale la pena mencionar la del Positivismo Sociológico de Duguit, y la de las teorías biológicas de Scelle.  La primera “tiene como base única el hecho de la solidaridad o de la interdependencia de los seres humanos. El derecho no es, por tanto, una creación del Estado, sino una expresión de los hechos sociales que se impone a los hombres como regla moral y jurídica”27.

Scelle nos dice, a su vez, que “la conservación y el equilibrio social exige necesariamente fuerzas coercitivas a las cuales estén subordinados los miembros de cada grupo, fuerzas sociales que son de orden eminentemente biológico”28.

Vemos, entonces, cómo ambas escuelas se diluyen en forma armónica en la CPI. En primera instancia, como instrumento de protección última de los Derechos Humanos y del DIH, busca investigar y juzgar a las personas que cometieron crímenes en contra del Derecho de Gentes, o sea un derecho de interdependencia entre los seres humanos, ya que el crímenes de este tipo, al cometerse en una determinada zona geográfica, no van a afectar solamente al pueblo o a la nación donde se ubica, sino que afectarán a toda la humanidad.

Y en segundo lugar, su papel juzgador, coercitivo y coaccionante se evidencia en la teoría biológica que le da tal rango al Derecho Internacional Público, o, para este caso, a ciertas instituciones suyas.  

Esto nos lleva, necesariamente, a una cuestión muy recurrida por  los doctrinantes en torno a la posición del Derecho Internacional Público (DIP) frente al derecho interno. 

Tres teorías buscan responder la duda: 

Los Dualistas, encabezados por Triegel, quienes dicen que tanto el DIP como el derecho interno, son categorías diametralmente opuestas e independientes; por lo tanto, el DIP no transforma el Derecho Público interno. Son complementarios, por lo que no puede haber conflicto entre ambos.  Sólo deben saberse llevar.

Los Monistas, con Kelsen, sostienen que ambos son una unidad; por tanto, el Derecho Internacional es prevalente al Derecho Interno, y ello inhibe conflictos entre ambos.

Y los Coordinadores, considerados monistas, pero sin subordinación. Creen que lo que debe operar es la coordinación entre los dos sistemas, sobre la base de normas superiores (Verdross).

Frente a estas teorías, el Derecho Internacional como ente abstracto, no se afilia a  ninguna de las tres posiciones, y deja a consideración de cada Estado la decisión de adoptar la que mejor se acople a su desarrollo constitucional y legislativo. Es el caso de si las normas del Derecho Internacional requieren o no de un acto de recepción para que ingresen al sistema jurídico nacional.

3.3 COORDINACIÓN CON EL DERECHO INTERNO COLOMBIANO

En nuestro país opera una especie de “Coordinación” entre el DIP y el derecho interno, puesto que la Constitución, en su artículo 93, habla de la prevalencia  del DIP, siempre y cuando el tratado que se ratifique, verse sobre el reconocimiento de los Derechos Humanos.

El artículo 94 de la CP, es una demostración fehaciente de la concepción filosófica iusnaturalista de justicia, surgida en la Alemania de 1863, que habla de la inherencia al ser humano de derechos y garantías que no estén positivizadas o reconocidos por el Estado, lo que, no obstante, no significa que sean inexistentes. Están sujetos a una especie de reconocimiento que se contrapone al positivismo. Otra razón de más que justifica nuestra afiliación a la Escuela Naturalista del DIP.

En el artículo de la 101 CP, se habla de los límites territoriales y se considera que los tratados que los establezcan tienen preeminencia sobre el orden interno.

El artículo 214-2, dice que en Estados de Excepción no se limitarán las libertades y que se respetará el DIH; además, que todos los hechos y actos que acaezcan durante el mismo se deben regir por los tratados internacionales.

Pero el artículo 4, en el capítulo de los Principios Fundamentales, dice que la CP es norma de normas, y que en caso de conflicto entre esta y “otra ley o norma jurídica” se aplicará la CP. Al parecer, esa otra ley o norma jurídica incluye  los tratados internacionales, señalando, en consecuencia,  que están por debajo de la CP. Pero hemos esbozado, meridianamente, que esta interpretación exegética no es la más idónea, razón por la que ahondaremos en estos asuntos, cuando tratemos el Bloque de Constitucionalidad y el Estatuto de Roma.

Así las cosas, no tiene sentido que pongamos en segundo plano la quintaesencia de una institución, catalogada como la más importante que ha surgido de la conciencia de la comunidad internacional en las últimas décadas, por simples formalismos, pautas e interpretaciones que, aunque inmersas en el mismo ER, son contrarias a la filosofía de la CPI; para el caso, la sustracción de la jurisdicción de la Corte de los crímenes de guerra por un periodo de 7 años, a partir del momento en que se ratifique la adhesión al instrumento. Esta posición fue adoptada por el gobierno colombiano con argumentos que se caen por su peso, puesto que la inmanencia de los derechos y de su respeto por el conglomerado social, son principios básicos en nuestra CP. 

Tomamos en cuenta dos aspectos para finalizar la idea.

1.   ¿De qué sirve un derecho sin la acción correspondiente para hacerlo valer?  Un derecho sin acción, es un derecho en el papel, condenado, inexorablemente, a estar  yerto.

2.  El principio de Subsidiariedad,  que es pilar de la CPI, obliga a los Estados nacionales a ejercer su función judicial en contra de los crímenes de su competencia, ¿qué es lo que caracteriza la función judicial de nuestro país, su capacidad para realizar justicia, o los encumbrados niveles de impunidad que se manejan en este punto?

Concebido así, cuando un Estado se halla imposibilitado para ejercer el ius puniendi,  ya sea porque han sido destruidos sus órganos representantes del poder (como en el caso de Rwanda, donde la guerra prácticamente acabó los estamentos gubernamentales, haciéndolos inoperantes y colapsando, por tanto,  el sistema de justicia nacional), o porque, con su complicidad, no se intenta siquiera perseguir o sancionar a los culpables de los crímenes de mayor entidad  (como acaeció en la antigua Yugoslavia), es cuando entra a operar el fenómeno de la subsidiariedad de la CPI, puesto que al evidenciarse y ser corroborado, como es obvio, que el estado en el que se cometió el crimen no está presto a iniciar un proceso investigativo por alguna de estas razones, y en vista de que es garante de la persecución de los mismos y, a la vez, puede ser Alta Parte Contratante en el ER, como se inhibe de acatar los compromisos que ha adquirido, la CPI toma para sí la competencia de la investigación de tales conductas en respuesta a la inacción que se evidencia en el Estado que debía iniciarla. 

En consecuencia, las circunstancias anteriores son las que conducen a la concreción del principio de la Subsidiariedad: cuando el Estado que está obligado a investigar no lo hace, porque no quiere o porque, realmente, no puede, la Corte, de forma subsidiaria, toma los casos y los investiga para evitar que se configure la impunidad respecto de los mismos, y en procura de mantener íntegra la competencia de los Estados Nacionales, respetando su soberanía judicial para que tengan la posibilidad primigenia,  sin injerencias de ningún otro tipo, lo cual constituía uno de los serios inconvenientes que afrontó el establecimiento de la Corte en sus inicios, puesto que los Estados temían una Institución poderosa que se entrometiera en sus actuaciones internas.

Luego, sacar de la competencia de la CPI los crímenes de guerra durante 7 años, ¿no es, prácticamente, permitir 7 años de impunidad en esta categoría, sin que se pueda acceder a la justicia internacional?

Esta forma de ezquerdear el derecho de gentes,  derecho consubstancial a cada uno de los seres humanos, ¿a quiénes beneficia, en primera instancia, en Colombia?  ¿Realmente  un gobierno que le ha declarado una guerra total a los grupos de izquierda, cree convincente, como dialéctica de su inclinación por adoptar al artículo 124 ER, el hecho de que lo hace para apoyar un eventual proceso de paz con ellos?

"Las medidas del Estado contra el terrorismo nunca pueden desviarse de ciertos principios básicos del Derecho Internacional de los Derecho Humanos, del Derecho Internacional Humanitario y del derecho penal. Esto independientemente de cómo se manifiesta la gravedad de las acciones terroristas".

Michael Frühling.
3.4 BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD
"El bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros de control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados  a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de reforma diversos al de las normas del articulado constitucional stricto sensu”29.

Se entiende así que el Bloque de Constitucionalidad está compuesto por normas que no necesariamente están inmersas en el cuerpo de la C P, no obstante, tienen un valor equiparado a ella, no inferior; en consecuencia, la Constitución, en términos generales, es más amplia de lo que aparece en su texto positivizado.

Este concepto tuvo sus orígenes en las decisiones del Consejo Constitucional Francés, que le dieron un valor intrínseco supremo a lo establecido en el Preámbulo de la Constitución de 1958. El término acuñado por la doctrina, mas no por la jurisprudencia, fue el de “Principios y reglas de valor Constitucional”, que se usó en el Consejo Constitucional de la V República.

Del país del gorro frigio se pasó al de la Madre Patria, donde el Tribunal Constitucional lo consideró como “un conjunto de normas que ni están incluidas en la Constitución ni delimitan competencia, pero cuya infracción determina la inconstitucionalidad de la ley sometida a examen”30.

Lo hicieron por igual en Austria, Italia y Portugal; luego hizo su arribo a nuestro país donde sólo fue reconocido expresamente por la Corte Constitucional en el año de 1995, porque en la Constitución anterior no existía referencia expresa al concepto.  La CP actual, trae estos parámetros en sus artículos 9, 93, 94, 214-2, 53 inc. 3, 101 inc. 2.

Dice el artículo 93 de la CP: si los tratados versan sobre Derechos Humanos, “constituyen un parámetro para la interpretación de los derechos y deberes consagrados en la CN y [prevalecen sobre el orden interno]” 31.

Hizo referencia al tema la Corte Constitucional en las sentencias T-409 de 1992, T-426 de 1992 y C-574 del mismo año en la que incluyó los convenios de DIH al Bloque de Constitucionalidad, al decir: 

“Segunda: así mismo, ella reconoce también plenos efectos jurídicos  a las reglas de derecho internacional humanitario, particularmente durante la vigencia de los denominados estados de excepción (art. 241-2)...

“Lo cual significa, ni más ni menos, que las reglas de derecho internacional humanitario son hoy –por voluntad expresa del constituyente─, normas obligatorias per se sin ratificación alguna previa o sin expedición de norma reglamentaria. Y lo son [en todo caso]  como lo señala significativamente la propia Carta.

“En estas condiciones, no hay duda de que el derecho internacional humanitario constituye uno de los más eficaces instrumentos de protección del núcleo común que comparte con los derechos humanos, tal como lo ha señalado la más autorizada doctrina” 32.

Pero definió el concepto con la C-225 de 1995, en la cual también dirime el aparente conflicto constitucional que se percibe entre los artículos 4° y 93 de la Carta, donde el primero expresa que la Constitución no tiene norma igual, y el segundo le da el mismo nivel a los tratados internacionales sobre Derechos Humanos, así:

“En tales circunstancias, la Corte Constitucional coincide con la vista fiscal en que el único sentido razonable que se puede conferir a la noción de prevalencia de los tratados de derechos humanos y de derecho internacional humanitario (C.P., arts. 93 y 214, num. 2°) es que estos forman con el resto del texto constitucional un ‘bloque de constitucionalidad’, cuyo respeto se impone a la ley. En efecto,  de esa manera se armoniza plenamente el principio de supremacía de la Constitución, como norma de normas (C.P., art. 4°), con la prevalencia de los tratados ratificados por Colombia, que reconocen los derechos humanos y prohíben su limitación en los estados de excepción (C.P., art. 93)”33.

Lo toma como principio de interpretación en las sentencias C-1022 de 1999, C-400 de 1998 y T-483 de 1999, entre otras.

Por tanto, las disposiciones jurídicas que hacen parte del bloque de Constitucionalidad, poseen la misma entidad de la Carta Política, convirtiéndolas en “verdaderas fuentes de derecho, lo que significa que los jueces en sus providencias y los sujetos de derecho en sus comportamientos oficiales o privados deben atenerse a sus prescripciones”34.

Según la sentencia C-400 de 1998, la Corte Constitucional argumenta que nuestra CN se acoge a la postura de un “monismo moderado”.

“La corte ha planteado que la mejor manera de armonizar la norma sobre la supremacía de la CN  (art. 4) con la norma especial sobre la prevalencia de los tratados de Derechos Humanos  en el orden interno (art.93) consiste en aceptar que estos tratados  -al igual que los tratados del DIH (art. 214-2)- forman parte del llamado “Bloque de Constitucionalidad”35.

Nos acogemos a esta posición que consideramos acertada, y estamos en franco desacuerdo con el concepto que el Procurador Encargado dio al respecto, en la sentencia C-578 de 2002, que revisó la ley 742 que aprobó el ER, cuando afirmó: 

“El Procurador estudia si el ER hace parte del Bloque de Constitucionalidad. Concluye que ello no es posible porque se trata de un tratado internacional que regula lo  atinente a la jurisdicción y competencia de una Corte para juzgar y sancionar determinadas conductas delictivas que afectan de manera gravísima Derechos Fundamentales, y no un tratado de Derechos Fundamentales”.

 El concepto  resume este punto así:

“En efecto, (i) el tratado no corresponde al reconocimiento de Derechos Humanos, es un mecanismo de represión que busca el castigo efectivo de quienes han violado Derechos Humanos y, (ii) debido a los efectos circunscritos exclusivamente al Estatuto –de acuerdo al acto legislativo─ el Estatuto no puede ser fuente de interpretación para los jueces colombianos, cuando estos ejercen la jurisdicción constitucional”.

 Y más adelante concluye: 

 “5. El Estatuto de la CPI no tiene prevalencia en el ordenamiento jurídico interno ya que no es un tratado que reconoce Derechos Humanos, sino un instrumento internacional destinado a establecer la jurisdicción y competencia de un Tribunal Internacional.  Habida cuenta de lo anterior, el ER no hace parte del Bloque de Constitucionalidad”36.
Respecto de lo anterior, fue más prolífica en su análisis  la Comisión Colombiana de Juristas, cuando en el parcial de  intervenciones ciudadanas dijo:

“...De acuerdo con lo establecido en las sentencias C-574 de 1992, y C-225 de 1995, las normas de DIH hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, y la jurisdicción de ésta Corporación ha reconocido que los principios que lo fundan ‘tienen el carácter de normas imperativas o de ius cogen´ (F.9)”.

Concluye afirmando que  “la CPI (...) desarrolla el valor constitucional de la justicia en la medida en que su finalidad es enfrentar la impunidad de  los graves crímenes de su competencia (F.10)”37.

Entre las finalidades que poseen las normas del Bloque, están dos bien importantes que extraemos, de Bobbio:

1.  Orientar las funciones del operador jurídico.

2.  Limitar la validez de las regulaciones subordinadas38.

Uprimny nos habla en su texto sobre el Bloque de Constitucionalidad, de ciertas características que posee el Bloque de Constitucionalidad, las cuales enumeramos a continuación:

1. Permite la adaptación histórica de las constituciones a las nuevas realidades sociales.

2. Enriquece y dinamiza el contenido y el sentido del derecho interno.

3. El Bloque de Constitucionalidad es un referente normativo procedente tanto en el control abstracto de constitucionalidad como en las revisiones de tutela.

4. Su apoyo constitucional radica en las siguientes normas de remisión: artículos 53, 93,

94, 151, 152, 153 y 241 de la Constitución.

5. Merced al control integral de constitucionalidad que caracteriza la función de la Corte, el análisis del bloque no está sujeto, necesariamente, a que sea solicitado por quien acude  a la Corte. Esta podrá hacerlo sin que medie solicitud alguna.

Si estas son directrices que gobiernan las actuaciones de quienes deben crear o cumplir las leyes, si el Bloque de Constitucionalidad se estructura como un derrotero no excepcionable, ¿cómo se puede calificar una conducta que va en contravía, de forma mediata, del Preámbulo de la Constitución, de ciertos artículos de ella que lo desarrollan, de los tratados de DIH que propugnan por su respeto y punción de las acciones infractoras del mismo, en fin, del propio Derecho Internacional Público y del Derecho de Gentes –que se caracteriza por su iusnaturalismo─?

En este sentido, por ejemplo, la Corte enfatizó en la Sentencia C-225 de 1995 que la “[imperatividad de las normas humanitarias y su integración en el Bloque de Constitucionalidad implica que el Estado colombiano debe adaptar las normas de inferior jerarquía del orden jurídico interno a los contenidos del derecho internacional humanitario, con el fin de potenciar la realización material de tales valores]”39.

Referido a la fuerza normativa del Bloque de Constitucionalidad, ella no sólo obliga al legislador al momento de hacer ejercicio de su función pública, sino, también, al dispensador de justicia al aplicar la ley, “ya que en dicha sumisión reside la validez jurídica de  sus actuaciones”.

Así, entonces, si el conjunto de disposiciones jurídicas que componen el Bloque de Constitucionalidad tienen el mismo nivel de relevancia de la Carta Política, y esta, a su vez, no puede ser vulnerada por ninguna otra norma de carácter interno, “pues la preeminencia del bloque tiene rango constitucional e impera por encima de cualquier consideración legislativa o de cualquier intención hermenéutica”, es obvio que las decisiones presidenciales hechas leyes, no pueden ir en contra del Bloque y el ER aprobado habiendo hecho uso de su artículo 124, es inconstitucional y, por ende, inaplicable.

La ley 742 de 2002, que incorporó el ER a la legislación nacional, tiene un vicio de constitucionalidad, y es su artículo 124, puesto que implica una confrontación que no debe ser: el Bloque de Constitucionalidad y el artículo 124 ER que propugna la impunidad.

Para finalizar, es importante hacer ver que el Bloque no configura una potestad exclusiva de la Corte Constitucional en sus interpretaciones, pues esta debe ser aplicada por todas las ramas del poder público al ejercer su labor, y como la Constitución misma, no puede ser excepcionado ni suspendido.

“Si aplicar el Bloque de Constitucionalidad es aplicar la Constitución expandida, no parece insensato afirmar que es un deber normativo de todas las autoridades judiciales y administrativas darle aplicación en los diferentes estadios de análisis (...)  Pero también el bloque debería ser tomado en cuenta al momento de legislar y cuando el gobierno expida normas, muy especialmente aquellas con fuerza legislativa como las normas de estado de excepción, o incluso cuando deba ejecutar políticas”40.

3.5 DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO
Los Derechos Humanos son definidos como:

 “Derechos inherentes al hombre en atención a su naturaleza, que le permiten el ejercicio de ciertas prerrogativas básicas para su desarrollo y perfeccionamiento y que tanto el Estado como las demás personas deben respetar. Se les ha llamado a lo largo de los siglos, derechos individuales, libertades públicas, derechos civiles y garantías sociales... Según la doctrina, ‘las características generales de los Derechos Humanos son las siguientes: a) Pertenecen a la persona humana desde el primer momento de su existencia. b) Son universales, porque su titularidad se extiende  a todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su sexo, color, edad, etc. c) Son  inalienables, es decir que sin justa causa, el hombre no puede desposeerse de ellos. d) Son inviolables, porque ni el Estado ni los particulares obran lícitamente al desconocerlos o vulnerarlos. e) Son necesarios, por que su existencia es indispensable para lograr una vida armónica para la especie humana”41.
Por su parte, se define el DIH como “una rama del DIP que se aplica a los conflictos armados, mediante el cual se trata de garantizar el respeto a la persona humana en la medida compatible con las exigencias militares y con el orden público, así como de atenuar el rigor de las hostilidades” 42.

¿En qué se diferencian ambas categorías?

“Las disposiciones de los Derechos Humanos buscan garantizar a cada persona, en tiempo de paz, el respeto por sus derechos y libertades, necesarios para asegurar su propio desarrollo social y protegerlos de abusos por parte de las autoridades, y en general de cualquier grupo o persona que tenga posibilidad de violarlas. El Derecho Internacional Humanitario está específicamente diseñado para situaciones y categorías de personas concretas, tales como las que rigen la conducción de hostilidades (conflictos armados) y el principio de refugio y de ayuda a los heridos y enfermos”43.

Y agregamos, “Mientras que el Derecho Internacional Humanitario determina categorías de personas a proteger, tales como población civil, heridos, prisioneros de guerra (en guerras internacionales) y personas capturadas a raíz de conflictos armados internos, los Derechos Humanos son inherentes a todos los individuos, sin conferirles estatutos particulares...”44.

El DIH es la representación de los Derechos Humanos en tiempos de guerra  y con sujetos cualificados. Aunque sutilmente diferentes, tanto los Derechos Humanos como el DIH, son categorías importantísimas de reivindicaciones, protegidas ambas por la CPI, ya  sea en situaciones anormales como en las de calma.

Para más información sobre el Derecho de Ginebra y el de La Haya, además de los Protocolos I y II adicionales a los Convenios de Ginebra y el artículo 3° común, véase  Anexos 2, 3, 4 y 5.

El hecho de querer, en un momento dado, excluir del Bloque de Constitucionalidad el DIH, permite que las normas que regulan su tratamiento tengan un carácter inferior al de la CP, y, por tanto, perfectamente modificables por el Gobierno de turno, en primera instancia, o por el Congreso, si en ello hay consenso. Y así pasaríamos del naturalismo que en verdad rodea al DIH, a un innecesario y manipulable positivismo, que desembocaría en posiciones, como la adhesión a la salvedad que el art. 124 ER,  trae.

Es incuestionable que el DIH es de suma importancia, y que se requiere de su respeto y aplicación para no caer en el despotismo que los regímenes totalitarios nos han dejado, desgraciadamente, como legado. 

Hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, los Tratados Internacionales aprobados por Colombia que traten sobre DIH, los que, por ende, tienen el carácter de norma constitucional; luego, una norma constitucional sobre Derechos Humanos y DIH no puede ser suspendida en el tiempo; mucho menos, menospreciando los tratados que lo incorporan como legislación interna. La protección a los Derechos Humanos en tiempos de guerra, ya sea interna o externa, no se puede dejar en suspenso, de ninguna manera y bajo ningún pretexto. Esto viola las reglas mínimas de  convivencia entre TODOS los seres humanos.

La Corte Constitucional no hizo ninguna acotación de importancia al respecto en su sentencia. Sólo le bastó decir que las reservas son del resorte del Gobierno Nacional, y que esto nada de inconstitucional tiene.  Además, tampoco hizo aclaración alguna sobre si el ER hace parte o no del Bloque de Constitucionalidad. Solo afirmó que “Nada se opone a que el Estado colombiano también haga declaraciones interpretativas a través del órgano competente para ello”45. 

Es obvio que la Corte no analizó a fondo las implicaciones constitucionales de tales “Declaraciones Interpretativas” por parte del gobierno nacional.  La reserva adoptada por Colombia, en el artículo 124 ER, es abiertamente inconstitucional en nuestro concepto, dados tales presupuestos.

3.6 RESERVAS

Independientemente de las causas que hayan provocado que la Comisión Preparatoria incluyese en el cuerpo normativo del ER, auspiciado por Francia, la cláusula del artículo 124, de no competencia de la CPI respecto de crímenes de guerra por un lapso de 7 años, que sean cometidos por nacionales o en territorio nacional, Colombia es un país que no se puede dar el lujo de adoptarla.

En nuestra opinión, consideramos que tal salvedad es inconveniente, al ser “incompatible con el objeto y fin del tratado”46 mismo, no obstante hacer parte del articulado del ER, y que el artículo 120 no las admita. Y es que resulta un contrasentido propugnar  por una Corte de carácter permanente y, en ciertos casos, con jurisdicción a nivel mundial, para juzgar  cuatro delitos específicos, de los cuales uno de ellos es excluído por falta de tipicidad en su materia, denominado Crimen de Agresión.  Fuera de que se deja la posibilidad para que cualquier Estado pueda, a su antojo, exceptuar otro durante siete años, cual es el relacionado con los Crímenes de Guerra.

¿A qué queda reducida, entonces, la competencia material efectiva de la CPI?  Al parecer, la institución más importante creada por la comunidad de Estados desde Naciones Unidas, y con una labor más que necesaria, resultó maniatada en ciertos aspectos, por mucho que la intención de las voces que anhelaban su entrada en funcionamiento, fuera el propugnar porque estuviese regida por principios de independencia, autonomía e imparcialidad. Esos son errores que pronto se caerán por su propio peso; la sola entrada en vigencia de la Corte, es ya un triunfo, con todo y sus limitaciones. Las falencias que hoy tiene serán, indefectiblemente, corregidas en un futuro; pero lo realmente absurdo, es que un país que tiene entre sus más voraces “trematodos”, los exacerbados niveles de impunidad, se tome la libertad de ratificar el ER con la salvedad  que trae el artículo 124.

Una verdad por todos conocida, es que en nuestro país la justicia no les llega a los “fúcares”. Por ello, es claro que esa reserva pretende seguir salvando el pellejo de éstos, puesto que se hará hasta lo imposible para que no sean juzgados en el país, y sin existir una instancia extranjera que se pueda hacer cargo de ellos, ¿qué ocurre?  Simplemente, que escapan del manto de la justicia en contra de la CP, de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario, en contra del Bloque de Constitucionalidad.

La Convención de Viena define la Reserva en su artículo 2, inciso d, como “una declaración unilateral, cualquiera sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado”47.

Según Monroy Cabra, las tesis que contemplan la doctrina en cuanto a reservas que se pueden hacer a los tratados multilaterales48, son: 

“Tesis de la integridad del tratado: que no acepta la formulación de reservas y subsidiariamente las acepta, siempre que sean acordadas únicamente por todas las partes.
“Tesis de la divisibilidad del tratado: que acepta que se formulen reservas y propugna la divisibilidad, admitiendo que el tratado puede regir en sus cláusulas no observadas” 49.
Nos informa el autor que  la primera tesis era la dominante en el siglo XIX, y que la segunda se practicó bajo el sistema de la “Regla Panamericana”, adoptada en la VI Conferencia Internacional de La Habana, en 1928.

Las fechas que marcaron el avance del concepto “Reserva” en los Tratados Internacionales, a modo de análisis, son las siguientes:

1934, año en el cual el Consejo Directivo de la Unión Panamericana adoptó reglas que establecen: 

“Un tratado entrará en vigor en la forma en que fue firmado entre aquellos países que lo firmen sin reservas, y en los términos en los cuales fue originalmente redactado y  firmado.

Entrará en vigor entre los gobiernos que lo ratifiquen con reservas en la      forma en que quede modificado por dichas reservas.

No estará en vigor entre un Estado que haya ratificado con reservas, y otro que haya ratificado y que no acepte tales reservas.

Esta última regla (3ª) abandona a la Convención de La Habana, al impedir la entrada en vigor de todo el tratado entre el autor de la reserva y el autor de la objeción”

1951, la Corte Internacional de Justicia, respecto de la Convención sobre la Prevención y Represión del Genocidio, declaró que “la doctrina según la cual una reserva, para ser válida, debe contar con el consentimiento de todos los demás Estados interesados, y no era aplicable al caso particular de la Convención sobre Genocidio”. Agregó que, “aunque en su opinión la doctrina tradicional tenía un ‘valor innegable’, no creía que se hubiera convertido en norma de derecho”.

1951, “La Comisión de Derecho Internacional presentó a la Asamblea General un informe sobre las Reservas a las convenciones multilaterales, recomendando que se siguiese la doctrina que exige el consentimiento unánime para admitir como parte en un tratado a un Estado que formule reserva”50.

1959,  el Consejo Interamericano de Jurisconsultos, en su IV reunión de Santiago, enunció que “no estará en vigor [el tratado] entre un Estado que haya ratificado con reservas y otro que haya ratificado y no acepte tales reservas. Con todo, el Estado que rechace las reservas y el que las haya formulado podrán convenir expresamente que el tratado rija entre ellos, con excepción de las disposiciones afectadas por dichas reservas”.

1969, Convención de Viena, donde se adoptaron los siguientes principios, 

“se pueden formular reservas, excepto en tres casos:

1.  Que la reserva esté expresamente prohibida;

2.  Que la reserva esté implícitamente prohibida; y

3.  Que sea incompatible con el objeto y fin del tratado, cuestión que depende de la apreciación de la aceptabilidad de la reserva por los demás Estados Contratantes.

“A falta de norma contraria, una reserva expresamente autorizada por el tratado no exigirá aceptación de los demás contratantes (art. 20, Párr. 1°). Cuando el tratado sea constitutivo de una organización internacional y a menos que en él se disponga de otra cosa, una reserva exigirá la aceptación del órgano competente de esa organización.

“La aceptación de la reserva por otro Estado contratante, constituirá al Estado autor de la reserva en parte del tratado, respecto de ese Estado, si el tratado ya está en vigor cuando la reserva entre en vigencia.

“La objeción hecha por otro Estado contratante impedirá la entrada en vigor del tratado entre el Estado que ha hecho la objeción y el Estado autor de la reserva, a menos que el Estado autor de la reserva manifieste la intención contraria.

“Un acto por el que un Estado manifieste su consentimiento en obligarse por un tratado y que contenga una reserva, surtirá efecto en cuanto acepte la reserva, por lo menos, otro Estado contratante. Y existe la aceptación tácita, cuando transcurre un plazo de 12 meses, sin que se formulen reservas”51.

De acuerdo a esta trayectoria y con el análisis que se le hace al ER, vemos que la reserva es legal, aunque, en principio,  el mismo Estatuto la prohíbe, y  luego, en forma especial la autoriza, de manera inconveniente, porque como ya hemos dicho, reduce el contenido material de la competencia de la CPI, en la práctica.  En lo que insistimos, es en que, por más adecuado a preceptos de trámite que el artículo 124 ER se encuentre, y aunque siga planteamientos jurídicos de carácter internacional, en nuestro caso particular (el caso colombiano) existe una situación discordante con la realidad sociocultural y política, que se ve reflejada en el país y a todo nivel.

Fue tomada de forma tan deportiva la salvedad hecha por el gobierno nacional, en la sentencia C-578 de 2002, capítulo sobre Declaraciones Admitidas por el Estatuto (lo cual es de todo su resorte), en el análisis constitucional, que no previó  las implicaciones que trae aparejadas la aplicación del artículo 124 ER, y no explicó de manera satisfactoria las diferencias existentes entre Reservas y Declaraciones Interpretativas; sólo esbozó, someramente, casos de uno y otro.

Las Declaraciones Interpretativas son, según Verdross52, “actos unilaterales que tienen por objeto dar una interpretación de un tratado”.

Eso deja cierto aire enrevesado al conocimiento que sobre este punto, de vital importancia para la interpretación de la CPI, se tenga en Colombia. Se convierte así en un concepto acéfalo que puede llegar a estar disponible para ser aplicado según los intereses de quienes manejen el poder cuando se quieran liberar de una posible confrontación con un organismo internacional.

3.7 ESTADO ACTUAL

Entre el 3 y el 7 de febrero de 2003, se celebró en New York la primera sesión de la Asamblea de Estados Partes de la CPI, para nombrar a sus magistrados, quienes fueron elegidos después de 33 votaciones. Su composición es heterogénea, 7 mujeres y 11 hombres, de los cuales 10 son penalistas y 8 internacionalistas.

La figura central de la Institución es el Fiscal. Este es el argentino Luis Moreno Ocampo, quien estuvo opcionado para el cargo, no sólo por su excelente preparación y ser docente de la Universidad de Harvard, sino  por haber sido fiscal en procesos contra la dictadura militar de su país.

La reseña de los magistrados es la siguiente:53
Philippe Kirsch: Presidente de la Corte, canadiense, de 56 años. Ayudó a definir las características de los crímenes competencia de la CPI.

Akua Kuenyehia: Primera Vicepresidenta, ghanesa. Con excelente trayectoria en el campo penal y de Derechos Humanos en su país.

Elizabeth Odio Benito: Segunda Vicepresidenta, costarricense. Hizo parte del Tribunal Internacional para la antigua Yugoslavia.

René Blattmann: boliviano. Entre sus cargos, se destaca el de jefe de Derechos Humanos en la Misión de Verificación de Naciones Unidas en Guatemala, 1998-2002.

Fatoumata Dembele Diarra: maliense. Ocupó cargos de suma importancia en su país, entre ellos, ser Directora Nacional de Administración de Justicia.

Sylvia de Figueiredo Steiner: brasileña.  Con un excelente haber profesional, es experta en Derecho Internacional.

Adrián Fulford: británico. Especializado en derecho penal y en violaciones al DIH, desempeñó altos cargos en el sistema judicial del Reino Unido.

Maureen Harding: irlandesa. Es considerada la mayor experta en la rama del Derecho Penal en su nación. 

Karl Hudson Phillips: trinitario, de 70 años. Fue miembro del Parlamento de Trinidad y Tobago durante 10 años.

Claude Jorda: francés de 65 años. Expresidente del Tribunal Internacional para la antigua Yugoslavia.

Hans-Peter Kaul: alemán. Trabajó en el seno de la Unión Europea para que se le diese apoyo a la CPI. Participó como delegado de Alemania en la Conferencia de Plenipotenciarios de Roma, en 1998.

Erkki Kourula: finlandés. Políglota y agente del gobierno de  su país ante la Corte Europea de Derechos Humanos.

Tuiloma Neroni Slade: samoano. Representante de Samoa en Washington y ante las Naciones Unidas.

Georghios Pikis: chipriota, de 64 años. Presidente de la Corte Suprema del país mediterráneo y miembro del Comité de Naciones Unidas contra la Tortura.

Navanethem Pillay: surafricana, de 62 años. Fue presidenta del Tribunal Internacional para Ruanda. 

Mauro Politi: italiano. Especialista en derecho internacional privado y profesor de la Escuela de Ciencias Políticas de la Universidad  de Cagliari.

Sang-Hyun Song: de Hong-Kong. Profesor en las Universidades de Harvard, Hamburgo y la Nacional de Leyes en Corea; con especializaciones en La Hague Países Bajos, Cambridge y New Orleáns.

Anita Usacka: letona, de 51 años. Magistrada de la Corte Constitucional de la República báltica, experta en Derechos Humanos.

Del rotativo “El Colombiano”54, extraemos información sobre el posible primer caso de ejecución de competencia de la CPI en el mundo, que sería el relacionado con la República Democrática del Congo, en el corazón de África.

El fiscal de la CPI tomó la decisión de iniciar un proceso investigativo en este país, en relación con 499 denuncias que había recibido hasta entonces, pues, por lo menos, 6 de ellas tenían entre sus cualidades, las de ser detalladas, sistemáticas y con excelente argumentación (como fotografías y testimonios de víctimas y testigos) que recibieron apoyo de otros informes de Naciones Unidas y varias ONG´s internacionales.

Esta investigación tenía carácter de urgente, pues se habla del asesinato de, por lo menos, cinco mil civiles entre julio del año anterior y principios del actual. Estas acciones tienen lugar en la provincia congoleña de Ituri, al noroeste del país, donde, a pesar de haber llegado a un acuerdo de paz en diciembre de 2002, continúan aún serios enfrentamientos en la zona entre las etnias Hema y Lendu.

Las conductas que provocaron la actuación del organismo internacional, fueron, entre otras: “ejecuciones sumarias, torturas sistemáticas y detenciones ilegales. Crímenes contra las mujeres que fueron objeto de violaciones, agresiones sexuales y mutilación de sus genitales”.

Además, según informes del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, publicado el 16 de junio de 2003, no sólo se incrimina a los grupos rebeldes de asesinatos, sino, también, de un elevado número de “desplazamientos, utilización de niños soldados y hasta casos de canibalismo”.

El fiscal, por su parte, habla de una estrecha relación entre estas actividades y el “blanqueo de dinero de grupos organizados que controlan las minas de oro, la explotación ilegal de petróleo y el comercio de armas”.

“Si el Estado se fundamenta en la dignidad y derechos de la persona, entonces la preservación del orden público no es una finalidad en sí misma, sino que constituye un valor subordinado al respeto a la dignidad humana, por lo que, la preservación del orden público lograda mediante la supresión de las libertades públicas no es (...) compatible con el ideal democrático (...). Y de otro lado, si el Estado está al servicio de la comunidad y de las personas, entonces corresponde obviamente a las autoridades del Estado proteger y ser garantes de la seguridad de las personas, y no las personas proteger y ser garantes de la seguridad del Estado”.

Corte Constitucional, Sentencia C-251 del 11 de abril de 2002.

3.8 IMPUNIDAD

Esta es una realidad con la que los colombianos estamos acostumbrados a vivir. Es un concepto bien difícil de desligar de aquel que merece tanto respeto, como lo es la Función Judicial de un país: El nuestro.

Impunidad: f.  (del lat. Impunitas, impunitatis: de impunis, impune, sin castigo; de in, privación y poena, castigo, pena).  Como se puede observar, es ausencia de pena, sea cual fuere el concepto que tengamos de ella y de su fundamento jurídico, para quien ha cometido una conducta previamente calificada por el legislador, como atentatoria de la normatividad penal en forma genérica.

Ambos55, “considera la impunidad como la [imposibilidad de lograr la identificación de los autores materiales e intelectuales de un hecho punible, y de aplicarle la pena a la que se han hecho acreedores]”.

Existe la Impunidad Normativa y la Fáctica. La primera es la que hace referencia a esa falta de punibilidad sobre las conductas delictuosas, excluída de forma positiva, como proveer al imputable de exoneración de responsabilidad en el caso de la Amnistía y el Indulto. Sin querer entrar a demeritar los beneficios que puedan otorgar a la seguridad de una nación en un momento dado.

La Fáctica gira alrededor de impedimentos, no de carácter jurídico, que hacen inhibitoria la función judicial penal, como el enturbiamiento del orden público, o la coacción a los funcionarios para impedir que cumplan con su labor.

Gutiérrez es más prolífico en su división del concepto de impunidad, y diferencia cinco formas de impunidad56:

1. IMPUNIDAD FÁCTICA: causada por la ausencia de denuncia de los hechos punibles, es también denominada de hecho.

2. IMPUNIDAD INVESTIGATIVA: es la ocasionada por la insuficiente actividad investigativa.

3. IMPUNIDAD POR CONGESTIÓN: debida  a la sobrecarga de la justicia penal.

4. IMPUNIDAD LEGAL: generada en las reglas procesales o en legislación especial.

5. IMPUNIDAD DELICTUOSA: ocasionada por el desarrollo de actividades delictivas en contra de las partes procesales.

No ahondaremos en la cuestión del origen de  la impunidad que, lastimosamente, ostenta la República, ya que no es el objeto del presente estudio; pero baste mencionar, como referencia, la tradición hispanoamericana de gobiernos autoritarios, que hacen prevalecer su orden por encima de derechos y garantías que la humanidad ha conquistado con sangre y dolor. Aquí viene de nuevo el concepto de realpolitik a hacer de las suyas, y a orientar la función gubernativa de casi todos los países de la región, en la mayor parte de su recorrido histórico. Ahora, qué decir de la simbiosis entre Iglesia y Estado, de las políticas de manejo de éste último que no surgían de las capitales criollas sino de otras Metrópolis, como la norteamericana, etcétera.
“A efectos de resumir el punto de vista estructural aquí presentado se debe resaltar que la impunidad es inherente a una problemática sociopolítica, que presenta una imagen de las relaciones socioeconómicas y políticas de una sociedad ‘subdesarrollada’. La ‘impunidad’ comprendida en este sentido implica en todo caso ausencia de protección, especialmente de la población no privilegiada, como quiera que ésta no se puede dar ninguna protección privada. Conduce además a un descrédito de la justicia, cuyo revés es una creciente desconfianza del pueblo respecto de las instituciones estatales”57.

Pero, ¿por qué cobra importancia para este estudio hacer un análisis sobre la impunidad? Creemos que este fenómeno, y que los altos niveles en que se evidencia en el sistema judicial del país, es un buen argumento para refrendar nuestra hipótesis de que la adhesión al ER con aplicación de la salvedad del artículo 124, no es apropiada. Uno de los pilares de la CPI, es su carácter de subsidiario. Sólo entrará en acción cuando el país donde se cometa el crimen, o su nacional criminal no sea  judicializado en ella, bien sea  porque el sistema penal se encuentra imposibilitado o no quiera hacerlo. En ese orden de ideas, el hecho de que Colombia tenga niveles de impunidad poco vistos, no solo en esta parte del  hemisferio, sino en el resto del mundo, y que sea un fenómeno de no reciente aparición, sino, todo lo contrario, secular, arraigado, al que ni siquiera se le combate con la intensidad requerida, deja a los criminales de guerra vía libre para la comisión de sus atrocidades.

Sus delitos no podrán llegar a instancias del organismo internacional porque el gobierno adoptó el ER, haciendo expresa la exclusión de ésta categoría de crímenes.

Ahora bien, ¿en qué parte se percibe que el sistema judicial nacional tenga la posibilidad, siquiera mínima, de someter al derecho a tales infractores?

“La sociedad colombiana está acosada por la criminalidad y la violencia. En los años recientes este problema no ha disminuido...Cada año, se cometen 28.000 a 30.000 asesinatos (...) la impunidad de que gozan los violadores de derechos humanos es casi total”58.

“El elevado nivel de impunidad refuerza la violencia y las violaciones. En el caso de los derechos humanos debilita la legitimidad del Estado, incrementa la desconfianza de los ciudadanos hacia las instituciones y reduce el apoyo de la ciudadanía a las acciones de castigo”59.

La impunidad maximiza la visión nefasta que se tenga de lo poco fiable que es el aparato judicial del país. Al respecto, en Colombia, tendría relevancia tratar de maquillar las estadísticas de no punibilidad que se registran. El solo hecho, por ejemplo, de que existan casos en los cuales no se tenga idea sobre lo que realmente le pasó a la  persona: si fue víctima o no, si murió o continúa con vida... Ni qué decir de los asesinatos en los cuales nunca se pueden encontrar a los culpables. O lo que ocurre con tremenda regularidad, solo se lleva  a los estrados a los autores materiales, y los cerebros de los crímenes quedan en libertad, todo esto,  es tanto como podarle frutos a un árbol dejando intactos su raíz, tronco y follaje.

El “triste récord” de impunidad que se vive en Colombia, la hace propicia para que desde el exterior se le vea como un nido de criminales, y que, desde dentro, los nacionales sepamos de antemano que los crímenes más atroces no tengan la más mínima posibilidad de ser juzgados, y sus autores, tanto ejecutores como ideólogos, sancionados y alejados de la posibilidad de seguir delinquiendo.

Ahora, qué pensar si los sujetos activos de las conductas delictivas son servidores públicos o miembros de las Fuerzas Armadas; esa posibilidad que ante todo el conglomerado nacional se veía pequeña, ahora se torna exigua. Su cercanía al poder los convierte en una especie de sujetos inmunes a la acción judicial, y es irónico que la gran mayoría de ellos, en vez de ser destituídos de sus cargos para evitar influencias indebidas en el proceso, son ascendidos: 

“no parece reflejar un compromiso decidido del Gobierno con los derechos humanos el hecho de que en la fuerza pública sigan decretándose ascensos que favorezcan a militares y policías cuya conducta está siendo, disciplinaria o penalmente, investigada en relación con violaciones de derechos humanos y acciones paramilitares. Tales ascensos envían a la sociedad civil un mensaje contradictorio sobre cómo el Estado cumple  los deberes que en materia de lucha contra la impunidad le imponen no sólo la normativa interna, sino también los instrumentos internacionales”60.

En estos casos se puede apreciar que no existe un compromiso estatal en contra de las personas que cometen los crímenes de mayor entidad, ellos están exentos en la realidad del ius puniendi. ¿Qué circunstancia puede dar fe de que, de ahora en adelante las cosas cambien?  Peor aún, cuando lo que fue excluído de la jurisdicción de la CPI fueron los crímenes de guerra. Y ahora, después del 11 de septiembre, el mundo se asfixia en unos ambientes de persecución, ataques de entidades invisibles, y en la opresión y destrucción de los gobiernos, poblaciones y culturas que son independientes u opuestas a los regímenes occidentales.

En estos momentos, es cuando más valor debe adquirir el respeto por los Derechos Humanos y el acatamiento de las normas del Derecho Internacional Humanitario, y no la insularización de la potestad punitiva, cuando se está imponiendo como único medio de la lucha contra el terrorismo, el famoso “bien contra el mal”, la comisión de crímenes de guerra, y que sean catalogadas, tales conductas, como Actos de Estado.

Lo que no se valoró como eximente de responsabilidad en los juicios de Nuremberg y de Tokio, hoy, cuando la sociedad mundial se ha “civilizado” más aún; los Derechos Humanos se han globalizado, junto con la economía; los medios masivos de comunicación permiten conocer hechos ocurridos en los antípodas en cosa de minutos; cuando es factible realizar copia exacta de un ser humano sin la obligatoriedad de la conjunción de una célula sexual masculina y una femenina,  sí son argumentos de peso para excluir de un juicio  a un criminal. Tampoco se hacen acreedores a un reproche moral, por el contrario, ahora son vistos como “héroes nacionales”.

El gobierno de Colombia dice que las razones que tuvo para adoptar  el ER de la CPI, con una salvedad que excluye de la competencia del organismo los crímenes de guerra durante 7 años, cometidos en el país o por nacionales, fueron la necesidad de mantener un ambiente propicio para un eventual proceso de paz.  ¡Y ello tiene sentido!  Piénsese por un momento,  ¿por qué me sometería a la civilidad en el marco de un proceso de paz, siendo un jefe guerrillero o paramilitar, si he ordenado la comisión de crímenes que son competencia de la CPI  (no vale la pena hacer mención de ejemplos de los crímenes que tales actores han cometido porque son de conocimiento público)  si no es porque, de todas formas, con una pena corta, la aplicación de subrogados penales o con figuras como la Amnistía y el Indulto, lograría no ser sancionado o que la sanción fuese ínfima, cuando en   casos como estos la CPI tendría competencia para juzgar tales delitos, puesto que, según su parecer la justicia a nivel nacional no se ejerció meridianamente? No siendo así, esto implicaría dejar el poder que tengo como actor armado y someterme al Estado; reinsertarme a la civilidad con el serio temor de ser requerido por la CPI en cualquier momento y ser juzgado en otro país, con los ojos del mundo puestos en mí, y donde –grave desconsuelo─ no podré manipular la justicia para que se pronuncie según mis designios.

Es mejor que esos delitos sean sólo de competencia nacional, para que se deje el camino abierto a los actores en procura de un acercamiento y de la consecución de la tan anhelada paz del país. Y como no habría instancias internacionales, el acuerdo al que se llegare y las sanciones, proporcionales o no, que se aplicaren, darían punto final al asunto, y todos contentos.  Esta es la idea que se quiere vender, que es, precisamente, aquella con la que no estamos de acuerdo.

Veamos razones para argumentarlo:

Uno de los pilares  del programa de gobierno del presidente Uribe, en su etapa preelectoral, era acabar con la Zona de Distensión, que se creó con la finalidad de hallar un acuerdo de paz para Colombia; además, una lucha frontal, de exterminio, contra los grupos subversivos del país.

Así las cosas, si de todas formas se buscaba una solución no negociada al   conflicto y el sometimiento por la fuerza de los grupos como las FARC-EP  y  el ELN, ¿qué más da que exista una instancia internacional que se encargue de ellos en caso de que logren escapar del cerco militar que montó el nuevo gobierno?

Es bien sabido que  el actual gobierno es de  tendencia antiizquierdista, y que no piensa hacer concesiones a los grupos guerrilleros. ¿Por qué darles, entonces,  la prebenda de  no ser juzgados por la  CPI,  donde no pueden hacer valer sus influencias?  Si uno de los objetivos del gobierno es lograr la  paz  de  los  colombianos, ya  sea  mediante  un  proceso  de  paz, el sometimiento a la justicia, una guerra frontal –a como dé lugar─, la sola existencia de la CPI  podría disuadir a las mentes criminales en occidente, más aún, si saben  que no podrán esconderse de ella. 

Traemos a colación el excelente análisis que sobre los orígenes del conflicto   armado colombiano nos lega el ensayista nacional Camilo García, radicado hace varios años en Suecia, para advertir que al gobierno Uribe es, más bien, poco lo que le puede importar un proceso de paz con las FARC-EP.

El documento publicado por la Revista Número, en su edición 38,  de septiembre, octubre y noviembre de 2003, intitulado “Lo Sagrado y la Violencia”, donde explica de manera sistemática, argumentada e histórico- científica, por qué nuestro país se halla, hoy día, sumido en una crisis que no tiene igual en ninguna parte del globo.

Todo inicia con el discurso de Laureano Gómez, en septiembre de 1940, ante el Congreso de la República, en el cual, de manera poco sutil, le ordena a los seguidores del Partido Conservador Colombiano que acaben con la vida de quien ha originado un tremendo sacrilegio, cual es terminar con la invocación sacrosanta que se hace en el Preámbulo de la CP, al imponer la secularización de la Carta Magna.  Esta orden no sólo tiene que  ver con López Pumarejo, autor de “tal contranatura”, sino que va en contra todos los miembros del Partido Liberal.

Cuando toma el poder Laureano Gómez, arrecia la guerra sucia apuntando hacia sus objetivos, que se centran en la población campesina liberal, puesto que es la más vulnerable al accionar terrorista del Estado, sin que les sea posible hacer frente a tal agresión. Esto provocó una reacción a tales persecuciones, conformándose grupos armados que lucharon contra la acción ilegal de las Fuerzas Armadas del Estado, pero que, infortunadamente, al final, terminaron cometiendo los mismos crímenes que ejecutaron quienes originaron su accionar.

Con la amnistía que ofreció Rojas Pinilla, después de 1953, la mayoría de estos grupos se sometió a la civilidad y entregó sus armas. Pero luego se reiniciaron las acciones militares contra la población civil, exterminando las cabezas de tales organizaciones. Pero hubo grupos de campesinos que no entregaron sus armas y que fueron apoyados, en sus razones por reiniciar las matanzas, por el gobierno conservador. Estos estaban liderados por Manuel Marulanda Vélez61, y fueron quienes, posteriormente, crearon las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC, hoy Ejército del Pueblo. 

Según el autor, conservaron las armas con el convencimiento de que era la única forma de hacer frente a las graves violaciones en que incurría el gobierno para acabar con los causantes y los herederos de la grave violación a la divinidad, cual fue quitar del Preámbulo de la Constitución, la invocación al nombre omnímodo de Dios, y su orientación y protección.

Hoy día, la cuestión ha cambiado radicalmente:

Uno. Las FARC-EP no poseen un apoyo de la ciudadanía, por el contrario, sus acciones terroristas han puesto en su contra la opinión pública nacional, por lo sangriento y desquiciado de las mismas. 

Dos. Han perdido credibilidad y su ideal político se ha deshecho ante el manejo de poder al que han llegado: “el máximo poder lleva a la máxima corrupción”.  Así las cosas, sus delitos se han supra dimensionado, y ahora abarcan tipologías diametralmente opuestas a su filosofía.

      Tres. Aún continúan en sus mentes, y en la de quienes sobrevivieron a los ataques del gobierno conservador de mediados del siglo pasado, la posibilidad de que resurjan las persecuciones, quedándoles como único medio de legítima defensa el uso de las armas y la organización de grupos de defensa privada. 

      No obstante, el Estado no ha dejado de perseguir a la población civil, en muchos casos por razones fútiles, y de acabar con sus vidas, como se puede evidenciar con un simple estudio histórico alrededor de los crímenes de las Fuerzas Armadas Colombianas en contra de la población civil. Y no sólo en el tiempo de presidentes conservadores.

Esa es una razón por la que los gobiernos de la bandera azul sean los que más se hayan preocupado por establecer diálogos de paz con los grupos guerrilleros para buscar la paz que le robaron al país, cuando ordenaron  la muerte de López Pumarejo y de todos los miembros del Partido Liberal. Aún hoy buscan quitarse el peso que les causa el haber empujado al país a una de las guerras civiles más largas y funestas que se conocen en la historia universal. Es esa la razón que los impulsa a llegar a la paz en Colombia de manera concertada, tras haber soportado con paciencia sobrehumana, las pretensiones de las FARC en el infructuoso proceso de paz evidenciado en la Zona de Distensión.

Para más información sobre “Lo Sagrado y la Violencia”, véase Anexo 6.

     Esa obligación moral con la historia y con el país, no la tiene el Partido Liberal, razón por la que no le interesa un proceso de paz con los grupos armados, que ve a sus representantes como simples delincuentes a los que hay que acabar. 

“El partido liberal ha tenido, en cambio, frente a éste grupo guerrillero un actitud política sustancialmente diferente; una actitud definida por el escaso interés en promover el diálogo público, abierto e institucional con ellos, para tratar de lograr un acuerdo de paz. Los gobiernos liberales que han existido desde la culminación del Frente Nacional se han caracterizado precisamente por carecer de dicha voluntad política. Y esto obedece a que, al no haber organizado desde el Estado esa violencia anticonstitucional contra los campesinos, los dirigentes, militantes y simpatizantes de este partido, no siente la necesidad o el deseo ‘natural’, de carácter ético, de conciliarse con los herederos actuales de esos campesinos perseguidos. 

“El caso del actual gobierno del Presidente Uribe Vélez, persona de origen liberal, constituye el caso extremo y radical de esa actitud política; el escaso interés que el partido siempre ha mostrado por promover el diálogo con este grupo guerrillero se ha convertido ahora en sus manos en la negación casi absoluta de esa posibilidad, es decir, en la negativa a reconocerlos como sujetos o interlocutores políticos válidos; y, por tanto, tratarlos única y exclusivamente como enemigos militares que deben ser destruidos o vencidos en el campo de batalla. Es, entonces, este deseo de destrucción de las FARC el que define el contenido básico de su conducta. ¿No es acaso su denominada política de ‘seguridad democrática’ la expresión clara y patente de este deseo central que lo embarga? Deseo de muerte de sus enemigos que, paradójicamente, lo identifican o lo confunden con estos, pues, como se sabe, este grupo guerrillero ha tratado en los últimos años de matarlo en varias ocasiones.

“Ciertamente, este deseo personal del presidente Uribe Vélez de aniquilar a las FARC, o por lo menos doblegarlas y vencerlas por medio del uso de la fuerza militar, es compartido hoy por la inmensa mayoría de los colombianos (...).  De tal manera que para esa mayoría de colombianos el empeño político manifiesto del presidente Uribe Vélez es su propio deseo; y para éste, la expresión política de que los colombianos ratifican dicho deseo, se lo confirma y refuerza”62
Entonces, cobra fuerza la hipótesis de que es poca la intención del gobierno actual de dejar libre el camino para un posible proceso de paz con los grupos subversivos, y de que es esta razón la que lo impulsó a ratificar el ER con la salvedad del 124. Ahora, si su interés no es ese, ¿qué es lo que realmente quiere el gobierno al limitar la competencia de la CPI frente a los crímenes de guerra? 

     El dejar sin instancias internacionales los crímenes de esta categoría que ocurran en el país, es, prácticamente, dejarlos a merced de la impunidad que gobierna, y violentar con ello todas las obligaciones internacionales que el Estado colombiano ha adquirido como entidad soberana.

3. Si aceptan la competencia de la CPI sin el 124 ER, ella no sólo cobijaría a la guerrilla y a los paramilitares. Los destinatarios de su accionar punitivo serían TODAS  las personas que cometan los crímenes de su competencia, sin que operen distinciones de cargo, fueros, obediencia debida y otros. Esto implica que desde una persona del común hasta quien  ostente el más importante cargo oficial en el país, pueden llegar,  en un  momento dado, a ser sujetos pasivos de la  acción  penal  de  la  CPI:   particulares,  servidores  públicos,  industriales militares, el clero. “En Colombia el Derecho Internacional Humanitario  se aplica al  Estado, a las guerrillas y a los paramilitares”63.  Este sí nos parece un argumento más convincente del porqué de la adopción del ER con la salvedad del 124. Como no se puede excluir de la competencia de la Corte a unas personas, basándose  en su  fuero o en su cargo oficial, ya que estas características son una de sus pilares esenciales, y el dejar a los alzados en armas como únicos sujetos imputables de su accionar es imposible, sólo les   queda a los ratificadores, excluirlos a todos, porque todos podemos sufrir los  rigores de la justicia internacional. Los dejamos a todos bajo la jurisdicción   nacional durante ese espacio de tiempo. Pero aquí viene el otro punto que deja  a unos y a otros vivir holgadamente y sin preocupaciones, no obstante su actuar criminal: la impunidad jurídica y fáctica hace que, a nivel nacional, estas personas no  reciban castigo,  como  se dijo antes,  si es que se les identifica.  

    Tenemos, entonces, un crimen con todos sus elementos constitutivos: la norma la conducta, la víctima, pero sin un sujeto activo penalizable. No hay a quién sancionar, ni a nivel nacional, ni en el internacional.

3.9.  CASOS DE IMPUNIDAD

Veamos unos ejemplos de no punición en el sector público que permiten dar piso a nuestras hipótesis.

“Colombia aparece –no obstante ser una democracia formal- como uno de los países más violentos del mundo. Desde 1986 (hasta comienzos de 1994) se registraron más de 20.000 asesinatos políticos, desde 1988 mueren en promedio 10 personas diariamente a causa de violaciones de derechos humanos, violencia política o violencia contra grupos marginados socialmente (la denominada limpieza social). En 1994 (enero a septiembre) murieron en promedio 5 personas diariamente por motivos de su actividad política y sindical, 3 personas en conflictos armados, y cada 2 días una persona a causa de la limpieza social, además, cada tres días hay un desaparecido.

Debido a esto, Colombia tiene la más alta tasa de mortalidad del mundo, con 78,74 muertos por cada 100.000 habitantes, seguido por Brasil con 24,5 por cada 100.000. A lo cual se añade el hecho de que cada dos días se registra una persona torturada y la violencia ha llevado a desplazamientos internos64.

“...Estas cifras tienen empero, sólo un significado indicial, como quiera que en la mayor parte de los casos (aprox. 75%) las victimas o los testigos no pueden ser identificados. Sin embargo, también los informes oficiales constatan la masiva implicación de las fuerzas de seguridad estatales en la violación de los derechos humanos. De acuerdo con el último informe de  derechos humanos de la Procuraduría General de la Nación, ‘la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas son las principales instituciones implicadas (en la violación de derechos humanos)’, contando la Policía Nacional cuantitativamente con más hechos y las Fuerzas Armadas con los más graves cualitativamente65.  En esto las prácticas de los órganos de seguridad van de masacres, muertes y ‘desapariciones’, pasan a torturas y violaciones corporales y llegan hasta detenciones arbitrarias, allanamientos domiciliarios y amenazas. De este modo se posiciona en los informes mundiales anuales de la ONU, en la cúspide de las más graves violaciones a los derechos humanos, tales como ejecuciones extrajudiciales, torturas y desapariciones’66.

“...El Departamento de Estado de los Estados Unidos ha criticado por ejemplo, el que ‘raramente se aplican a los militares sanciones por abuso de los derechos humanos y muy poco personal de las Fuerzas de Seguridad ha sido procesado...’67.

“...De acuerdo con una investigación de la CAJ-SC, en 2.000 casos de desaparición forzada llevada a cabo por las Fuerzas de Seguridad en los últimos 15 años, sólo se llegó a una sanción penal68.

“...En este contexto es ejemplar el caso “Bautista”: la Procuraduría ordenó,  el 5.7.1995 la destitución del General Velandia Hurtado, responsable de la desaparición de Erica Bautista, quien fue condecorado luego de haber sido degradado el 12.9.1995 y destituido. El procurador Delegado para los Derechos Humanos, Hernando Valencia Villa, responsable de la investigación, debió abandonar a Colombia ante las amenazas de muerte. (AI 104/septiembre de 1995/4; AI, 1996ª, Págs. 3, 4, 6, 11; SZ, 13.9.1995; Cambio 16, 18.9.1995, Pág. 30 ss.). La Comisión de los Derechos Humanos de la ONU condenó a Colombia el  27.10.1995 por violación del art. 6, inc 1, 7 y 9, inc. 1 del Pacto Interamericano de Derechos Civiles y Políticos (Doc-ONU. CCPR/C/55/D/563/1993)69.

Veamos, otra serie de casos aberrantes:

1. 145. La Oficina ha recibido testimonios según los cuales durante operativos militares, miembros del ejército amenazaron a la población civil,  anunciando la llegada inminente de los paramilitares –Ello acaecido en Arauca en el mes de julio─.

2. 147. Estos ataques contra la población civil constituyen la modalidad de acción principal de los grupos paramilitares. Además de las masacres ya citadas, el 30 de mayo un grupo de miembros de las AUC incursionó en el corregimiento de los Tupes del municipio de San Diego (Cesar), en donde procedieron a lanzar granadas de fragmentación contra varias viviendas, resultando muertas ocho personas, cinco de ellas menores de edad. En las investigaciones sobre los hechos fueron vinculados miembros del batallón del ejército ubicado en la ciudad de Valledupar.
3. 149. En cuanto a la Fuerza Pública, la Oficina recibió información acerca de algunos ataques perpetrados directamente por integrantes del ejército contra la población civil. Así, el 1° de octubre, en la Guajira, un grupo de soldados de la Base de Majayura, dispararon contra una casa en la que se encontraban 13 civiles de la etnia wayuu. Dos hombres resultaron muertos y una madre con su bebé de 6 meses resultaron heridos. Además, en algunas ocasiones, miembros del ejército fueron responsables de la muerte de personas civiles. En este sentido se informó a la Oficina de que el 19 de septiembre una patrulla del ejército disparó y dio muerte a Eduardo Ariza Casalla, de 57 años, en zona rural de San José del Guaviare.

4. 180. En el ataque perpetrado presuntamente por miembros del ejército en la Guajira, se reportó que después de unos 50 minutos, los soldados entraron en la casa, y se apropiaron de todas las cosas de valor que encontraron allí, incluyendo ropa, dinero en efectivo, víveres, documentos de identidad, teléfonos celulares, las joyas y la ropa de los muertos.

5. 210. El avance del paramilitarismo es un fenómeno incontestable y la forma en que realiza sus violentos operativos no puede entenderse de otra manera que como una muestra del impacto de la consolidación de su poderío. A manera de ejemplo, el 10 de octubre se produjeron dos violentas masacres ocurridas en los departamentos del Magdalena y Valle del Cauca, que dejaron un saldo de más de 35 muertos. Solamente en la segunda de ellas, en el municipio de Buga (Valle), las AUC dieron muerte a 24 habitantes de corregimientos y veredas de la zona rural de ese municipio, a distantes 12 kilómetros de la cabecera municipal, en la que tiene su sede el Batallón Palacé.
6. 211. La Oficina continúa recibiendo preocupantes informaciones sobre nexos entre miembros de la Fuerza Pública e integrantes de los grupos paramilitares. La existencia de procesos de investigación penal y disciplinaria abiertos en contra de los miembros de la Fuerza Pública en ese sentido pone en evidencia la persistencia de tales relaciones70. Sin embargo, las investigaciones no desembocan en (sic) establecimiento de responsabilidades ni de las correspondientes sentencias y sanciones para garantizar que los hechos no queden en la impunidad.

7. 212. También preocupa a la Oficina el hecho de que ciertos procesos sobre ejecuciones extrajudiciales, donde figuran como sindicados miembros de la Fuerza Pública, enfrenten obstáculos de diverso género. Tal es el caso de las investigaciones abiertas en relación con las masacres de Chengue y Ovejas (Sucre). Cabe señalar que dos de los investigadores de la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía que trabajaban sobre la masacre de Chengue y el financiamiento de los grupos paramilitares, fueron desaparecidos este año en Sincelejo (Sucre). La fiscal (sic) Yolanda Paternina, a cargo de las pesquisas, murió de forma violenta el 29 de agosto en el mismo sitio. En estas masacres existen fuertes indicios de responsabilidad directa de servidores públicos de la región, tanto civiles como militares. Lo mismo cabe señalar en relación con las investigaciones vinculadas a las masacres paramilitares en La Gabarra (Norte de Santander), así como a los vínculos de autoridades militares con esos hechos. La impunidad que cobija no sólo a los autores de las masacres, sino a los funcionarios públicos presuntamente relacionados a los mismos, agrega un elemento más a la responsabilidad del Estado en este tema.

El 6 de febrero asesinaron en Sincelejo, departamento de Sucre, al fiscal Oswaldo Enrique Borja Martínez, quien investigaba tal matanza. Ese mismo día, Mónica Gaitán, otra fiscala que investigaba la masacre, fue obligada a dimitir. Su remoción sucedía al inicio oficial, en 2001, de las investigaciones criminales contra el Contralmirante Rodrigo Quiñónez Cárdenas, por el delito de omisión, al no haber impedido la matanza, presuntamente perpetrada por paramilitares. En marzo, el Contralmirante Quiñónez fue citado para ser interrogado por la Fiscalía General de la Nación. Ese mismo mes se anunció su nombramiento como agregado militar de la Embajada de Colombia en Israel. En octubre recibió una medalla cuando todavía estaba sujeto a una investigación criminal. El Contralmirante Quiñónez puso su cargo a disposición de las Fuerzas Armadas el 26 de noviembre, cuando Estados Unidos decidió retirarle el visado de entrada por su presunta implicación en actividades de narcotráfico. El 12 de noviembre, el Juzgado Penal del Circuito de Sincelejo absolvió a un sargento de Infantería de Marina del cargo de complicidad en la matanza, y ordenó su excarcelación provisional.

8. 241. En este sentido, datos sobre retenes, bases y otros movimientos y amenazas de grupos paramilitares fueron trasmitidos por la Oficina al Estado con los resultados señalados. Este es el caso de los municipios como Campo Dos, o la vía que comunica a los municipios de Tibú y La Gabarra (Norte de Santander), en donde se ha podido constatar la existencia de 7 puestos de control de las AUC, uno de ellos distante  dos kilómetros de la estación de policía de la Gabarra.
9.  245. Un ejemplo de la situación descrita lo constituye la investigación seguida contra el General Rito Alejo del Río por conformación y apoyo de grupos paramilitares, en la que se ordenó una detención preventiva en su contra, después de haber rendido su declaración indagatoria. Cabe señalar que la orden de captura librada por el fiscal a cargo del caso fue severamente cuestionada públicamente por el Vicepresidente de la República y actual Ministro de Defensa, lo que representa una grave interferencia en la actuación de la justicia. El nuevo Fiscal General se mostró en desacuerdo con la medida de aseguramiento y su actitud motivó la salida del Vicefiscal y del Director de la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía.
10.  249. Todos  esos cambios dejan varios interrogantes frente a casos como los relativos a la masacre de Chengue (Ovejas/Sucre, el 17 de enero) y las investigaciones de masacres cometidas por paramilitares en el departamento de Norte de Santander. En el primer caso, la fiscal a cargo de las investigaciones, Yolanda Paternina fue ejecutada el 29 de agosto, cuando avanzaba en el proceso que vinculaba a varios oficiales de las fuerzas de seguridad y otros servidores públicos. A varios meses de su muerte, la Oficina no ha podido constatar un seguimiento consecuente por parte de la Fiscalía de las investigaciones y evidencias con las que se contaba que permita esclarecer su muerte, así como asegurar resultados efectivos en la investigación de la citada masacre. En relación con el segundo caso, dos fiscales y un investigador del CTI de la Fiscalía de Cúcuta fueron igualmente ejecutados cuando investigaban varias masacres paramilitares, en particular las cometidas entre mayo y agosto de 1999 en La Gabarra, municipio de Tibú. Esto último tiene igualmente vinculación con la muerte del ex Defensor del Pueblo del Norte de Santander, Iván Villamizar, quien había denunciado activamente esas masacres.

11. 250. Es importante señalar la particular vulnerabilidad de los funcionarios involucrados en investigaciones de casos que vinculan al paramilitarismo y a agentes del Estado, como principal factor de riesgo. La respuesta de la Fiscalía al más alto nivel a esta problemática muestra, en el marco de lo antedicho, una renuncia al impulso prioritario de estas investigaciones y una ausencia de respaldo a los funcionarios que están a cargo de esta labor.

12.  255. Los cambios normativos introducidos en materia de justicia penal militar no han podido evitar que en algunas investigaciones de violaciones de derechos humanos sean asumidos por los tribunales militares o continúen en ese fuero. Ejemplo de esto lo constituyen los casos por la muerte del alcalde de Rovira (Tolima) Julio Hernando Rodríguez y el caso de la muerte de cuatro niños y una mujer en el Carmen de Atrato; en el primer caso la Fiscalía consideró competente a la justicia penal militar por estimar que los hechos se produjeron cuando los sindicados estaban en servicio activo. En el segundo, la Fiscalía no asumió conocimiento del caso. La investigación sobre la masacre de Mapiripán continuaba en sede militar hasta que un pronunciamiento de la Corte Constitucional ordenó su traslado a la jurisdicción ordinaria. Otros dos casos citados en el informe pasado [como la muerte de seis niños por miembros del ejército en Pueblo Rico y la masacre de Santo Domingo (Arauca) atribuida a miembros de la Fuerza Aérea] permanecen en la impunidad. En este último caso el Consejo Superior de la Judicatura dirimió, el 18 de octubre de 2001, un nuevo conflicto de competencia a favor de la Justicia penal militar”71.

13.  El 24 de septiembre de 2001, Monguí Jérez Suárez resultó gravemente herida; su esposo, Florentino Castellanos Zetuián, y su hijo de nueve años, Nilson, resultaron muertos cuando unos soldados del Batallón Nueva Granada forzaron la entrada de su domicilio de Brisas de Yanacué, en el municipio de Cantagallo, departamento de Bolívar. Esta operación militar se basó en una información facilitada a las Fuerzas de Seguridad por informantes civiles. Aunque el ejército afirmó que los dos individuos habían muerto en combate, el Personero Municipal afirmó que las víctimas estaban desarmadas.

14.  El 29 de octubre las Fuerzas de Seguridad penetraron en el Barrio El Salado de la Comuna 13 de Medellín, y se llevaron de sus hogares a Blanca Lilia Ruiz Marín, John Fredy Sánchez y Dany Ferney Quiroz Benítez. Un testigo afirmó que había visto a los tres detenidos en la base militar de la IV Brigada y que los habían golpeado. Al final del año, los familiares de esos tres ‘desaparecidos’ no habían podido establecer su paradero.

Kai Ambos, nos trae casos que plantean problemas típicos sobre la persecución penal en el país, que no son solucionados como trae la legislación a este respecto.

1. “Lalinde: Fernando Lalinde fue detenido por las Fuerzas de Seguridad en octubre de 1984 y desde entonces se encuentra desaparecido. Posteriormente fue registrado por el ejército como ‘dado de baja en combate’. Se presumió que Fernando Lalinde era el guerrillero ‘jacinto’, exhumado en mayo de 1992. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos determinó en 1988 que Colombia, en el caso ‘Lalinde’ había violado el art. 4 de la Convención Americana de Derechos Humanos (el derecho a la vida). Sin embargo, la persecución penal interna se obstaculizó y se pospuso. El proceso penal, que en principio fue emprendido y sobreseído por el juez 13 de Instrucción de Medellín, fue retomado –entre otras, a causa de la citada resolución de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos─  por el juez 3° de Instrucción Penal de Andes (departamento de Antioquia), y el 13 de julio de 1990 se le dio traslado al Juez de Instrucción Penal Militar 21 en Quindío, adscrito a la Octava Brigada Militar.

El caso en realidad, no se ha resuelto aún, pero se puede decir, siguiendo al Human Right Watch que: [se ha hecho muy poco para establecer las serias cuestiones que plantea  un caso que tiene algo más de siete años]. Con ocasión de la expedición de la resolución de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la familia de Lalinde se vio sometida a represalias. Su madre Fabiola y su hermano Jorge fueron detenidos en octubre de 1988 por miembros del Batallón Bomboná en Medellín y fueron procesados por tráfico de drogas. En realidad los militares habían depositado drogas en su residencia, para así finalizar su incómodo compromiso con la organización de desaparecidos Asfaddes. Con base en esa evidente conexión y la presión internacional, los detenidos debieron ser puestos en libertad en noviembre de 1988. En octubre de 1993, se denunció ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el no acatamiento por parte del Gobierno de Colombia de la decisión de la Comisión. El proceso está pendiente.

2. “Urabá: el 4 de marzo de 1988 fueron asesinados 20 trabajadores de las bananeras en las haciendas ‘Honduras’ y ‘La Negra’ en la región del Urabá (Depto. de Antioquia). Las investigaciones de las diferentes organizaciones, entre otras el servicio secreto –DAS-, dieron como resultado la participación de miembros de las Fuerzas Armadas y de los peores grupos paramilitares (especialmente el MAS72) en la comisión de los hechos. En el desarrollo de las investigaciones, llevadas a cabo bajo la fuerte presión nacional e internacional, fueron denunciados numerosos civiles, que tenían vínculos con los grupos paramilitares participantes (entre otros Pablo Escobar), y una parte fue sentenciada por el ‘Tribunal de Orden Público’73. En un principio el Tribunal de Orden Público procedió a expedir órdenes de captura en contra de los militares que habían participado en los hechos, razón por la cual la justicia militar invocó su competencia. El Tribunal Disciplinario, que decidió el conflicto de competencia en mayo de 1991, calificó los hechos cometidos por los militares como un ‘incumplimiento del deber’, como quiera que su deber era evitar la masacre. Y en consecuencia, declaró la competencia de la jurisdicción militar. Las investigaciones llevadas a cabo por el tribunal ordinario, así como las medidas coercitivas en contra de los militares, fueron ignoradas. Así por ejemplo, uno de los principales sospechosos, Luis Felipe Becerra, fue promovido y enviado a los Estados Unidos a un curso de instrucción, cuando se libró una orden de arresto en su contra. Otros militares fueron igualmente promovidos. 
En este caso la constitución de un ‘incumplimiento del deber’ motivó la competencia de la justicia militar, lo que para el correspondiente de Human Right Watch, ‘permitió a los militares escapar de la persecución de sus muy serios crímenes’. En junio de 1992, sin embargo, el tribunal militar competente sentenció entre otros a un capitán y dos oficiales a una pena privativa de la libertad de 16 años. El Tribunal Superior de Orden Público sentenció a otros paramilitares y a un miembro de las Fuerzas Armadas así como al conocido paramilitar Fidel Castaño a penas privativas de la libertad (para Castaño fueron 30 años); sin embargo ninguna de las penas se cumplió, como quiera que los sentenciados no pudieron ser detenidos. El 6 de octubre de 1993 en el pueblo de Riofrío, bajo el mando del mencionado Becerra, se llevó a cabo otra masacre, en la cual se dio muerte a 13 civiles. Con ocasión de esto, el 10 de noviembre de 1993, Becerra fue finalmente suspendido del servicio militar activo. El 1° de febrero de 1994 una resolución de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos determinó que Colombia había violado los artículos 4, 8 y 25, en concordancia con el  11, de la Convención Americana de Derechos Humanos. En septiembre de 1994 un tribunal militar expidió una orden de arresto en contra de Becerra, quien sin embargo se encuentra aún en libertad.

Sobre este punto son de suma importancia los fallos C-358/97 y C-361/01 emitidos por la Corte Constitucional, y que aún no han sido acatados. En el primer caso, la Corte definió en forma clara los límites de la competencia del sistema penal militar dentro del contexto de la Constitución de 1991. En el segundo caso, la Corte decidió que ningún miembro de la Fuerza Pública que hubiese cometido conductas constitutivas de violaciones a los Derechos Humanos o delitos de guerra podrá ser procesado en un tribunal militar, puesto que tal conducta rompe toda conexión entre el delito y el servicio. De acuerdo con la información recibida, el hecho de que estos dos fallos aún no hayan sido cumplidos constituye un elemento crucial que contribuye a la impunidad reinante en Colombia74.
3. “Isidro Caballero: el maestro y líder sindical, Isidro Caballero, y su colega María del Carmen Xantina, fueron detenidos el 7 de febrero de  1989 por un batallón en Guaduas, cerca de San Alberto (Depto. del Cesar) y desde entonces se encuentran desaparecidos. Un proceso ante la justicia ordinaria (Juez 2° de Orden Público de Valledupar) llevó a la detención de civiles y militares. La etapa de instrucción concluyó el 27 de junio de 1990. Un proceso ‘paralelo’ ante el juez 26° de Instrucción Militar de Valledupar con ocasión de la participación en los hechos de (otros) cuatro militares, precluyó el 6 de junio de 1989 por falta de pruebas. El caso fue presentado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La Comisión decidió en 1991 que el gobierno de Colombia había contravenido los arts. 4, 5, 7 y 25, en concordancia con el art. 1 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos. El fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos fue publicado el 8 de diciembre de 1995. En ese fallo se determinó, entre otras cosas, que Colombia había violado el derecho a la vida y a la libertad personal (art. 7,4 Convención Americana de Derechos Humanos) y por tanto se encontraba obligada a pagar la correspondiente indemnización y a sancionar a los responsables. A finales de 1994 el proceso fue reanudado internamente –sólo por la Fiscalía─, con fundamento en las declaraciones de uno de los paramilitares que había tomado parte en los hechos, quien acusó de los hechos a militares y paramilitares.

4. “Indios arhuacos (sic): el 5 de diciembre de 1990, fueron  secuestrados por una patrulla del Ejército Luis Napoleón Torres, su hermano Angel María Torres y Hughes Chaparro, en la vía a Bogotá en las cercanías de Curumaní (Depto. del Cesar). Sus cadáveres fueron encontrados el 20 de diciembre, 60 kilómetros más lejos. Mostraban señales de tortura.
 En estos mismos hechos fueron detenidos y torturados por las Fuerzas Armadas, además, dos miembros de la tribu de los arhuacos (sic). Las investigaciones condujeron a altos militares. La Procuraduría exigió la separación del cargo del Comandante de “La Popa”, el teniente Luis Fernando Duque Izquierdo, y del jefe del servicio secreto, Pedro Antonio Fernández Ocampo. Sin embargo ambos permanecen en servicio, y el último fue promovido, además, a capitán. El proceso, iniciado originalmente ante la jurisdicción ordinaria, fue trasladado a mediados de 1991 a la jurisdicción militar, por solicitud de la misma. El abogado representante de los indígenas no tuvo posibilidad alguna de participar en ese proceso en forma activa. Los representantes de los arhuacos (sic) se expresaron en relación con el traslado del proceso a la justicia militar, del siguiente modo: ‘Para nosotros esto es muy preocupante porque realmente nuestros compañeros eran civiles, (...) no militares (...). Sabemos que esta investigación se le entregó a la misma brigada que dijo que nuestros compañeros arhuacos (sic) eran guerrilleros (...) y es el mismo juez que está vinculado a esa brigada, el encargado de la investigación (...)’. En este caso, los militares fueron absueltos en 1993.

5.  “Los Uvos (Bolívar, Cauca): el 7 de abril de 1991 un grupo de hombres fuertemente armado, detuvo un bus público en el pueblo Los Uvos, los 17 ocupantes fueron asesinados en el lugar, y el bus fue quemado. Las fuerzas de seguridad del lugar responsabilizaron a la organización guerrillera ELN por la masacre. Las investigaciones de las Organizaciones No Gubernamentales y las de la Procuraduría sin embargo –con base en la declaración, entre otras, de uno de los soldados que tomó parte en los hechos─ responsabilizaron de la masacre a una unidad antiguerrilla de las Fuerzas Armadas, y a un grupo paramilitar. El tribunal militar competente absolvió de toda responsabilidad a los miembros del Batallón José Hilario López, que participaron en el ataque. 
La investigación desarrollada paralelamente por la Procuraduría -siguiendo el proceso regular- determinó, empero, ‘irregularidades’ en el proceso seguido ante la justicia militar. Y procedió, a comienzos de 1993, -con fundamento en las confesiones de miembros de la unidad- a abrir investigaciones por la masacre en contra de cinco militares, y otros dos por obstaculizar la justicia, entre ellos, el comandante del batallón. En agosto de 1993 se libraron órdenes de captura en contra de  cuatro soldados y dos civiles implicados en la masacre. En el marco de un conflicto de jurisdicción, la justicia ordinaria consiguió avocar el proceso –en últimas a causa de la fuerte presión internacional─. La Fiscalía, a comienzos de 1994, elevó denuncia en contra de miembros de la policía y algunos narcotraficantes.
6.  “Trujillo: entre 1988 y 1990 el municipio de Trujillo (Depto. Valle del Cauca) fue conocido internacionalmente a causa del asesinato, ‘desaparición’ y tortura de más de 100 personas. Numerosos miembros de las fuerzas de seguridad y paramilitares implicados en esto fueron absueltos por el Tribunal de Orden Público. A causa de la presión nacional e internacional se conformó el 26 de septiembre de 1994 una comisión (mixta) investigadora bajo la vigilancia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Esta publicó en enero de 1995 un informe en el cual se contabilizaba el número de víctimas en 107 y se determinaba la responsabilidad directa del Estado colombiano y sus órganos de seguridad, especialmente las Fuerzas Armadas, en la masacre.  
En un paso único en la historia, el Presidente Samper, aceptó en un discurso público la total y plena responsabilidad por los hechos y prometió una indemnización a las víctimas así como las correspondientes consecuencias penales.  El presidente sin embargo, no se refirió a la impunidad que rodeó este caso. A la fecha sólo se ha suspendido del servicio a uno de los principales responsables, el Coronel Alirio Urueña –después de que fuera promovido y se hubiera asesinado a un testigo importante, pero inoportuno─. A pesar de que la reacción no fue muy fuerte, ésta ocasionó duras protestas en el círculo militar. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que se unió a las conclusiones y recomendaciones de la Comisión Nacional Investigadora, convocó una reunión para septiembre de 1995. A la fecha no se ha sentenciado a ninguno de los acusados.
7.  Unión Patriótica: “un patrón de impunidad, eclipsado en los casos individuales citados, lo representa la liquidación sistemática del partido Comunista (Unión Patriótica, UP) y la ausencia en los diferentes casos individuales, de sanciones a los autores conocidos. Desde su creación en 1985 fueron asesinados aproximadamente 2.500 miembros de la UP, entre ellos dos candidatos a la presidencia, cerca de 20 parlamentarios y numerosos políticos comunistas. El último senador de la UP, Manuel Cepeda fue asesinado en agosto. 
Sólo en pocos casos se llevaron a cabo investigaciones serias (penales), las que sin excepción fueron dejadas de lado o fácticamente ‘archivadas’, como quiera que los culpables no pudieron ser detenidos. Es así como el 26.2.1994 se libró una orden de captura en contra del conocido paramilitar Fidel Castaño por el asesinato del candidato de la UP a la presidencia, Bernardo Jaramillo (22.3.1990), quien a la fecha no ha podido ser detenido, como ocurrió en el caso ‘Urabá’75.
Para mayor información sobre el caso de la UP, véase Anexo 7 y en lo referente a la doctrina sobre una solución amistosa de su genocidio, véase anexo 12.

8.  Santo Domingo:  el 13 de diciembre de 1998, un helicóptero de la Fuerza Aérea colombiana lanzó proyectiles durante una confrontación prolongada con unidades de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) cerca del poblado de Santo Domingo, en el departamento de Arauca. Según los residentes, varios proyectiles hicieron impacto en casas civiles. Murieron 18 personas, entre ellos 7 infantes. En lugar de llevar a cabo una investigación imparcial, las Fueras Militares encubrieron los hechos y atribuyeron el incidente a un carro bomba de las FARC-EP. Sin embargo, los investigadores del gobierno determinaron posteriormente que la metralla que provocó las muertes de civiles procedía de un proyectil de fabricación estadounidense lanzado desde un helicóptero del Comando Aéreo de Combate N° 1, con base en Palanquero. Los pilotos del helicóptero dijeron a los investigadores que habían recibido las coordenadas del objetivo de AirScan, una empresa estadounidense contratada por la Fuerza Aérea. Hasta este momento continúa bajo la égida de la jurisdicción penal militar. No se ha resuelto nada aún.
Tales circunstancias muestran lo realmente poderoso que es en este país el monstruo de la impunidad, y que su ignominia ha llegado a tal punto que ya ni se toma la molestia de querer ser subrepticio. Ahora que hacemos mención  sólo de unos cuantos casos que involucran a las Fuerzas de Seguridad del Estado, puesto que son los que más se tratan de esconder a los ojos de la opinión pública. Además, tenemos que hacer la aclaración de que los casos transcritos a este texto, son solo unos casos de los que se incluyen en la categoría de crímenes de guerra, y en la parte final, ejemplos patéticos del nivel del absurdo al que llega la  impunidad en el país, independientemente de la clase de crimen que se cometa.

No incluimos más ejemplos de la elevada impunidad que ronda los delitos ejecutados en Colombia, ya que nos saldríamos del objeto de estudio de esta monografía; además de que, en los casos de los paramilitares y, más que nada, de los grupos guerrilleros, los ejemplos abundan en el consciente colectivo, ya que estos si reciben una masificación digna de hechos tan execrables como lo son el atentado al Club El Nogal, el asesinato de los secuestrados para evitar su rescate o el hecho de vestirlos con camuflados. Ni se diga de los atentados en contra de los civiles, como toma de municipios, voladuras de torres de energía, de oleoductos –que afectan las cuencas hidrográficas y todo el ecosistema en sí─, y el desplazamiento forzado de personas.

“La responsabilidad del Estado puede resultar no sólo de la falta de vigilancia en la prevención de actos dañosos, sino también de la falta de diligencia en la persecución penal de los responsables y en la aplicación de las sanciones civiles requeridas. Si bien la obligación estatal de prevenir es de medio o de comportamiento –no de resultado─ y ella no se incumple por la mera existencia de una violación, un elemento clave para determinar ese incumplimiento es el carácter sistemático del mismo”76. 

Por lo tanto, el Estado, al permitir que la no punición de estas conductas delictivas llegue a tales niveles y que los delincuentes se burlen del sistema penal de la Nación, es considerado responsable ante los ojos de la Comunidad Internacional porque, al no darle impulso a las investigaciones, impedirlas o buscar su extinción, incumple los tratados internacionales que ha firmado respecto de la garantía a favor de los derechos de la población, a la verdad y a la reconciliación.

La responsabilidad de Colombia será cada vez mayor, en la medida en que el ER continúe ratificado con la salvedad del 124, puesto que la impunidad interna daría paso a otra de carácter internacional, ya que el Estado hizo declararse inhibida la CPI respecto de los crímenes de guerra, al sacarlos de su competencia.  El artículo 124 ER aplicado a Colombia por el Estado, conlleva a que éste incumpla con sus obligaciones internacionales de manera indirecta, al no mostrar una actitud pro punitiva y de persecución, sino una permisiva frente a los delitos.

3.10. OBLIGACIÓN DE PREVENCIÓN

La responsabilidad en cuanto a la prevención del delito que puede caberle a un Estado, podemos clasificarla en:

Por Acción: se da cuando los agentes estatales se han visto involucrados en la preparación de los hechos, la participación en los mismos o en el encubrimiento o protección de sus autores.

Por Omisión: se da cuando se incumple el deber de garantía, cuando tal falta al deber no sea deliberada, y que no se incurra en la participación de agentes estatales en la preparación, cobertura o encubrimiento de las conductas delictivas.

Nuestro país tiene serios problemas respecto del cumplimiento de esta clase de obligaciones, puesto que incurre de manera constante en ambas. Al respecto, existen varios pronunciamientos de los organismos internacionales que vigilan el acatamiento de los tratados ratificados por Colombia, que la obligan no sólo a respetar, sino a imponer el respeto en cuanto a su prevención y cumplimiento. 

“66...Además de las acciones u omisiones directamente atribuidas a los servidores públicos, los actos de los particulares o de grupos que no ejercen funciones públicas pueden igualmente comprometer la responsabilidad internacional estatal. Estas acciones y omisiones están vinculadas con las obligaciones de proteger, prevenir y cumplir las obligaciones internacionales, incluyendo la adopción de la legislación interna pertinente –así como de abstenerse de adoptar legislación contraria a las normas internacionales- de sancionar a los responsables y de proveer adecuada reparación a las víctimas77.

“69. En el marco del DIH también se pone en cabeza de los Estados la obligación de respetar y hacer respetar esas normas, exigiendo no sólo conductas negativas o de abstención, sino también la actuación positiva para prevenir infracciones y sancionarlas y proteger a la población civil, incluyendo el deber de asistencia”78.

No sólo damos piso a nuestras aseveraciones  con consideraciones de carácter práctico, como las expuestas, sino, también, por el hecho de que la República de Colombia tiene una obligación de carácter internacional, de prevención, la cual ha adquirido no sólo por ser un sujeto soberano de derecho internacional sino por la serie de instrumentos de este mismo carácter que ha ratificado. 

Al respecto, no es necesario desplazarnos tanto en el tiempo para ver casos deprimentes de inacción del Estado en cuanto a prevención se refiere, que desembocaron en acciones violentas que acabaron con la vida de cientos de personas.

Tal es el caso del enfrentamiento que se libró en zona urbana del municipio de  Bojayá en el Medio Atrato chocoano, del primero al tres de mayo79 de 2003.

En un informe entregado por la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, se constata el nivel de despreocupación que se manejó frente a la probabilidad que existía de un combate entre la guerrilla y los paramilitares, el cual, necesariamente, iba a comprometer la vida e integridad de los pobladores.

“El 23 de abril, la Oficina envió una comunicación oficial al Gobierno expresando su preocupación frente a la incursión de grupos paramilitares en las localidades de Bocas de Curvaradó, Vigía del Fuerte y Bellavista y sus posibles consecuencias para las poblaciones allí asentadas. Asimismo, la Oficina instó a las autoridades a adoptar medidas oportunas y adecuadas para proteger a la población civil, así como para prevenir eventuales desplazamientos de las comunidades de estas áreas. La única respuesta escrita a la oficina fue la enviada por la Procuraduría, el 24 de abril, en la que transmite su solicitud urgente a los Ministros del Interior y de Defensa para que otorguen una ‘directa atención a los sucesos que en forma reiterada alteran la tranquilidad en las poblaciones chocoanas, donde la mayoría de sus habitantes son indígenas, campesinos y comunidades negras que viven el enfrentamiento entre todos los grupos armados al margen de la ley’”80.

El informe no solamente habla de las infracciones al DIH atribuídas a las FARC-EP y a las AUC, sino de la responsabilidad que tiene el Estado por las violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al DIH, y en este acápite vamos a transcribir apartes del mismo para dar claridad sobre los acontecimientos:

“Como se acaba de indicar, además de las acciones u omisiones directamente atribuídas a los servidores públicos, los actos de los particulares o de grupos que no ejercen funciones públicas pueden igualmente comprometer la responsabilidad internacional estatal. Estas acciones y omisiones están vinculadas con las obligaciones de proteger, prevenir, adoptar la legislación interna81 pertinente –así como de abstenerse de adoptar legislación contraria a las normas internacionales─ de sancionar a los responsables y de proveer adecuada reparación a las víctimas.

“La obligación de prevenir está vinculada a la obligación de garantizar, es decir, de adoptar medidas para hacer efectivos los derechos y la protección de los mismos. En este sentido otro elemento de preocupación para la Oficina es el hecho de que no hubiera habido actuación de la fuerza pública ante el paso de los paramilitares por los retenes y puestos de control en el recorrido que hicieron desde Turbo hacia Vigía del Fuerte. En estos casos la omisión del Estado puede constituir una violación a los Derechos Humanos y comprometer la responsabilidad estatal por las acciones de estos grupos ilegales” 82.
Respecto de las obligaciones del Estado incumplidas en este caso, la de prevención no fue atendida como ya se pudo estudiar, y “debe descartarse la posibilidad de que las instituciones estatales desconocieran la existencia de los riesgos que afectaban a la población civil del Atrato Medio”,  dice la Oficina.

El Estado no priorizó su obligación de protección sobre la vida de  los civiles de la zona, violando así el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Esa omisión configura violaciones, a su vez, del artículo 2 del mismo Pacto y del 1.1 de la Convención referida.

A los funcionarios gubernamentales de alto rango se les debe exigir en sus actuaciones públicas un nivel mínimo de elemento subjetivo “─intención general  con inclusión del conocimiento─ dada la capacidad de éstas personas de  saber o de prever las consecuencias de sus actos, al tener un mayor acceso a la información y por su capacidad de control del aparato estatal (...). Este conocimiento no debería requerirse, con todo,  en la comisión de crímenes de guerra [artículo 8] porque estos crímenes no precisan de una intención específica” 83.

En ese orden de ideas, a los representantes del Estado, como servidores públicos que son, no sólo se les exige cumplimiento de sus obligaciones y abstención de conductas ilícitas, sino, también, la procura de comportamientos tendientes al respeto y reconocimiento de los Derechos Humanos y del DIH, y no les es dable desplazar responsabilidades, a menos de que concurran hechos y causas que realmente imposibiliten tal actuar.

Si el órgano jurisdiccional competente lo comprueba, el Estado podría ser declarado culpable por los hechos delictivos acaecidos en el lugar y en la fecha, lo que daría lugar a que le sea exigible reparación por incumplimiento de un deber suyo como lo es el de prevención, a las víctimas y a sus familiares84.

3.11  OBLIGACIÓN DE RESPETO Y PROTECCIÓN

Esta es una obligación componente del factor garantista de los derechos que, aunque no expresos en nuestro sistema de normas jurídicas, deben entenderse de obligatorio cumplimiento, tanto por los servidores públicos como por los particulares, por su carácter de inherentes a la persona humana (artículo 94 CP).

En el caso objeto de estudio, lo circunscribiremos a la carga que se configura en cabeza del Estado y en beneficio de la población, para que no se cometa ningún tipo de violación en contra de los derechos y garantías que poseemos los ciudadanos en este país para impedir que ciertos grupos o que el mismo Estado los vulnere.
“Esa obligación se incumple cuando acciones u omisiones de las autoridades, o de particulares que proceden con su apoyo, tolerancia o aquiescencia, vulneran o amenazan los derechos fundamentales de las personas. Debe considerarse como conductas omisivas de las autoridades todas aquellas que implican un incumplimiento manifiesto de su deber de adoptar medidas oportunas y eficaces para impedir que los derechos de las personas individuales o de grupos de personas sean afectados por actos de violencia”85. 

Así las cosas, el hecho de que el Estado, representado por las instituciones pertinentes, hubiese puesto oídos sordos a las advertencias que se hicieron con suficiente anticipación a los desastrosos acontecimientos de Bojayá, conllevaría  un incumplimiento de tal obligación, lo mismo que el no haber hecho presencia como era indicado para un caso como ese. Al decir de la Corte Constitucional “...Parte esencial del respeto por los derechos constitucionales se edifica sobre la obligación del Estado de proteger  a los titulares de tales derechos.  La defensa de los derechos no se limita a la abstención estatal de violarlos. Comporta (...) enfrentar a los agresores de tales derechos”86.

Ahora, un punto más de reflexión, es el que tiene que ver con las  declaraciones de autoridades de la zona que negaron la existencia de tales combates; la supuesta reunión de miembros de las AUC y de las Fuerzas Armadas en Vigía del Fuerte el 9 y 10 de mayo, y el hecho de que el desplazamiento de la población civil se haya incrementado una vez apostadas en la zona las Fuerzas Militares, pues no adoptaron las medidas preventivas buscando evitar el crecimiento del número de desplazados, incurriendo en conductas que comprometían la responsabilidad del Estado, no sólo referida a Derechos Humanos, sino al DIH87.

Una de las recomendaciones que hace la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, en materia de cumplimiento del DIH, se les dice a los grupos alzados en armas y a la Fuerza Pública, es adoptar “sin distingos, salvedades o reparos, su obligación de dar cumplimiento estricto a los principios y normas del DIH”. Aquí se ve, de nuevo, cómo son de contraproducentes las salvedades frente al DIH.

Para salvar su responsabilidad internacional, el Estado debe adoptar medidas preventivas referidas a los Derechos Humanos y al DIH. Es importante recalcar que una medida básica, para en este caso, sería la CPI como instrumento de disuasión, con plena competencia sobre los crímenes de su jurisdicción, de manera no sesgada en el territorio nacional, sin aplazamientos de ningún tipo, dándole al país y al mundo, un claro mensaje de no tolerancia frente a los delicta iuris gentium.
4.   PROCESO DE PAZ Y CPI

Como ya se afirmó, el “proceso de paz” es la causa primordial por la cual el gobierno nacional no ha levantado la reserva que trae el artículo 124 ER. Esta afirmación puede resumirse, básicamente en: si la CPI tuviera competencia sobre los crímenes de guerra, ello haría nugatorio un proceso de paz con los grupos alzados en armas, pues, ¿qué sentido tendría volver a la civilidad, si después de otorgado el perdón, este acto sería revocado por la Corte, y, de nuevo, volvería a iniciarse una acción penal en contra del infractor? 

Pero, resulta que los crímenes de  competencia de la CPI son de mucha entidad; son los más atroces a los que ha llegado el salvajismo de ciertos miembros de la sociedad –crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra, crimen de genocidio y el crimen de agresión─. Colombia ha ratificado varios instrumentos internacionales que la obligan a luchar en contra de su ejecución, además de impedir que se configure impunidad sobre los mismos; o sea, que, independientemente del proceso de paz que se realice en el país, el Estado tiene la obligación de someter a la justicia a quienes han incurrido en tales conductas, realidad de la que no le es posible sustraerse, so pretexto del mismo. No es factible olvidar graves crímenes en contra de la población en pro del axioma Paz, porque, siendo así, esta nunca llegaría a ser efectiva. Cuando se quiere hacer olvidar al pueblo las violaciones a las que ha sido sometido, obligándole a que baje la cabeza ante la impunidad jurídica, lo que se consigue es que se generen mayores niveles de violencia. Para darle preponderancia a ese derecho de conocimiento y de reparación fue para lo que se crearon tales instrumentos internacionales, los cuales Colombia está en la obligación de cumplir y, por ende, no dejar pasar por alto la comisión de tales delitos.

Para mayor información sobre los Crímenes competencia de la CPI, véase el Anexo  8.

Por otro lado, las fuentes oficiales quieren hacer ver que este proceso de paz se vería herido sin la salvedad de 124 ER, ya que instituciones como la Amnistía y el Indulto no servirían, porque serían revocadas por la CPI para retomar los casos y juzgar a los sujetos activos de las conductas que los produjeron. Así las cosas, la soberanía nacional se vería menoscabada por la acción de un organismo internacional, y el principio de la subsidiariedad de la Corte mutaría en una instancia nueva y preferente. Ello es algo a lo que el Estado no se puede someter, ya que dejaría en entredicho su capacidad de titularidad del Ius puniendi; además, dejaría de lado su obligación de hacer respetar la vida de los coasociados como le es debido.

Pues resulta que el artículo 150, numeral 17, de la CP, es determinante cuando expresa que tales figuras sólo pueden ser concedidas por el Congreso, y únicamente para delitos políticos. No tiene sentido comparar esta clase de delitos con los que son de competencia de la CPI, pues son categorías de crímenes bien diferentes, que están ubicados en ambos extremos en una escala de intensidad de antijuridicidad material de la conducta punible. Por ende, el Estado Colombiano nunca podría otorgar amnistías ni indultos para los crímenes de competencia de la CPI, puesto que escapan de su capacidad y de sus atribuciones. Sólo puede hacerlo frente a los delitos políticos, y los crímenes atroces debe someterlos a la jurisdicción. El Estado no puede perdonar, olvidar, ni borrar las huellas que un crimen ha dejado en la comunidad, para deshacerse del problema que plantea una lucha armada en contra de los grupos paramilitares o subversivos.

Este argumento estatal pierde así piso, ya que tales figuras sólo pueden ser otorgadas para delitos  que son, ciertamente, diferentes de los que son juzgados por la Corte, por ende, no existirían incompatibilidades de ninguna clase, ni choque de jurisdicciones, puesto que sus objetos materiales  distan en forma astronómica. Por lo tanto, la CPI al ejercer su competencia de manera íntegra, no va en contravía de un eventual proceso de paz.

La CPI no se creó para ir en contravía de las amnistías y de los indultos que favorezcan los procesos de paz nacionales, todo lo contrario; pero haciendo claridad en que tales procesos desemboquen en una paz verdadera y no en un simple proceso de no punición que conserve los resentimientos del pueblo, no sólo en contra de los criminales, sino de los representantes del Estado que permitieron que quedase desprotegido, sin la reparación moral que anhelaba y que era necesario otorgarle.

“...Al pasar por alto la victimización del pasado, la sociedad civil internacional destruye la confianza en los límites de la humanidad y se condena a repetir los peores errores de la historia”88.

“El derecho internacional ha considerado que los instrumentos internacionales que utilicen los Estados para lograr la reconciliación, deben garantizar a las víctimas y perjudicados de una conducta criminal, la posibilidad de acceder a  la justicia para conocer la verdad sobre lo ocurrido y obtener una protección judicial efectiva” 89.

“...El  Estatuto de Roma, al recoger el consenso internacional en la materia, no impide conceder las amnistía que cumplan con estos requisitos mínimos, pero sí las que son producto de decisiones que no ofrezcan acceso efectivo a la justicia.

“Figuras como las leyes de punto final que impiden el acceso a la justicia, las amnistías en blanco para cualquier delito, las auto amnistías (es decir, los beneficios penales que los detentadores legítimos o ilegítimos del poder se concedan a sí mismos y a quienes fueron cómplices de los delitos cometidos), o cualquier otra modalidad que tenga como propósito impedir a las víctimas un recurso judicial efectivo para hacer valer sus derechos, se han considerado violatorias del deber internacional de los Estados de proveer recursos judiciales para la protección de los derechos humanos. Así lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos al afirmar que [(...) la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención constituye una trasgresión de la misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En este sentido debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta conque esté previsto en la Constitución o la ley o conque sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para programarla]”90.

Sería conveniente aquí recordar los casos de impunidad que han sido mencionados en este estudio y los análisis realizados por especialistas en derecho penal internacional, Derechos Humanos y DIH, además de organismos internacionales, entre ellos la ONU, sobre la poca disposición de los entes del Estado para someter a la justicia a los infractores. 

De un análisis del Bloque de Constitucionalidad se desprende que la Amnistía y el Indulto, sólo son para delitos políticos, y no se permite que sean utilizados en procura de robustecer la impunidad  –en nuestro caso a reventar─.

La corte Interamericana de Derechos Humanos observa que, para que tales figuras sean legales y legítimas, deben acatar los compromisos adquiridos por las 

Altas Partes Contratantes en ella.  

Si estos pasos fueran llenados con diligencia, no habría ninguna razón para que la CPI abriera un proceso independiente desplazando a la jurisdicción nacional, se arrogara la competencia, y sancionara de nuevo algo que cumple con las prescripciones constitucionales, legales y de derecho internacional.

En la sentencia de constitucionalidad sobre el ER, el alto Tribunal finaliza este punto al decir que “no encuentra la Corte que la ratificación del ER pueda implicar un obstáculo para futuros procesos de paz y de reconciliación nacional en donde se consideren medidas como los indultos y las amnistías con sujeción a los parámetros establecidos en la Constitución y en los principios y normas de derecho internacional aceptados por Colombia”91.

Situados en la esencia de la cuestión que excita estos argumentos, es importante recalcar que el Estado Colombiano ha ratificado varios instrumentos internacionales que lo obligan a perseguir ciertas conductas delictivas y a sus sujetos activos, además de reparar a sus víctimas, más aún si se trata de los crímenes de competencia de la CPI.
Colombia hace parte de ese consenso internacional para la lucha contra la impunidad frente a las más graves violaciones a los Derechos Humanos. Ese compromiso de Colombia se refleja en el hecho de ser parte de los principales instrumentos internacionales que recogen los ideales en la materia, y que han servido de base para la creación de la Corte Penal Internacional, a saber:

i) Convención para la Prevención y Represión de Genocidio de 1948, aprobada por la Ley 28 de 1959.

ii) Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial, aprobada por la Ley 22 de 1981.

iii) Convención contra la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, aprobada como Legislación Interna por la Ley 76 de 1986.

iv) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y Protocolo Facultativo, aprobado por la Ley 74 de 1968.

v) Convención Americana sobre Derechos Humanos, aprobada por la Ley 16 de 1972.

Vi) Los Cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, incorporados a nuestro ordenamiento interno mediante la Ley 5 de 1960: Convenio I, para aliviar la suerte que corren los heridos y enfermos de las Fuerzas Armadas en campaña; Convenio II, para aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las Fuerzas Armadas en el mar; Convenio III, relativo al trato debido a los prisioneros de guerra; Convenio IV, relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra;

vii) Protocolo I Adicional a los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949, aprobado como legislación interna por la Ley 11 de 1992;

viii) Protocolo II Adicional a los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949, aprobado como legislación interna por la Ley 171 de 1994;

ix) Convención sobre la Represión y Castigo del Apartheid, aprobada por la Ley 26 de 1987;

x) Convención Americana contra la Desaparición Forzada, incorporada a nuestro ordenamiento interno mediante la Ley 707 de 1994.

Para mayor información sobre los demás Instrumentos Internacionales ratificados por Colombia, véase el Anexo  9.

Aquí entra en juego un tema de mucha actualidad, que es el del proceso paz alrededor del “Perdón y Olvido”, respecto del cual estamos de acuerdo con el concepto que, con relación al mismo, emitió el señor Procurador General de la Nación.

Para mayor información sobre el Concepto emitido por el Procurador Edgardo José Maya Villazón, véase el Anexo 9.

Estos fenómenos confluyen a un sistema donde las partes confrontadas llegan a un acuerdo con la intención de terminar con las rencillas que los enfrentan, y en vista de que, por la vía del arrostramiento directo, ninguno adquiere suficiente ventaja, como para sentirse dueño de la situación, prefieren llegar a un consenso, ceder mutuamente y liberar, por ende, a la población civil de los vejámenes de la guerra, a la que ha sido sometida por ambos bandos.

Una vez prestos al concilio, la parte rebelde cesa en el uso de la fuerza para hacerse al poder del Estado y del gobierno, se somete a la vida civil integrándose a ella. El gobierno, a su vez, se abstiene de perseguirla, igualmente lo hace con sus delitos, dándole condiciones favorables para que se pueda incorporar a la sociedad. Es en ese momento cuando se usan las figuras de los subrogados penales para evitar que los rebeldes paguen por la comisión de los delitos en que incurrieron, y así accedan a deponer las armas y a pactar con el gobierno.

Esto no es viable, en las actuales circunstancias, para el Estado colombiano,  pues este es garante de una serie de tratados internacionales que no solamente deben acatar quienes ejerzan algún tipo de jurisdicción o que ejerzan competencia, sino por todos y cada uno de quienes habitamos en el territorio nacional, trátese de nacionales o no, seamos o no ciudadanos. Además, también  debe garantizar que todos cumplamos con tales instrumentos, y el derecho internacional prohíbe la impunidad para los delitos competencia de la CPI (genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra); por tanto, para Colombia es imposible sentarse a la mesa con un grupo de insurgentes, a negociar la paz que necesitamos, en detrimento del castigo, proporcional, de las conductas criminales que estos han ejecutado.

Sobre ello el Conjunto de Principios para la Protección y Promoción de los Derechos Humanos Mediante la Lucha contra la Impunidad, expresa:

“II DERECHO A LA JUSTICIA

A.  Principios Generales

Principio 19. Garantías contra la utilización de la reconciliación o el perdón para fomentar la impunidad:

No existe reconciliación justa y duradera, si no se satisface efectivamente la necesidad de justicia; el perdón es, sin duda, un factor importante de la reconciliación, pero supone, como acto privado, que la víctima o sus derechohabientes conozcan al autor de las violaciones y que éste haya tenido la posibilidad de reconocer los hechos y manifestar su arrepentimiento.

Principio 26. Carácter de las medidas que deberán adoptarse:

Se incorporarán garantías contra las desviaciones a que puedan dar lugar el uso de la prescripción, la amnistía, el derecho de asilo, la denegación de la extradición,  la inexistencia de procesos en rebeldía, la obediencia debida, las leyes sobre ‘arrepentidos’, la competencia de los tribunales militares, así como el principio de inamovilidad de los jueces con el fin de promover la impunidad.

Principio 28. Restricciones a la práctica de la amnistía:

Cuando la amnistía tenga por finalidad crear condiciones propicias para alcanzar un acuerdo de paz o para favorecer la reconciliación nacional, se aplicarán dentro de los siguientes límites:

a. Los autores de los delitos graves, conforme  con el derecho internacional y con los de violaciones masivas o sistemáticas, no podrán beneficiarse de la amnistía a menos que las víctimas dispongan de un recurso eficaz y obtengan una decisión equitativa y efectiva”.

Ya hemos dicho hasta la saciedad, que los subrogados penales de la amnistía e indulto sólo pueden ser usados para inhibir la investigación del delito o para condonar la ejecución de la pena, cuando se adecuen al tipo de delitos de carácter político y no son plausibles para otros, menos aún los de competencia de la CPI.

Una solución negociada del conflicto no puede basarse en la impunidad de los delitos cometidos, contra la humanidad, por los victimizantes directos del pueblo colombiano. No se trata de mantener una actitud vengativa y revanchista, sólo que el sentido común observa que estas conductas no pueden ser echadas al olvido por las conveniencias del gobierno de turno, ya que el pueblo es quien realmente ha sufrido la violencia, quien no puede olvidar a sus muertos, ni la sangre que por  ellos ha sido derramada. Esa paz que se yergue apolínea sobre los campos y las ciudades se alimentó de ella, y el Estado Social y Democrático de Derecho deber buscar la justicia, y no es justa la paz sin equidad.

El carácter de garante que tiene el Estado de los tratados que ha ratificado, no le permite “reciclar” estos comportamientos, con las terribles consecuencias materiales y psicológicas que tienen sobre la población, en la búsqueda de  la solución de un conflicto que, finalmente, no hallará.

El olvido, en este caso, no puede ser bueno, ni habrá de llevar a ninguna solución, si no es natural, cristalino y autónomo. Esa amnesia impuesta, por la que propugna el gobierno con el actual proceso de paz, con su concomitante perdón y no punición de las conductas reprochables de los actores violentos,  no puede llevar sino al surgimiento de nuevos rencores. Es aquí cuando vemos lo oportuno de conceptos histórico-materiales, que nos indican lo cíclico de los acontecimientos pasados y su correspondencia con los presentes, y del apotegma: “quien no conoce su historia, está condenado, irremediablemente, a repetirla”.  En nuestro concepto, todo proceso de perdón debe ser asimilado y debe provenir de las partes directamente implicadas en las conductas por  perdonar, y, como en este caso, por olvidar; por lo tanto, se le debe dar suma importancia a los fenómenos de reconocimiento de la verdad, para que quienes han sido víctimas de la violencia en el país, se  dispongan a ofrecer ese perdón, que, en principio, les compete a ellos. Pero es necesario aclarar que tampoco podemos dejar al arbitrio de estos el (tan anhelado) proceso de paz en Colombia, ya que podría convertirse en arbitrariedad, y se propugna para que tengan derecho a encontrar la verdad que les permita conocer lo acaecido; sólo así puede pensarse en el bien común como consecuencia de la paz nacional, y no, como ya se expresó, en el desarrollo de un sentimiento revanchista. Nuestro Estado se basa en la primacía del bien común, pero este solo será una realidad, cuando se equipare con el reconocimiento de las libertades individuales y el respeto por la persona y sus derechos.

En el pasado, en nuestro país, grupos como el M –19 y las mismas FARC, se mostraron prestos a someterse a un proceso de paz, llegando a presentarse algunos acuerdos; lo más lamentable es que la poca tolerancia de la que hace alarde nuestra mentalidad, no olvida los conflictos y por ello se desencadenan genocidios, como los de la UP, y el resurgimiento de otros tantos grupos que no vieron para sí un futuro promisorio.

Obligar al olvido de las conductas atentatorias del ius cogen, cometidos por los grupos armados de la nación, sean o no legales, no puede, de ninguna manera,  conducir a una paz estable y duradera. Necesariamente, provocarán recelos que habrán de desembocar en nuevos grupos y formas de violencia. La paz se cimienta en la justicia y en la equidad, nunca en la impunidad.

Dice, además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la sentencia del 27 de agosto de 2003, citada por Federico Andréu-Guzmán, en el caso Garrido y Baigorria (Reparaciones), párrafo 72, consideró que “aun cuando el particular damnificado perdone al autor de la violación de sus derechos, el Estado está obligado a sancionarlo (...). La obligación del Estado de investigar los hechos y sancionar a los culpables no tiende a borrar las consecuencias del acto ilícito en la persona afectada, sino que persigue que cada Estado Parte asegure en su orden jurídico los derechos y libertades consagrados en la Convención”.
Luego, el Estado al no poder permitir que los ciudadanos ejerzan por su propia cuenta el ius puniendi, debe asumir este como un monopolio y cumplir con los preceptos del mismo, que radica en impartir justicia, no en negarla; por lo tanto, así las víctimas perdonen a sus victimarios –por temor o por compensación─, el Estado tiene la obligación de realizar justicia.

Pensamos que es necesaria una salida negociada al conflicto armado que se vive en el país, pero no sostenida en la impunidad de los crímenes cometidos por los grupos armados contra la población civil.

El sentido común expresa que quien cometa una conducta delictiva debe responder ante la comunidad por la misma. En ello radica el contrato social: En establecer parámetros de comportamiento que habremos de seguir quienes pertenezcamos a un grupo, y, si no lo acatamos, debemos asumir sus consecuencias.
Cada una de las personas que planearon, ejecutaron o colaboraron con los delitos competencia de la CPI, o cualquier otro, y que hagan parte de los grupos armados que están en diálogos de paz con el gobierno nacional, que allanan el camino a los que quieren adoptar esta actitud en un futuro, deben enfrentarse a un tribunal para que se les realice un juicio justo por las conductas cometidas. Necesariamente, deben saldar su deuda con la sociedad y disponerse a dejar atrás, en definitiva, su actitud criminal, y acogerse a los paradigmas de la vida en sociedad.
Lo que debe hacer el gobierno, como representante del Estado, es crear normas que aminoren la pena, y facilitar la adopción de distintos subrogados penales, para ver recompensada la actitud regeneradora y reconciliadora de tales grupos, y ser benignos con ellos, por su capacidad de reconocimiento y disposición para la paz. Esa sería una solución, puesto que no se incurriría en la impunidad vestida de perdón y olvido, y, por ende, no se adoptaría una actitud contraria a los tratados internacionales y a la naturaleza de garante que de ellos tiene el Estado.
Se predicaría una proporcionalidad, sin exonerar de responsabilidad ni pena, por sus delitos, a los culpables, siendo ecuánimes con la intención componedora de los grupos que pretenden retornar a la civilidad.

“Una Corte Penal Internacional se constituye en un instrumento de disuasión pues advierte que no habrá impunidad para quienes cometan crímenes contra la humanidad, así se trate de  autoridades gubernamentales o particulares, disuadiéndoles de ejecutar tales delitos. El mantenimiento de la paz internacional también se beneficiaría con la existencia de la Corte Penal Internacional, puesto que al ‘hacer justicia’ cerraría las heridas y resentimientos generados por los conflictos que han padecido. Nuestra historia, como la de muchos pueblos, señala que en la medida en que las poblaciones piensen que no se les ha hecho justicia, la violencia continuará”.

Álvaro Mendoza Palomino.

5.   CONCLUSIONES

1.  El ER es consecuente con los artículos 1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que trae explícita la obligación de las Partes Contratantes de respetar y garantizar los derechos reconocidos y de investigar a quienes los vulneren. El instrumento busca que los Estados cumplan a cabalidad con su función jurisdiccional, hallando los culpables de las conductas punibles y sancionando a los mismos. Si el Estado cumple sus obligaciones internacionales y lucha contra la impunidad, se hace innecesario el accionar complementario de la CPI.

2.  “En el IV Convenio de Ginebra de 1949, los Estados Partes se comprometieron a crear cualquier legislación necesaria que provea las sanciones penales efectivas para aquellas personas que cometan graves violaciones contra la Convención. Según el artículo 5 de la Convención sobre el Genocidio, los Estados Partes se obligaron a legislar para darle eficacia a las disposiciones de la Convención y establecer penas efectivas para aquellos culpables de genocidio. ICISS. The Responsability to Protec, IDRC, Ottawa, 2001. En presencia de tales circunstancias, la CPI debe respetar la jurisdicción interna de los Estados e inadmitir el caso de que se trate.

“...El estándar de protección que recoge el ER es distinto de otros compromisos internacionales en la materia, pero sí es más efectivo, por cuanto recoge un anhelo de la Comunidad Internacional de garantizar que no exista impunidad frente a los crímenes más atroces.

“...La soberanía de un Estado existe para proteger a los habitantes que residen en su territorio, no para amparar a quienes han violado los derechos humanos o desconocido los mínimos establecidos en el DIH ni, mucho menos, para servir de muralla infranqueable para quienes desean convertir un determinado territorio en un escondite para gozar de impunidad.

“La razón primigenia de un Estado constitucional y democrático es cumplir el deber fundamental de proteger a todos sus residentes en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades (artículo 2 inciso 2, CP). Este deber fundamental sintetiza la esencia del contrato político mediante el cual los ciudadanos de una República aceptan obedecer a una autoridad democráticamente instituida, conformada, ejercida y controlada, a cambio de que esta les brinde protección efectiva contra diversas amenazas de distinto origen, dentro de las cuales se destacan las amenazas provenientes de toda forma de violencia, incluidas las que se manifiestan por el ejercicio arbitrario del monopolio de la fuerza confiada al Estado y practicada por grupos armados irregulares”92.

3.  La Corte Constitucional en su sentencia, se ha pronunciado de tal manera, que expresa la conformación de una posible instancia superior radicada en cabeza de la CPI, cuando un Estado no tenga la capacidad para juzgar los crímenes de su competencia o no quiera hacerlo, buscando asumir para sí tal obligación y dar al traste con la evasión de justicia que ello puede provocar. Esto sería una especie de limitación a la soberanía, que la Corte Constitucional cataloga como acorde con la obligación de protección y garantía que el Estado ejerce sobre los Derechos Humanos y el DIH, y que “representan un desarrollo del artículo 9 de la CN”. En esa medida, si la ‘suprainstancia’ en que podría convertirse la CPI, para evitar la impunidad en las naciones, adopta un caso que un determinado país no quiso o no pudo investigar y juzgar, para el caso, Colombia, sería perfectamente constitucional. Como ya se dijo, hace parte del Bloque de Constitucionalidad y además propende por la reconciliación de sectores nacionales, entonces, ¿qué podemos pensar de una salvedad que va en contra de todo ello?  Lo obvio: Que es inconstitucional.

La Corte Constitucional, respecto de la limitación en cuanto a la soberanía, que varios sectores pretenden mostrar como limitante de la CPI, manifiesta su no inconstitucionalidad. En esencia, La CPI es disuasoria, aspecto que es relevante y constituye un impulso a la función jurisdiccional del país, ya que advierte que si nuestros jueces no persiguen y sancionan con proporcionalidad a los delincuentes, sería ella quien lo haría. Es un mensaje claro de no tolerancia a la impunidad.

Ciertos Tratados que ha ratificado el país lo obligan a ser garante, no sólo de ellos, sino de los que tienen relación directa con el objeto del mismo. Esto lo encontramos también en las sentencias del Tribunal Constitucional sobre la institución del Bloque de Constitucionalidad, el cual involucra, además de las normas de la Carta Política, otra serie de disposiciones con una naturaleza afín a la misma, como ciertos tratados ratificados y otros que no ostentan esta calidad, el Preámbulo mismo, entre otras.

Colombia, por ser un Estado Social y Democrático de Derecho, debe dar preeminencia al desarrollo de los ciudadanos, a su protección y el de sus bienes. El hecho de adoptar el Estatuto de Roma con la salvedad del artículo 124, es un mensaje subrepticio, tanto a grupos legales como ilegales, armados, para que ejerzan la justicia por su cuenta, para que continúen delinquiendo en la categoría de los crímenes de guerra, puesto que sus conductas no podrán ser asumidas por la CPI; y ya se han mostrado casos patéticos de la impunidad que reina en el sistema judicial del país, en especial aquellos crímenes sobre los que tiene competencia la Corte. Tales grupos, y sus personajes,  con el poder de coacción que ejercen, están convencidos de que las conductas cometidas no serán perseguidas y, por ende, tampoco sancionadas. Esta situación atenta contra los principios básicos de la Carta Política, y violenta en forma indirecta el catálogo de normas que conforman el denominado Bloque de Constitucionalidad. 

Apliquemos un silogismo, al respecto:

Toda norma que viole el Bloque de Constitucionalidad es inconstitucional.

El artículo 124 ER aplicado a la República, viola el Bloque de Constitucionalidad.

Entonces, el artículo 124 ER aplicado a Colombia, es inconstitucional.

Todo lo que constituya una simple expectativa de impunidad y que sea promovido por el gobierno, va en contra de los pilares de la norma Constitucional, puesto que vulnera la dignidad humana, los fines del Estado, la soberanía popular, la preeminencia constitucional, los derechos inalienables y varias de las disposiciones de este carácter, no sólo las de nivel interno, sino, también, los instrumentos que para el efecto se crearon a nivel de los sujetos de Derecho Internacional Público.

4.   “Encuentra la Corte que las definiciones sobre crímenes de guerra protegen la efectividad del derecho a la vida (artículo 11), a la integridad física; el respeto a la prohibición de desapariciones y torturas (artículo 12), y a la prohibición de la esclavitud (artículo 17). Igualmente, propenden por el cumplimiento de los compromisos internacionales en materia de respeto al derecho internacional humanitario asumidos soberanamente por Colombia al ratificar los Convenios de Ginebra de 1949 (Ley 6 de 1960) y sus Protocolos I y II de 1977 (Leyes 11 de 1992 y 171 de 1994). Adicionalmente, como los eventos descritos como conflicto armado de carácter internacional e interno pueden dar lugar a la aplicación de medidas propias de los estados de excepción (artículo 212 y 213, CP), las normas del Estatuto que describen las conductas tipificadas como crímenes de guerra garantizan la prevalencia y efectividad de los derechos cuya suspensión se prohíbe aun durante dichos estados (artículo 93 CP). La condición de que las políticas de orden público sean adelantadas por cualquier medio siempre que este sea ‘legítimo’, reafirma este propósito de propender el respeto al marco jurídico democrático nacional e internacional”93.

Si continúa tal salvedad, aunado a los niveles de impunidad del país y al triste futuro de oscurantismo que, estamos completamente seguros, rodeará a las investigaciones –en el optimista caso de que ocurran─, Colombia estará propiciando la vulneración de todos estos Convenios y Tratados Internacionales; comprometiendo su responsabilidad ante los ojos del mundo y atentando, además, en  contra del Bloque de Constitucionalidad.

Este estudio ha demostrado que el fenómeno de impunidad, como se evidencia en nuestro país, imposibilita el ejercicio de la justicia frente a los graves crímenes de guerra. La probabilidad de que sean juzgados por las instancias nacionales en procura del mantenimiento de condiciones más idóneas para un proceso de paz en Colombia, es utópico; la no punibilidad que se expande por todo el país, impide creer en esas intenciones. Al excluir estos crímenes de la competencia de la Corte, tales conductas están siendo excluidas de posibilidad alguna de punición, y se está dejando al pueblo colombiano a merced de los criminales, independientemente   de   su   origen,  intencionalidad   y  pertenencia   a  grupos 

–estatales o no─.

La adhesión al ER con la salvedad de 124, es completamente ilegítima, inconveniente y desastrosa para un país como el nuestro, en el que todos los conflictos se resuelven “de raíz”,  acabando con la vida de las personas que lo causan.

5. La Corte Constitucional defendió la incorporación del Preámbulo al cuerpo filosófico de la Constitución, es más, lo catalogó como el cimiento de la misma.

“Quitar eficacia jurídica al preámbulo, llamado a guiar e iluminar el entendimiento de los mandatos constitucionales para que coincida con la teleología que les da sentido y coherencia, equivale a convertir estos valores en letra muerta, en vano propósito del constituyente, toda vez que al desaparecer los cimientos del orden constitucional se hace estéril la decisión política soberana a cuyo amparo se ha establecido la Constitución.

“Juzga la Corte Constitucional que el Preámbulo goza de poder vinculante en cuanto sustento del orden que la Carta instaura y, por tanto, toda norma –sea de índole legislativa o de otro nivel- que desconozca o quebrante cualquiera de los fines en él señalados, lesiona la Constitución porque traiciona sus principios”94.

Como se ha dicho en anteriores ocasiones, el artículo 124 viola el Preámbulo de nuestra Carta Política, por que facilita la impunidad y esta es un atentado contra los mínimos derechos de los seres humanos.

“El preámbulo de la Carta de 1991 consagra principios y valores que serán luego ratificados en el articulado constitucional. Así la invocación a la soberanía popular se encuentra en el artículo 3°, y en aquellos otros que consagran los mecanismos de articulación de la participación popular; la protección del derecho a la vida se encuentra en particular en los artículos 2° y 11, la convivencia y la paz como fundamento y fin de todo el ordenamiento jurídico y por supuesto de la acción del estado se encuentran en especial reconocidos  en los artículos 2° y 22; el trabajo es reconocido como ejemplo fundante del orden constitucional en el artículo 2° y más adelante como derecho fundamental en el artículo 25, la justicia entendida como interdicción de la arbitrariedad es en el fondo el sustrato de todo orden jurídico y se encuentra formulada en las reglas contenidas en los artículos 4° y 6°, entendida como derecho a una protección judicial efectiva se encuentra reconocida en el artículo 229; y por último, entendida como concepto de contenido material ontológicamente cualificado, la justicia se encuentra entre otros en la fórmula política estado social que recoge el Constituyente en el artículo 2° y en la formulación del principio de igualdad del artículo 13°; el conocimiento se respalda no sólo con la consagración del derecho a la educación en el artículo 67, y el reconocimiento de la libertad de enseñanza, sino con el reconocimiento de las libertades civiles de expresión, difusión e información y con los principios rectores de la actividad pública como los consagrados en los artículos 54, 70 y 71 entre otros; por último la libertad, es el valor central de la Carta Constitucional, entendida como la condición básica para el desarrollo de la personalidad, la libertad se encuentra protegida por la mayoría de los derechos que componen el catálogo del Capítulo 1 del Título II de la Carta...”95. 

El Preámbulo de la Constitución dice: “...con el fin de (...) asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia (...) la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo...”.

Estos objetivos deben ser perseguidos y logrados por el Estado. Son los pilares de toda la Constitución.  Entonces:

¿La impunidad que reina  en el país,  permite creer que se le está asegurando al pueblo Colombiano la vida, la convivencia, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz?

¿Limitar la competencia de la CPI e inhibirla de conocer los crímenes de guerra que se cometan en Colombia o por colombianos, garantiza un orden político-social justo, a sabiendas de que puede darse por sentado que serán pocos los criminales juzgados y sentenciados, dadas las razones expuestas?

¿Será que la obligación de prevención en cabeza del Estado, que tantas veces ha incumplido, se reforzará o debilitará al negar una instancia internacional para los crímenes de guerra, no obstante palpemos que en el país es poca la intención de los órganos estatales por perseguir e impedir la comisión de tales conductas? ¿Esto crea o anubla un marco jurídico democrático y participativo que garantice orden a la nación?

¿EL adoptar el ER con la salvedad del 124 es una política coherente con la trayectoria colombiana de respeto por los Derechos Humanos y el DIH? ¿Será consecuente con la lucha en contra de la impunidad internacional del Estado (en cuanto a los criminales que atenten contra el ius cogen), al negar la posibilidad a la CPI para hacer justicia en nombre de la humanidad?

6.  El Preámbulo de la CP, los tratados sobre DIH, su protección y prevención a sus violaciones, hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, son Normas de Normas, y no pueden ser contradichas por decisiones gubernamentales. El artículo 124 ER, posibilita las infracciones del DIH, porque les da la seguridad de no persecución internacional a los criminales de guerra; y la situación evidenciada en el país desde hace décadas, facilita que no se dispense justicia en el orden interno. Por tanto, el 124 ER aplicado a Colombia, va en contra de la obligación que el Bloque de Constitucionalidad le imprime al Estado: prevenir los delitos y proteger la vida e integridad de los colombianos, y de perseguir a los criminales.

7.  Colombia es signataria, tanto del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, como de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y ambos configuran la regla “pro homine”, en sus artículo 5° y 29, respectivamente. Estos instrumentos son norma constitucional por estar incluidos en el Bloque de Constitucionalidad; luego, el Estado, en ninguna de sus representaciones, puede realizar actos que vayan en contra de sus disposiciones, menos aún en contra de las reglas que, en derecho, son guías de la interpretación y aplicación de las normas.

Esta regla  “pro homine” significa que “cuando hay dos posibles interpretaciones de una norma, se presume que la interpretación más garantista es la más idónea, por ser más fiel al objeto y fin del instrumento y al sistema mismo de protección”96.

Entonces, ¿qué interpretación es más garantista?  ¿Aplicar o no el artículo 124 ER? Ya descartamos que su aceptación y consecuente aplicación, sean los instrumentos que van a allanar el camino que conduzca a un proceso de paz con los grupos alzados en armas. ¿Qué sentido tiene, entonces, el mantener tal salvedad?  Una interpretación garantista sería, de acuerdo con la regla “pro homine”, que el gobierno levantara la restricción  que crea el artículo 124, pues esta,  puede llevar a que se tomen con ligereza las implicaciones internacionales que tienen que ver con la CPI, por parte de los criminales de guerra, haciéndolos no afectos a comparecer ante tribunal alguno.

“La Corte contribuirá, en consecuencia, a dispensar justicia retributiva y ejemplar,  proveer reparación a las víctimas, reforzar los valores sociales y la rectitud individual, educar a las generaciones presentes y futuras y, lo más importante, prevenir futuras depredaciones humanas”97.

De la cita anterior se desprende que la Corte está posibilitada para ejercer su jurisdicción y competencia de manera íntegra. La lucha directa contra la impunidad, con todas sus consecuencias, es el acicate que hará realidad estos deseos y expectativas, los cuales, si se lucha en esta dirección, no estarán tan  lejos de la realidad.

8.  Además, por  la característica de no retroactividad de la CPI, existe una razón más para no considerarla como una institución que torpedearía un proceso de paz. El Gobierno puede estar tranquilo, si su temor es que los grupos subversivos, al sentirse objeto de procedimientos penales desde la Corte, por sus conductas criminales, no se quieran someter a un proceso de paz, puesto que al no ser retroactiva, no investigará delitos que se cometieron con anterioridad a su entrada en vigencia.

En tales circunstancias no existe razón válida  para que se mantenga la salvedad, pues ninguna de las partes en conflicto –llámense Fuerzas Armadas, guerrilleros o paramilitares─ al estar en  presencia de un proceso de paz y de una organización internacional como la CPI, continuarán cometiendo crímenes que contraríen el derecho de gentes. Deberán detener inmediatamente su accionar criminal y orientar todas sus energías hacia consecución de la paz en el país, que sólo se logrará con la intención inequívoca de hacerlo y con acciones que lo evidencien. Entre ellas, la más importante es la no comisión de crímenes tan abominables como los que son de competencia de la CPI.  Ahora, si que si lo que se quiere es dar un lapso para que se sigan cometiendo crímenes de guerra mientras se ponen de acuerdo en una salida negociada al conflicto, esto no tiene nombre ni discusión dentro de este trabajo investigativo.

9.  “El DIH no es negociable”, y no permite suspensiones bajo ningún pretexto, ni siquiera, en negociaciones de paz. ¿A qué paz se puede llegar si no se detienen las hostilidades de parte y parte, menos aún si estas involucran un ingrediente delictivo que no puede ser tolerado por ninguna persona, natural o jurídica, en la actualidad?

No podemos permitir infracciones al DIH, sean cuales fueren los motivos que se esgriman para ello. Y somos categóricos a éste respecto. Menos aún, si lo que se pretende realmente, como ya se ha demostrado, es mantener el concepto de soberanía nacional referido a la titularidad del ius puniendi, y dándole prevalencia sobre los Derechos Humanos y su representación en tiempos de excepción: Serán más las lamentaciones que la tranquilidad.

10.  Como hemos podido evidenciar, las argumentaciones que se han dado para mantener el artículo 124 ER, a pesar del rechazo nacional e internacional, no son correlativas a un concepto ontológico de los hechos. Parecen responder a una idea retrógrada de soberanía, anacrónica y arcaica. 

“No hace mucho, aprobamos otra reforma constitucional para permitir la extradición de colombianos presionados por quienes alegaban nuestra incapacidad para administrar justicia frente a una criminalidad que resquebrajó los cimientos del Estado, y discutimos hasta la saciedad que la criminalidad internacional no tenía fronteras y en esa misma medida resultaba adecuado y necesario que otros juzgaran nuestros nacionales. No creemos que ahora los mismos argumentos resulten menos válidos, solamente porque se trata de otro tipo de justiciables, nada menos que de aquellos que agravian con sus actuaciones a la humanidad en su conjunto y que causan mucho más dolor justamente porque el orden legal interno ha reservado para ellos los privilegios de una posible exoneración, bien porque se amparan en la actitud cómplice del Estado o porque creen que el fin justifica los medios bélicos con los que pretenden acceder al poder, sin pasar por el tamiz del derecho. En ambos casos la justicia penal internacional es una respuesta a lo que alguna intelectual alemana calificó como la ‘banalidad del mal’”98.

11.  Ratificar el ER sin el 124 hubiese significado, y si se retira la salvedad ahora puede significar, el envío de un mensaje concreto a la guerrilla de no tolerancia de los crímenes competencia de la CPI; y también a los paramilitares, y a las Fuerzas Armadas y a los particulares que no  pertenezcan a los dos primeros grupos.

Es obligarse el Estado a respetar mínimos derechos de convivencia y civilidad, y, por ende, obligar a todos los grupos a hacerlo. Es sentar un precedente importante de respeto por el ser humano, y ello sí constituye una voluntad política de querer la paz y no un celestinazgo, la permisión de crímenes que no se pueden tolerar desde ningún tipo de vista.

Si se retira la salvedad, sus consecuencias no pueden ser detonantes de una crisis mayor, pues en este país la irracionalidad ha alcanzado niveles que no se diferencian mucho de los achacados a Pol Pot, Himmler, Amín Dadá o Verwoed; por el contrario, provocaría una reacción disuasoria para que todos los sectores involucrados en la guerra se inhibieran de cometer infracciones contra el DIH, porque esta categoría de valores no pueden esperar para ser respetados, ni siquiera tienen que ser reconocidos. El artículo 124 ER aplicado a Colombia, dilata su respeto.

El respeto por el DIH si le da credibilidad a un proceso de paz.

Es irrisorio tratar de concluir qué obligación prima, menos aún, después de haber analizado las razones que impulsaron al gobierno a aceptar el ER con el artículo 124. Es innegable la suma urgencia que tiene el Gobierno de retirar la salvedad que trae el 124 ER, para que cumpla con la Constitución, con los tratados internacionales y, más importante aún, con el pueblo colombiano.

Para más información sobre un concepto para una Posible Solución Negociada al Conflicto Colombiano, véase el  Anexo 11.

“Los colombianos no podemos menos que aspirar a que los autores materiales e intelectuales de estos crímenes sean castigados por la justicia nacional o, en su defecto, por la justicia penal internacional, destinada a juzgar los crímenes”99 de esta naturaleza.

“La entrada en vigencia de la Corte Penal Internacional  no afecta el proceso de paz, puesto que lo que hace es asegurar las normas humanitarias y obliga a que se castigue a los violadores de Derechos Humanos”.

Eduardo Cifuentes Muñoz. Ex Defensor del Pueblo.
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ANEXO
ANEXO I

VI. ORGANIZACIÓN Y ACTUACION DE LA CORTE

La CPI se compone de cuatro órganos principales [articulo 34]: (a) la Presidencia;(b) una Sección de Apelaciones, una Sección de Primera Instancia y una Sección de Cuestiones Preliminares; (c) la Fiscalía; y (d) la Secretaría. Importantes funciones de control y políticas son desempeñadas por la Asamblea de los Estados Partes. Además, si bien la Corte no es un órgano de las Naciones Unidas, mantendrá una especial relación con aquellas.105 

      a) LA PRESIDENCIA106 

       El Presidente y el Primer y Segundo Vicepresidente serán elegidos por mayoría absoluta por los Magistrados y por un mandato de tres años [articulo38 (1)]. Los tres integran la presidencia, en cargada de: (a) la correcta administración de la Corte, con excepción de la Fiscalía; y (b) las demás funciones que se le confieren de conformidad con el Estatuto [articulo38 (3)].

b) LAS SALAS DE CUESTIONES PRELIMINARES, DE PRIMERA INSTANCIA Y DE APELACIONES107
La Corte tendrá 18 Magistrados, elegidos por la Asamblea de los Estados Partes, con cualificación cuidadosamente contrastada, y que cumplan con los más altos estándares de los principales sistemas jurídicos mundiales. Los 18 Magistrados representarán a los principales sistemas jurídicos mundiales y mantendrán una distribución geográfica equilibrada [artículo 36]. Una sección integrada  por lo menos seis Magistrados se ocupará exactamente de las acusaciones y cuestiones preliminares, otros seis Magistrados como mínimo compondrán la Sala de Primera Instancia; la Sala de Apelaciones quedará integrada por cuatro Magistrados y un Magistrado presidente [artículo 39]. Para mantener la separación entre las salas de enjuiciamiento y las de apelación, ninguno de los cinco Magistrados  de apelación ni sus colegas de las salas de primera instancia podrán rotar entre las dos salas [artículo 39]. Los Magistrados y todos los funcionarios de la Corte disfrutarán de los privilegios e inmunidades que sena necesarios para el cumplimiento de sus funciones [artículo 48 (1)]. 

El estatuto establece garantías para la imparcialidad e independencia de los Magistrados de la CPI [artículo 40]. En el supuesto de que pueda dudarse de su imparcialidad, podrá recusarse a un Magistrado o dispensarle de la participación a solicitud del Fiscal o de la parte investigada [artículo 41].108
Adicionalmente, el Estatuto establece el procedimiento de separación del cargo de un funcionario de la Corte, en los casos de graves conductas irregulares o de incapacidad para el desempeño de las correspondientes funciones [artículo 46].


c) EL FISCAL Y LA FISCALÍA109
La Fiscalía actuará  como órgano independiente y separado de la CPI [artículo 42 (1)]. La Fiscalía estará dirigida por el Fiscal, con plena autoridad para dirigir y administrar la Fiscalía [artículo 42 (2)]. El Fiscal estará asistido por los Fiscales Adjuntos y todos serán de nacionalidades diferentes [artículo 42 (2)]. El Fiscal y los Fiscales Adjuntos deberán ser personas de alta consideración moral, con alto nivel de competencia, extensa experiencia práctica y dominar al menos uno de los idiomas de trabajo de la CPI [artículo 42 (3)]. El Fiscal será elegido por votación secreta y por mayoría absoluta de la Asamblea de los Estados Partes [artículo 42 (4)]. Los Fiscales Adjuntos serán elegidos de la misma forma a partir de una lista de candidatos propuesta por el Fiscal [artículo 42 (4)]. El Fiscal y los Fiscales Adjuntos desempeñarán  su cargo por un periodo de nueve años sin posibilidad de reelección [artículo 42 (4)]. Además, el Fiscal podrá nombrar asesores jurídicos sobre cuestiones específicas [artículo 42 (9)]. El Estatuto también establece disposiciones para asegurar la imparcialidad de los Fiscales y permite la recusación de un Fiscal o de un Fiscal Adjunto a petición propia o a solicitud del acusado en aquellas situaciones en las que “por cualquier motivo pueda razonablemente ponerse en duda su imparcialidad” [artículo 42 (8)]. 


d) LA SECRETARÍA110
La Secretaría será responsable de los aspectos no judiciales de la administración y servicios de la Corte, incluido el establecimiento de una Dependencia de Víctimas y Testigos [Artículo 43 (1), (6)]. La Secretaría estará dirigida por el Secretario, que ejercerá sus funciones bajo la autoridad del Presidente de la Corte [Artículo 43 (2)]. El secretario será elegido en votación secreta por la mayoría absoluta de los Magistrados, teniendo en cuenta las recomendaciones de la Asamblea de los Estados Partes [Artículo 43 (4)]. El Secretario  desempeñará su cargo por un periodo de cinco años y con posibilidad de reelección [Artículo 43 (5)]. En caso necesario y, a propuesta del Secretario, los Magistrados elegirán un Secretario Adjunto [Artículo 43 (4)].


e) LA ASAMBLEA DE ESTADOS PARTES111
Se constituirá una Asamblea de Estados Partes con ciertas prerrogativas específicas en particular, la elección de los Magistrados, del Fiscal y del Secretario [artículo 112]. Asimismo, ella estudiará y aprobará el presupuesto y se ocupará de la dotación y del apoyo de la institución, incluida la relación con los Estados Partes que no cumplan con las obligaciones derivadas del Tratado. La Asamblea es también  competente para aprobar las reglas de funcionamiento interno de la Corte y las Reglas de Procedimiento y Prueba, de conformidad con el Estatuto. Todos los Estados Partes tienen un voto y procurarán alcanzar el consenso excepto en materias de fondo y sobre procedimiento en las que se precisará el voto de un mayoría de dos tercios y simple, respectivamente [artículo 112 (a), (7) (b)].

Muchas entidades creadas con base en un tratado tienen un sistema similar de gobierno (por ejemplo, la Organización Mundial de Comercio). Este sistema asegura que el aparato burocrático de la institución actuará en el cumplimiento del tratado de conformidad con las expectativas de los Estados Partes.


f) RELACIONES DE LA CPI CON EL CONSEJO DE SEGURIDAD112
La relación entre la CPI y el Consejo de Seguridad surge como consecuencia de las competencias atribuidas al Consejo de Seguridad en la Carta de las Naciones Unidas, en particular, el capítulo VII que otorga al Consejo competencia política exclusiva sobre asuntos relativos a la preservación, restauración y mantenimiento de la paz. El artículo 39, capítulo VII, da también al Consejo la competencia para imponer sanciones para preservar y mantener la paz alcanzada. En consecuencia, el Consejo de Seguridad tiene el derecho a remitir una situación a la Corte para su investigación y eventual enjuiciamiento.

Reconociendo los poderes del Consejo conforme al capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, el Estatuto de la CPI acepta en su artículo 16 que el Consejo de Seguridad puede solicitar una suspensión de las actuaciones ante la CPI por un periodo de 12 meses, si el Consejo de Seguridad considera que la situación bajo la cual tiene lugar el enjuiciamiento constituye una amenaza a la “paz y seguridad” de las contempladas por la Carta de las Naciones Unidas. Con base en los poderes otorgados por la Carta, el Consejo de Seguridad puede adoptar medidas vinculantes para todos los Estados miembros de las Naciones Unidas. Por consiguiente las prerrogativas de suspensión reconocidas al Consejo de Seguridad en el Estatuto se sitúan en el marco de sus competencias derivadas de la Carta. El Estatuto no reconoce, en consecuencia, al Consejo de Seguridad poder alguno; de hecho, incluso limita estos poderes.


g) RELACIONES CON LAS NACIONES UNIDAS113
La CPI entrará en relación con las Naciones Unidas a través de un acuerdo aprobado por la Asamblea de los Estados Partes [artículo 2]. El Comité Preparatorio preparará un proyecto.  La relaciones serán las mismas que las mantenidas con aquellas otras instituciones creadas por los tratados, cuyos los objetivos son tan cercanos a las de las Naciones Unidas que éstas han entendido que deben operar como si fueran aparte integrante de su sistema.114

h) ACTUACIÓN DE LA CORTE115
La sede de la CPI estará en La Haya, en Holanda, o en cualquier otro lugar cuando se considere conveniente [artículo 3]. La CPI tendrá personalidad jurídica internacional y la capacidad jurídica necesaria para el ejercicio de sus funciones y la realización de sus propósitos [artículo 4]. Los idiomas oficiales de la CPI serán el árabe, el chino, el español, el francés, el inglés y el ruso [artículo 50 (1)]. Las sentencias de la Corte y las demás decisiones que resuelvan cuestiones fundamentales serán publicadas en los seis idiomas oficiales [artículo 50 (1)]. Los idiomas de trabajo de la CPI son el francés y el inglés [artículo 50 (2)]. Sin embargo, a solicitud de cualquiera de las partes de un procedimiento o de un Estado al que se haya permitido intervenir en el mismo procedimiento, la CPI podrá autorizar el uso de un idioma distinto a los trabajo, siempre que su utilización se encuentre adecuadamente justificada [artículo 50 (3)].116

i) REFORMA DEL ESTATUTO 

Con forme al articulo 121, no cabe proponer enmiendas al Estatuto hasta seis años después de su entrada en vigor. Cuando se proponga una reforma y “transcurridos no menos de tres meses desde la fecha de notificación” de la enmienda a los Estados, la Asamblea de Estados Partes decidirá si admite la propuesta por el voto de la mayoría de los presentes que participen en la votación [articulo 121(2)]. Con todo, el artículo 122 abre la oportunidad a los Estados Partes de enmendar en cualquier momento las disposiciones del Estatuto que tengan que ver de modo exclusivo con aspectos institucionales [artículos 35-39.42-44, 46, 47, 49]. Como son las relativas a los cargos de Magistrados, Presidente, Fiscal, al personal y a su separación del cargo en cualquier momento [artículo 122(1)]. Estas enmiendas se aprobaran por consenso o, a falta del mismo, por mayoría de los tercios de la Asamblea de Estados Partes [artículo 121(2)].117
El Estatuto no permite a los Estados Partes la ratificación del tratado con reservas o declaraciones y explicaciones o interpretaciones [artículo 120]118
ARTÍCULOS DEL ESTATUTO DE ROMA

Artículo 1. LA CORTE.

Se instituye por el presente una Corte Penal Internacional (“la Corte”). La Corte será una institución permanente, estará facultada para ejercer su jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más graves de trascendencia internacional de conformidad con el presente Estatuto y tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales. La competencia y el funcionamiento de la Corte se regirán por las disposiciones del presente Estatuto.

Artículo 34. ÓRGANOS DE LA CORTE.

La Corte estará compuesta de los órganos siguientes:

a) La Presidencia;

b) Una Sección de Apelaciones, una Sección de Primera Instancia y una Sección de Cuestiones Preliminares;

c) La Fiscalía;

d) La Secretaría.

Artículo 112. ASAMBLEA DE LOS ESTADOS PARTES.

1. Se instituye una Asamblea de los Estados Partes en el presente Estatuto. Cada Estado Parte tendrá un representante en la Asamblea que podrá hacerse acompañar de suplentes y asesores. Otros Estados signatarios del Estatuto o del Acta Final podrán participar en la Asamblea a título de observadores.

2. La Asamblea:

a) Examinará y aprobará, según proceda, las recomendaciones  de la Comisión Preparatoria;

b) Ejercerá su supervisión respecto de la Presidencia, el Fiscal y la Secretaría en las cuestiones relativas a la administración de la Corte; 

c) Examinará los informes y las actividades de la Mesa establecida en el párrafo 3 y adoptará las medidas que procedan a ese respecto;

d) Examinará y decidirá el presupuesto de la Corte; 

e) Decidirá si corresponde, de conformidad con el artículo 36, modificar el número de magistrados;

f) Examinará cuestiones relativas a la falta de cooperación de conformidad con los párrafos 5 y 7 del artículo 87;

g) Desempeñará las demás funciones que proceden en virtud del presente Estatuto y las Reglas de procedimiento y Prueba.

3. a) La Asamblea tendrá una Mesa, que estará compuesta de un Presidente, dos Vicepresidentes y 18 miembros elegidos por la Asamblea por períodos de tres años;

b) La Mesa tendrá carácter representativo, teniendo en cuenta, en particular, el principio de la distribución geográfica equitativa y la representación adecuada de los principales sistemas jurídicos del mundo;

c) La Mesa se reunirá con la reciprocidad que sea necesaria, pero por lo menos una vez al año y prestará asistencia a la Asamblea en el desempeño de sus funciones.

4. La Asamblea podrá establecer los órganos subsidiarios que considere necesarios, incluido un mecanismo de supervisión independiente que se encargará de la inspección, la evaluación y la investigación de la Corte a fin de mejorar su eficiencia y economía.

5. El Presidente de la Corte, el Fiscal y el Secretario o sus representantes podrán, cuando proceda, participar en las sesiones de la Asamblea y de la Mesa.

6.  La Asamblea se reunirá en la sede de la Corte o en la sede las Naciones Unidas una vez al año y, cuando las circunstancias lo exijan, celebrará períodos extraordinarios de sesiones.

Salvo que se indique otra cosa en el presente Estatuto, los períodos extraordinarios de sesiones serán convocados por la Mesa de oficio o a petición de un tercio de los Estados Partes.

7. Cada Estado parte tendrá un voto. La Asamblea y la Mesa harán todo lo posible por adoptar sus decisiones por consenso.  Si no se pudiere llegar a un consenso y salvo que en el presente Estatuto se disponga otra cosa:

a) Las decisiones sobre cuestiones de fondo serán aprobadas por mayoría de dos tercios de los presentes y votantes, a condición de que una mayoría absoluta de los Estados partes constituirá el quórum para la votación;

b) Las decisiones sobre cuestiones de procedimiento se tomarán por mayoría simple de los Estados Partes presentes y votantes.

8. El Estado Parte que esté en mora en el pago de sus contribuciones financieras a los gastos de la Corte no tendrá voto en la Asamblea ni en la Mesa cuando la suma adeudada sea igual o superior al total de las contribuciones adeudadas por los dos años anteriores completos.  La Asamblea podrá, sin embargo, permitir que dicho Estado vote en ella y en la Mesa si llegare a la conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la voluntad del Estado Parte.

9. La Asamblea aprobará su propio reglamento.

10. Los idiomas oficiales y el trabajo de la Asamblea serán los de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

ANEXO II

31-12-2001  Revista Internacional de la Cruz Roja Nº 844 pp. 901/922  por 

François Bugnion.

EL DERECHO DE GINEBRA Y EL DERECHO DE LA HAYA

Resumen: El derecho internacional humanitario contemporáneo tiene sus orígenes en dos fuentes principales: el derecho de Ginebra, una normativa destinada a proteger a las víctimas de la guerra, y el derecho de La Haya, un conjunto de disposiciones que regulan la conducción de las hostilidades. El autor analiza los diferentes principios en que se basan esas dos ramas del derecho internacional humanitario y expone su desarrollo histórico hasta la Conferencia Diplomática de 1974-1977, que, al aprobar el Protocolo adicional I, hizo converger las dos ramas jurídicas. Mientras que el CICR ha sido indudablemente el principal promotor del derecho de Ginebra, su contribución al desarrollo y a la aplicación del derecho de La Haya ha sido menos explícita. Según el autor, en la actualidad, todo acercamiento al derecho humanitario implica una preocupación por ambas corrientes del derecho, ya que constituyen partes inseparables del derecho internacional humanitario moderno. 
Todos los conflictos de los últimos años, desde la guerra de Vietnam hasta los enfrentamientos que actualmente enlutan a Afganistán y a los territorios ocupados por Israel, pasando por la guerra del Golfo y los recientes acontecimientos en Kosovo, nos hacen considerar de nuevo tanto la distinción tradicional entre el "derecho de Ginebra" –es decir, el conjunto de normas sobre la protección debida a las personas que se encuentran en poder del adversario– y el "derecho de La Haya" –es decir, el conjunto de normas relativas a la conducción de las hostilidades– como la vinculación entre el Comité Internacional de la Cruz Roja y esas dos ramas del derecho internacional humanitario, si en verdad se trata de dos ramas diferentes [1]. 

Un poco de historia: los orígenes del derecho internacional humanitario contemporáneo 

Todas las civilizaciones han establecido normas para limitar la violencia, incluso en situación de guerra, pues poner límites a la violencia es la esencia misma de la civilización. En este sentido, se puede decir que todas las civilizaciones se han dotado de normas de índole humanitaria. La base jurídica y el ámbito de aplicación es lo que diferencia a estas normas del derecho internacional humanitario contemporáneo. En general, esas normas tenían un origen religioso, en el que se basaba su obligatoriedad. Se las respetaba porque se tenía la convicción de que su cumplimiento obedecía a un precepto divino o inspirado por la divinidad. Sin embargo, el origen religioso de las normas también limitaba su ámbito de aplicación: se las respetaba en un espacio geográfico determinado, entre pueblos que formaban parte de la misma cultura y que honraban al mismo dios (o a los mismos dioses). La diferencia entre el derecho internacional humanitario contemporáneo y esas normas es que el primero basa su obligatoriedad en el derecho positivo, es decir en la voluntad de los Estados, que se expresa, principalmente, mediante la costumbre y mediante tratados. Como su obligatoriedad ya no depende del sustrato religioso, puede tender hacia la universalidad. 

El derecho internacional humanitario contemporáneo deriva, principalmente, de dos iniciativas, independientes una de otra. 

La primera iniciativa fue la de Henry Dunant y sus colegas en el Comité Internacional de Socorro a los Militares Heridos, el futuro Comité Internacional de la Cruz Roja; su objetivo era que se prestara protección a los heridos y al personal sanitario de los ejércitos en el campo de batalla y propició la aprobación, el 22 de agosto de 1864, del primer Convenio de Ginebra para el mejoramiento de la suerte de los militares heridos en los ejércitos en campaña. El Convenio original fue revisado en 1906, 1929 y 1949. Además, se extendió la protección a los heridos y a los enfermos de las fuerzas armadas en el mar mediante los artículos adicionales de 1868 (no ratificados), el Convenio de La Haya para la adaptación de los principios del Convenio de Ginebra a la guerra marítima (Convenio III de La Haya, de 1899, y Convenio X de La Haya, de 1907) y el Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar, del 12 de agosto de 1949 (II Convenio). La protección se extendió también a los prisioneros de guerra mediante el Convenio relativo al trato de los prisioneros de guerra, firmado en Ginebra, el 27 de julio de 1929, y más tarde, mediante el Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo al trato debido a los prisioneros de guerra (III Convenio). Los horrores de la Segunda Guerra Mundial convencieron a los Estados de la necesidad de extender la protección convencional a las víctimas civiles de la guerra. Así, se aprueba el Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra (IV Convenio). Por último, tras la experiencia de la guerra civil española, la Conferencia Diplomática de 1949 extendió la aplicación de ciertos principios humanitarios a las víctimas de los conflictos armados no internacionales, mediante el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949. 

El Comité Internacional de la Cruz Roja ha sido el principal impulsor del desarrollo del derecho internacional humanitario. Ejerció presión sobre los Estados para que aprobaran las extensiones sucesivas de la protección convencional y elaboró los proyectos que las Conferencias Diplomáticas de 1864, 1868, 1929 y 1949 aceptaron como base para sus deliberaciones. Sus representantes fueron invitados a participar en las Conferencias de 1929 y de 1949, en calidad de expertos. 

La cuestión central del derecho de Ginebra ha sido siempre la protección de las víctimas: militares heridos o enfermos, náufragos, prisioneros de guerra o personas civiles. Aplicando por extensión los mismos principios, se fue ampliando cada vez más la categoría de víctimas protegidas. Dado que todas las etapas significativas del desarrollo de ese derecho tuvieron lugar en Ginebra, se acostumbra designarlo con el nombre de derecho de Ginebra. 

La otra iniciativa es la del zar Alejandro II. Preocupado por el hecho de que los británicos, con los que el imperio ruso estaba entonces en un estado de guerra larvada por la posesión de Asia central y el acceso al Océano Índico, habían desarrollado un tipo de balas huecas llenas de material inflamable y, más tarde, de balas explosivas, el emperador pensó en prohibir el empleo de tales balas por sus ejércitos. Sin embargo, por temor a que sus tropas estuvieran en inferioridad de condiciones si las privaba de esa temible arma, decidió que prohibiría su empleo sólo si los otros soberanos también se comprometían a hacerlo. Así pues, el Gabinete Imperial convocó a una conferencia, en la que se aprobó la Declaración de San Petersburgo del 29 de noviembre - 11 de diciembre de 1868. En ésta se establecen los principios fundamentales del derecho relativo a la conducción de las hostilidades y se prohíbe el empleo de proyectiles explosivos de menos de 400 gramos [2]. 

Unos años más tarde, tras la guerra franco-alemana de 1870, la Alianza universal del orden y de la civilización, fundada por Dunant y un grupo de amigos en París, acababa de enviar invitaciones para una conferencia internacional que debía reunirse en Bruselas, a fin de aprobar un convenio para proteger a los prisioneros de guerra, cuando el Gabinete de San Petersburgo retomó el proyecto de Dunant y lo incorporó en otro más amplio, que se refería al conjunto de las leyes y las costumbres de la guerra terrestre. El Gabinete remitió sus propias invitaciones para un congreso que se reunió en Bruselas, el verano de 1874, y que aprobó una Declaración Internacional sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre [3]. Como esta Declaración no fue ratificada, la primera Conferencia Internacional de la Paz, reunida en La Haya, el año 1899, actualizó la Declaración de Bruselas. Se llegó así al Convenio II de La Haya sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre, del 29 de julio de 1899. Este Convenio fue revisado por la segunda Conferencia Internacional de la Paz, reunida en La Haya, el año 1907, que también aprobó otros convenios relativos a la conducción de las hostilidades. 

Como es sabido, la tercera Conferencia Internacional de la Paz, que debería haberse reunido en 1914, no pudo hacerlo a causa de la guerra. Pero los Estados hallaron otras oportunidades para reafirmar y elaborar normas sobre la conducción de las hostilidades. Mencionemos, en particular, el Protocolo sobre la prohibición del uso, en la guerra, de gases asfixiantes, tóxicos o similares y de medios bacteriológicos, del 17 de junio de 1925; la Convención para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, aprobada en La Haya, el 14 de mayo de 1954; la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción, del 10 de abril de 1972; la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, del 10 de octubre de 1980; la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción, firmada en Ottawa, el 18 de septiembre de 1997. 

Como los Convenios de La Haya de 1899 y de 1907 siguieron siendo los pilares principales del derecho de la conducción de las hostilidades, se suele designar esa rama como derecho de La Haya. 

Si bien el objetivo fundamental del derecho de La Haya, al igual que el del derecho de Ginebra, es la protección de las víctimas, los métodos para prestar esa protección son diferentes. Los Convenios de Ginebra procuran, principalmente, proteger a la persona cuando se ha convertido en víctima, es decir, herido, náufrago, prisionero de guerra o persona civil en poder del adversario, mientras que el derecho de La Haya se propone proteger a los combatientes y a los no combatientes, restringiendo los métodos y los medios de combate. En cierto sentido, se puede considerar que el derecho de La Haya se aplica antes que el derecho de Ginebra y que hace hincapié, ante todo, en la prevención. 

En gran medida, el derecho de La Haya y el derecho de Ginebra se unieron a través de la aprobación, el 8 de junio de 1977, de los dos Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, que actualizaron y desarrollaron no sólo las normas relativas a la protección de las víctimas de la guerra, sino también las que rigen la conducción de las hostilidades. 

Sea como fuere, la distinción entre el derecho de Ginebra y el derecho de La Haya nos lleva a preguntarnos cómo se articulan esos dos ordenamientos jurídicos y cómo el CICR se relaciona con cada uno de ellos. Sin embargo, antes de analizar estas cuestiones, es conveniente preguntarse acerca de la índole de esa distinción. 

Distinciones y distinciones 

El término distinción puede designar dos fenómenos que difieren por completo. Algunas distinciones existen in re. La mente humana sólo comprueba su existencia y es incapaz de modificar la índole de esa distinción o de mover la línea divisoria cuya existencia comprueba. Un ejemplo de este caso es la diferencia entre masculino y femenino en los seres humanos o en los animales superiores. 

Por el contrario, en otros casos, la mente humana se confronta a una multitud de fenómenos que clasifica empleando distinciones o categorías, necesarias para el procedimiento científico o para la seguridad del derecho, pero que no están impuestas por los fenómenos mismos. Un ejemplo es cuando se establecen distinciones en lo que se presenta como un continuum o como una evolución progresiva. Al proyectar sobre el objeto una distinción que éste no impone, la mente humana puede modific7ar sus términos cómo y cuándo quiere. La distinción entre menores de edad y mayores de edad corresponde a este caso. Es evidente que entre un niño y un adulto existen diferencias indiscutibles, pero no es menos cierto que nadie se transforma en adulto de un día para el otro. Todo individuo pasa por una evolución progresiva que, de un niño, termina haciendo –a veces– un adulto. Sin embargo, para la seguridad del derecho, los legisladores fijan, arbitrariamente, una línea divisoria entre un menor de edad y un mayor de edad. Como es arbitraria, esta línea puede variar según la época, el país, la necesidad (edad de finalización de la escolaridad obligatoria, aptitud para ciertos trabajos o para el ejercicio de algunas profesiones, edad mínima para el matrimonio, para el ejercicio de los derechos políticos, para la obtención de la licencia de conducir o para el reclutamiento en las fuerzas armadas, etc.). 

Uno de los errores más frecuentes en ciencias sociales se debe a que la mente humana, que proyecta distinciones o categorías en los objetos con los que se confronta, olvida con demasiada frecuencia que gran parte de las distinciones que cree descubrir en el objeto han sido proyectadas por ella misma. Se cree que ciertas distinciones existen por sí mismas, cuando no son más que el producto de nuestro proceder científico o jurídico [4]. 

El derecho de Ginebra y el derecho de La Haya 

Si se examina la distinción entre el derecho de Ginebra y el derecho de La Haya, se comprueba que no existe ninguna línea divisoria claramente definida entre esas dos normativas, sino que se trata de un continuum de normas, agrupadas bajo dos nombres distintos. 

Algunas disposiciones se han considerado, a veces, como pertenecientes al derecho de Ginebra y otras, al derecho de La Haya. Es el caso, particularmente, de las normas relativas a los prisioneros de guerra. A fin de promover la aprobación de un convenio que protegiera a los prisioneros de guerra, Dunant y sus amigos, en el marco de la Alianza universal del orden y de la civilización, adoptaron la misma modalidad que el Comité de Ginebra había empleado unos años antes para lograr la aprobación del primer Convenio de Ginebra. Más tarde, el Gabinete de San Petersburgo tomó esa idea e incorporó los proyectos de los artículos que había redactado Dunant, en el proyecto de Declaración sobre las leyes y costumbres de la guerra presentado en la Conferencia de Bruselas de 1874 [5]. Las Conferencias de la Paz integraron esos artículos en el Reglamento sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre, anexo al Convenio II de La Haya de 1899 y, más tarde, en el Convenio IV de La Haya de 1907. Posteriormente, esas disposiciones se reafirmaron y desarrollaron en el marco del Convenio de Ginebra relativo al trato de los prisioneros de guerra de 1929, y más tarde, en el III Convenio de Ginebra de 1949. De todos modos, según el artículo 135, este Convenio completa el capítulo II del Reglamento de La Haya de 1907. 

Lo mismo ocurre en relación con el IV Convenio de Ginebra de 1949, que completa las secciones II y III del Reglamento de La Haya. 

En realidad, muchas normas pertenecen tanto al derecho de Ginebra como al derecho de La Haya. Es el caso de las normas que protegen los hospitales militares o civiles, así como a la población civil, de los bombardeos aéreos: dichas normas pueden analizarse en el marco del derecho de la guerra aérea y, por consiguiente, en el del derecho de la conducción de las hostilidades, si se toma el punto de vista del aviador. Pero también se trata de normas relativas a la protección de las víctimas –y, por consiguiente, pertenecen al derecho de Ginebra– si se tienen en cuenta los efectos en tierra de los bombardeos aéreos, así como a la protección de los hospitales militares o civiles y de la población civil. El mismo caso se da con las normas que obligan a los miembros de los movimientos de resistencia, de las milicias o de otros cuerpos de voluntarios, a distinguirse de la población civil mientras conducen sus operaciones militares. Indudablemente, esas normas pertenecen al derecho de la conducción de las hostilidades, ya que dan la definición de las personas autorizadas a participar en las hostilidades [6]; pero también pertenecen al derecho de Ginebra, ya que disponen la concesión del estatuto de prisionero de guerra a esos combatientes en caso de captura [7]. 

En gran medida, los principios que subyacen a las normas del derecho de Ginebra y a las del derecho de La Haya son los mismos y fueron determinados en los considerandos de la Declaración de San Petersburgo de 1868 y en el Convenio de La Haya sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre de 1907. 

Asimismo, las disposiciones sobre la represión de los crímenes de guerra englobaron en una misma definición la violación de las normas del derecho de Ginebra y la de las normas del derecho de la conducción de las hostilidades. Así pues, el artículo 6, letra b, del Estatuto del Tribunal Militar Internacional, adjunto al Acuerdo sobre el juicio y el castigo de los principales criminales de guerra del Eje europeo, firmado en Londres, el 8 de agosto de 1945, define los crímenes de guerra del siguiente modo: 

"Crímenes de guerra: violaciones de las leyes y las costumbres de la guerra. Estas violaciones abarcan, entre otras modalidades, el asesinato, los tratos crueles y las deportaciones de la población civil de los territorios ocupados, cuya finalidad sea el trabajo forzoso o cualquier otra, el asesinato o los malos tratos de los prisioneros de guerra o de los náufragos, le ejecución de los rehenes, el pillaje de bienes públicos o privados, la destrucción sin motivo o la devastación de ciudades o de poblados, no justificadas por las exigencias militares" [8]. 

Se puede hacer la misma comprobación con respecto a los Estatutos del Tribunal Penal para la ex Yugoslavia, del Tribunal Penal para Ruanda y de la Corte Penal Internacional. 

En definitiva, los dos ordenamientos jurídicos convergieron en el marco de los Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949, aprobados el 8 de junio de 1977. 

El recorrido que acabamos de hacer demuestra que no hay una frontera hermética entre el derecho de Ginebra y el derecho de La Haya. Se trata de dos conjuntos de normas que se completan recíprocamente y que, por comodidad, agrupamos bajo dos nombres diferentes. Sería un error atribuirles un alcance jurídico claramente diferenciado. En realidad, desde la aprobación de los Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949, la distinción entre el derecho de Ginebra y el derecho de La Haya tiene, sobre todo, un valor histórico [9]. 

La Corte Internacional de Justicia llegó a la misma conclusión en su Opinión consultiva del 8 de julio de 1996 sobre la licitud de la amenaza o del empleo de armas nucleares: 

"Estas dos ramas del derecho aplicable en los conflictos armados han desarrollado vínculos tan estrechos que se considera que, en forma gradual, han formado un único sistema complejo, hoy llamado derecho internacional humanitario. Las disposiciones de los Protocolos adicionales de 1977 expresan y dan prueba de la unidad y la complejidad de ese derecho [10]." 

El CICR ante el derecho de Ginebra y el derecho de La Haya 

El CICR y el desarrollo del derecho de Ginebra y del derecho de La Haya 

Como se dijo antes, el CICR ha sido el principal impulsor del desarrollo del derecho de Ginebra. Se ocupó de persuadir a los Estados para que participaran en las consultas y, luego, en las negociaciones necesarias para la aprobación de nuevos tratados; dirigió los trabajos preparatorios y redactó los proyectos de convenios que las Conferencias de 1864, 1868, 1929, 1949 y 1974-77 tomaron como base para sus trabajos. 

En comparación, parece mucho más modesta la participación que tuvo en el desarrollo del derecho de La Haya. El CICR no participó en la Conferencia de San Petersburgo de 1868 y tampoco fue representado en las dos Conferencias de la Paz, reunidas en La Haya los años 1899 y 1907 [11]. 

Tras la Primera Guerra Mundial, el CICR tomó las primeras iniciativas para instar a los Estados a renovar o completar las normas relativas a la conducción de las hostilidades. En una carta del 22 de noviembre de 1920, dirigida al presidente y a los miembros de la Asamblea de la Sociedad de las Naciones, el CICR solicitaba la aprobación de una serie de medidas tendentes a mitigar la inhumanidad de la guerra. Se trataba, en particular, de "la limitación de la guerra aérea con objetivos exclusivamente militares", "la prohibición absoluta de los gases asfixiantes, medio cruel y bárbaro que inflige terribles sufrimientos a las víctimas", "la prohibición del bombardeo de ciudades abiertas o no defendidas" y "la prohibición de deportar a la población civil" [12]. 

Paralelamente, el CICR introdujo estas cuestiones en la X Conferencia Internacional de la Cruz Roja, reunida en Ginebra del 30 de marzo al 7 de abril de 1921. La Conferencia aceptó sin dudar las propuestas del CICR y solicitó, particularmente, "la prohibición absoluta del empleo de gas como medio de combate, ya sea que se lo emplee en nubes, mediante proyectiles o de alguna otra manera" [13]. El CICR prosiguió su labor con miras a prohibir las armas químicas, especialmente después de la Conferencia de Washington sobre la limitación de armas [14]. 

Más tarde, la Conferencia para el control del comercio internacional de armas, municiones y material de guerra, reunida en Ginebra, del 4 de mayo al 17 de junio de 1925, laudablemente, actualizó la prohibición del empleo de armas envenenadas, mediante la aprobación del Protocolo sobre la prohibición del uso en la guerra, de gases asfixiantes, tóxicos o similares y de medios bacteriológicos, del 17 de junio de 1925. Que se sepa, el CICR no participó directamente en esta última etapa de la negociación [15]. No hay duda, en cambio, de que contribuyó para que se aprobara dicho Protocolo, mediante llamamientos, representaciones ante los Gobiernos y cierta sensibilización de la opinión pública [16]. No nos atrevemos a imaginar cómo habría sido la Segunda Guerra Mundial sin ese instrumento jurídico. 

El CICR retomó sus iniciativas para lograr el desarrollo de normas sobre la conducción de las hostilidades tras la aprobación de los Convenios de 1949. Naturalmente, no podía no preocuparse por el desequilibrio entre el derecho de Ginebra, que la Conferencia Diplomática de 1949 había actualizado por completo, y el derecho de La Haya, que había permanecido en el mismo estado en que la segunda Conferencia Internacional de la Paz lo había dejado, en 1907. Diez años después de la destrucción de Coventry, cinco años después de Hiroshima, las normas relativas a los bombardeos aéreos todavía databan de la época de los dirigibles [17]. 

En un llamamiento del 5 de abril de 1950, titulado Armas atómicas y armas ciegas, el CICR hacía notar que las normas del derecho de la guerra eran de la competencia de las Potencias y que no estaba facultado para examinar los problemas que planteaba su desarrollo. Observaba, sin embargo, que no era posible proporcionar ninguna protección contra la bomba atómica en el radio de acción de esa arma, dado que implicaba una concepción nueva de la guerra en la que era imposible respetar los principios fundamentales del derecho humanitario. "Con las bombas atómicas, con las armas ciegas, toda distinción se vuelve imposible". Ubicándose luego en la intersección entre el derecho de La Haya y el derecho de Ginebra, el CICR preguntaba: "¿Cómo podrían estas armas evitar los hospitales, los campos de prisioneros de guerra, la población civil? Conducen, lisa y llanamente, a la exterminación". Además, subrayaba que la bomba atómica causa a sus víctimas sufrimientos "desproporcionados en relación con las necesidades tácticas, ya que muchas víctimas fallecen a causa de las quemaduras, tras semanas de agonía". En conclusión, el CICR solicitaba a los Gobiernos que acababan de firmar los Convenios de Ginebra de 1949 que, "como complemento natural de esos Convenios (...)" hicieran todo lo posible para lograr un acuerdo sobre la prohibición de la bomba atómica y de las armas ciegas en general [18]. 

Uniendo el gesto a la palabra, el CICR reunió, en 1954, una conferencia de expertos encargada de examinar los problemas jurídicos relativos a la protección de la población civil y de las otras víctimas de la guerra contra los peligros de la guerra aérea y el empleo de armas de destrucción masiva [19]. 

Posteriormente, el CICR preparó el Proyecto de normas para limitar los peligros que corre la población civil en tiempo de guerra [20], con la colaboración de expertos especializados en la materia. Se trataba, en realidad, de un proyecto de convenio destinado a renovar el principio de inmunidad de la población civil contra los efectos de la guerra, tantas veces conculcado durante la Segunda Guerra Mundial, y a prohibir los bombardeos de zona (target area bombing), así como las armas cuya acción nociva, particularmente la dispersión de agentes incendiarios, químicos, bacteriológicos, radiactivos u otros, podía salirse del control de quienes las empleaban y poner en peligro a la población civil. 

El Proyecto de normas se presentó en la XIX Conferencia Internacional de la Cruz Roja, reunida en Nueva Delhi, los meses de octubre y noviembre de 1957. La cuestión relativa a la prohibición de las armas atómicas fue central en los debates. Las delegaciones de la Unión Soviética y de sus aliados criticaban la falta de audacia del proyecto del CICR y reclamaban la prohibición lisa y llana de las armas nucleares y termonucleares. Los occidentales, por su parte, denunciaban que era ilusoria una prohibición del empleo de tales armas, si no se la respaldaba con un desarme general y un control efectivo. Finalmente, la Conferencia solicitó al Comité Internacional de la Cruz Roja que remitiera el proyecto a los Gobiernos, a fin de que éstos lo examinaran [21]. Así, se echó a pique el asunto. 

Pasaron diez años antes de que el CICR se decidiera a considerar de nuevo la cuestión. A partir de 1969, inició las consultas que conducirían a la aprobación, el 8 de junio de 1977, de los dos Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra, que actualizaron una parte importante del derecho de la conducción de las hostilidades. Asimismo, participó en la elaboración de la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, del 10 de octubre de 1980 [22], en la aprobación de los Protocolos adicionales a esta Convención, al igual que en la aprobación de la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción, firmada en Ottawa, el 18 de septiembre de 1997 [23]. 

Los Estatutos del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, aprobados, en Ginebra, el mes de octubre de 1986, por la XXV Conferencia Internacional de la Cruz Roja, no hacen ninguna distinción entre el derecho de Ginebra y el derecho de La Haya por lo que respecta al reconocimiento de la competencia del CICR en el desarrollo del derecho internacional humanitario. Efectivamente, el artículo 5, apartado 2 g), dispone que el papel del CICR es, particularmente, "trabajar por la comprensión y la difusión del derecho internacional humanitario aplicable en los conflictos armados y preparar el eventual desarrollo del mismo" [24]. 

El CICR y el respeto del derecho de Ginebra y del derecho de La Haya 

Hasta la Primera Guerra Mundial, el CICR no se consideraba facultado para velar por el respeto del Convenio de Ginebra [25]. Al comienzo de esa guerra, alarmado por las numerosas recriminaciones concernientes a violaciones de las normas del Reglamento de La Haya sobre la protección de los prisioneros de guerra y por las represalias que originaban esas recriminaciones, el CICR se preocupó por ejercer algún tipo de control acerca del respeto de las disposiciones del Convenio. Así pues, durante el primer otoño y el primer invierno de la guerra, el CICR empleó sus principales instrumentos de control, que actualmente sigue utilizando: establecimiento de listas con los nombres de los prisioneros de guerra y de los internados civiles; envío de mensajes familiares y búsqueda de los desaparecidos; visitas a los centros de detención; entrevistas sin testigos con los reclusos; redacción de informes de visitas; gestiones relativas a las violaciones del derecho humanitario y mediaciones para mejorar la suerte de los cautivos [26]. 

No cabe recordar aquí la importancia que tuvieron estas actividades en el transcurso de las dos guerras mundiales, que favorecerían el reconocimiento del papel del CICR en numerosas disposiciones de los Convenios de Ginebra de 1949. 

Durante la Primera Guerra Mundial, el CICR también efectuó las primeras gestiones para garantizar el respeto de las normas relativas a la conducción de las hostilidades. La más audaz de esas intervenciones fue, sin duda, el llamamiento contra el empleo de gases venenosos, del 6 de febrero de 1918 [27]. Esa intervención situaba claramente al CICR en el plano del derecho de la conducción de las hostilidades, ya que, en lo esencial, se trataba de proteger a los soldados sanos contra un método de guerra prohibido por el Reglamento de La Haya. 

Desde entonces, el CICR ha intervenido en numerosas ocasiones en relación con violaciones de las normas relativas a la conducción de las hostilidades. Recordemos, en particular, sus llamamientos del 15 de febrero de 1939, 12 y 13 de marzo de 1940, 24 de julio y 30 de diciembre de 1943, relativos a los bombardeos aéreos [28], sus comunicados del 31 de enero y del 2 de junio de 1967 relativos al empleo de gas de combate en Yemen [29], sus comunicados del 15 de diciembre de 1983, 7 de junio de 1984, 28 de mayo de 1985, 13 de enero, 13 de febrero, 9 de marzo de 1987 y 10 de marzo de 1988 relativos al bombardeo de ciudades iraníes e iraquíes [30]. 

Sin embargo, es necesario observar que la práctica del CICR en relación con la denuncia de violaciones de las normas relativas a la conducción de las hostilidades no siempre se ha efectuado con el mismo rigor. Así, a pesar de los bombardeos norteamericanos cada vez más masivos en Vietnam y de la sospecha creciente acerca de su carácter indiscriminado, consecuencia inevitable del recurso a los bombardeos sistemáticos a gran altitud desde bombarderos pesados, el CICR se abstuvo, hasta el verano de 1972, de tomar posición sobre, siquiera, el principio que sustentaba esos bombardeos, ya sea públicamente o mediante gestiones confidenciales [31]. Sólo en julio de 1972 el CICR hizo su primera gestión formal ante el Gobierno de Estados Unidos por el tema de los bombardeos aéreos [32], y apenas en diciembre de 1972, después de una nueva escalada de los bombardeos, se decidió, por primera vez, a tomar posición públicamente [33]. Pero, en ese entonces la guerra de Vietnam estaba terminando. Anticipando la retirada de Estados Unidos, se firmó en París, el 27 de enero de 1973, el Acuerdo sobre el cese de las hostilidades y el restablecimiento de la paz en Vietnam. 

Asimismo, el CICR denunció, en dos comunicados de prensa, el empleo de armas químicas durante la guerra civil en Yemen [34], pero se abstuvo de hacerlo en el caso de la guerra entre Irán e Irak, aun cuando existen razones para pensar que el empleo de armas químicas fue mucho mayor, y causó muchas más víctimas, en este último conflicto [35]. 

En cambio, desde el fin de la guerra fría, el CICR ha seguido de cerca, y de manera mucho más metódica, las cuestiones relativas al respeto del derecho de la conducción de las hostilidades. Ha abordado dichas cuestiones preocupándose especialmente por la protección de la población civil contra los efectos de las hostilidades. Mediante gestiones que, en su mayoría, se efectuaron en forma confidencial, el CICR intervino ante los Estados correspondientes para señalarles las violaciones de las normas del derecho de la conducción de las hostilidades, de las que sus delegados habían tenido conocimiento o de las que habían sido testigos. 

Sea como fuere, mediante una práctica de más de 80 años, aceptada por los miembros de la comunidad internacional, el CICR ha asentado suficientemente su competencia para velar por el respeto del derecho de la conducción de las hostilidades. Dicha práctica está reconocida en el artículo 5, apartado 2 c) de los Estatutos del Movimiento, por el cual se obliga al CICR a "asumir las tareas que se le reconocen en los Convenios de Ginebra, trabajar por la fiel aplicación del derecho internacional humanitario aplicable en los conflictos armados y recibir las quejas relativas a las violaciones alegadas contra dicho derecho". 

Finalmente, en el plano de las operaciones, la guerra de Vietnam mostró que el CICR no podía cumplir su cometido en relación con los Convenios de Ginebra y, al tiempo, negarse a tomar posición respecto de las normas relativas a la conducción de las hostilidades. La República Democrática de Vietnam rechazó constantemente los ofrecimientos de servicios del CICR y le prohibió el acceso a los prisioneros de guerra norteamericanos en su poder, alegando que, por su negativa a condenar los bombardeos norteamericanos [36], el Comité traicionaba el principio de neutralidad. 

El fracaso en Vietnam enseña una lección que no se limita a ese conflicto, a saber, que el derecho de Ginebra se apoya en el derecho de La Haya. Efectivamente, ¿cómo garantizar la protección de los heridos y de los servicios sanitarios, de los hospitales, de los prisioneros o de las víctimas civiles de la guerra, si no se respetan las normas sobre la conducción de las hostilidades? Así, el CICR no podría centrar su atención en el respeto del derecho de Ginebra, únicamente, cerrando los ojos a las violaciones del derecho de La Haya. 

Sin embargo, aunque el CICR debe preocuparse por el respeto tanto del derecho de La Haya como del derecho de Ginebra, es necesario observar que en el caso del derecho de La Haya se plantean dificultades especiales: 

· Contrariamente al caso de la protección de los prisioneros de guerra y de los detenidos civiles, el CICR pocas veces tiene acceso a informaciones de primera mano sobre violaciones de las normas relativas a la conducción de las hostilidades. Si bien a menudo puede evaluar las consecuencias, sobre todo mediante sus actividades médicas, por lo general, sólo tiene conocimiento de los hechos mismos en forma indirecta [37]. Las partes en el conflicto pueden cuestionar más fácilmente la legitimidad de sus gestiones, poniendo en duda la fiabilidad de la información con la que el CICR pretende justificar sus intervenciones.

· El hecho de recabar informaciones sobre eventuales violaciones del derecho de la conducción de las hostilidades puede despertar sospechas y, en este caso, hay más probabilidades de que se acuse al CICR de espionaje, que en el de violaciones de las normas que protegen a los heridos, los enfermos, los prisioneros de guerra o las personas civiles [38]. 

· Mientras los Convenios de Ginebra reconocen al CICR tareas concretas, con los derechos correspondientes, en lo que respecta al control de su aplicación, no existe ninguna disposición de la índole en el derecho de La Haya. El CICR sólo puede basar sus intervenciones en su práctica anterior y en el artículo 5, apartado 2 c) de los Estatutos del Movimiento, y no en competencias reconocidas expresamente por los Convenios. 
· El CICR debe tener presente que algunos Estados no reconocen plenamente su facultad para ocuparse del respeto y del desarrollo del derecho de La Haya, en particular cuando cuestiona desarrollos tecnológicos o armas que sólo esos Estados dominan o poseen. Sin embargo, la comunidad internacional reconoció claramente la competencia del CICR en esas cuestiones, a través de una larga serie de resoluciones de las Conferencias Internacionales de la Cruz Roja, que fueron aprobadas por unanimidad o por consenso [39]. Por lo tanto, la competencia del CICR para tratar esas cuestiones está bien establecida.

· La aplicación del derecho de la conducción de las hostilidades tropieza, frecuentemente, con más dificultades que las que encuentra el derecho de Ginebra, en particular cuando se trata de determinar si se está en presencia o no de una violación del derecho. En algunos casos, el hecho en sí mismo es constitutivo de la violación. Así ocurre, por ejemplo, cuando se comprueba el empleo de un arma prohibida. En otros casos, en cambio, se deben tomar en cuenta varios parámetros, tales como las intenciones del comandante militar al que se imputan ciertos hechos, su conocimiento de la situación sobre el terreno y de las posiciones adversas en el momento en que desencadena un ataque, la relación entre la ventaja militar prevista en el marco de una operación dada y las pérdidas y los daños que tal operación puede causar incidentalmente a la población civil (principio de proporcionalidad), y así sucesivamente. Sin embargo, los delegados no reciben una formación que les permita conocer suficientemente las normas y los mecanismos del derecho de la conducción de las hostilidades, lo que limita sus posibilidades para intervenir en forma eficaz en relación con su respeto.

Estas dificultades, reales, no deben servir como pretexto para no hacer nada, sino que, por el contrario, deben inducir al CICR a prepararse mejor para seguir de cerca las cuestiones de su competencia y para dotarse de los medios necesarios para velar por el respeto de las normas relativas a la conducción de las hostilidades, del mismo modo que lo hace para las normas relativas a la protección de las personas en poder del adversario, según el derecho y las responsabilidades que tiene en virtud del cometido que la comunidad internacional le ha asignado. 

Conclusiones 

La distinción entre el derecho de Ginebra y el derecho de La Haya es una distinción esencialmente analítica, a la que no se puede atribuir un alcance jurídico claramente definido; muchas normas pertenecen tanto al derecho de Ginebra como al derecho de La Haya, y ambas corrientes convergieron en el marco de los Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra, que actualizaron las normas del derecho de la conducción de las hostilidades, reafirmando y completando las disposiciones de los Convenios de Ginebra. 

Las modalidades de aplicación de esas dos ramas, en cambio, son tan diferentes, como las posibilidades de acción de que dispone el CICR para velar por el respeto de las normas que pertenecen al derecho de Ginebra o al derecho de La Haya: mientras las disposiciones de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos adicionales atribuyen el CICR tareas y competencias concretas en materia de protección de los heridos, los prisioneros de guerra, los detenidos civiles, no le reconocen una competencia comparable en lo que se refiere al respeto de las normas relativas a la conducción de las hostilidades. 

Estas diferencias, sin embargo, no deben ocultar el hecho de que ambas ramas del derecho se completan mutuamente y que, en gran medida, son interdependientes. No es divisible la protección del ser humano en el campo de batalla. 
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ANEXO III

Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I), 8 de junio de 1977

PREÁMBULO 
TÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1 - Principios generales y ámbito de aplicación
Artículo 2 - Definiciones
Artículo 3 - Principio y fin de la aplicación
Artículo 4 - Estatuto jurídico de las Partes en conflicto
Artículo 5 - Designación de las Potencias protectoras y de su sustituto
Artículo 6 - Personal calificado
Artículo 7 - Reuniones
TÍTULO II - HERIDOS, ENFERMOS Y NÁUFRAGOS 
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SECCIÓN I - PROTECCIÓN GENERAL
 

Artículo 8 - Terminología
Artículo 9 - Ámbito de aplicación
Artículo 10 - Protección y asistencia
Artículo 11 - Protección de la persona
Artículo 12 - Protección de las unidades sanitarias
Artículo 13 - Cesación de la protección de las unidades sanitarias civiles
Artículo 14 - Limitaciones a la requisa de unidades sanitarias civiles
Artículo 15 - Protección del personal sanitario y religioso civil
Artículo 16 - Protección general de la misión médica
Artículo 17 - Cometido de la población civil y de las sociedades de socorro
Artículo 18 - Identificación
Artículo 19 - Estados neutrales y otros Estados que no sean Partes en conflicto
Artículo 20 - Prohibición de las represalias
SECCIÓN II - TRANSPORTES SANITARIOS 

Artículo 21 - Vehículos sanitarios
Artículo 22 - Buques hospitales y embarcaciones costeras de salvamento
Artículo 23 - Otros buques y embarcaciones sanitarios
Artículo 24 - Protección de las aeronaves sanitarias
Artículo 25 - Aeronaves sanitarias en zonas no dominadas por la Parte adversa
Artículo 26 - Aeronaves sanitarias en zonas de contacto o similares
Artículo 27 - Aeronaves sanitarias en zonas dominadas por la Parte adversa
Artículo 28 - Restricciones relativas al uso de las aeronaves sanitarias
Artículo 29 - Notificaciones y acuerdos relativos a las aeronaves sanitarias
Artículo 30 - Aterrizaje e inspección de aeronaves sanitarias
Artículo 31 - Estados neutrales u otros Estados que no sean Partes en conflicto
SECCIÓN III - PERSONAS DESAPARECIDAS Y FALLECIDAS 

Artículo 32 - Principio general
Artículo 33 - Desaparecidos
Artículo 34 - Restos de las personas fallecidas
TÍTULO III - MÉTODOS Y MEDIOS DE GUERRA. ESTATUTO DE COMBATIENTE Y DE PRISIONERO DE GUERRA 
SECCIÓN I - MÉTODOS Y MEDIOS DE GUERRA
 

Artículo 35 - Normas fundamentales
Artículo 36 - Armas nuevas
Artículo 37 - Prohibición de la perfidia
Artículo 38 - Emblemas reconocidos
Artículo 39 - Signos de nacionalidad
Artículo 40 - Cuartel
Artículo 41 - Salvaguardia del enemigo fuera de combate
Artículo 42 - Ocupantes de aeronaves
SECCIÓN II - ESTATUTO DE COMBATIENTE Y DE PRISIONERO DE GUERRA 

Artículo 43 - Fuerzas armadas
Artículo 44 - Combatientes y prisioneros de guerra
Artículo 45 - Protección de personas que han tomado parte en las hostilidades
Artículo 46 - Espías
Artículo 47 - Mercenarios
TÍTULO IV - POBLACIÓN CIVIL
 
SECCIÓN I - PROTECCIÓN GENERAL CONTRA LOS EFECTOS DE LAS HOSTILIDADES
 
CAPÍTULO I - NORMA FUNDAMENTAL Y ÁMBITO DE APLICACIÓN
 

Artículo 48 - Norma fundamental
Artículo 49 - Definición de ataques y ámbito de aplicación.
CAPÍTULO II - PERSONAS CIVILES Y POBLACIÓN CIVIL 

Artículo 50 - Definición de personas civiles y de población civil
Artículo 51 - Protección de la población civil
CAPÍTULO III - BIENES DE CARÁCTER CIVIL 

Artículo 52 - Protección general de los bienes de carácter civil
Artículo 53 - Protección de los bienes culturales y de los lugares de culto
Artículo 54 - Protección de los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil
Artículo 55 - Protección del medio ambiente natural
Artículo 56 - Protección de las obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas
CAPÍTULO IV - MEDIDAS DE PRECAUCIÓN 

Artículo 57 - Precauciones en el ataque
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PREÁMBULO
Las Altas Partes Contratantes, 

Proclamando su deseo ardiente de que la paz reine entre los pueblos, 

Recordando que, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, todo Estado tiene el deber de abstenerse en sus relaciones internacionales de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la soberanía, la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas, 

Considerando que es necesario, sin embargo, reafirmar y desarrollar las disposiciones que protegen a las víctimas de los conflictos armados, así como completar las medidas para reforzar la aplicación de tales disposiciones, 

Expresando su convicción de que ninguna disposición del presente Protocolo ni de los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 puede interpretarse en el sentido de que legitime o autorice cualquier acto de agresión u otro uso de la fuerza incompatible con la Carta de las Naciones Unidas, 

Reafirmando, además, que las disposiciones de los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 y del presente Protocolo deben aplicarse plenamente en toda circunstancia a todas las personas protegidas por esos instrumentos, sin distinción alguna de carácter desfavorable basada en la naturaleza o el origen del conflicto armado o en las causas invocadas por las Partes en conflicto o atribuidas a ellas, 

Convienen en lo siguiente: 

TÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1 - Principios generales y ámbito de aplicación 

1. Las Altas Partes contratantes se comprometen a respetar y hacer respetar el presente Protocolo en toda circunstancia. 

2. En los casos no previstos en el presente Protocolo o en otros acuerdos internacionales, las personas civiles y los combatientes quedan bajo la protección y el imperio de los principios del derecho de gentes derivados de los usos establecidos, de los principios de humanidad y de los dictados de la conciencia pública. 

3. El presente Protocolo, que completa los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de la guerra, se aplicará en las situaciones previstas en el artículo 2 común a dichos Convenios. 

4. Las situaciones a que se refiere el párrafo precedente comprenden los conflictos armados en que los pueblos luchan contra la dominación colonial y la ocupación extranjera y contra los regímenes racistas, en el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación, consagrado en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 

Artículo 2 - Definiciones 

Para los efectos del presente Protocolo: 

a) se entiende por I Convenio, II Convenio, III Convenio y IV Convenio, respectivamente, el Convenio de Ginebra para aliviar la suerte de los heridos y enfermos de las fuerzas armadas en campaña, del 12 de agosto de 1949; el Convenio de Ginebra para aliviar la suerte de los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas en el mar, del 12 de agosto de 1949; el Convenio de Ginebra sobre el trato a los prisioneros de guerra, del 12 de agosto de 1949; y el Convenio de Ginebra sobre la protección de personas civiles en tiempo de guerra, del 12 de agosto de 1949; se entiende por los Convenios los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de la guerra; 

b) se entiende por normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados las contenidas en los acuerdos internacionales de los que son Parte las Partes en conflicto, así como los principios y normas generalmente reconocidos de derecho internacional aplicables en los conflictos armados; 

c) se entiende por Potencia protectora un Estado neutral u otro Estado que no sea Parte en el conflicto y que, habiendo sido designado por una Parte en el conflicto y aceptado por la Parte adversa, esté dispuesto a desempeñar las funciones asignadas a la Potencia protectora por los Convenios y por el presente Protocolo; 

d) se entiende por sustituto una organización que reemplaza a la Potencia protectora de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5. 

Artículo 3 - Principio y fin de la aplicación 

Sin perjuicio de las disposiciones aplicables en todo momento: 

a) los Convenios y el presente Protocolo se aplicarán desde el comienzo de cualquiera de las situaciones a que se refiere el artículo 1 del presente Protocolo; 

b) la aplicación de los Convenios y del presente Protocolo cesará, en el territorio de las Partes en conflicto, al término general de las operaciones militares y, en el caso de territorios ocupados, al término de la ocupación, excepto, en ambas circunstancias, para las personas cuya liberación definitiva, repatriación o reasentamiento tenga lugar posteriormente. Tales personas continuarán beneficiándose de las disposiciones pertinentes de los Convenios y del presente Protocolo hasta su liberación definitiva, repatriación o reasentamiento. 

Artículo 4 - Estatuto jurídico de las Partes en conflicto 

La aplicación de los Convenios y del presente Protocolo, así como la celebración de los acuerdos previstos en estos instrumentos, no afectarán el estatuto jurídico de las Partes en conflicto. La ocupación de un territorio y la aplicación de los Convenios y del presente Protocolo no afectarán al estatuto jurídico del mismo. 

Artículo 5 - Designación de las Potencias protectoras y de su sustituto 

1. Es deber de las Partes en conflicto, desde el comienzo de éste, asegurar la supervisión y la ejecución de los Convenios y del presente Protocolo mediante la aplicación del sistema de Potencias protectoras, que incluye, entre otras cosas, la designación y la aceptación de esas Potencias, conforme a lo dispuesto en los párrafos siguientes. Las Potencias protectoras estarán encargadas de salvaguardar los intereses de las Partes en conflicto. 

2. Desde el comienzo de una de las situaciones a que se refiere el artículo 1, cada una de las Partes en conflicto designará sin demora una Potencia protectora con la finalidad de aplicar los Convenios y el presente Protocolo, y autorizará, también sin demora y con la misma finalidad, la actividad de una Potencia protectora que, designada por la Parte adversa, haya sido aceptada como tal por ella. 

3. Si no ha habido designación o aceptación de Potencia protectora desde el comienzo de una de las situaciones a que se refiere el artículo 1, el Comité Internacional de la Cruz Roja, sin perjuicio del derecho de cualquier otra organización humanitaria imparcial a hacerlo igualmente, ofrecerá sus buenos oficios a las Partes en conflicto con miras a la designación sin demora de una Potencia protectora que tenga el consentimiento de las Partes en conflicto. Para ello, el Comité podrá, inter alia, pedir a cada Parte que le remita una lista de por lo menos cinco Estados que esa Parte considere aceptables para actuar en su nombre como Potencia protectora ante una Parte adversa, y pedir a cada una de las Partes adversas que le remita una lista de por lo menos cinco Estados que esté dispuesta a aceptar para desempeñar la función de Potencia protectora de la otra Parte; tales listas serán remitidas al Comité dentro de las dos semanas siguientes al recibo de la petición; el Comité las cotejará y solicitará el asentimiento de cualquier Estado cuyo nombre figure en las dos listas. 

4. Si, a pesar de lo que precede, no hubiere Potencia protectora, las Partes en conflicto aceptarán sin demora el ofrecimiento que pueda hacer el Comité Internacional de la Cruz Roja o cualquier otra organización que presente todas las garantías de imparcialidad y eficacia, previas las debidas consultas con dichas Partes y teniendo en cuenta los resultados de esas consultas, para actuar en calidad de sustituto. El ejercicio de sus funciones por tal sustituto estará subordinado al consentimiento de las Partes en conflicto; las Partes en conflicto pondrán todo su empeño en facilitar la labor del sustituto en el cumplimiento de su misión conforme a los Convenios y al presente Protocolo. 

5. De conformidad con el artículo 4, la designación y la aceptación de Potencias protectoras con la finalidad de aplicar los Convenios y el presente Protocolo no afectarán al estatuto jurídico de las Partes en conflicto ni al de ningún territorio, incluido un territorio ocupado. 

6. El mantenimiento de relaciones diplomáticas entre las Partes en conflicto o el hecho de confiar a un tercer Estado la protección de los intereses de una Parte y los de sus nacionales conforme a las normas de derecho internacional relativas a las relaciones diplomáticas, no será obstáculo para la designación de Potencias protectoras con la finalidad de aplicar los Convenios y el presente Protocolo. 

7. Toda mención que en adelante se haga en el presente Protocolo de una Potencia protectora designará igualmente al sustituto. 

Artículo 6 - Personal calificado 

1. Las Altas Partes contratantes procurarán, ya en tiempo de paz, con la asistencia de las Sociedades nacionales de la Cruz Roja (Media Luna Roja, León y Sol Rojos), formar personal calificado para facilitar la aplicación de los Convenios y del presente Protocolo y, en especial, las actividades de las Potencias protectoras. 

2. El reclutamiento y la formación de dicho personal son de la competencia nacional. 

3. El Comité Internacional de la Cruz Roja tendrá a disposición de las Altas Partes contratantes las listas de las personas así formadas que las Altas Partes contratantes hubieren preparado y le hubieren comunicado al efecto. 

4. Las condiciones para la utilización de los servicios de ese personal fuera del territorio nacional será, en cada caso, objeto de acuerdos especiales entre las Partes interesadas. 

Artículo 7- Reuniones 

El depositario del presente Protocolo, a petición de una o varias Altas Partes contratantes y con la aprobación de la mayoría de ellas, convocará una reunión de las Altas Partes contratantes para estudiar los problemas generales relativos a la aplicación de los Convenios y del Protocolo. 


TÍTULO II - HERIDOS, ENFERMOS Y NÁUFRAGOS
Sección I - Protección general
Artículo 8 - Terminología 

Para los efectos del presente Protocolo: 

a) se entiende por heridos y enfermos las personas, sean militares o civiles, que debido a un traumatismo, una enfermedad u otros trastornos o incapacidades de orden físico o mental, tengan necesidad de asistencia o cuidados médicos y que se abstengan de todo acto de hostilidad. Esos términos son también aplicables a las parturientas, a los recién nacidos y a otras personas que puedan estar necesitadas de asistencia o cuidados médicos inmediatos, como los inválidos y las mujeres encintas, y que se abstengan de todo acto de hostilidad; 

b) se entiende por náufragos las personas, sean militares o civiles, que se encuentren en situación de peligro en el mar o en otras aguas a consecuencia de un infortunio que las afecte o que afecte a la nave o aeronave que las transportaba, y que se abstengan de todo acto de hostilidad. Estas personas, siempre que sigan absteniéndose de todo acto de hostilidad, continuarán considerándose náufragos durante su salvamento, hasta que adquieran otro estatuto de conformidad con los Convenios o con el presente Protocolo; 

c) se entiende por personal sanitario las personas destinadas por una Parte en conflicto exclusivamente a los fines sanitarios enumerados en el apartado e), o a la administración de las unidades sanitarias o al funcionamiento o administración de los medios de transporte sanitarios. El destino a tales servicios podrá tener carácter permanente o temporal. La expresión comprende: 

i) El personal sanitario, sea militar o civil, de una Parte en conflicto, incluido el mencionado en los Convenios I y II, así como el de los organismos de protección civil; 

ii) el personal sanitario de las Sociedades nacionales de la Cruz Roja (Media Luna Roja, León y Sol Rojos) y otras sociedades nacionales voluntarias de socorro debidamente reconocidas y autorizadas por una Parte en conflicto; 

iii) el personal sanitario de las unidades o los medios de transporte sanitarios mencionados en el párrafo 2 del artículo 9; 

d) se entiende por personal religioso las personas, sean militares o civiles, tales como los capellanes, dedicadas exclusivamente al ejercicio de su ministerio y adscritas: 

i) a las fuerzas armadas de una Parte en conflicto, 

ii) a las unidades sanitarias o los medios de transporte sanitarios de una Parte en conflicto, 

iii) a las unidades o medios de transporte sanitarios mencionados en el párrafo 2 del artículo 9, o 

iv) a los organismos de protección civil de una Parte en conflicto. 

La adscripción del personal religioso puede tener carácter permanente o temporal, y son aplicables a ese personal las disposiciones pertinentes del apartado k); 

e) se entiende por unidades sanitarias los establecimientos y otras formaciones, militares o civiles, organizados con fines sanitarios, a saber: la búsqueda, recogida, transporte, diagnóstico o tratamiento (incluidos los primeros auxilios) de los heridos, enfermos y náufragos, así como la prevención de las enfermedades. La expresión comprende, entre otros, los hospitales y otras unidades similares, los centros de transfusión de sangre, los centros e institutos de medicina preventiva y los depósitos de material sanitario, así como los almacenes de material sanitario y de productos farmacéuticos de esas unidades. Las unidades sanitarias pueden ser fijas o móviles, permanentes o temporales; 

f) se entiende por transporte sanitario el transporte por tierra, por agua o por aire de los heridos, enfermos y náufragos, del personal sanitario o religioso o del equipo y material sanitarios protegidos por los Convenios y por el presente Protocolo; 

g) se entiende por medio de transporte sanitario todo medio de transporte, militar o civil, permanente o temporal, destinado exclusivamente al transporte sanitario, bajo la dirección de una autoridad competente de una Parte en conflicto; 

h) se entiende por vehículo sanitario todo medio de transporte sanitario por tierra; 

i) se entiende por buque y embarcación sanitarios todo medio de transporte sanitario por agua; 

j) se entiende por aeronave sanitaria todo medio de transporte sanitario por aire; 

k) son permanentes el personal sanitario, las unidades sanitarias y los medios de transporte sanitarios que se destinan exclusivamente a fines sanitarios por un período indeterminado. Son temporales el personal sanitario, las unidades sanitarias y los medios de transporte sanitarios que se dedican exclusivamente a fines sanitarios por períodos limitados y durante la totalidad de dichos períodos. Mientras no se especifique otra cosa, las expresiones personal sanitario, unidad sanitaria y medio de transporte sanitario abarcan el personal, las unidades y los medios de transporte sanitarios tanto permanentes como temporales; 

l) se entiende por signo distintivo la cruz roja, la media luna roja o el león y sol rojos sobre fondo blanco, cuando se utilicen para la protección de unidades y medios de transporte sanitarios y del personal sanitario y religioso, su equipo y material; 

m) se entiende por señal distintiva todo medio de señalización especificado en el Capítulo III del Anexo I del presente Protocolo y destinado exclusivamente a la identificación de las unidades y de los medios de transporte sanitarios. 

Artículo 9 - Ámbito de aplicación 

1. El presente Título, cuyas disposiciones tienen como fin mejorar la condición de los heridos, enfermos y náufragos, se aplicará a todos los afectados por una situación prevista en el artículo 1, sin ninguna distinción de carácter desfavorable por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión o creencia, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, fortuna, nacimiento u otra condición o cualquier otro criterio análogo. 

2. Las disposiciones pertinentes de los artículos 27 y 32 del I Convenio se aplicarán a las unidades sanitarias y a los medios de transporte sanitarios permanentes (salvo los buques-hospitales, a los que se aplica el artículo 25 del II Convenio), así como al personal de esas unidades o de esos medios de transporte, puestos a disposición de una Parte en conflicto con fines humanitarios: 

a) por un Estado neutral u otro Estado que no sea Parte en ese conflicto; 

b) por una sociedad de socorro reconocida y autorizada de tal Estado; 

c) por una organización internacional humanitaria imparcial. 

Artículo 10 - Protección y asistencia 

1. Todos los heridos, enfermos y náufragos, cualquiera que sea la Parte a que pertenezcan, serán respetados y protegidos. 

2. En toda circunstancia serán tratados humanamente y recibirán, en toda la medida de lo posible y en el plazo más breve, los cuidados médicos que exija su estado. No se hará entre ellos ninguna distinción que no esté basada en criterios médicos. 

Artículo 11 - Protección de la persona 

1. No se pondrán en peligro, mediante ninguna acción u omisión injustificada, la salud ni la integridad física o mental de las personas en poder de la Parte adversa o que sean internadas, detenidas o privadas de libertad en cualquier otra forma a causa de una situación prevista en el artículo 1. Por consiguiente, se prohíbe someter a las personas a que se refiere el presente artículo a cualquier acto médico que no esté indicado por su estado de salud y que no esté de acuerdo con las normas médicas generalmente reconocidas que se aplicarían en análogas circunstancias médicas a los nacionales no privados de libertad de la Parte que realiza el acto. 

2. Se prohíben en particular, aunque medie el consentimiento de las referidas personas: 

a) las mutilaciones físicas; 

b) los experimentos médicos o científicos; 

c) las extracciones de tejidos u órganos para trasplantes, salvo si estos actos están justificados en las condiciones previstas en el párrafo 1. 

3. Sólo podrán exceptuarse de la aplicación de la prohibición prevista en el apartado c) del párrafo 2 las donaciones de sangre para transfusiones o de piel para injertos, a condición de que se hagan voluntariamente y sin coacción o presión alguna, y únicamente para fines terapéuticos, en condiciones que correspondan a las normas médicas generalmente reconocidas y a los controles realizados en beneficio tanto del donante como del receptor. 

4. Constituirá infracción grave del presente Protocolo toda acción u omisión deliberada que ponga gravemente en peligro la salud o la integridad física o mental de toda persona en poder de una Parte distinta de aquella de la que depende, sea que viole cualquiera de las prohibiciones señaladas en los párrafos 1 y 2, sea que no cumpla las exigencias prescritas en el párrafo 3. 

5. Las personas a que se refiere el párrafo 1 tienen derecho a rechazar cualquier intervención quirúrgica. En caso de que sea rechazada, el personal sanitario procurará obtener una declaración escrita en tal sentido, firmada o reconocida por el paciente. 

6. Toda Parte en conflicto llevará un registro médico de las donaciones de sangre para transfusiones o de piel para injertos, hechas por las personas a que se refiere el párrafo 1, si dichas donaciones se efectúan bajo la responsabilidad de aquella Parte. Además, toda Parte en conflicto procurará llevar un registro de todo acto médico realizado respecto a personas internadas, detenidas o en cualquier otra forma privadas de libertad a causa de una situación prevista en el artículo 1. Los citados registros estarán en todo momento a disposición de la Potencia protectora para su inspección. 

Artículo 12 - Protección de las unidades sanitarias 

1. Las unidades sanitarias serán respetadas y protegidas en todo momento y no serán objeto de ataque. 

2. El párrafo 1 se aplica a las unidades sanitarias civiles siempre que cumplan una de las condiciones siguientes: 

a) pertenecer a una de las Partes en conflicto; 

b) estar reconocidas y autorizadas por la autoridad competente de una de las Partes en conflicto; 

c) estar autorizadas de conformidad con el párrafo 2 del artículo 9 del presente Protocolo o el artículo 27 del I Convenio. 

3. Las Partes en conflicto pueden notificarse el emplazamiento de sus unidades sanitarias fijas. La ausencia de tal notificación no eximirá a ninguna de las Partes de observar lo dispuesto en el párrafo 1. 

4. Las unidades sanitarias no serán utilizadas en ninguna circunstancia para tratar de poner objetivos militares a cubierto de los ataques. Siempre que sea posible, las Partes en conflicto se asegurarán de que las unidades sanitarias no estén situadas de manera que los ataques contra objetivos militares las pongan en peligro. 

Artículo 13 - Cesación de la protección de las unidades sanitarias civiles 

1. La protección debida a las unidades sanitarias civiles solamente podrá cesar cuando se haga uso de ellas, al margen de sus fines humanitarios, con objeto de realizar actos perjudiciales para el enemigo. Sin embargo, la protección cesará únicamente después de una intimación que, habiendo fijado cuando proceda un plazo razonable, no surta efectos. 

2. No se considerarán actos perjudiciales para el enemigo: 

a) el hecho de que el personal de la unidad esté dotado con armas ligeras individuales para su defensa propia o la de los heridos y enfermos a su cargo; 

b) la custodia de la unidad por un piquete, por centinelas o por una escolta; 

c) el hecho de que en la unidad se encuentren armas portátiles y municiones recogidas a los heridos y enfermos, aún no entregadas al servicio competente; 

d) la presencia en tal unidad, por razones médicas, de miembros de las fuerzas armadas u otros combatientes. 

Artículo 14 - Limitaciones a la requisa de unidades sanitarias civiles 

1. La Potencia ocupante tiene la obligación de asegurar que las necesidades médicas de la población civil en el territorio ocupado sigan siendo satisfechas. 

2. La Potencia ocupante no podrá, por tanto, requisar las unidades sanitarias civiles, su equipo, su material y los servicios de su personal, en tanto que estos recursos sean necesarios para prestar los servicios médicos requeridos por la población civil y para continuar la asistencia médica de los heridos o enfermos que ya estén bajo tratamiento. 

3. La Potencia ocupante podrá requisar los mencionados recursos siempre que continúe observando la regla general prevista en el párrafo 2 y bajo las condiciones particulares siguientes: 

a) que los recursos sean necesarios para el tratamiento médico inmediato y apropiado de los heridos y enfermos de las fuerzas armadas de la Potencia ocupante o de los prisioneros de guerra; 

b) que la requisa se mantenga únicamente mientras exista dicha necesidad; y 

c) que se adopten disposiciones inmediatas para que se continúe atendiendo las necesidades médicas de la población civil, así como las de los heridos y enfermos bajo tratamiento, afectados por la requisa. 

Artículo 15 - Protección del personal sanitario y religioso civil 

1. El personal sanitario civil será respetado y protegido. 

2. En caso necesario se proporcionará al personal sanitario civil toda la ayuda posible en aquellas zonas en las que los servicios sanitarios civiles se encuentren desorganizados por razón de la actividad bélica. 

3. En los territorios ocupados, la Potencia ocupante proporcionará al personal sanitario civil toda clase de ayuda para que pueda desempeñar su misión humanitaria de la mejor manera. La Potencia ocupante no podrá exigir que, en el cumplimiento de su misión, dicho personal dé prioridad al tratamiento de cualquier persona, salvo por razones de orden médico. No se le obligará a realizar tareas que no sean compatibles con su misión humanitaria. 

4. El personal sanitario civil podrá trasladarse a los lugares donde sus servicios sean indispensables, sin perjuicio de las medidas de control y seguridad que la Parte en conflicto interesada juzgue necesarias. 

5. El personal religioso civil será respetado y protegido. Son aplicables a estas personas las disposiciones de los Convenios y del presente Protocolo relativas a la protección y a la identificación del personal sanitario. 

Artículo 16 - Protección general de la misión médica 

1. No se castigará a nadie por haber ejercido una actividad médica conforme con la deontología, cualesquiera que fuesen las circunstancias o los beneficiarios de dicha actividad. 

2. No se podrá obligar a las personas que ejerzan una actividad médica a realizar actos ni a efectuar trabajos contrarios a la deontología u otras normas médicas destinadas a proteger a los heridos y a los enfermos, o a las disposiciones de los Convenios o del presente Protocolo, ni a abstenerse de realizar actos exigidos por dichas normas o disposiciones. 

3. Ninguna persona que ejerza una actividad médica podrá ser obligada a dar a nadie que pertenezca a una Parte adversa, o a su propia Parte, salvo lo que disponga la ley de esta última Parte, información alguna sobre los heridos y los enfermos que estén o hayan estado asistidos por esa persona cuando, en su opinión, dicha información pudiera ser perjudicial para los interesados o para sus familiares. No obstante, deberán respetarse las prescripciones sobre declaración obligatoria de enfermedades transmisibles. 

Artículo 17 - Cometido de la población civil y de las sociedades de socorro 

1. La población civil respetará a los heridos, enfermos y náufragos, aunque pertenezcan a la Parte adversa, y no ejercerá ningún acto de violencia contra ellos. Se autorizará a la población civil y a las sociedades de socorro, tales como las Sociedades nacionales de la Cruz Roja (Media Luna Roja, León y Sol Rojos), incluso por iniciativa propia, a recogerlos y prestarles cuidados, aun en las regiones invadidas u ocupadas. No se molestará, procesará, condenará ni castigará a nadie por tales actos humanitarios. 

2. Las Partes en conflicto podrán hacer un llamamiento a la población civil o a las sociedades de socorro mencionadas en el párrafo 1 para recoger y prestar cuidados a los heridos, enfermos y náufragos y para buscar a los muertos y comunicar dónde se encuentran; dichas Partes concederán la protección y las facilidades necesarias a aquellos que respondan a tal llamamiento. Si la Parte adversa adquiere o recupera el control de la región seguirá otorgando esta protección y las facilidades mencionadas mientras sean necesarias. 

Artículo 18 - Identificación 

1. Cada Parte en conflicto procurará asegurar que tanto el personal sanitario y religioso como las unidades y los medios de transporte sanitarios puedan ser identificados. 

2. Cada Parte en conflicto procurará también adoptar y aplicar métodos y procedimientos que permitan identificar las unidades y los medios de transporte sanitarios que utilicen el signo distintivo y señales distintivas. 

3. En territorio ocupado y en zonas en las que se desarrollan o es probable que se desarrollen combates, el personal sanitario civil y el personal religioso civil se darán a conocer, por regla general, por medio del signo distintivo y de un tarjeta de identidad que certifique su condición. 

4. Las unidades y los medios de transporte sanitarios serán señalados, con el consentimiento de la autoridad competente, mediante el signo distintivo. Los buques y embarcaciones a que se refiere el artículo 22 del presente Protocolo serán señalados de acuerdo con las disposiciones del II Convenio. 

5. Además del signo distintivo y de acuerdo con lo dispuesto en el Capítulo III del Anexo I del presente Protocolo, una Parte en conflicto podrá autorizar el uso de señales distintivas para identificar las unidades y los medios de transporte sanitarios. A título excepcional, en los casos particulares previstos en el Capítulo III del Anexo, los medios de transporte sanitarios podrán utilizar las señales distintivas sin exhibir el signo distintivo. 

6. La ejecución de las disposiciones de los párrafos 1 a 5 se regirá por los Capítulos I a III del Anexo I del presente Protocolo. Las señales destinadas, conforme al Capítulo III de dicho Anexo, para el uso exclusivo de las unidades y de los medios de transporte sanitarios, sólo se utilizarán, salvo lo previsto en este Capítulo, para la identificación de las unidades y de los medios de transporte sanitarios allí especificados. 

7. Este artículo no autoriza a dar al signo distintivo, en tiempo de paz, un uso más amplio que el estipulado en el artículo 44 del I Convenio. 

8. Las disposiciones de los Convenios y del presente Protocolo relativas al control del uso del signo distintivo y a la prevención y represión de su uso abusivo son aplicables a las señales distintivas. 

Artículo 19 - Estados neutrales y otros Estados que no sean Partes en conflicto 

Los Estados neutrales y otros Estados que no sean Partes en conflicto observarán las disposiciones pertinentes del presente Protocolo respecto de las personas protegidas por este Título que pudieran ser recibidas o internadas en sus territorios, así como de los muertos de las Partes en conflicto que recogieren. 

Artículo 20 - Prohibición de las represalias 

Se prohíben las represalias contra las personas y los bienes protegidos por el presente Título. 

Sección II - Transportes sanitarios
Artículo 21 - Vehículos sanitarios 

Los vehículos sanitarios serán respetados y protegidos del modo previsto en los Convenios y en el presente Protocolo para las unidades sanitarias móviles. 

Artículo 22 - Buques-hospitales y embarcaciones costeras de salvamento 

1. Las disposiciones de los Convenios relativas: 

a) a los buques descritos en los artículos 22, 24, 25 y 27 del II Convenio, 

b) a sus lanchas de salvamento y pequeñas embarcaciones, 

c) a su personal y sus tripulaciones, y 

d) a los heridos, enfermos y náufragos que se encuentren a bordo, se aplicarán también en los casos en que esos buques, lanchas o embarcaciones transporten heridos, enfermos y náufragos civiles que no pertenezcan a ninguna de las categorías mencionadas en el artículo 13 del II Convenio. Esas personas civiles, sin embargo, no podrán ser entregadas a una Parte en conflicto que no sea la propia, ni capturadas en el mar. Si se hallaren en poder de una Parte en conflicto que no sea la propia, les serán aplicables las disposiciones del IV Convenio y del presente Protocolo. 

2. La protección prevista en los Convenios para los buques descritos en el artículo 25 del II Convenio se extenderá a los buques-hospitales puestos a disposición de una Parte en conflicto con fines humanitarios: 

a) por un Estado neutral u otro Estado que no sea Parte en ese conflicto; o 

b) por una organización internacional humanitaria imparcial; siempre que se cumplan en ambos casos los requisitos establecidos en el citado artículo. 

3. Las embarcaciones descritas en el artículo 27 del II Convenio serán protegidas aunque no se haga la notificación prevista en el mismo. No obstante, se invita a las Partes en conflicto a que se comuniquen mutuamente toda información que facilite la identificación y el reconocimiento de tales embarcaciones. 

Artículo 23 - Otros buques y embarcaciones sanitarios 

1. Los buques y embarcaciones sanitarios distintos de los mencionados en el artículo 22 del presente Protocolo y en el artículo 38 del II Convenio, ya se encuentren en el mar o en otras aguas, serán respetados y protegidos del modo previsto en los Convenios y en el presente Protocolo para las unidades sanitarias móviles. Como esa protección sólo puede ser eficaz si es posible identificarlos y reconocerlos como buques y embarcaciones sanitarios, tales buques deberían llevar el signo distintivo y, en la medida de lo posible, dar cumplimiento a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 43 del II Convenio. 

2. Los buques y embarcaciones a que se refiere el párrafo 1 permanecerán sujetos a las leyes de la guerra. Todo buque de guerra que navegue en la superficie y que esté en condiciones de hacer cumplir inmediatamente su orden, podrá ordenarles que se detengan, que se alejen o que tomen una determinada ruta, y toda orden de esta índole deberá ser obedecida. Esos buques y embarcaciones no podrán ser desviados de ningún otro modo de su misión sanitaria mientras sean necesarios para los heridos, enfermos y náufragos que se encuentren a bordo. 

3. La protección que otorga el párrafo 1 sólo cesará en las condiciones establecidas en los artículos 34 y 35 del II Convenio. Toda negativa inequívoca a obedecer una orden dada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 constituirá un acto perjudicial para el enemigo a los efectos del artículo 34 del II Convenio. 

4. Toda Parte en conflicto podrá notificar a cualquier Parte adversa, con la mayor anticipación posible antes del viaje, el nombre, la descripción, la hora prevista de salida, la ruta y la velocidad estimada del buque o embarcación sanitarios, en particular en el caso de buques de más de 2.000 toneladas brutas, y podrá suministrar cualquier otra información que facilite su identificación y reconocimiento. La Parte adversa acusará recibo de tal información. 

5. Las disposiciones del artículo 37 del II Convenio se aplicarán al personal sanitario y religioso de esos buques y embarcaciones. 

6. Las disposiciones pertinentes del II Convenio serán aplicables a los heridos, enfermos y náufragos pertenecientes a las categorías a que se refiere el artículo 13 del II Convenio y el artículo 44 del presente Protocolo, que se encuentren a bordo de esos buques y embarcaciones sanitarios. Los heridos, enfermos y náufragos civiles que no pertenezcan a las categorías mencionadas en el artículo 13 del II Convenio, no podrán ser entregados, si se hallan en el mar, a una Parte que no sea la propia ni obligados a abandonar tales buques o embarcaciones; si, no obstante, se hallan en poder de una Parte en conflicto que no sea la propia, estarán amparados por el IV Convenio y el presente Protocolo. 

Artículo 24 - Protección de las aeronaves sanitarias 

Las aeronaves sanitarias serán respetadas y protegidas de conformidad con las disposiciones del presente Título. 

Artículo 25 - Aeronaves sanitarias en zonas no dominadas por la Parte adversa 

En las zonas terrestres dominadas de hecho por fuerzas amigas o en las marítimas no dominadas de hecho por una Parte adversa, así como en su espacio aéreo, el respeto y la protección de las aeronaves sanitarias de una Parte en conflicto no dependerán de acuerdo alguno con la Parte adversa. No obstante, para mayor seguridad, la Parte en conflicto que utilice sus aeronaves sanitarias en tales zonas podrá dar a cualquier Parte adversa la notificación prevista en el artículo 29, especialmente cuando esas aeronaves efectúen vuelos que las pongan al alcance de los sistemas de armas superficie-aire de la Parte adversa. 

Artículo 26 - Aeronaves sanitarias en zonas de contacto o similares 

1. En las partes de la zona de contacto que estén dominadas de hecho por fuerzas amigas y en las zonas cuyo dominio de hecho no esté claramente establecido, así como en su espacio aéreo, la protección de las aeronaves sanitarias sólo podrá ser plenamente eficaz si media un acuerdo previo entre las autoridades militares competentes de las Partes en conflicto conforme a lo previsto en el artículo 29. Las aeronaves sanitarias que, a falta de tal acuerdo, operen por su cuenta y riesgo, deberán no obstante ser respetadas cuando hayan sido reconocidas como tales. 

2. Se entiende por zona de contacto cualquier zona terrestre en que los elementos avanzados de las fuerzas opuestas estén en contacto unos con otros, en particular cuando estén expuestos a tiro directo desde tierra. 

Artículo 27 - Aeronaves sanitarias en zonas dominadas por la Parte adversa 

1. Las aeronaves sanitarias de una Parte en conflicto continuarán protegidas mientras sobrevuelen zonas marítimas o terrestres dominadas de hecho por una Parte adversa, a condición de que para tales vuelos se haya obtenido previamente el acuerdo de la autoridad competente de dicha Parte adversa. 

2. La aeronave sanitaria que sobrevuele una zona dominada de hecho por la Parte adversa sin el acuerdo previsto en el párrafo 1, o apartándose de lo convenido, debido a un error de navegación o a una situación de emergencia que comprometa la seguridad del vuelo, deberá hacer todo lo posible para identificarse e informar a la Parte adversa acerca de las circunstancias en que se encuentra. Tan pronto como la Parte adversa haya reconocido tal aeronave sanitaria, hará todo lo razonablemente posible para dar la orden de aterrizar o amarar a que se refiere el párrafo 1 del artículo 30 o para adoptar otras disposiciones con objeto de salvaguardar los intereses de esa Parte y, en ambos casos, antes de recurrir a un ataque contra la aeronave, darle tiempo de obedecer. 

Artículo 28 - Restricciones relativas al uso de las aeronaves sanitarias 

1. Se prohíbe a las Partes en conflicto utilizar sus aeronaves sanitarias para tratar de obtener una ventaja militar sobre una Parte adversa. La presencia de aeronaves sanitarias no podrá utilizarse para tratar de poner objetivos militares a cubierto de un ataque. 

2. Las aeronaves sanitarias no se utilizarán para recoger ni transmitir información militar y no transportarán equipo alguno destinado a esos fines. Se les prohíbe transportar personas o cargamento no comprendidos en la definición contenida en el apartado f) del artículo 8. No se considerará prohibido el transporte a bordo de los efectos personales de los ocupantes o del equipo destinado exclusivamente a facilitar la navegación, las comunicaciones o la identificación. 

3. Las aeronaves sanitarias no transportarán armamento alguno salvo las armas portátiles y las municiones que hayan sido recogidas a los heridos, enfermos y náufragos que se hallen a bordo y que aún no hayan sido entregadas al servicio competente, y las armas ligeras individuales que sean necesarias para que el personal sanitario que se halle a bordo pueda defenderse y defender a los heridos, enfermos y náufragos que tenga a su cargo. 

4. Salvo acuerdo previo con la Parte adversa, las aeronaves sanitarias no podrán utilizarse, al efectuar los vuelos a que se refieren los artículos 26 y 27, para buscar heridos, enfermos y náufragos. 

Artículo 29 - Notificaciones y acuerdos relativos a las aeronaves sanitarias 

1. Las notificaciones a que se refiere el artículo 25 y las solicitudes de acuerdo previo mencionadas en los artículos 26, 27, 28, párrafo 4, y 31, deberán indicar el número previsto de aeronaves sanitarias, sus planes de vuelo y medios de identificación; tales notificaciones y solicitudes se interpretarán en el sentido de que los vuelos se efectuarán conforme a las disposiciones del artículo 28. 

2. La Parte que reciba una notificación hecha en virtud del artículo 25 acusará recibo de ella sin demora. 

3. La Parte que reciba una solicitud de acuerdo previo hecha en virtud de lo previsto en los artículos 26, 27, 28, párrafo 4, o 31, notificará tan rápidamente como sea posible a la Parte que haya hecho tal solicitud: 

a) la aceptación de la solicitud; 

b) la denegación de la solicitud; o 

c) una propuesta alternativa razonable a la solicitud. Podrá también proponer una prohibición o restricción de otros vuelos en la zona de que se trate durante el período considerado. Si la Parte que ha presentado la solicitud acepta esas contrapropuestas notificará su aceptación a la otra Parte. 

4. Las Partes tomarán las medidas necesarias para que puedan hacerse esas notificaciones y acuerdos sin pérdida de tiempo. 

5. Las Partes tomarán también las medidas necesarias para que lo esencial de tales notificaciones y acuerdos se difunda rápidamente entre las unidades militares interesadas, las que serán informadas sobre los medios de identificación que utilizarán las aeronaves sanitarias de que se trate. 

Artículo 30 - Aterrizaje e inspección de aeronaves sanitarias 

1. Las aeronaves sanitarias que sobrevuelen zonas dominadas de hecho por la Parte adversa o zonas cuyo dominio no esté claramente establecido podrán ser intimadas a aterrizar o, en su caso, a amarar, a fin de que se proceda a la inspección prevista en los párrafos siguientes. Las aeronaves sanitarias obedecerán tal intimación. 

2. Si una de tales aeronaves aterriza o amara, obedeciendo a una intimación o por cualquier otra circunstancia, sólo podrá ser objeto de inspección para comprobar los extremos a que hacen referencia los párrafos 3 y 4 de este artículo. La inspección será iniciada sin demora y efectuada rápidamente. La Parte que proceda a la inspección no exigirá que sean desembarcados de la aeronave los heridos y enfermos, a menos que ello sea indispensable para la inspección. En todo caso esa Parte cuidará de que esa inspección o ese desembarque no agrave el estado de los heridos y enfermos. 

3. Si la inspección revela que la aeronave: 

a) es una aeronave sanitaria en el sentido del apartado j) del artículo 8, 

b) no contraviene las condiciones prescritas en el artículo 28, y 

c) no ha efectuado el vuelo sin acuerdo previo o en violación del mismo cuando tal acuerdo se requiera, la aeronave y los ocupantes de la misma que pertenezcan a una Parte adversa o a un Estado neutral o a otro Estado que no sea Parte en el conflicto serán autorizados a proseguir el vuelo sin demora. 

4. Si la inspección revela que la aeronave: 

a) no es una aeronave sanitaria en el sentido del apartado j) del artículo 8, 

b) contraviene las condiciones prescritas en el artículo 28, o 

c) ha efectuado el vuelo sin acuerdo previo o en violación de un acuerdo previo cuando tal acuerdo se requiera, la aeronave podrá ser apresada. Sus ocupantes serán tratados conforme a las disposiciones pertinentes de los Convenios y del presente Protocolo. Toda aeronave apresada que haya estado destinada a servir de aeronave sanitaria permanente sólo podrá ser utilizada en lo sucesivo como aeronave sanitaria. 

Artículo 31 - Estados neutrales u otros Estados que no sean Partes en conflicto 

1. Las aeronaves sanitarias no podrán sobrevolar el territorio de un Estado neutral o de otro Estado que no sea Parte en el conflicto, ni aterrizar o amarar en él, salvo en virtud de acuerdo previo. Sin embargo, de mediar tal acuerdo, esas aeronaves serán respetadas mientras dure el vuelo y durante las eventuales escalas en tal territorio. No obstante, deberán obedecer toda intimación de aterrizar o, en su caso, amarar. 

2. La aeronave sanitaria que, sin acuerdo previo o apartándose de lo estipulado en un acuerdo, sobrevuele el territorio de un Estado neutral o de otro Estado que no sea Parte en conflicto, por error de navegación o a causa de una situación de emergencia que afecte a la seguridad del vuelo, hará todo lo posible para notificar su vuelo y hacerse identificar. Tan pronto como dicho Estado haya reconocido tal aeronave sanitaria, hará todo lo razonablemente posible por dar la orden de aterrizar o amarar a que se refiere el párrafo 1 del artículo 30 o para adoptar otras disposiciones con objeto de salvaguardar los intereses de ese Estado y, en ambos casos, dar a la aeronave tiempo para obedecer, antes de recurrir a un ataque. 

3. Si una aeronave sanitaria, con acuerdo previo o en las circunstancias mencionadas en el párrafo 2, aterriza o amara en el territorio de un Estado neutral o de otro Estado que no sea Parte en el conflicto, obedeciendo a una intimación o por cualquier otra circunstancia, quedará sujeta a inspección para determinar si se trata de una aeronave sanitaria. La inspección será iniciada sin demora y efectuada rápidamente. La Parte que proceda a la inspección no exigirá que sean desembarcados de la aeronave los heridos y enfermos que dependen de la Parte que utilice la aeronave a menos que ello sea indispensable para la inspección. En todo caso, esa Parte cuidará de que tal inspección o desembarque no agrave el estado de los heridos y enfermos. Si la inspección revela que la aeronave es efectivamente una aeronave sanitaria, esa aeronave con sus ocupantes, salvo los que deban ser retenidos de conformidad con las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados, será autorizada a proseguir su vuelo, y recibirá las facilidades apropiadas para ello. Si la inspección revela que esa aeronave no es una aeronave sanitaria, la aeronave será apresada y sus ocupantes serán tratados conforme a lo dispuesto en el párrafo 4. 

4. Con excepción de los que sean desembarcados temporalmente, los heridos, enfermos y náufragos desembarcados de una aeronave sanitaria con el asentimiento de la autoridad local en el territorio de un Estado neutral o de otro Estado que no sea Parte en conflicto deberán, salvo que este Estado y las Partes en conflicto acuerden otra cosa, quedar bajo la custodia de dicha autoridad cuando las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados así lo exijan, de forma que no puedan volver a participar en las hostilidades. Los gastos de hospitalización y de internamiento correrán a cargo del Estado a que pertenezcan tales personas. 

5. Los Estados neutrales u otros Estados que no sean Partes en conflicto aplicarán por igual a todas las Partes en conflicto las condiciones y restricciones eventuales respecto al sobrevuelo de su territorio por aeronaves sanitarias o al aterrizaje de ellas en el mismo. 

Sección III - Personas desaparecidas y fallecidas
Artículo 32 - Principio general 

En la aplicación de la presente Sección, las actividades de las Altas Partes contratantes, de las Partes en conflicto y de las organizaciones humanitarias internacionales mencionadas en los Convenios y en el presente Protocolo deberán estar motivadas ante todo por el derecho que asiste a las familias de conocer la suerte de sus miembros. 

Artículo 33 - Desaparecidos 

1. Tan pronto como las circunstancias lo permitan, y a más tardar desde el fin de las hostilidades activas, cada Parte en conflicto buscará las personas cuya desaparición haya señalado una Parte adversa. A fin de facilitar tal búsqueda, esa Parte adversa comunicará todas las informaciones pertinentes sobre las personas de que se trate. 

2. Con objeto de facilitar la obtención de información de conformidad con lo dispuesto en el párrafo anterior, cada Parte en conflicto deberá, con respecto a las personas que no se beneficien de condiciones más favorables en virtud de los Convenios o del presente Protocolo: 

a) registrar en la forma dispuesta en el artículo 138 del IV Convenio la información sobre tales personas, cuando hubieran sido detenidas, encarceladas o mantenidas en cualquier otra forma de cautiverio durante más de dos semanas como consecuencia de las hostilidades o de la ocupación o hubieran fallecido durante un período de detención; 

b) en toda la medida de lo posible, facilitar y, de ser necesario, efectuar la búsqueda y el registro de la información relativa a tales personas si hubieran fallecido en otras circunstancias como consecuencia de las hostilidades o de la ocupación. 

3. La información sobre las personas cuya desaparición se haya señalado, de conformidad con el párrafo 1, y las solicitudes de dicha información serán transmitidas directamente o por conducto de la Potencia protectora, de la Agencia Central de Búsqueda del Comité Internacional de la Cruz Roja, o de las Sociedades nacionales de la Cruz Roja (Media Luna Roja, León y Sol Rojos). Cuando la información no sea transmitida por conducto del Comité Internacional de la Cruz Roja y de su Agencia Central de Búsqueda, cada Parte en conflicto velará por que tal información sea también facilitada a esa Agencia. 

4. Las Partes en conflicto se esforzarán por ponerse de acuerdo sobre disposiciones que permitan que grupos constituidos al efecto busquen, identifiquen y recuperen los muertos en las zonas del campo de batalla; esas disposiciones podrán prever, cuando proceda, que tales grupos vayan acompañados de personal de la Parte adversa mientras lleven a cabo esas misiones en zonas controladas por ella. El personal de tales grupos deberá ser respetado y protegido mientras se dedique exclusivamente a tales misiones. 

Artículo 34 - Restos de las personas fallecidas 

1. Los restos de las personas fallecidas a consecuencia de la ocupación o mientras se hallaban detenidas por causa de la ocupación o de las hostilidades, y los de las personas que no fueren nacionales del país en que hayan fallecido a consecuencia de las hostilidades, deben ser respetados y las sepulturas de todas esas personas serán respetadas, conservadas y marcadas según lo previsto en el artículo 130 del IV Convenio, en tanto que tales restos y sepulturas no se beneficien de condiciones más favorables en virtud de los Convenios y del presente Protocolo. 

2. Tan pronto como las circunstancias y las relaciones entre las Partes adversas lo permitan, las Altas Partes contratantes en cuyos territorios se encuentren las tumbas y, en su caso, otros lugares donde se hallen los restos de las personas fallecidas como consecuencia de las hostilidades, durante la ocupación o mientras se hallaban detenidas, celebrarán acuerdos a fin de: 

a) facilitar a los miembros de las familias de los fallecidos y a los representantes de los servicios oficiales de registro de tumbas el acceso a las sepulturas, y determinar las disposiciones de orden práctico para tal acceso; 

b) asegurar la protección y el mantenimiento permanentes de tales sepulturas; 

c) facilitar la repatriación de los restos de las personas fallecidas y la devolución de los efectos personales al país de origen, a solicitud de ese país o, salvo que el mismo se opusiera a ello, a solicitud de los parientes más próximos. 

3. A falta de los acuerdos previstos en los apartados b) o c) del párrafo 2 y si el país de origen de esas personas fallecidas no está dispuesto a sufragar los gastos correspondientes al mantenimiento de tales sepulturas, la Alta Parte contratante en cuyo territorio se encuentren tales sepulturas podrá ofrecer facilidades para la devolución de los restos al país de origen. Si tal ofrecimiento no fuera aceptado, la Alta Parte contratante, transcurridos cinco años desde la fecha del ofrecimiento y previa la debida notificación al país de origen, podrá aplicar las disposiciones previstas en su legislación en materia de cementerios y sepulturas. 

4. La Alta Parte contratante en cuyo territorio se encuentren las sepulturas a que se refiere el presente artículo sólo podrá exhumar los restos: 

a) en virtud de lo dispuesto en el apartado c) del párrafo 2 y en el párrafo 3, o 

b) cuando la exhumación constituya una necesidad imperiosa de interés público, incluidos los casos de necesidad sanitaria o de investigación administrativa o judicial, en cuyo caso la Alta Parte contratante deberá guardar en todo momento el debido respeto a los restos y comunicar al país de origen su intención de exhumarlos, transmitiéndole detalles sobre el lugar en que se propone darles nueva sepultura. 

TÍTULO III - MÉTODOS Y MEDIOS DE GUERRA.
ESTATUTO DE COMBATIENTE Y DE PRISIONERO DE GUERRA
Sección I - Métodos y medios de Guerra
Artículo 35 - Normas fundamentales 

1. En todo conflicto armado, el derecho de las Partes en conflicto a elegir los métodos o medios de hacer la guerra no es ilimitado. 

2. Queda prohibido el empleo de armas, proyectiles, materias y métodos de hacer la guerra de tal índole que causen males superfluos o sufrimientos innecesarios. 

3. Queda prohibido el empleo de métodos o medios de hacer la guerra que hayan sido concebidos para causar, o de los que quepa prever que causen, daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural. 

Artículo 36 - Armas nuevas 

Cuando una Alta Parte contratante estudie, desarrolle, adquiera o adopte una nueva arma, o nuevos medios o métodos de guerra, tendrá la obligación de determinar si su empleo, en ciertas condiciones o en todas las circunstancias, estaría prohibido por el presente Protocolo o por cualquier otra norma de derecho internacional aplicable a esa Alta Parte contratante. 

Artículo 37 - Prohibición de la perfidia 

1. Queda prohibido matar, herir o capturar a un adversario valiéndose de medios pérfidos. Constituirán perfidia los actos que, apelando a la buena fe de un adversario con intención de traicionarla, den a entender a éste que tiene derecho a protección, o que está obligado a concederla, de conformidad con las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados. Son ejemplos de perfidia los actos siguientes: 

a) simular la intención de negociar bajo bandera de parlamento o de rendición; 

b) simular una incapacitación por heridas o enfermedad; 

c) simular el estatuto de persona civil, no combatiente; y 

d) simular que se posee un estatuto de protección, mediante el uso de signos, emblemas o uniformes de las Naciones Unidas o de Estados neutrales o de otros Estados que no sean Partes en el conflicto. 

2. No están prohibidas las estratagemas. Son estratagemas los actos que tienen por objeto inducir a error a un adversario o hacerle cometer imprudencias, pero que no infringen ninguna norma de derecho internacional aplicable en los conflictos armados, ni son pérfidos ya que no apelan a la buena fe de un adversario con respecto a la protección prevista en ese derecho. Son ejemplos de estratagemas los actos siguientes: el camuflaje, las añagazas, las operaciones simuladas y las informaciones falsas. 

Artículo 38 - Emblemas reconocidos 

1. Queda prohibido hacer uso indebido del signo distintivo de la cruz roja, de la media luna roja o del león y sol rojos o de otros emblemas, signos o señales establecidos en los Convenios o en el presente Protocolo. Queda prohibido también abusar deliberadamente, en un conflicto armado, de otros emblemas, signos o señales protectores internacionalmente reconocidos, incluidos la bandera de parlamento y el emblema protector de los bienes culturales. 

2. Queda prohibido hacer uso del emblema distintivo de las Naciones Unidas, salvo en los casos en que esa Organización lo autorice. 

Artículo 39 - Signos de nacionalidad 

1. Queda prohibido hacer uso en un conflicto armado de las banderas o de los emblemas, insignias o uniformes militares de Estados neutrales o de otros Estados que no sean Partes en el conflicto. 

2. Queda prohibido hacer uso de las banderas o de los emblemas, insignias o uniformes militares de Partes adversas durante los ataques, o para cubrir, favorecer, proteger u obstaculizar operaciones militares. 

3. Ninguna de las disposiciones del presente artículo o del artículo 37, párrafo 1, d), afectará a las normas existentes de derecho internacional generalmente reconocidas que sean aplicables al espionaje o al uso de la bandera en el desarrollo de los conflictos armados en el mar. 

Artículo 40 -Cuartel 

Queda prohibido ordenar que no haya supervivientes, amenazar con ello al adversario o conducir las hostilidades en función de tal decisión. 

Artículo 41 - Salvaguardia del enemigo fuera de combate 

1. Ninguna persona podrá ser objeto de ataque cuando se reconozca o, atendidas las circunstancias, deba reconocerse que está fuera de combate. 

2. Está fuera de combate toda persona: 

a) que esté en poder de una Parte adversa; 

b) que exprese claramente su intención de rendirse; o 

c) que esté inconsciente o incapacitada en cualquier otra forma a causa de heridas o de enfermedad y sea, por consiguiente, incapaz de defenderse; 

Y siempre que, en cualquiera de esos casos, se abstenga de todo acto hostil y no trate de evadirse. 

3. Cuando las personas que tengan derecho a la protección de que gozan los prisioneros de guerra hayan caído en poder de una Parte adversa en condiciones de combate inhabituales que impidan su evacuación en la forma prevista en la Sección I del Título III del III Convenio, serán liberadas, debiendo adoptarse todas las precauciones posibles para garantizar su seguridad. 

Artículo 42 - Ocupantes de aeronaves 

1. Ninguna persona que se lance en paracaídas de una aeronave en peligro será atacada durante su descenso. 

2. Al llegar a tierra en territorio controlado por una Parte adversa, la persona que se haya lanzado en paracaídas de una aeronave en peligro deberá tener oportunidad de rendirse antes de ser atacada, a menos que sea manifiesto que está realizando un acto hostil. 

3. Las tropas aerotransportadas no quedarán protegidas por este artículo. 

Sección II - Estatuto de combatiente y de prisionero de guerra
Artículo 43 - Fuerzas armadas 

1. Las fuerzas armadas de una Parte en conflicto se componen de todas las fuerzas, grupos y unidades armados y organizados, colocados bajo un mando responsable de la conducta de sus subordinados ante esa Parte, aun cuando ésta esté representada por un gobierno o por una autoridad no reconocidos por una Parte adversa. Tales fuerzas armadas deberán estar sometidas a un régimen de disciplina interna que haga cumplir, inter alia, las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados. 

2. Los miembros de las fuerzas armadas de una Parte en conflicto (salvo aquellos que formen parte del personal sanitario y religioso a que se refiere el artículo 33 del III Convenio) son combatientes, es decir, tienen derecho a participar directamente en las hostilidades. 

3. Siempre que una Parte en conflicto incorpore a sus fuerzas armadas un organismo paramilitar o un servicio armado encargado de velar por el orden público, deberá notificarlo a las otras Partes en conflicto. 

Artículo 44 - Combatientes y prisioneros de guerra 

1. Todo combatiente, tal como queda definido en el artículo 43, que caiga en poder de una Parte adversa será prisionero de guerra. 

2. Aunque todos los combatientes están obligados a observar las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados, la violación de tales normas no privará a un combatiente de su derecho a ser considerado como tal o, si cae en poder de una Parte adversa, de su derecho a ser considerado prisionero de guerra, salvo lo dispuesto en los párrafos 3 y 4. 

3. Con objeto de promover la protección de la población civil contra los efectos de las hostilidades, los combatientes están obligados a distinguirse de la población civil en el curso de un ataque o de una operación militar preparatoria de un ataque. Sin embargo, dado que en los conflictos armados hay situaciones en las que, debido a la índole de las hostilidades, un combatiente armado no puede distinguirse de la población civil, dicho combatiente conservará su estatuto de tal siempre que, en esas circunstancias, lleve sus armas abiertamente: 

a) durante todo enfrentamiento militar; y 

b) durante el tiempo en que sea visible para el enemigo mientras está tomando parte en un despliegue militar previo al lanzamiento de un ataque en el que va a participar. 

No se considerarán como actos pérfidos, en el sentido del apartado c) del párrafo 1 del artículo 37, los actos en que concurran las condiciones enunciadas en el presente párrafo. 

4. El combatiente que caiga en poder de una Parte adversa y no reúna las condiciones enunciadas en la segunda frase del párrafo 3, perderá el derecho a ser considerado como prisionero de guerra, pero, no obstante, recibirá las protecciones equivalentes, en todos los sentidos, a las otorgadas a los prisioneros de guerra por el III Convenio y el presente Protocolo. Esta protección comprende las protecciones equivalentes a las otorgadas a los prisioneros de guerra por el III Convenio en el caso de que tal persona sea juzgada y sancionada por cualquier infracción que haya cometido. 

5. El combatiente que caiga en poder de una Parte adversa mientras no participa en un ataque ni en una operación militar preparatoria de un ataque, no perderá, a consecuencia de sus actividades anteriores, el derecho a ser considerado como combatiente y prisionero de guerra. 

6. El presente artículo no privará a una persona del derecho a ser considerada como prisionero de guerra conforme al artículo 4 del III Convenio. 

7. El propósito del presente artículo no es modificar la práctica generalmente aceptada por los Estados en lo que respecta al uniforme que han de llevar los combatientes pertenecientes a las unidades armadas regulares y uniformadas de una Parte en conflicto. 

8. Además de las categorías de personas mencionadas en el artículo 13 de los Convenios I y II, todos los miembros de las fuerzas armadas de una Parte en un conflicto, tal como se definen en el artículo 43 del presente Protocolo, tendrán derecho a la protección concedida en virtud de esos Convenios si están heridos o enfermos o, en el caso del II Convenio, si son náufragos en el mar o en otras aguas. 

Artículo 45 - Protección de personas que han tomado parte en las hostilidades 

1. La persona que participe en las hostilidades y caiga en poder de una Parte adversa se presumirá prisionero de guerra y, por consiguiente, estará protegida por el III Convenio cuando reivindique el estatuto del prisionero de guerra, cuando parezca tener derecho al mismo, o cuando la Parte de que dependa reivindique ese estatuto en su favor mediante una notificación a la Potencia detenedora o a la Potencia protectora. Si hubiere alguna duda respecto a su derecho al estatuto de prisionero de guerra, tal persona continuará beneficiándose de este estatuto y, en consecuencia, seguirá gozando de la protección del III Convenio y del presente Protocolo hasta que un tribunal competente haya decidido al respecto. 

2. La persona que, habiendo caído en poder de una Parte adversa, no esté detenida como prisionero de guerra y vaya a ser juzgada por esa Parte con motivo de una infracción que guarde relación con las hostilidades podrá hacer valer su derecho al estatuto de prisionero de guerra ante un tribunal judicial y a que se decida esta cuestión. Siempre que no sea contrario al procedimiento aplicable, esa cuestión se decidirá antes de que el tribunal se pronuncie sobre la infracción. Los representantes de la Potencia protectora tendrán derecho a asistir a las actuaciones en que deba dirimirse la cuestión, a menos que, excepcionalmente y en interés de la seguridad del Estado, tales actuaciones se celebren a puerta cerrada. En este caso, la Potencia en cuyo poder se encuentre la persona informará al respecto a la Potencia protectora. 

3. La persona que haya tomado parte en las hostilidades y no tenga derecho al estatuto de prisionero de guerra ni disfrute de un trato más favorable de conformidad con lo dispuesto en el IV Convenio, tendrá derecho en todo momento a la protección del artículo 75 del presente Protocolo. Tal persona, cuando se encuentre en territorio ocupado y siempre que no se halle detenida como espía, disfrutará también, no obstante lo establecido en el artículo 5 del IV Convenio, de los derechos de comunicación previstos en ese Convenio Artículo.

Artículo 46 - Espías 

1. No obstante cualquier otra disposición de los Convenios o del presente Protocolo, el miembro de las fuerzas armadas de una Parte en conflicto que caiga en poder de una Parte adversa mientras realice actividades de espionaje no tendrá derecho al estatuto de prisionero de guerra y podrá ser tratado como espía. 

2. No se considerará que realiza actividades de espionaje el miembro de las fuerzas armadas de una Parte en conflicto que, en favor de esa Parte, recoja o intente recoger información dentro de un territorio controlado por una Parte adversa siempre que, al hacerlo, vista el uniforme de las fuerzas armadas a que pertenezca. 

3. No se considerará que realiza actividades de espionaje el miembro de las fuerzas armadas de una Parte en conflicto que sea residente en territorio ocupado por una Parte adversa y que, en favor de la Parte de que depende, recoja o intente recoger información de interés militar dentro de ese territorio, salvo que lo haga mediante pretextos falsos o proceda de modo deliberadamente clandestino. Además, ese residente no perderá su derecho al estatuto de prisionero de guerra y no podrá ser tratado como espía a menos que sea capturado mientras realice actividades de espionaje. 

4. El miembro de las fuerzas armadas de una Parte en conflicto que no sea residente en territorio ocupado por una Parte adversa y que haya realizado actividades de espionaje en ese territorio, no perderá su derecho al estatuto de prisionero de guerra y no podrá ser tratado como espía a menos que sea capturado antes de reintegrarse a las fuerzas armadas a que pertenezca. 

Artículo 47 - Mercenarios 

1. Los mercenarios no tendrán derecho al estatuto de combatiente o de prisionero de guerra. 

2. Se entiende por mercenario toda persona: 

a) que haya sido especialmente reclutada, localmente o en el extranjero, a fin de combatir en un conflicto armado; 

b) que, de hecho, tome parte directa en las hostilidades; 

c) que tome parte en las hostilidades animada esencialmente por el deseo de obtener un provecho personal y a la que se haga efectivamente la promesa, por una Parte en conflicto o en nombre de ella, de una retribución material considerablemente superior a la prometida o abonada a los combatientes de grado y funciones similares a las fuerzas armadas de esa Parte; 

d) que no sea nacional de una Parte en conflicto ni residente en un territorio controlado por una Parte en conflicto; 

e) que no sea miembro de las fuerzas armadas de una Parte en conflicto; y 

f) que no haya sido enviada en misión oficial como miembro de sus fuerzas armadas por un Estado que no es Parte en conflicto. 

TÍTULO IV - POBLACIÓN CIVIL
Sección I - Protección general contra los efectos de las hostilidades
Capítulo I - Norma fundamental y ámbito de aplicación 

Artículo 48 - Norma fundamental 

A fin de garantizar el respeto y la protección de la población civil y de los bienes de carácter civil, las Partes en conflicto harán distinción en todo momento entre población civil y combatientes, y entre bienes de carácter civil y objetivos militares y, en consecuencia, dirigirán sus operaciones únicamente contra objetivos militares. 

Artículo 49 - Definición de ataques y ámbito de aplicación 

1. Se entiende por ataques los actos de violencia contra el adversario, sean ofensivos o defensivos. 

2. Las disposiciones del presente Protocolo respecto a los ataques serán aplicables a todos los ataques en cualquier territorio donde se realicen, inclusive en el territorio nacional que pertenezca a una Parte en conflicto, pero que se halle bajo el control de una Parte adversa. 

3. Las disposiciones de la presente Sección se aplicarán a cualquier operación de guerra terrestre, naval o aérea que pueda afectar en tierra a la población civil, a las personas civiles y a los bienes de carácter civil. Se aplicarán también a todos los ataques desde el mar o desde el aire contra objetivos en tierra, pero no afectarán de otro modo a las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados en el mar o en el aire. 

4. Las disposiciones de la presente Sección completan las normas relativas a la protección humanitaria contenidas en el IV Convenio, particularmente en su Título II, y en los demás acuerdos internacionales que obliguen a las Altas Partes contratantes, así como las otras normas de derecho internacional que se refieren a la protección de las personas civiles y de los bienes de carácter civil contra los efectos de las hostilidades en tierra, en el mar o en el aire. 

Capítulo II - Personas civiles y población civil 

Artículo 50 - Definición de personas civiles y de población civil 

1. Es persona civil cualquiera que no pertenezca a una de las categorías de personas a que se refieren el artículo 4, A. 1), 2), 3), y 6), del III Convenio, y el artículo 43 del presente Protocolo. En caso de duda acerca de la condición de una persona, se la considerará como civil. 

2. La población civil comprende a todas las personas civiles. 

3. La presencia entre población civil de personas cuya condición no responda a la definición de persona civil no priva a esa población de su calidad de civil. 

Artículo 51 - Protección de la población civil 

1. La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, además de las otras normas aplicables de derecho internacional, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes. 

2. No serán objeto de ataque la población civil como tal ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil. 

3. Las personas civiles gozarán de la protección que confiere esta Sección, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación. 

4. Se prohíben los ataques indiscriminados. Son ataques indiscriminados: 

a) los que no están dirigidos contra un objetivo militar concreto; 

b) los que emplean métodos o medios de combate que no pueden dirigirse contra un objetivo militar concreto; o 

c) los que emplean métodos o medios de combate cuyos efectos no sea posible limitar conforme a lo exigido por el presente Protocolo; 

Y que, en consecuencia, en cualquiera de tales casos, pueden alcanzar indistintamente a objetivos militares y a personas civiles o a bienes de carácter civil. 

5. Se considerarán indiscriminados, entre otros, los siguientes tipos de ataque: 

a) los ataques por bombardeo, cualesquiera que sean los métodos o medios utilizados, que traten como objetivo militar único varios objetivos militares precisos y claramente separados situados en una ciudad, un pueblo, una aldea u otra zona en que haya concentración análoga de personas civiles o bienes de carácter civil; 

b) los ataques, cuando sea de prever que causarán incidentalmente muertos y heridos entre la población civil, o daños a bienes de carácter civil, o ambas cosas, que serían excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista. 

6. Se prohíben los ataques dirigidos como represalias contra la población civil o las personas civiles. 

7. La presencia de la población civil o de personas civiles o sus movimientos no podrán ser utilizados para poner ciertos puntos o zonas a cubierto de operaciones militares, en especial para tratar de poner a cubierto de ataques los objetivos militares, ni para cubrir, favorecer u obstaculizar operaciones militares. Las Partes en conflicto no podrán dirigir los movimientos de la población civil o de personas civiles para tratar de poner objetivos militares a cubierto de ataques, o para cubrir operaciones militares. 

8. Ninguna violación de estas prohibiciones dispensará a las Partes en conflicto de sus obligaciones jurídicas con respecto a la población civil y las personas civiles, incluida la obligación de adoptar las medidas de precaución previstas en el artículo 57. 

Capítulo III - Bienes de carácter civil 

Artículo 52 - Protección general de los bienes de carácter civil 

1. Los bienes de carácter civil no serán objeto de ataques ni de represalias. Son bienes de carácter civil todos los bienes que no son objetivos militares en el sentido del párrafo 2. 

2. Los ataques se limitarán estrictamente a los objetivos militares. En lo que respecta a los bienes, los objetivos militares se limitan a aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida. 

3. En caso de duda acerca de si un bien que normalmente se dedica a fines civiles, tal como un lugar de culto, una casa u otra vivienda o una escuela, se utiliza para contribuir eficazmente a la acción militar, se presumirá que no se utiliza con tal fin. 

Artículo 53 - Protección de los bienes culturales y de los lugares de culto 

Sin perjuicio de las disposiciones de la Convención de La Haya del 14 de mayo de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado y de otros instrumentos internacionales aplicables, queda prohibido: 

a) cometer actos de hostilidad dirigidos contra los monumentos históricos, obras de arte o lugares de culto que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos; 

b) utilizar tales bienes en apoyo del esfuerzo militar; 

c) hacer objeto de represalias a tales bienes. 

Artículo 54 - Protección de los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil 

1. Queda prohibido, como método de guerra, hacer padecer hambre a las personas civiles. 

2. Se prohíbe atacar, destruir, sustraer o inutilizar los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil, tales como los artículos alimenticios y las zonas agrícolas que los producen, las cosechas, el ganado, las instalaciones y reservas de agua potable y las obras de riego, con la intención deliberada de privar de esos bienes, por su valor como medios para asegurar la subsistencia, a la población civil o a la Parte adversa, sea cual fuere el motivo, ya sea para hacer padecer hambre a las personas civiles, para provocar su desplazamiento, o con cualquier otro propósito. 

3. Las prohibiciones establecidas en el párrafo 2 no se aplicarán a los bienes en él mencionados cuando una Parte adversa: 

a) utilice tales bienes exclusivamente como medio de subsistencia para los miembros de sus fuerzas armadas; o 

b) los utilice en apoyo directo de una acción militar, a condición, no obstante, de que en ningún caso se tomen contra tales bienes medidas cuyo resultado previsible sea dejar tan desprovista de víveres o de agua a la población civil que ésta se vea reducida a padecer hambre u obligada a desplazarse. 

4. Estos bienes no serán objeto de represalias. 

5. Habida cuenta de las exigencias vitales que para toda Parte en conflicto supone la defensa de su territorio nacional contra la invasión, una Parte en conflicto podrá dejar de observar las prohibiciones señaladas en el párrafo 2 dentro de ese territorio que se encuentre bajo su control cuando lo exija una necesidad militar imperiosa. 

Artículo 55 - Protección del medio ambiente natural 

1. En la realización de la guerra se velará por la protección del medio ambiente natural contra daños extensos, duraderos y graves. Esta protección incluye la prohibición de emplear métodos o medios de hacer la guerra que hayan sido concebidos para causar o de los que quepa prever que causen tales daños al medio ambiente natural, comprometiendo así la salud o la supervivencia de la población. 

2. Quedan prohibidos los ataques contra el medio ambiente natural como represalias. 

Artículo 56 - Protección de las obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas 

1. Las obras o instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, a saber, las presas, los diques y las centrales nucleares de energía eléctrica, no serán objeto de ataques, aunque sean objetivos militares, cuando tales ataques puedan producir la liberación de aquellas fuerzas y causar, en consecuencia, pérdidas importantes en la población civil. Los otros objetivos militares ubicados en esas obras o instalaciones, o en sus proximidades, no serán objeto de ataques cuando tales ataques puedan producir la liberación de fuerzas peligrosas y causar, en consecuencia, pérdidas importantes en la población civil. 

2. La protección especial contra todo ataque prevista en el párrafo 1 cesará: 

a) para las presas o diques, solamente si se utilizan para funciones distintas de aquellas a que normalmente están destinados y en apoyo regular, importante y directo de operaciones militares, y si tales ataques son el único medio factible de poner fin a tal apoyo; 

b) para las centrales nucleares de energía eléctrica, solamente si tales centrales suministran corriente eléctrica en apoyo regular, importante y directo de operaciones militares, y si tales ataques son el único medio factible de poner fin a tal apoyo; 

c) para los otros objetivos militares ubicados en esas obras o instalaciones, o en sus proximidades, solamente si se utilizan en apoyo regular, importante y directo de operaciones militares, y si tales ataques son el único medio factible de poner fin a tal apoyo. 

3. En todos los casos, la población civil y las personas civiles mantendrán su derecho a toda la protección que les confiere el derecho internacional, incluidas las medidas de precaución previstas en el artículo 57. Si cesa la protección y se ataca a cualquiera de las obras e instalaciones o a cualquiera de los objetivos militares mencionados en el párrafo 1, se adoptarán todas las precauciones posibles en la práctica a fin de evitar la liberación de las fuerzas peligrosas. 

4. Se prohíbe hacer objeto de represalias a cualquiera de las obras e instalaciones o de los objetivos militares mencionados en el párrafo 1. 

5. Las Partes en conflicto se esforzarán por no ubicar objetivos militares en la proximidad de las obras o instalaciones mencionadas en el párrafo 1. No obstante, se autorizan las instalaciones construidas con el único objeto de defender contra los ataques las obras o instalaciones protegidas, y tales instalaciones no serán objeto de ataque, a condición de que no se utilicen en las hostilidades, salvo en las acciones defensivas necesarias para responder a los ataques contra las obras o instalaciones protegidas, y de que su armamento se limite a armas que sólo puedan servir para repeler acciones hostiles contra las obras o instalaciones protegidas. 

6. Se insta a las Altas Partes contratantes y a las Partes en conflicto a que concierten entre sí otros acuerdos que brinden protección complementaria a los bienes que contengan fuerzas peligrosas. 

7. Para facilitar la identificación de los bienes protegidos por el presente artículo, las Partes en conflicto podrán marcarlos con un signo especial consistente en un grupo de tres círculos de color naranja vivo a lo largo de un mismo eje, como se indica en el artículo 16 del Anexo I del presente Protocolo. La ausencia de tal señalización no dispensará en modo alguno a las Partes en conflicto de las obligaciones dimanantes del presente artículo. 

Capítulo IV - Medidas de precaución 

Artículo 57 - Precauciones en el ataque 

1. Las operaciones militares se realizarán con un cuidado constante de preservar a la población civil, a las personas civiles y a los bienes de carácter civil. 

2. Respecto a los ataques, se tomarán las siguientes precauciones: 

a) quienes preparen o decidan un ataque deberán: 

i) hacer todo lo que sea factible para verificar que los objetivos que se proyecta atacar no son personas civiles ni bienes de carácter civil, ni gozan de protección especial, sino que se trata de objetivos militares en el sentido del párrafo 2 del artículo 52 y que las disposiciones del presente Protocolo no prohíben atacarlos; 

ii) tomar todas las precauciones factibles en la elección de los medios y métodos de ataque para evitar o, al menos, reducir todo lo posible el número de muertos y de heridos que pudieran causar incidentalmente entre la población civil, así como los daños a los bienes de carácter civil; 

iii) abstenerse de decidir un ataque cuando sea de prever que causará incidentalmente muertos o heridos en la población civil, daños a bienes de carácter civil, o ambas cosas, que serían excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista; 

b) un ataque será suspendido o anulado si se advierte que el objetivo no es militar o que goza de protección especial, o que es de prever que el ataque causará incidentalmente muertos o heridos entre la población civil, daños a bienes de carácter civil, o ambas cosas, que serían excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista; 

c) se dará aviso con la debida antelación y por medios eficaces de cualquier ataque que pueda afectar a la población civil, salvo que las circunstancias lo impidan. 

3. Cuando se pueda elegir entre varios objetivos militares para obtener una ventaja militar equivalente, se optará por el objetivo cuyo ataque, según sea de prever, presente menos peligro para las personas civiles y los bienes de carácter civil. 

4. En las operaciones militares en el mar o en el aire, cada Parte en conflicto deberá adoptar, de conformidad con los derechos y deberes que le corresponden en virtud de las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados, todas las precauciones razonables para evitar pérdidas de vidas en la población civil y daños a bienes de carácter civil. 

5. Ninguna de las disposiciones de este artículo podrá interpretarse en el sentido de autorizar ataque alguno contra la población civil, las personas civiles o los bienes de carácter civil. 

Artículo 58 - Precauciones contra los efectos de los ataques 

Hasta donde sea factible, las Partes en conflicto: 

a) se esforzarán, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49 del IV Convenio, por alejar de la proximidad de objetivos militares a la población civil, las personas civiles y los bienes de carácter civil que se encuentren bajo su control; 

b) evitarán situar objetivos militares en el interior o en las proximidades de zonas densamente pobladas; 

c) tomarán las demás precauciones necesarias para proteger contra los peligros resultantes de operaciones militares a la población civil, las personas civiles y los bienes de carácter civil que se encuentren bajo su control. 

Capítulo V - Localidades y zonas bajo protección especial 

Artículo 59 - Localidades no defendidas 

1. Queda prohibido a las Partes en conflicto atacar, por cualquier medio que sea, localidades no defendidas. 

2. Las autoridades competentes de una Parte en conflicto pueden declarar localidad no defendida cualquier lugar habitado que se encuentre en la proximidad o en el interior de una zona donde las fuerzas armadas estén en contacto y que esté abierta a la ocupación por una Parte adversa. Tal localidad habrá de reunir las condiciones siguientes: 

a) deberán haberse evacuado todos los combatientes, así como las armas y el material militar móviles; 

b) no se hará uso hostil de las instalaciones o los establecimientos militares fijos; 

c) ni las autoridades ni la población cometerán actos de hostilidad; 

d) no se emprenderá actividad alguna en apoyo de operaciones militares. 

3. La presencia en esa localidad de personas especialmente protegidas por los Convenios y por el presente Protocolo, así como la de fuerzas de policía retenidas con la única finalidad de mantener el orden público, no se opone a las condiciones señaladas en el párrafo 2. 

4. La declaración que se haga en virtud del párrafo 2 será dirigida a la Parte adversa y definirá e indicará, con la mayor precisión posible, los límites de la localidad no defendida. La Parte en conflicto que reciba la declaración acusará recibo de ella y tratará a esa localidad como localidad no defendida a menos que no concurran efectivamente las condiciones señaladas en el párrafo 2, en cuyo caso lo comunicará inmediatamente a la Parte que haya hecho la declaración. Aunque no concurran las condiciones señaladas en el párrafo 2, la localidad continuará gozando de la protección prevista en las demás disposiciones del presente Protocolo y las otras normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados. 

5. Las Partes en conflicto podrán ponerse de acuerdo para el establecimiento de localidades no defendidas, incluso si tales localidades no reúnen las condiciones señaladas en el párrafo 2. El acuerdo debería definir e indicar, con la mayor precisión posible, los límites de la localidad no defendida; si fuere necesario, podrá fijar las modalidades de supervisión. 

6. La Parte en cuyo poder se encuentre una localidad objeto de tal acuerdo la señalizará, en la medida de lo posible, con los signos que convenga con la otra Parte, los cuales serán colocados en lugares donde sean claramente visibles, especialmente en el perímetro y en los límites de la localidad y en las carreteras. 

7. Una localidad perderá su estatuto de localidad no defendida cuando deje de reunir las condiciones señaladas en el párrafo 2 o en el acuerdo mencionado en el párrafo 5. En tal caso, la localidad continuará gozando de la protección prevista en las demás disposiciones del presente Protocolo y las otras normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados. 

Artículo 60 - Zonas desmilitarizadas 

1. Queda prohibido a las Partes en conflicto extender sus operaciones militares a las zonas a las que hayan conferido, mediante acuerdo, el estatuto de zona desmilitarizada, si tal extensión es contraria a lo estipulado en ese acuerdo. 

2. El acuerdo será expreso, podrá concertarse verbalmente o por escrito, bien directamente o por conducto de una Potencia protectora o de una organización humanitaria imparcial, y podrá consistir en declaraciones recíprocas y concordantes. El acuerdo podrá concertarse en tiempo de paz, o una vez rotas las hostilidades, y debiera definir e indicar, con la mayor precisión posible, los límites de la zona desmilitarizada y, si fuere necesario, podrá fijar las modalidades de supervisión. 

3. Normalmente, será objeto de tal acuerdo una zona que reúna las condiciones siguientes: 

a) deberán haberse evacuado todos los combatientes, así como las armas y el material militar móviles; 

b) no se hará uso hostil de las instalaciones o los establecimientos militares fijos; 

c) ni las autoridades ni la población cometerán actos de hostilidad; 

d) deberá haber cesado toda actividad relacionada con el esfuerzo militar. 

Las Partes en conflicto se pondrán de acuerdo sobre la interpretación que proceda dar a la condición señalada en el apartado d) y sobre las personas que, aparte las mencionadas en el párrafo 4, puedan ser admitidas en la zona desmilitarizada. 

4. La presencia en esa zona de personas especialmente protegidas por los Convenios y por el presente Protocolo, así como la de fuerzas de policía retenidas con la única finalidad de mantener el orden público, no se opone a las condiciones señaladas en el párrafo 3. 

5. La Parte en cuyo poder se encuentre tal zona la señalizará, en la medida de lo posible, con los signos que convenga con la otra Parte, los cuales serán colocados en lugares donde sean claramente visibles, especialmente en el perímetro y en los límites de la localidad y en las carreteras. 

6. Si los combates se aproximan a una zona desmilitarizada, y si las Partes en conflicto así lo han convenido, ninguna de ellas podrá utilizar la zona para fines relacionados con la realización de operaciones militares, ni revocar de manera unilateral su estatuto. 

7. La violación grave por una de las Partes en conflicto de las disposiciones de los párrafos 3 ó 6 liberará a la otra Parte de las obligaciones dimanantes del acuerdo por el que se confiere a la zona el estatuto de zona desmilitarizada. En tal caso, la zona perderá su estatuto pero continuará gozando de la protección prevista en las demás disposiciones del presente Protocolo y en las otras normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados. 

Capítulo VI - Servicios de protección civil 
Artículo 62 - Protección general 

1. Los organismos civiles de protección civil y su personal serán respetados y protegidos, de conformidad con las disposiciones del presente Protocolo y en particular de la presente Sección. Dichos organismos y su personal tendrán derecho a desempeñar sus tareas de protección civil, salvo en casos de imperiosa necesidad militar. 

2. Las disposiciones del párrafo 1 se aplicarán asimismo a las personas civiles que, sin pertenecer a los organismos civiles de protección civil, respondan al llamamiento de las autoridades competentes y lleven a cabo bajo su control tareas de protección civil. 

3. Los edificios y el material utilizados con fines de protección civil, así como los refugios destinados a la población civil, se regirán por lo dispuesto en el artículo 52. Los bienes utilizados con fines de protección civil no podrán ser destruidos ni usados con otros fines salvo por la Parte a que pertenezcan. 

Artículo 63 - Protección civil en los territorios ocupados 

1. En los territorios ocupados, los organismos civiles de protección civil recibirán de las autoridades todas las facilidades necesarias para el cumplimiento de sus tareas. En ninguna circunstancia se obligará a su personal a llevar a cabo actividades que dificulten el cabal cumplimiento de sus tareas. La Potencia ocupante no podrá introducir en la estructura ni en el personal de esos organismos ningún cambio que pueda perjudicar el cumplimiento eficaz de su misión. No se obligará a dichos organismos a que actúen con prioridad en favor de los nacionales o de los intereses de la Potencia ocupante. 

2. La Potencia ocupante no obligará, coaccionará o incitará a los organismos civiles de protección civil a desempeñar sus tareas de modo alguno que sea perjudicial para los intereses de la población civil. 

3. La Potencia ocupante podrá, por razones de seguridad, desarmar al personal de protección civil. 

4. La Potencia ocupante no destinará a fines distintos de los que les son propios los edificios ni el material pertenecientes a los organismos de protección civil o utilizados por ellos ni procederá a su requisa, si el destino a otros fines o la requisa perjudicaran a la población civil. 

5. La Potencia ocupante podrá requisar o destinar a otros fines los mencionados recursos siempre que continúe observando la regla general prevista en el párrafo 4, bajo las condiciones particulares siguientes: 

a) que los edificios o el material sean necesarios para satisfacer otras necesidades de la población civil; y 

b) que la requisa o el destino a otros fines continúen sólo mientras exista tal necesidad. 

6. La Potencia ocupante no destinará a otros fines ni requisará los refugios previstos para el uso de la población civil o necesarios para ésta. 

Artículo 64 - Organismos civiles de protección civil de los Estados neutrales u otros Estados que no sean Partes en conflicto y organismos internacionales de protección civil 

1. Los artículo 62, 63, 65 y 66 se aplicarán también al personal y al material de los organismos civiles de protección civil de los Estados neutrales u otros Estados que no sean Partes en conflicto y que lleven a cabo las tareas de protección mencionadas en el artículo 61 en el territorio de una Parte en conflicto, con el consentimiento y bajo el control de esa Parte. Esta asistencia será notificada a cada Parte adversa interesada lo antes posible. En ninguna circunstancia se considerará esta actividad como una injerencia en el conflicto. Sin embargo, debería realizarse tomando debidamente en cuenta los intereses en materia de seguridad de las Partes en conflicto afectadas. 

2. Las Partes en conflicto que reciban la asistencia mencionada en el párrafo 1 y las Altas Partes contratantes que la concedan deberían facilitar, si procede, la coordinación internacional de tales actividades de protección civil. En ese caso, las disposiciones del presente Capítulo se aplicarán a los organismos internacionales competentes. 

3. En los territorios ocupados, la Potencia ocupante sólo podrá excluir o restringir las actividades de los organismos civiles de protección civil de Estados neutrales u otros Estados que no sean Partes en conflicto y de organismos internacionales de coordinación si está en condiciones de asegurar el cumplimiento adecuado de las tareas de protección civil por medio de sus propios recursos o de los recursos del territorio ocupado. 

Artículo 65 - Cesación de la protección civil 

1. La protección a la cual tienen derecho los organismos civiles de protección civil, su personal, edificios, refugios y material, únicamente podrá cesar si cometen o son utilizados para cometer, al margen de sus legítimas tareas, actos perjudiciales para el enemigo. Sin embargo, la protección cesará únicamente después de una intimación que, habiendo fijado cuando proceda un plaza razonable, no surta efectos. 

2. No se considerarán actos perjudiciales para el enemigo: 

a) el hecho de que las tareas de protección civil se realicen bajo la dirección o el control de las autoridades militares; 

b) el hecho de que el personal civil de los servicios de protección civil coopere con el personal militar en el cumplimiento de sus tareas o de que se agreguen algunos militares a los organismos civiles de protección civil; 

c) el hecho de que se realicen tareas de protección civil que puedan beneficiar incidentalmente a víctimas militares, en particular las que se encuentren fuera de combate. 

3. No se considerará acto perjudicial para el enemigo el hecho de que el personal civil de los servicios de protección civil lleve armas ligeras individuales para los fines de mantenimiento del orden o para su propia defensa. Sin embargo, en las zonas donde se desarrolle o pueda desarrollarse un combate terrestre, las Partes en conflicto adoptarán las medidas apropiadas para que esas armas sean sólo armas de mano, tales como pistolas o revólveres, a fin de facilitar la distinción entre el personal de los servicios de protección civil y los combatientes. Aunque lleve otras armas ligeras individuales en esas zonas, el personal de los servicios de protección civil será no obstante respetado y protegido tan pronto como sea reconocida su calidad de tal. 

4. Tampoco privará a los organismos civiles de protección civil de la protección que les confiere este Capítulo, el hecho de que estén organizados según un modelo militar o de que su personal sea objeto de reclutamiento obligatorio. 

Artículo 66 - Identificación 

1. Cada Parte en conflicto procurará asegurar que tanto los organismos de protección civil, como su personal, edificios y material, mientras estén asignados exclusivamente al cumplimiento de tareas de protección civil, puedan ser identificados. Los refugios destinados a la población civil deberían ser identificables de la misma manera. 

2. Cada una de las Partes en conflicto procurará también adoptar y aplicar métodos y procedimientos que permitan identificar los refugios civiles, así como el personal, edificios y material de protección civil que utilizan el signo distintivo internacional de la protección civil. 

3. En territorio ocupado y en zonas en las que se desarrollan o es probable que se desarrollen combates, el personal se dará a conocer, por regla general, por medio del signo distintivo y por una tarjeta de identidad que certifique su condición. 

4. El signo distintivo internacional de protección civil consiste en un triángulo equilátero azul sobre fondo color naranja, cuando se utilice para la protección de los organismos de protección civil, de su personal, sus edificios y su material o para la protección de los refugios civiles. 

5. Además del signo distintivo, las Partes en conflicto podrán ponerse de acuerdo sobre el uso de señales distintivas a fin de identificar a los servicios de protección civil. 

6. La aplicación de las disposiciones previstas en los párrafos 1 a 4 se regirá por el Capítulo V del Anexo I del presente Protocolo. 

7. En tiempo de paz, el signo descrito en el párrafo 4 podrá utilizarse, con el consentimiento de las autoridades nacionales competentes, para identificar a los servicios de protección civil. 

8. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto tomarán las medidas necesarias para controlar el uso del signo distintivo internacional de protección civil, así como para prevenir y reprimir el uso indebido del mismo. 

9. La identificación del personal sanitario y religioso, de las unidades sanitarias y de los medios de transporte sanitarios de la protección civil se regirá asimismo por el artículo 18. 

Artículo 67 - Miembros de las fuerzas armadas y unidades militares asignados a organismos de protección civil 

1. Los miembros de las fuerzas armadas y las unidades militares que se asignen a organismos de protección civil serán respetados y protegidos a condición de: 

a) que ese personal y esas unidades estén asignados de modo permanente y dedicados exclusivamente al desempeño de cualesquiera de las tareas mencionadas en el artículo 61; 

b) que el personal así asignado no desempeñe ninguna otra función militar durante el conflicto; 

c) que ese personal se pueda distinguir claramente de los otros miembros de las fuerzas armadas exhibiendo ostensiblemente el signo distintivo internacional de la protección civil en dimensiones adecuadas, y lleve la tarjeta de identidad mencionada en el Capítulo V del Anexo I al presente Protocolo que acredite su condición; 

d) que ese personal y esas unidades estén dotados sólo de armas individuales ligeras con el propósito de mantener el orden o para su propia defensa. Las disposiciones del párrafo 3 del artículo 65 se aplicarán también en este caso; 

e) que ese personal no participe directamente en las hostilidades, y que no cometa ni sea utilizado para cometer, al margen de sus tareas de protección civil, actos perjudiciales para la Parte adversa; 

f) que ese personal y esas unidades desempeñen sus tareas de protección civil sólo dentro del territorio nacional de su Parte. 

Queda prohibida la inobservancia de las condiciones establecidas en el apartado e) por parte de cualquier miembro de las fuerzas armadas que cumpla los requisitos establecidos en los apartados a) y b). 

2. Si el personal militar que preste servicio en organismos de protección civil cae en poder de una Parte adversa, será considerado prisionero de guerra. En territorio ocupado se le podrá emplear, siempre que sea exclusivamente en interés de la población civil de ese territorio, para tareas de protección civil en la medida en que sea necesario, a condición, no obstante, de que, si esas tareas son peligrosas, se ofrezca voluntario para ellas. 

3. Los edificios y los principales elementos del equipo y de los medios de transporte de las unidades militares asignadas a organismos de protección civil estarán claramente marcados con el signo distintivo internacional de la protección civil. Este signo distintivo será tan grande como sea necesario. 

4. El material y los edificios de las unidades militares asignadas permanentemente a organismos de protección civil y exclusivamente destinados al desempeño de las tareas de la protección civil seguirán estando sujetos a las leyes de la guerra si caen en poder de una Parte adversa. Salvo en caso de imperiosa necesidad militar, no podrán ser destinados, sin embargo, a fines distintos de la protección civil mientras sean necesarios para el desempeño de tareas de protección civil, a no ser que se hayan adoptado previamente las disposiciones adecuadas para atender las necesidades de la población civil. 

Sección II - Socorros en favor de la población civil
Artículo 68 - Ámbito de aplicación 

Las disposiciones de esta Sección se aplican a la población civil, entendida en el sentido de este Protocolo, y completan los artículos 23, 55, 59, 60, 61 y 62 y demás disposiciones pertinentes del IV Convenio. 

Artículo 69 - Necesidades esenciales en territorios ocupados 

1. Además de las obligaciones que, en relación con los víveres y productos médicos le impone el artículo 55 del IV Convenio, la Potencia ocupante asegurará también, en la medida de sus recursos y sin ninguna distinción de carácter desfavorable, la provisión de ropa de vestir y de cama, alojamientos de urgencia y otros suministros que sean esenciales para la supervivencia de la población civil en territorio ocupado, así como de los objetos necesarios para el culto. 

2. Las acciones de socorro en beneficio de la población civil de los territorios ocupados se rigen por los artículos 59, 60, 61, 62, 108, 109, 110 y 111 del IV Convenio, así como por lo dispuesto en el artículo 71 de este Protocolo, y serán llevadas a cabo sin retraso. 

Artículo 70 - Acciones de socorro 

1. Cuando la población civil de cualquier territorio que, sin ser territorio ocupado, se halle bajo el control de una Parte en conflicto esté insuficientemente dotada de los suministros mencionados en el artículo 69, se llevarán a cabo, con sujeción al acuerdo de las Partes interesadas, acciones de socorro que tengan carácter humanitario e imparcial y sean realizadas sin ninguna distinción de carácter desfavorable. El ofrecimiento de tales socorros no será considerado como injerencia en el conflicto ni como acto hostil. En la distribución de los envíos de socorro se dará prioridad a aquellas personas que, como los niños, las mujeres encintas, las parturientas y las madres lactantes, gozan de trato privilegiado o de especial protección de acuerdo con el IV Convenio o con el presente Protocolo. 

2. Las Partes en conflicto y las Altas Partes contratantes permitirán y facilitarán el paso rápido y sin trabas de todos los envíos, materiales y personal de socorro suministrados de acuerdo con lo dispuesto en esta Sección, incluso en el caso de que tal asistencia esté destinada a la población civil de la Parte adversa. 

3. Las Partes en conflicto y las Altas Partes contratantes que permitan el paso de los envíos, materiales y personal de socorro de acuerdo con el párrafo 2: 

a) tendrán derecho a fijar las condiciones técnicas, incluida la investigación, bajo las que se permitirá dicho paso; 

b) podrán supeditar la concesión de ese permiso a la condición de que la distribución de la asistencia se haga bajo la supervisión local de una Potencia protectora; 

c) no podrán, en manera alguna, desviar los envíos de socorro de la afectación que les hubiere sido asignada, ni demorar su tránsito, salvo en los casos de necesidad urgente, en interés de la población civil afectada. 

4. Las Partes en conflicto protegerán los envíos de socorro y facilitarán su rápida distribución. 

5. Las Partes en conflicto y las Altas Partes contratantes interesadas promoverán y facilitarán la coordinación internacional efectiva de las acciones de socorro a que se refiere el párrafo 1. 

Artículo 71 - Personal que participa en las acciones de socorro 

1. Cuando sea necesario, podrá formar parte de la asistencia prestada en cualquier acción de socorro personal de socorro, en especial para el transporte y distribución de los envíos; la participación de tal personal quedará sometida a la aprobación de la Parte en cuyo territorio haya de prestar sus servicios. 

2. Dicho personal será respetado y protegido. 

3. La Parte que reciba los envíos de socorro asistirá, en toda la medida de lo posible, al personal de socorro a que se refiere el párrafo 1 en el desempeño de su misión. Las actividades del personal de socorro sólo podrán ser limitadas y sus movimientos temporalmente restringidos, en caso de imperiosa necesidad militar. 

4. El personal de socorro no podrá, en ninguna circunstancia, exceder los límites de su misión de acuerdo con lo dispuesto en este Protocolo. Tendrá en cuenta, en especial, las exigencias de seguridad de la Parte en cuyo territorio presta sus servicios. Podrá darse por terminada la misión de todo miembro del personal de socorro que no respete estas condiciones. 

Sección III - Trato a las personas en poder de una Parte en conflicto
Capítulo I - Ámbito de aplicación y protección de las personas y de los bienes 

Artículo 72 - Ámbito de aplicación 

Las disposiciones de esta Sección completan las normas relativas a la protección humanitaria de las personas civiles y de los bienes de carácter civil en poder de una Parte en conflicto enunciadas en el IV Convenio, en particular en sus Títulos I y III, así como las demás normas aplicables de derecho internacional referentes a la protección de los derechos humanos fundamentales durante los conflictos armados de carácter internacional. 

Artículo 73 - Refugiados y apátridas 

Las personas que, antes del comienzo de las hostilidades, fueren consideradas como apátridas o refugiadas en el sentido de los instrumentos internacionales pertinentes aceptados por las Partes interesadas o de la legislación nacional del Estado que las haya acogido o en el que residan, lo serán, en todas las circunstancias y sin ninguna distinción de índole desfavorable, como personas protegidas en el sentido de los Títulos I y III del IV Convenio. 

Artículo 74 - Reunión de familias dispersas 

Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto facilitarán en toda la medida de lo posible la reunión de las familias que estén dispersas a consecuencia de conflictos armados y alentarán en particular la labor de las organizaciones humanitarias que se dediquen a esta tarea conforme a las disposiciones de los Convenios y del presente Protocolo y de conformidad con sus respectivas normas de seguridad. 

Artículo 75 - Garantías fundamentales 

1. Cuando se encuentren en una de las situaciones a que hace referencia el artículo 1 del presente Protocolo, las personas que estén en poder de una Parte en conflicto y que no disfruten de un trato más favorable en virtud de los Convenios o del presente Protocolo serán tratadas en toda circunstancia con humanidad y se beneficiarán, como mínimo, de la protección prevista en el presente artículo, sin distinción alguna de carácter desfavorable basada en la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión o las creencias, las opiniones políticas o de otro género, el origen nacional o social, la fortuna, el nacimiento u otra condición o cualesquiera otros criterios análogos. Cada Parte respetará la persona, el honor, las convicciones y las prácticas religiosas de todas esas personas. 

2. Están y quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar los actos siguientes, ya sean realizados por agentes civiles o militares: 

a) los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las personas, en particular: 

i) el homicidio; 

ii) la tortura de cualquier clase, tanto física como mental; 

iii) las penas corporales; y 

iv) las mutilaciones; 

b) los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y degradantes, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor; 

c) la toma de rehenes; 

d) las penas colectivas; y 

e) las amenazas de realizar los actos mencionados. 

3. Toda persona detenida, presa o internada por actos relacionados con el conflicto armado será informada sin demora, en un idioma que comprenda, de las razones que han motivado esas medidas. Salvo en los casos de detención o prisión por una infracción penal, esa persona será liberada lo antes posible y en todo caso en cuanto desaparezcan las circunstancias que hayan justificado la detención, la prisión o el internamiento. 

4. No se impondrá condena ni se ejecutará pena alguna respecto de una persona declarada culpable de una infracción penal relacionada con el conflicto armado, sino en virtud de sentencia de un tribunal imparcial, constituido con arreglo a la ley y que respete los principios generalmente reconocidos para el procedimiento judicial ordinario, y en particular los siguientes: 

a) el procedimiento dispondrá que el acusado sea informado sin demora de los detalles de la infracción que se le atribuya y garantizará al acusado, en las actuaciones que precedan al juicio y en el curso de éste, todos los derechos y medios de defensa necesarios; 

b) nadie podrá ser condenado por una infracción si no es sobre la base de su responsabilidad penal individual; 

c) nadie será acusado o condenado por actos u omisiones que no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional que le fuera aplicable en el momento de cometerse. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de cometerse la infracción. Si, con posterioridad a esa infracción, la ley dispusiera la aplicación de una pena más leve, el infractor se beneficiará de esa disposición; 

d) toda persona acusada de una infracción se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; 

e) toda persona acusada de una infracción tendrá derecho a hallarse presente al ser juzgada; 

f) nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse culpable; 

g) toda persona acusada de una infracción tendrá derecho a interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo, a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y a que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 

h) nadie podrá ser juzgado ni condenado por la misma Parte, de conformidad con la misma legislación y con el mismo procedimiento judicial, por un delito respecto al cual se haya dictado ya una sentencia firme, condenatoria o absolutoria; 

i) toda persona juzgada por una infracción tendrá derecho a que la sentencia sea pronunciada públicamente; y 

j) toda persona condenada será informada, en el momento de su condena, de sus derechos a interponer recurso judicial y de todo tipo, así como de los plazos para ejercer esos derechos. 

5. Las mujeres privadas de libertad por razones relacionadas con el conflicto armado serán custodiadas en locales separados de los ocupados por los hombres. Su vigilancia inmediata estará a cargo de mujeres. No obstante, las familias detenidas o internadas serán alojadas, siempre que sea posible, en un mismo lugar, como unidad familiar. 

6. Las personas detenidas, presas o internadas por razones relacionadas con el conflicto armado disfrutarán de la protección otorgada por el presente artículo, incluso después de la terminación del conflicto armado, hasta el momento de su liberación definitiva, repatriación o reasentamiento. 

7. A fin de evitar toda duda en cuanto al procesamiento y juicio de personas acusadas por crímenes de guerra o crímenes contra la humanidad, se aplicarán los siguientes principios: 

a) las personas acusadas de tales crímenes deberán ser sometidas a procedimiento y juzgadas de conformidad con las normas aplicables del derecho internacional; y 

b) cualquiera de esas personas que no disfrute de un trato más favorable en virtud de los Convenios o del presente Protocolo, recibirá el trato previsto en el presente artículo, independientemente de que los crímenes de que se la acuse constituyan o no infracciones graves de los Convenios o del presente Protocolo. 

8. Ninguna de las disposiciones del presente artículo podrá interpretarse de manera que pueda limitar o infringir cualquier otra disposición más favorable y que ofrezca a las personas comprendidas en el párrafo 1 una mayor protección en virtud de otras normas aplicables del derecho internacional. 

Capítulo II - Medidas en favor de las mujeres y de los niños 
Artículo 76 - Protección de las mujeres 

1. Las mujeres serán objeto de un respecto especial y protegidas en particular contra la violación, la prostitución forzada y cualquier otra forma de atentado al pudor. 

2. Serán atendidos con prioridad absoluta los casos de mujeres encintas y de madres con niños de corta edad a su cargo, que sean arrestadas, detenidas o internadas por razones relacionadas con el conflicto armado. 

3. En toda la medida de lo posible, las Partes en conflicto procurarán evitar la imposición de la pena de muerte a las mujeres encintas o a las madres con niños de corta edad a su cargo por delitos relacionados con el conflicto armado. No se ejecutará la pena de muerte impuesta a esas mujeres por tales delitos. 

Artículo 77 - Protección de los niños 

1. Los niños serán objeto de un respeto especial y se les protegerá contra cualquier forma de atentado al pudor. Las Partes en conflicto les proporcionarán los cuidados y la ayuda que necesiten, por su edad o por cualquier otra razón. 

2. Las Partes en conflicto tomarán todas las medidas posibles para que los niños menores de quince años no participen directamente en las hostilidades, especialmente absteniéndose de reclutarlos para sus fuerzas armadas. Al reclutar personas de más de quince años pero menores de dieciocho años, las Partes en conflicto procurarán alistar en primer lugar a los de más edad. 

3. Si, en casos excepcionales, no obstante las disposiciones del párrafo 2, participaran directamente en las hostilidades niños menores de quince años y cayeran en poder de la Parte adversa, seguirán gozando de la protección especial concedida por el presente artículo, sean o no prisioneros de guerra. 

4. Si fueran arrestados, detenidos o internados por razones relacionadas con el conflicto armado, los niños serán mantenidos en lugares distintos de los destinados a los adultos, excepto en los casos de familias alojadas en unidades familiares en la forma prevista en el párrafo 5 del artículo 75. 

5. No se ejecutará la pena de muerte impuesta por una infracción cometida en relación con el conflicto armado a personas que, en el momento de la infracción, fuesen menores de dieciocho años. 

Artículo 78 - Evacuación de los niños 

1. Ninguna Parte en conflicto dispondrá la evacuación a un país extranjero de niños que no sean nacionales suyos, salvo en caso de evacuación temporal cuando así lo requieran razones imperiosas relacionadas con la salud del niño, su tratamiento médico o, excepto en territorio ocupado, su seguridad. Cuando pueda encontrarse a los padres o tutores, se requerirá el consentimiento escritos de éstos para la evacuación. Si no se los puede encontrar, se requerirá para esa evacuación el consentimiento escrito de las personas que conforme a la ley o a la costumbre sean los principales responsables de la guarda de los niños. Toda evacuación de esa naturaleza será controlada por la Potencia protectora de acuerdo con las Partes interesadas, es decir, la Parte que organice la evacuación, la Parte que acoja a los niños y las Partes cuyos nacionales sean evacuados. En todos los casos, todas las Partes en el conflicto tomarán las máximas precauciones posibles para no poner en peligro la evacuación. 

2. Cuando se realice una evacuación de conformidad con el párrafo 1, la educación del niño, incluida la educación religiosa y moral que sus padres deseen, se proseguirá con la mayor continuidad posible mientras se halle en el país a donde haya sido evacuado. 

3. Con el fin de facilitar el regreso al seno de su familia y a su país de los niños evacuados de conformidad con este artículo, las autoridades de la Parte que disponga la evacuación y, si procediere, las autoridades del país que los haya acogido harán para cada niño una ficha que enviarán, acompañada de fotografías, a la Agencia Central de Búsqueda del Comité Internacional de la Cruz Roja. Esa ficha contendrá, siempre que sea posible y que no entrañe ningún riesgo de perjuicio para el niño, los datos siguientes: 

a) apellido(s) del niño; 

b) nombre(s) del niño; 

c) sexo del niño; 

d) lugar y fecha de nacimiento (o, si no se sabe la fecha, edad aproximada); 

e) nombre(s) y apellido(s) del padre; 

f) nombre(s) y apellido(s) de la madre y eventualmente su apellido de soltera; 

g) parientes más próximos del niño; 

h) nacionalidad del niño; 

i) lengua vernácula y cualesquiera otras lenguas del niño; 

j) dirección de la familia del niño; 

k) cualquier número que permita la identificación del niño; 

l) estado de salud del niño; 

m) grupo sanguíneo del niño; 

n) señales particulares; 

o) fecha y lugar en que fue encontrado el niño; 

p) fecha y lugar de salida del niño de su país; 

q) religión del niño, si la tiene; 

r) dirección actual del niño en el país que lo haya acogido; 

s) si el niño falleciera antes de su regreso, fecha, lugar y circunstancias del fallecimiento y lugar donde esté enterrado. 

Capítulo III - Periodistas 

Artículo 79 - Medidas de protección de periodistas 

1. Los periodistas que realicen misiones profesionales peligrosas en las zonas de conflicto armado serán considerados personas civiles en el sentido del párrafo 1 del artículo 50. 

2. Serán protegidos como tales de conformidad con los Convenios y el presente Protocolo, a condición de que se abstengan de todo acto que afecte a su estatuto de persona civil y sin perjuicio del derecho que asiste a los corresponsales de guerra acreditados ante las fuerzas armadas a gozar del estatuto que les reconoce el artículo 4, A.4) del III Convenio. 

3. Podrán obtener una tarjeta de identidad según el modelo del Anexo II del presente Protocolo. Esa tarjeta, que será expedida por el gobierno del Estado del que sean nacionales o en cuyo territorio residan, o en que se encuentre la agencia de prensa u órgano informativo que emplee sus servicios, acreditará la condición de periodista de su titular. 

TÍTULO V - EJECUCIÓN DE LOS CONVENIOS Y DEL PRESENTE PROTOCOLO
Sección I - Disposiciones generales
Artículo 80 - Medidas de ejecución 

1. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto adoptarán sin demora todas las medidas necesarias para cumplir las obligaciones que les incumben en virtud de los Convenios y del presente Protocolo. 

2. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto darán las órdenes e instrucciones oportunas para garantizar el respeto de los Convenios y del presente Protocolo y velarán por su aplicación. 

Artículo 81 - Actividades de la Cruz Roja y de otras organizaciones humanitarias 

1. Las Partes en conflicto darán al Comité Internacional de la Cruz Roja todas las facilidades que esté en su poder otorgar para que pueda desempeñar las tareas humanitarias que se le atribuyen en los Convenios y en el presente Protocolo a fin de proporcionar protección y asistencia a las víctimas de los conflictos; el Comité Internacional de la Cruz Roja podrá ejercer también cualquier otra actividad humanitaria en favor de esas víctimas, con el consentimiento previo de las Partes en conflicto interesadas. 

2. Las Partes en conflicto darán a sus respectivas organizaciones de la Cruz Roja (Media Luna Roja, León y Sol Rojos) las facilidades necesarias para el ejercicio de sus actividades humanitarias en favor de las víctimas del conflicto, con arreglo a las disposiciones de los Convenios y del presente Protocolo y a los principios fundamentales de la Cruz Roja formulados en las Conferencias Internacionales de la Cruz Roja. 

3. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto facilitarán, en toda la medida de lo posible, la asistencia que las organizaciones de la Cruz Roja (Media Luna Roja, León y Sol Rojos) y la Liga de Sociedades de la Cruz Roja presten a las víctimas de los conflictos con arreglo a las disposiciones de los Convenios y del presente Protocolo y a los principios fundamentales de la Cruz Roja formulados en las Conferencias Internacionales de la Cruz Roja. 

4. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto darán, en la medida de lo posible, facilidades análogas a las mencionadas en los párrafos 2 y 3 a las demás organizaciones humanitarias a que se refieren los Convenios y el presente Protocolo, que se hallen debidamente autorizadas por las respectivas Partes en conflicto y que ejerzan sus actividades humanitarias con arreglo a las disposiciones de los Convenios y del presente Protocolo. 

Artículo 82 - Asesores jurídicos en las fuerzas armadas 

Las Altas Partes contratantes en todo tiempo, y las Partes en conflicto en tiempo de conflicto armado, cuidarán de que, cuando proceda, se disponga de asesores jurídicos que asesoren a los comandantes militares, al nivel apropiado, acerca de la aplicación de los Convenios y del presente Protocolo y de la enseñanza que deba darse al respecto a las fuerzas armadas. 

Artículo 83 - Difusión 

1. Las Altas Partes contratantes se comprometen a difundir lo más ampliamente posible, tanto en tiempo de paz como en tiempo de conflicto armado, los Convenios y el presente Protocolo en sus países respectivos y, especialmente, a incorporar su estudio en los programas de instrucción militar y a fomentar su estudio por parte de la población civil, de forma que esos instrumentos puedan ser conocidos por las fuerzas armadas y la población civil. 

2. Las autoridades militares o civiles que, en tiempo de conflicto armado, asuman responsabilidades en cuanto a la aplicación de los Convenios y del presente Protocolo deberán estar plenamente al corriente de su texto. 

Artículo 84 - Leyes de aplicación 

Las Altas Partes contratantes se comunicarán, lo más pronto posible, por mediación del depositario y, en su caso, por mediación de las Potencias protectoras, sus traducciones oficiales del presente Protocolo, así como las leyes y reglamentos que adopten para garantizar su aplicación. 

Sección II - Represión de las infracciones de los Convenios o del presente Protocolo
Artículo 85 - Represión de las infracciones del presente Protocolo 

1. Las disposiciones de los Convenios relativas a la represión de las infracciones y de las infracciones graves, completadas por la presente Sección, son aplicables a la represión de las infracciones y de las infracciones graves del presente Protocolo. 

2. Se entiende por infracciones graves del presente Protocolo los actos descritos como infracciones graves en los Convenios si se cometen contra personas en poder de una Parte adversa protegidas por los artículos 44, 45 y 73 del presente Protocolo, o contra heridos, enfermos o náufragos de la Parte adversa protegidos por el presente Protocolo, o contra el personal sanitario o religioso, las unidades sanitarias o los medios de transporte sanitarios que se hallen bajo el control de la Parte adversa y estén protegidos por el presente Protocolo. 

3. Además de las infracciones graves definidas en el artículo 11, se considerarán infracciones graves del presente Protocolo los actos siguientes, cuando se cometan intencionalmente, en violación de las disposiciones pertinentes del presente Protocolo, y causen la muerte o atenten gravemente a la integridad física o a la salud; 

a) hacer objeto de ataque a la población civil o a personas civiles; 

b) lanzar un ataque indiscriminado que afecte a la población civil o a bienes de carácter civil a sabiendas de que tal ataque causará muertos o heridos entre la población civil o daños a bienes de carácter civil, que sean excesivos en el sentido del artículo 57, párrafo 2, a) iii; 

c) lanzar un ataque contra obras o instalaciones que contengan fuerzas peligrosas a sabiendas de que ese ataque causará muertos o heridos entre la población civil o daños a bienes de carácter civil, que sean excesivos en el sentido del artículo 57, párrafo 2, a) iii; 

d) hacer objeto de ataque a localidades no defendidas y zonas desmilitarizadas; 

e) hacer objeto de ataque a una persona a sabiendas de que está fuera de combate; 

f) hacer uso pérfido, en violación del artículo 37, del signo distintivo de la cruz roja, de la media luna roja o del león y sol rojos o de otros signos protectores reconocidos por los Convenios o el presente Protocolo. 

4. Además de las infracciones graves definidas en los párrafos precedentes y en los Convenios, se considerarán infracciones graves del presente Protocolo los actos siguientes cuando se cometan intencionalmente y en violación de los Convenios o del Protocolo: 

a) el traslado por la Potencia ocupante de partes de su propia población civil al territorio que ocupa, o la deportación o el traslado en el interior o fuera del territorio ocupado de la totalidad o parte de la población de ese territorio, en violación del artículo 49 del IV Convenio; 

b) la demora injustificable en la repatriación de prisioneros de guerra o de personas civiles; 

c) las prácticas del apartheid y demás prácticas inhumanas y degradantes, basadas en la discriminación racial, que entrañen un ultraje contra la dignidad personal; 

d) el hecho de dirigir un ataque a monumentos históricos, obras de arte o lugares de culto claramente reconocidos que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos y a los que se haya conferido protección especial en virtud de acuerdos especiales celebrados, por ejemplo, dentro del marco de una organización internacional competente, causando como consecuencia extensas destrucciones de los mismos, cuando no haya pruebas de violación por la Parte adversa del apartado b) del artículo 53 y cuando tales monumentos históricos, lugares de culto u obras de arte no estén situados en la inmediata proximidad de objetivos militares; 

e) el hecho de privar a una persona protegida por los Convenios o aludida en el párrafo 2 del presente artículo de su derecho a ser juzgada normal e imparcialmente. 

5. Sin perjuicio de la aplicación de los Convenios y del presente Protocolo, las infracciones graves de dichos instrumentos se considerarán como crímenes de guerra. 

Artículo 86 - Omisiones 

1. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto deberán reprimir las infracciones graves y adoptar las medidas necesarias para hacer que cesen todas las demás infracciones de los Convenios y del presente Protocolo que resulten del incumplimiento de un deber de actuar. 

2. El hecho de que la infracción de los Convenios o del presente Protocolo haya sido cometida por un subordinado no exime de responsabilidad penal o disciplinaria, según el caso, a sus superiores, si éstos sabían o poseían información que les permitiera concluir, en las circunstancias del momento, que ese subordinado estaba cometiendo o iba a cometer tal infracción y si no tomaron todas las medidas factibles que estuvieran a su alcance para impedir o reprimir esa infracción. 

Artículo 87 - Deberes de los jefes 

1. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto exigirán que los jefes militares, en cuanto se refiere a los miembros de las fuerzas armadas que están a sus órdenes y a las demás personas que se encuentren bajo su autoridad, impidan las infracciones de los Convenios y del presente Protocolo y, en caso contrario, las repriman y denuncien a las autoridades competentes. 

2. Con el fin de impedir y reprimir las infracciones, las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto exigirán que los jefes, según su grado de responsabilidad, tomen medidas para que los miembro de las fuerzas armadas bajo sus órdenes tengan conocimiento de las obligaciones que les incumben en virtud de lo dispuesto en los Convenios y en el presente Protocolo. 

3. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto obligarán a todo jefe que tenga conocimiento de que sus subordinados u otras personas bajo su autoridad van a cometer o han cometido una infracción de los Convenios o del presente Protocolo a que se tome las medidas necesarias para impedir tales violaciones de los Convenios o del presente Protocolo y, en caso necesario, promueva una acción disciplinaria o penal contra los autores de las violaciones. 

Artículo 88 - Asistencia mutua judicial en materia penal 

1. Las Altas Partes contratantes se prestarán la mayor asistencia posible en lo que respecta a todo proceso penal relativo a las infracciones graves de los Convenios o del presente Protocolo. 

2. A reserva de los derechos y obligaciones establecidos por los Convenios y por el párrafo 1 del artículo 85 del presente Protocolo, y cuando las circunstancias lo permitan, las Altas Partes contratantes cooperarán en materia de extradición. Tomarán debidamente en consideración la solicitud del Estado en cuyo territorio se haya cometido la infracción alegada. 

3. En todos los casos, será aplicable la ley de la Alta Parte contratante requerida. No obstante, las disposiciones de los párrafos precedentes no afectarán a las obligaciones que emanen de las disposiciones contenidas en cualquier otro tratado de carácter bilateral o multilateral que rija o haya de regir, total o parcialmente, en el ámbito de la asistencia mutua judicial en materia penal. 

Artículo 89 - Cooperación 

En situaciones de violaciones graves de los Convenios o del presente Protocolo, las Altas Partes contratantes se comprometen a actuar, conjunta o separadamente, en cooperación con las Naciones Unidas y en conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 

Artículo 90 - Comisión Internacional de Encuesta 

1. a) Se constituirá una Comisión Internacional de Encuesta, en adelante llamada la Comisión, integrada por quince miembros de alta reputación moral y de reconocida imparcialidad. 

b) En el momento en que veinte Altas Partes contratantes por lo menos hayan convenido en aceptar la competencia de la Comisión de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2, y ulteriormente a intervalos de cinco años, el depositario convocará una reunión de representantes de esas Altas Partes contratantes, con el fin de elegir a los miembros de la Comisión. En dicha reunión, los representantes elegirán a los miembros de la Comisión por votación secreta, de una lista de personas para la cual cada una de esas Altas Partes contratantes podrá proponer un nombre. 

c) Los miembros de la Comisión actuarán a título personal y ejercerán su mandato hasta la elección de nuevos miembros en la reunión siguiente. 

d) Al proceder a la elección, las Altas Partes contratantes se asegurarán de que cada candidato posea las calificaciones necesarias y de que, en su conjunto, la Comisión ofrezca una representación geográfica equitativa. 

e) Si se produjera una vacante, la propia Comisión elegirá un nuevo miembro tomando debidamente en cuenta las disposiciones de los apartados precedentes. 

f) El depositario proporcionará a la Comisión los servicios administrativos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 

2. a) En el momento de firmar, ratificar o adherirse al Protocolo, o ulteriormente en cualquier otro momento, las Altas Partes contratantes podrán declarar que reconocen ipso facto y sin acuerdo especial, con relación a cualquier otra Alta Parte contratante que acepte la misma obligación, la competencia de la Comisión para proceder a una investigación acerca de las denuncias formuladas por esa otra Parte, tal como lo autoriza el presente artículo. 

b) Las declaraciones antes mencionadas serán presentadas al depositario, que enviará copias de las mismas a las Altas Partes contratantes. 

c). La Comisión tendrá competencia para: 

i) proceder a una investigación sobre cualquier hecho que haya sido alegado como infracción grave tal como se define en los Convenios o en el presente Protocolo o como cualquier otra violación grave de los Convenios o del presente Protocolo; 

ii) facilitar, mediante sus buenos oficios, el retorno a una actitud de respeto de los Convenios y del presente Protocolo. 

d) En otros casos, la Comisión procederá a una investigación a petición de una Parte en conflicto únicamente con el consentimiento de la otra o las otras Partes interesadas. 

e) A reserva de las precedentes disposiciones de este párrafo, las disposiciones de los artículos 52 del I Convenio, 53 del II Convenio, 132 del III Convenio y 149 del IV Convenio seguirán aplicándose a toda supuesta violación de los Convenios y se extenderán a toda supuesta violación del presente Protocolo. 

3. a) A menos que las Partes interesadas convengan en otra cosa, todas las investigaciones serán efectuadas por una Sala integrada por siete miembros designados de la manera siguiente: 

i) cinco miembros de la Comisión, que no sean nacionales de las Partes en conflicto, nombrados por el Presidente de la Comisión sobre la base de una representación equitativa de las regiones geográficas, previa consulta con las Partes en conflicto; 

ii) dos miembros ad hoc que no sean nacionales de las Partes en conflicto, nombrados cada uno respectivamente por cada una de ellas. 

b) Al recibir una petición para que se proceda a una investigación, el Presidente de la Comisión fijará un plazo apropiado para la constitución de una Sala. Si uno o los dos miembros ad hoc no hubieren sido nombrados dentro del plazo señalado, el Presidente designará inmediatamente los que sean necesarios para completar la composición de la Sala. 

4. a) La Sala, constituida conforme a lo dispuesto en el párrafo 3 para proceder a una investigación, invitará a las Partes en conflicto a comparecer y a presentar pruebas. La Sala procurará además obtener las demás pruebas que estime convenientes y efectuar una investigación in loco de la situación. 

b) Todas las pruebas se darán a conocer íntegramente a las Partes interesadas, las cuales tendrán derecho a hacer observaciones al respecto a la Comisión. 

c) Cada Parte interesada tendrá derecho a impugnar dichas pruebas. 

5. a) La Comisión presentará a las Partes interesadas un informe acerca de las conclusiones a que haya llegado la Sala sobre los hechos, acompañado de las recomendaciones que considere oportunas. 

b) Si la Sala se viera en la imposibilidad de obtener pruebas suficientes para llegar a conclusiones objetivas e imparciales, la Comisión dará a conocer las razones de tal imposibilidad. 

c) La Comisión no hará públicas sus conclusiones, a menos que así se lo pidan todas las Partes en conflicto. 

6. La Comisión establecerá su propio Reglamento, incluidas las normas relativas a las presidencias de la Comisión y de la Sala. Esas normas garantizarán que las funciones de Presidente de la Comisión sean ejercidas en todo momento y que, en caso de investigación, se ejerzan por persona que no sea nacional de las Partes en conflicto. 

7. Los gastos administrativos de la Comisión serán sufragados mediante contribuciones de las Altas Partes contratantes que hayan hecho declaraciones de conformidad con el párrafo 2, y mediante contribuciones voluntarias. La Parte o las Partes en conflicto que pidan que se proceda a una investigación anticiparán los fondos necesarios para cubrir los gastos ocasionados por una Sala y serán reembolsadas por la Parte o las Partes que hayan sido objeto de las denuncias hasta el cincuenta por ciento de tales gastos. En caso de presentarse denuncias recíprocas a la Sala, cada una de las dos Partes anticipará el cincuenta por ciento de los fondos necesarios. 

Artículo 91. Responsabilidad 

La Parte en conflicto que violare las disposiciones de los Convenios o del presente Protocolo estará obligada a indemnizar si hubiere lugar a ello. Será responsable de todos los actos cometidos por las personas que formen parte de sus fuerzas armadas. 

TÍTULO VI - DISPOSICIONES FINALES
Artículo 92 - Firma 

El presente Protocolo quedará abierto a la firma de las Partes en los Convenios seis meses después de la firma del Acta Final y seguirá abierto durante un período de doce meses. 

Artículo 93 - Ratificación 

El presente Protocolo será ratificado lo antes posible. Los instrumentos de ratificación serán depositados en poder del Consejo Federal Suizo, depositario de los Convenios. 

Artículo 94 - Adhesión 

El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de toda Parte en los Convenios no signataria de este Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del depositario. 

Artículo 95 - Entrada en vigor 

1. El presente Protocolo entrará en vigor seis meses después de que se hayan depositado dos instrumentos de ratificación o de adhesión. 

2. Para cada Parte en los Convenios que lo ratifique o que a él se adhiera ulteriormente, el presente Protocolo entrará en vigor seis meses después de que dicha Parte haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 96 - Relaciones convencionales a partir de la entrada en vigor del presente Protocolo 

1. Cuando las Partes en los Convenios sean también Partes en el presente Protocolo, los Convenios se aplicarán tal como quedan completados por éste. 

2. Si una de las Partes en conflicto no está obligada por el presente Protocolo, las Partes en el presente Protocolo seguirán, no obstante, obligadas por él en sus relaciones recíprocas. También quedarán obligadas por el presente Protocolo en sus relaciones con dicha Parte si ésta acepta y aplica sus disposiciones. 

3. La autoridad que represente a un pueblo empeñado contra una Alta Parte contratante en un conflicto armado del tipo mencionado en el párrafo 4 del artículo 1 podrá comprometerse a aplicar los Convenios y el presente Protocolo en relación con ese conflicto por medio de una declaración unilateral dirigida al depositario. Esta declaración, cuando haya sido recibida por el depositario, surtirá en relación con tal conflicto los siguientes efectos: 

a) los Convenios y el presente Protocolo entrarán en vigor respecto de la mencionada autoridad como Parte en conflicto, con efecto inmediato; 

b) la mencionada autoridad ejercerá los mismos derechos y asumirá las mismas obligaciones que las Altas Partes contratantes en los Convenios y en el presente Protocolo; y 

c) los Convenios y el presente Protocolo obligarán por igual a todas las Partes en conflicto. 

Artículo 97 - Enmiendas 

1. Toda Alta Parte contratante podrá proponer una o varias enmiendas al presente Protocolo. El texto de cualquier enmienda propuesta se comunicará al depositario, el cual, tras celebrar consultas con todas las Altas Partes contratantes y con el Comité Internacional de la Cruz Roja, decidirá si conviene convocar una conferencia para examinar la enmienda propuesta. 

2. El depositario invitará a esa conferencia a las Altas Partes contratantes y a las Partes en los Convenios, sean o no signatarias del presente Protocolo. 

Artículo 98 - Revisión del Anexo I 

1. En el plazo máximo de cuatro años, a partir de la entrada en vigor del presente Protocolo y, en lo sucesivo, a intervalos de cuatro años por lo menos, el Comité Internacional de la Cruz Roja consultará a las Altas Partes contratantes con respecto al Anexo I del presente Protocolo y, si lo estima necesario, podrá proponer la celebración de una reunión de expertos técnicos para que revisen el Anexo I y propongan las enmiendas al mismo que parezcan convenientes. A menos que, dentro de los seis meses siguientes a la comunicación a las Altas Partes contratantes de una propuesta para celebrar tal reunión, se oponga a ésta un tercio de ellas, el Comité Internacional de la Cruz Roja convocará la reunión, e invitará también a ella a observadores de las organizaciones internacionales pertinentes. El Comité Internacional de la Cruz Roja convocará también tal reunión en cualquier momento a petición de un tercio de las Altas Partes contratantes. 

2. El depositario convocará una conferencia de las Altas Partes contratantes y de las Partes en los Convenios para examinar las enmiendas propuestas por la reunión de expertos técnicos, si después de dicha reunión así lo solicitan el Comité Internacional de la Cruz Roja o un tercio de las Altas Partes contratantes. 

3. En tal conferencia podrán adoptarse enmiendas al Anexo I por mayoría de dos tercios de las Altas Partes contratantes presentes y votantes. 

4. El depositario comunicará a las Altas Partes contratantes y a las Partes en los Convenios toda enmienda así adoptada. Transcurrido un período de un año después de haber sido así comunicada, la enmienda se considerará aceptada a menos que, dentro de ese período, un tercio por lo menos de las Altas Partes contratantes haya enviado al depositario una declaración de no aceptación de la enmienda. 

5. Toda enmienda que se considere aceptada de conformidad con el párrafo 4 entrará en vigor tres meses después de su aceptación para todas las Altas Partes contratantes, con excepción de las que hayan hecho la declaración de no aceptación de conformidad con ese párrafo. Cualquier Parte que haya hecho tal declaración podrá retirarla en todo momento, en cuyo caso la enmienda entrará en vigor para dicha Parte tres meses después de retirada la declaración. 

6. El depositario notificará a las Altas Partes contratantes y a las Partes en los Convenios la entrada en vigor de toda enmienda, las Partes por ella obligadas, la fecha de su entrada en vigor para cada una de las Partes, las declaraciones de no aceptación hechas con arreglo al párrafo 4, así como los retiros de tales declaraciones. 

Artículo 99 - Denuncia 

1. En el caso de que una Alta Parte contratante denuncie el presente Protocolo, la denuncia sólo surtirá efecto un año después de haberse recibido el instrumento de denuncia. No obstante, si al expirar ese año la Parte denunciante se halla en una de las situaciones previstas en el artículo 1, los efectos de la denuncia quedarán en suspenso hasta el final del conflicto armado o de la ocupación y, en todo caso, mientras no terminen las operaciones de liberación definitiva, repatriación o reasentamiento de las personas protegidas por los convenios o por el presente Protocolo. 
2. La denuncia se notificará por escrito al depositario. Este último la comunicará a todas las Altas Partes contratantes. 
3. La denuncia sólo surtirá efecto respecto de la Parte denunciante. 
4. Ninguna denuncia presentada de conformidad con el párrafo 1 afectará a las obligaciones ya contraídas como consecuencia del conflicto armado en virtud del presente Protocolo por tal Parte denunciante, en relación con cualquier acto cometido antes de que dicha denuncia resulte efectiva. Artículo 100 - Notificaciones 
El depositario informará a las Altas Partes contratantes y a las Partes en los Convenios, sean o no signatarias del presente Protocolo, sobre: 
a) las firmas que consten en el presente Protocolo y el depósito de los instrumentos de ratificación y de adhesión de conformidad con los artículos 93 y 94; 
b) la fecha en que el presente Protocolo entre en vigor, de conformidad con el artículo 95; 
c) las comunicaciones y declaraciones recibidas, de conformidad con los artículos 84, 90 y 97; 
d) las declaraciones recibidas de conformidad con el párrafo 3 del artículo 96, que serán comunicadas por el procedimiento más rápido posible; 
e) las denuncias notificadas de conformidad con el artículo 99. 
Artículo 101 - Registro 
1. Una vez haya entrado en vigor el presente Protocolo, el depositario lo transmitirá a la Secretaría de las Naciones Unidas con objeto de que se proceda a su registro y publicación, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 
2. El depositario informará igualmente a la Secretaría de las Naciones Unidas de todas las ratificaciones, adhesiones y denuncias que reciba en relación con el presente Protocolo. 
Artículo 102 - Textos auténticos 
El original del presente Protocolo, cuyos textos árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del depositario, el cual enviará copias certificadas conformes a todas las Partes en los Convenios. 
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ANEXO IV

Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II)
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PREÁMBULO
Comentario del Preámbulo
Las Altas Partes Contratantes, 

Recordando que los principios humanitarios refrendados por el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 constituyen el fundamento del respeto a la persona humana en caso de conflicto armado sin carácter internacional, 

Recordando, asimismo, que los instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos ofrecen a la persona humana una protección fundamental, 

Subrayando la necesidad de garantizar una mejor protección a las víctimas de tales conflictos armados, 

Recordando que, en los casos no previstos por el derecho vigente, la persona humana queda bajo la salvaguardia de los principios de humanidad y de las exigencias de la conciencia pública, 

Convienen en lo siguiente: 


TÍTULO I - ÁMBITO DEL PRESENTE PROTOCOLO
Comentario del Título I
Artículo 1. Ámbito de aplicación material 

1. El presente Protocolo, que desarrolla y completa el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, sin modificar sus actuales condiciones de aplicación, se aplicará a todos los conflictos armados que no estén cubiertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I) y que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo. 

2. El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación personal 

1. El presente Protocolo se aplicará sin ninguna distinción de carácter desfavorable por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión o creencia, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, fortuna, nacimiento u otra condición o cualquier otro criterio análogo (denominada en adelante distinción de carácter desfavorable), a todas las personas afectadas por un conflicto armado en el sentido del artículo 1. 

2. Al fin del conflicto armado, todas las personas que hayan sido objeto de una privación o de una restricción de libertad por motivos relacionados con aquél, así como las que fuesen objeto de tales medidas después del conflicto por los mismos motivos, gozarán de la protección prevista en los artículos 5 y 6 hasta el término de esa privación o restricción de libertad. 

Artículo 3. No intervención 

1. No podrá invocarse disposición alguna del presente Protocolo con objeto de menoscabar la soberanía de un Estado o la responsabilidad que incumbe al gobierno de mantener o restablecer la ley y el orden en el Estado o de defender la unidad nacional y la integridad territorial del Estado por todos los medios legítimos. 

2. No podrá invocarse disposición alguna del presente Protocolo como justificación para intervenir, directa o indirectamente, sea cual fuere la razón, en el conflicto armado o en los asuntos internos o externos de la Alta Parte contratante en cuyo territorio tenga lugar ese conflicto. 

TÍTULO II - TRATO HUMANO
Comentario del Título II
Artículo 4. Garantías fundamentales 

1. Todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas, estén o no privadas de libertad, tienen derecho a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas. Serán tratadas con humanidad en toda circunstancia, sin ninguna distinción de carácter desfavorable. Queda prohibido ordenar que no haya supervivientes. 

2. Sin perjuicio del carácter general de las disposiciones que preceden, están y quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar con respecto a las personas a que se refiere el párrafo 1: 

a) los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las personas, en particular el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura y las mutilaciones o toda forma de pena corporal; 

b) los castigos colectivos; 

c) la toma de rehenes; 

d) los actos de terrorismo; 

e) los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y degradantes, la violación, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor; 

f) la esclavitud y la trata de esclavos en todas sus formas; 

g) el pillaje; 

h) las amenazas de realizar los actos mencionados.

3. Se proporcionarán a los niños los cuidados y la ayuda que necesiten y, en particular: 

a) recibirán una educación, incluida la educación religiosa o moral, conforme a los deseos de los padres o, a falta de éstos, de las personas que tengan la guarda de ellos; 

b) se tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias temporalmente separadas; 

c) los niños menores de quince años no serán reclutados en las fuerzas o grupos armados y no se permitirá que participen en las hostilidades; 

d) la protección especial prevista en este artículo para los niños menores de quince años seguirá aplicándose a ellos si, no obstante las disposiciones del apartado c), han participado directamente en las hostilidades y han sido capturados; 

e) se tomarán medidas, si procede, y siempre que sea posible con el consentimiento de los padres o de las personas que, en virtud de la ley o la costumbre, tengan en primer lugar la guarda de ellos, para trasladar temporalmente a los niños de la zona en que tengan lugar las hostilidades a una zona del país más segura y para que vayan acompañados de personas que velen por su seguridad y bienestar. 

Artículo 5. Personas privadas de libertad 

1. Además de las disposiciones del artículo 4, se respetarán, como mínimo, en lo que se refiere a las personas privadas de libertad por motivos relacionados con el conflicto armado, ya estén internadas o detenidas, las siguientes disposiciones: 

a) los heridos y enfermos serán tratados de conformidad con el artículo 7; 

b) las personas a que se refiere el presente párrafo recibirán, en la misma medida que la población local, alimentos y agua potable y disfrutarán de garantías de salubridad e higiene y de protección contra los rigores del clima y los peligros del conflicto armado; 

c) serán autorizadas a recibir socorros individuales o colectivos; 

d) podrán practicar su religión y, cuando así lo soliciten y proceda, recibir la asistencia espiritual de personas que ejerzan funciones religiosas, tales como los capellanes; 

e) en caso de que deban trabajar, gozarán de condiciones de trabajo y garantías análogas a aquellas de que disfrute la población civil local.

2. En la medida de sus posibilidades, los responsables del internamiento o la detención de las personas a que se refiere el párrafo 1 respetarán también, dentro de los límites de su competencia, las disposiciones siguientes relativas a esas personas: 

a) salvo cuando hombres y mujeres de una misma familia sean alojados en común, las mujeres estarán custodiadas en locales distintos de los destinados a los hombres y se hallarán bajo la vigilancia inmediata de mujeres; 

b) dichas personas serán autorizadas para enviar y recibir cartas y tarjetas postales, si bien su número podrá ser limitado por la autoridad competente si lo considera necesario; 

c) los lugares de internamiento y detención no deberán situarse en la proximidad de la zona de combate. Las personas a que se refiere el párrafo 1 serán evacuadas cuando los lugares de internamiento o detención queden particularmente expuestos a los peligros resultantes del conflicto armado, siempre que su evacuación pueda efectuarse en condiciones suficientes de seguridad; 

d) dichas personas serán objeto de exámenes médicos; 

e) no se pondrán en peligro su salud ni su integridad física o mental, mediante ninguna acción u omisión injustificadas. Por consiguiente, se prohíbe someter a las personas a que se refiere el presente artículo a cualquier intervención médica que no esté indicada por su estado de salud y que no esté de acuerdo con las normas médicas generalmente reconocidas que se aplicarían en análogas circunstancias médicas a las personas no privadas de libertad.

3. Las personas que no estén comprendidas en las disposiciones del párrafo 1 pero cuya libertad se encuentre restringida, en cualquier forma que sea, por motivos relacionados con el conflicto armado, serán tratadas humanamente conforme a lo dispuesto en el artículo 4 y en los párrafos 1 a), c) y d) y 2 b) del presente artículo. 

4. Si se decide liberar a personas que estén privadas de libertad, quienes lo decidan deberán tomar las medidas necesarias para garantizar la seguridad de tales personas. 

Artículo 6. Diligencias penales 

1. El presente artículo se aplicará al enjuiciamiento y a la sanción de infracciones penales cometidas en relación con el conflicto armado. 

2. No se impondrá condena ni se ejecutará pena alguna respecto de una persona declarada culpable de una infracción, sino en virtud de sentencia de un tribunal que ofrezca las garantías esenciales de independencia e imparcialidad. En particular: 

a) el procedimiento dispondrá que el acusado sea informado sin demora de los detalles de la infracción que se le atribuya y garantizará al acusado, en las actuaciones que procedan al juicio y en el curso de éste, todos los derechos y medios de defensa necesarios; 

b) nadie podrá ser condenado por una infracción si no es sobre la base de su responsabilidad penal individual; 

c) nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho; tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de cometerse la infracción; si, con posterioridad a la comisión de la infracción, la ley dispusiera la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello; 

d) toda persona acusada de una infracción se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; 

e) toda persona acusada de una infracción tendrá derecho a hallarse presente al ser juzgada; 

f) nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse culpable.

3. Toda persona condenada será informada, en el momento de su condena, de sus derechos a interponer recurso judicial y de otro tipo, así como de los plazos para ejercer esos derechos. 

4. No se dictará pena de muerte contra las personas que tuvieren menos de 18 años de edad en el momento de la infracción ni se ejecutará en las mujeres encintas ni en las madres de niños de corta edad. 

5. A la cesación de las hostilidades, las autoridades en el poder procurarán conceder la amnistía más amplia posible a las personas que hayan tomado parte en el conflicto armado o que se encuentren privadas de libertad, internadas o detenidas por motivos relacionados con el conflicto armado. 

TÍTULO III - HERIDOS, ENFERMOS Y NÁUFRAGOS
Comentario del Título III
Artículo 7. Protección y asistencia 

1. Todos los heridos, enfermos y náufragos, hayan o no tomado parte en el conflicto armado, serán respetados y protegidos. 

2. En toda circunstancia serán tratados humanamente y recibirán, en toda la medida de lo posible y en el plazo más breve, los cuidados médicos que exija su estado. No se hará entre ellos distinción alguna que no esté basada en criterios médicos. 

Artículo 8. Búsqueda 

Siempre que las circunstancias lo permitan, y en particular después de un combate, se tomarán sin demora todas las medidas posibles para buscar y recoger a los heridos, enfermos y náufragos a fin de protegerlos contra el pillaje y los malos tratos y asegurarles la asistencia necesaria, y para buscar a los muertos, impedir que sean despojados y dar destino decoroso a sus restos. 

Artículo 9. Protección del personal sanitario y religioso 

1. El personal sanitario y religioso será respetado y protegido. Se le proporcionará toda la ayuda disponible para el desempeño de sus funciones y no se le obligará a realizar tareas que no sean compatibles con su misión humanitaria. 

2. No se podrá exigir que el personal sanitario, en el cumplimiento de su misión, dé prioridad al tratamiento de persona alguna salvo por razones de orden médico. 

Artículo 10. Protección general de la misión médica 

1. No se castigará a nadie por haber ejercido una actividad médica conforme con la deontología, cualesquiera que hubieren sido las circunstancias o los beneficiarios de dicha actividad. 

2. No se podrá obligar a las personas que ejerzan una actividad médica a realizar actos ni a efectuar trabajos contrarios a la deontología u otras normas médicas destinadas a proteger a los heridos y a los enfermos, o a las disposiciones del presente Protocolo, ni a abstenerse de realizar actos exigidos por dichas normas o disposiciones. 

3. A reserva de lo dispuesto en la legislación nacional, se respetarán las obligaciones profesionales de las personas que ejerzan una actividad médica, en cuanto a la información que puedan adquirir sobre los heridos y los enfermos por ellas asistidos. 

4. A reserva de lo dispuesto en la legislación nacional, la persona que ejerza una actividad médica no podrá ser sancionada de modo alguno por el hecho de no proporcionar o de negarse a proporcionar información sobre los heridos y los enfermos a quienes asista o haya asistido. 

Artículo 11. Protección de unidades y medios de transporte sanitarios 

1. Las unidades sanitarias y los medios de transporte sanitarios serán respetados y protegidos en todo momento y no serán objeto de ataques. 

2. La protección debida a las unidades y a los medios de transporte sanitarios solamente podrá cesar cuando se haga uso de ellos con objeto de realizar actos hostiles al margen de sus tareas humanitarias. Sin embargo, la protección cesará únicamente después de una intimación que, habiendo fijado cuando proceda un plazo razonable, no surta efectos. 

Artículo 12. Signo distintivo 

Bajo la dirección de la autoridad competente de que se trate, el signo distintivo de la cruz roja, de la media luna roja o del león y sol rojos sobre fondo blanco será ostentado tanto por el personal sanitario y religioso como por las unidades y los medios de transporte sanitarios. Dicho signo deberá respetarse en toda circunstancia. No deberá ser utilizado indebidamente. 

TÍTULO IV - POBLACIÓN CIVIL
Comentario del Título IV
Artículo 13. Protección de la población civil 

1. La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes. 

2. No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil. 

3. Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación. 

Artículo 14. Protección de los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil 

Queda prohibido, como método de combate, hacer padecer hambre a las personas civiles. En consecuencia, se prohíbe atacar, destruir, sustraer o inutilizar con ese fin los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil, tales como los artículos alimenticios y las zonas agrícolas que los producen, las cosechas, el ganado, las instalaciones y reservas de agua potable y las obras de riego. 

Artículo 15. Protección de las obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas 

Las obras o instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, a saber las presas, los diques y las centrales nucleares de energía eléctrica, no serán objeto de ataques, aunque sean objetivos militares, cuando tales ataques puedan producir la liberación de aquellas fuerzas y causar, en consecuencia, pérdidas importantes en la población civil. 

Artículo 16. Protección de los bienes culturales y de los lugares de culto 

Sin perjuicio de las disposiciones de la Convención de La Haya del 14 de mayo de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, queda prohibido cometer actos de hostilidad dirigidos contra los monumentos históricos, las obras de arte o los lugares de culto que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos, y utilizarlos en apoyo del esfuerzo militar. 

Artículo 17. Prohibición de los desplazamientos forzados 

1. No se podrá ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a no ser que así lo exijan la seguridad de las personas civiles o razones militares imperiosas. Si tal desplazamiento tuviera que efectuarse, se tomarán todas las medidas posibles para que la población civil sea acogida en condiciones satisfactorias de alojamiento, salubridad, higiene, seguridad y alimentación. 

2. No se podrá forzar a las personas civiles a abandonar su propio territorio por razones relacionadas con el conflicto. 

Artículo 18. Sociedades de socorro y acciones de socorro 

1. Las sociedades de socorro establecidas en el territorio de la Alta Parte contratante, tales como las organizaciones de la Cruz Roja (Media Luna Roja, León y Sol Rojos), podrán ofrecer sus servicios para el desempeño de sus funciones tradicionales en relación con las víctimas del conflicto armado. La población civil puede, incluso por propia iniciativa, ofrecerse para recoger y cuidar los heridos, enfermos y náufragos. 

2. Cuando la población civil esté padeciendo privaciones extremadas por la falta de abastecimientos indispensables para su supervivencia, tales como víveres y suministros sanitarios, se emprenderán, con el consentimiento de la Alta Parte contratante interesada, acciones de socorro en favor de la población civil, de carácter exclusivamente humanitario e imparcial y realizadas sin distinción alguna de carácter desfavorable. 

TÍTULO V - DISPOSICIONES FINALES
Comentario del Título V
Artículo 19. Difusión 

El presente Protocolo deberá difundirse lo más ampliamente posible. 

Artículo 20. Firma 

El presente Protocolo quedará abierto a la firma de las Partes en los Convenios seis meses después de la firma del Acta Final y seguirá abierto durante un período de doce meses. 

Artículo 21. Ratificación 

El presente Protocolo será ratificado lo antes posible. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Consejo Federal Suizo, depositario de los Convenios. 

Artículo 22. Adhesión 

El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de toda Parte en los Convenios no signataria de este Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del depositario. 

Artículo 23. Entrada en vigor 

1. El presente Protocolo entrará en vigor seis meses después de que se hayan depositado dos instrumentos de ratificación o de adhesión. 

2. Para cada Parte en los Convenios que lo ratifique o que a él se adhiera ulteriormente, el presente Protocolo entrará en vigor seis meses después de que dicha Parte haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 24. Enmiendas 

1. Toda Alta Parte contratante podrá proponer una o varias enmiendas al presente Protocolo. El texto de cualquier enmienda propuesta se comunicará al depositario, el cual, tras celebrar consultas con todas las Altas Partes contratantes y con el Comité Internacional de la Cruz Roja, decidirá si conviene convocar una conferencia para examinar la enmienda propuesta. 

2. El depositario invitará a esa conferencia a las Altas Partes contratantes y a las Partes en los Convenios, sean o no signatarias del presente Protocolo. 

Artículo 25. Denuncia 

1. En el caso de que una Alta Parte contratante denuncie el presente Protocolo, la denuncia sólo surtirá efecto seis meses después de haberse recibido el instrumento de denuncia. No obstante, si al expirar los seis meses la Parte denunciante se halla en la situación prevista en el artículo 1, la denuncia no surtirá efecto antes del fin del conflicto armado. Las personas que hayan sido objeto de una privación o de una restricción de libertad por motivos relacionados con ese conflicto seguirán no obstante beneficiándose de las disposiciones del presente Protocolo hasta su liberación definitiva. 

2. La denuncia se notificará por escrito al depositario. Este último la comunicará a todas las Altas Partes contratantes. 

Artículo 26. Notificaciones 

El depositario informará a las Altas Partes contratantes y a las Partes en los Convenios, sean o no signatarias del presente Protocolo, sobre: 

a) las firmas del presente Protocolo y el depósito de los instrumentos de ratificación y de adhesión, de conformidad con los artículos 21 y 22; 

b) la fecha en que el presente Protocolo entre en vigor, de conformidad con el artículo 23; y 

c) las comunicaciones y declaraciones recibidas de conformidad con el artículo 24. 

Artículo 27. Registro 

1. Una vez haya entrado en vigor el presente Protocolo, el depositario lo transmitirá a la Secretaría de las Naciones Unidas con objeto de que se proceda a su registro y publicación, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 

2. El depositario informará igualmente a la Secretaría de las Naciones Unidas de todas las ratificaciones y adhesiones que reciba en relación con el presente Protocolo. 

Artículo 28. Textos auténticos 

El original del presente Protocolo, cuyos textos árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del depositario, el cual enviará copias certificadas conformes a todas las Partes en los Convenios. 


ANEXO V
Artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra

Tomado de III. Convenio de Ginebra del 12 de Agosto de 1949 relativo al trato debido a los prisioneros de guerra

Artículo 3 - Conflictos no internacionales 

En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones: 

1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier otro criterio análogo. 

A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba mencionadas:
a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios;

b) la toma de rehenes;

c) los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes;

d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítimamente constituido, con garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos civilizados. 

2) Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos. 

Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional de la Cruz Roja, podrá ofrecer sus servicios a las Partes en conflicto. 

Además, las Partes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte de las otras disposiciones del presente Convenio. 

La aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes en conflicto. 

ANEXO VI

LO SAGRADO Y LA VIOLENCIA

“De modo que como veis, honorables senadores, en esas cosas que he dicho anteriormente no he hecho sino aplicar el caso colombiano a la teoría del insigne pensador y teólogo Domingo de Soto, quien agrega que es un episodio lícito de la guerra justa darle muerte al tirano (el subrayado es mío). Si se agrediera a algún ciudadano o le arrebatare sus bienes, los bienes materiales nada más, ¿qué será cuando le arrebatare los bienes espirituales? Entonces, agrega  este filósofo, se hace uso de la legítima defensa... Esta es la definición del gran tirano del padre Mariana cuando dice: “Tirano es aquel que manda a súbditos que no le quieren obedecer, el que por la fuerza quite la libertad a la nación, el que no mira por la utilidad del pueblo sino que atiende sólo a su propio enaltecimiento y a dilatar su dominio y su cetro usurpado”. Y agrega: “Si el rey atropella al reino, óiganlo bien, honorables senadores, si el rey atropella al reino, entrega al robo las fortunas públicas y privadas y desprecia y vulnera las leyes públicas y la sacrosanta religión, si su soberanía, su arrogancia, su impiedad llegasen hasta insultar la divinidad misma, entonces no se le debe disimular en ningún modo (ruego atención a lo que sigue); como esto es peligroso, lo mejor sería liberar sobre lo más conveniente en grandes reuniones después de advertirle al príncipe para que se corrigiera, haciéndole la guerra de lograrlo, declararlo enemigo público, darle muerte. En grandes reuniones públicas se deben pintar cuál es el estrago y cuáles los bienes inalienables y aceptar la declaración de la guerra, cualesquiera que sean”.

En este discurso, negativamente trascendental en la historia política del país, Laureano Gómez, a la sazón jefe supremo del partido conservador, hizo algo insólito e inaceptable en un orden político democrático, algo que la legislación prohíbe y que el principio democrático de dirimir los conflictos entre las personas y grupos sociales y políticos por medios no violentos descarta de plano: invitar o llamar en público, seguramente a sus copartidarios,  a asesinar a una persona, al expresidente López Pumarejo. Y para justificar esta invitación insólita lo acusó de ser un tirano, que según la definición de los dos teólogos católicos españoles a los que recurre, es una persona a la que no se quiere obedecer debido a que ha destruido bienes y cosas sagradas de la patria; por tanto, es alguien que le ha declarado la guerra a la gran mayoría de los colombianos que poseen y que creen en esos bienes espirituales.

¿A la destrucción de qué bienes sagrados se refiere Laureano Gómez? Sin lugar a dudas, al hecho de que en 1936 los legisladores liberales, auspiciados por el entonces presidente, López Pumarejo, no encabezaron, como solía hacerse, el acto legislativo con el que reformaron la Constitución vigente desde 1886 con la fórmula ‘En nombre de Dios, fuente suprema de toda autoridad, los diputados de la Asamblea...decretan:’, sino por la de ‘El Congreso de la República decreta:’.

¿Por qué esta fórmula resultaba sagrada para Laureano Gómez? Lo era por que contenía una “verdad” para él inmutable e inmodificable: que el poder que los seres humanos poseen y ejercen les es dado por Dios, que encarna  el poder absoluto como atributo central de su existencia. Los legisladores liberales, dirigidos por López Pumarejo, al suprimir este reconocimiento, con el que se daba comienzo tradicionalmente a la redacción del texto constitucional, negaron y rechazaron de plano esta “verdad esencial”: el hecho de escribir normas y leyes jurídicas que deben ordenar la vida social y política del país era para él un derecho que Dios les concede a los hombres; un derecho sagrado del que no pueden renunciar, so pena de desconocer al ser que lo hace posible. Por tal motivo estos legisladores cometieron, para él, una falta grave contra Dios: atentar contra su presencia espiritual soberana,  al obligarlo por la fuerza a retirarse de donde no se puede retirar, al forzarlo por medio de un acto coactivo a desaparecer de un universo que Él mismo siempre funda y que, por tanto, naturalmente le pertenece. En otras palabras, se hicieron culpables de pretender negar, o por lo menos debilitar o limitar, el poder absoluto de Dios mediante la afirmación de su propio poder. De ahí que para Laureano Gómez  esta acción no fue sólo la negación de una verdad sustancial del papel que desempeña Dios en la vida humana sino un acto de fuerza, de violencia, que los legisladores liberales realizaron contra Él.

ANEXO VII

El Colombiano.

10 y 16 de Febrero de 2004, HECHOS POLÍTICOS y NACIÓN HOY, Pág. 9ª y 7ª, “Buscan reparar Genocidio de UP” y “Gobierno y UP buscan saldar deuda”, respectivamente.

En las décadas del 80 y 90, grupos no identificados emprendieron una oleada de terror contra los simpatizantes de la UP, que dejó alrededor de 3.000 muertos. Entre ellos, los candidatos presidenciales Jaime Pardo Leal y Bernardo Jaramillo Ossa; varios alcaldes, diputados, concejales y militantes de ese movimiento.

Según Jahel Quiroga, directora de Reiniciar, hay dificultades presupuestales para trasladarse a las regiones, recoger los testimonios y documentar los cerca de mil casos de militantes de la UP desaparecidos entre los años 1980 y 1990.

Con todo y las dificultades, el vicepresidente Santos como los demandantes, aspiran a culminar este proceso en los próximos dos años, o antes de que termine el mandato del presidente Álvaro Uribe Vélez.

“…Haremos todos los esfuerzos que sean necesarios para liderar la coordinación institucional y sacar adelante, antes de que termine este Gobierno la búsqueda de la solución amistosa que acordemos a través de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA”, prometió Santos a unas cien familiares de las víctimas.

Ante la perspectiva de una posible solución luego de muchos años de impunidad y negligencia, precisó el familiar de una de las víctimas: “La parte económica es la que menos nos interesa, lo que nos importa es que se diga la verdad y que fue un homicidio colectivo, planeado uno por uno, en el que se seleccionó a la gente pensante de la izquierda para acabarla”. 

Como parte de éste proceso, se empezarán a celebrar Audiencias Regionales (primero en Bogotá y Cundinamarca, luego en Antioquia, Santander y Meta) en busca de concretar un acuerdo de solución para las víctimas de la UP (consistente en agilizar las investigaciones y poder determinar el monto de las indemnizaciones), en el marco de la demanda interpuesta ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado colombiano. El Grupo de Trabajo se constituyó en marzo de 2000 y es fruto del acuerdo suscrito ante la Cidh, que admitió el estudio del caso de la Unión Patriótica en 1997, y que está radicado ante este Tribunal Internacional con el número 11.227. 

El proceso de solución amistosa entre el Estado colombiano y la UP se remonta a 1993, cuando la Fundación Reiniciar y la Comisión Colombiana de Juristas presentaron una petición oficial a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA.

El caso fue llevado en 1993, en 1996 la Cidh invitó a las partes a una solución amistosa aceptada en 1997.

En el 2000 el gobierno creó un programa de protección para los miembros y sobrevivientes de la UP y del Partido Comunista Colombiano y hace una semana anunció la reparación de las víctimas.

El 4 de febrero el vicepresidente Francisco Santos ratificó la voluntad del Gobierno de alcanzar, con base en la verdad, la justicia y la reparación para las víctimas de la UP, un verdadero acuerdo de solución al enfrentamiento.

(...)

En mayo de 1984, fruto de la tregua de paz entre las FARC y el gobierno de Belisario Betancur Cuartas nació la UP, movimiento que llegó a constituirse en la tercera fuerza política del país.

El asesinato de 3.000 de sus integrantes es un caso sin precedentes en el mundo, considerado como un Genocidio Político.

La UP sufre las consecuencias de sus muertos: perdieron su personería como consecuencia por no tener representación en el Congreso, pues, no pudieron presentar listas por cuestiones de seguridad.

Según cifras de la UP, en lo que va desde gobierno han muerto asesinados 32 integrantes, mientras que 21 más han sido desaparecidos. No es claro cuántas personas militan en la UP por que fueron destruidas las bases de datos de sus miembros por temor.

Entre los familiares de las víctimas la situación es bien precaria por que existen casos de personas en indigencia, suicidios de los que no soportaron la ausencia de sus seres queridos.

Según Reiniciar 40% de los crímenes contra los miembros de la UP fueron cometidos por grupos de autodefensas.

ANEXO VIII

ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL
Artículo 6- Genocidio

A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “genocidio” cualquiera de los actos realizados a continuación con la intención de destruir  total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal:

Matanza de miembros de grupo;

Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;

Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno el grupo;

Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo.

Artículo 7- Crímenes de Lesa Humanidad

1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera de los siguientes actos cuando se cometan como parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil y con conocimiento de dicho ataque:

Asesinato;

Exterminio;

Esclavitud;

Deportación o traslado forzoso de población;

Encarcelación u otra privación grave a la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional;

Tortura;

Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado esterilización forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable;

Persecución de un grupo o colectividad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros  motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la corte: 

Desaparición forzada de personas;

El crimen de apartheid;

Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física; 

2)  A los  efectos  del párrafo 1:    

Por “ataque contra una población civil” se entenderá una línea de  conducta que impide la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer esos actos o para promover esa política;

El “extermino” comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, la privación del acceso a alimentos o medidas sanitarias entre otras, encaminadas a causar la destrucción de parte de una población;

Por “esclavitud” se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad sobre una persona, o de algunos de ellos, incluido el  ejercicio  de esos atributos en el trafico de personas, en particular mujeres y niños;

Por “deportación o traslado de población” se entenderá el desplazamiento de las personas afectadas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que estén legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional;

Por “torturas” se entenderá causar internacional mente dolor y sufrimiento graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas;

Por “embarazo forzado” se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que se ha dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la composición étnica de una población o de cometer otras violaciones graves de derecho internacional. En modo alguno se entenderá que esta definición afectada a las normas del derecho interno relativas al embarazo; 

Por “persecución” se entenderá la privación intencional y grave de derechos fundamentales en contravención del derecho internacional en razón de la identidad del grupo o de la colectividad;

Por “el crimen de apartheid” se entenderá los actos inhumanos de carácter similar a los mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemática de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales y con la intención de mantener ese régimen;

Por ”desaparición forzada de personas” se entenderá la aprehensión, la detención o el secuestro de personas de un estado o una organización política, o con su autorización, o aquiescencia sin informar sobre la privación de libertad o dar información sobre la suerte o paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un periodo prolongado. 

3)  A los actos de presente estatuto se entenderá que el termino “género" se refiere a los dos sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. El termino “género” no tendrá más acepción que la antecede. 

Articulo 8- Crímenes de guerra 

1. La Corte tendrá competencia respecto de los crímenes de guerra en  particular cuando se cometan como parte de un plan o política  o como parte de la comisión  en gran escala de grandes crímenes.

2. A los efectos del presente estatuto, se entiende por “crímenes de guerra”:

a) Infracciones graves de los convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber; cualquiera de los siguientes actos contra personas o bienes protegidos por las disposiciones del convenio de ginebra perteneciente:

i) Matar intencionalmente;

ii) Someter a tortura o a otros tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos;

iii) Infligir deliberadamente grandes sufrimientos o atentar gravemente contra la integridad física o la salud;

iv) Destruir bienes y apropiarse de ellos de manera no justificada por necesidades militares, a gran escala, ilícita y arbitrariamente;

v) Obligar a un prisionero de guerra o otra persona protegida a prestar servicio en las fuerzas de una potencia enemiga;

vi) Privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a otra persona de sus derechos a un juicio justo e imparcial;

vii) Someter a deportación, traslado o confinamiento ilegales;

viii) Tomar rehenes;

b) Otras violaciones graves de las leyes y sus aplicables en los conflictos armados internacionales dentro del marco del derecho internacional, a saber, los actos siguientes:

i) Dirigir intencionalmente ataques sobre la población civil o en cuanto tal o contra civiles que no participen directa en las hostilidades;

ii) Dirigir intencionalmente ataques contra objetos civiles, es decir, objetos que no son objetivos militares;

iii) Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorgada a civiles u objetos civiles con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados;

iv) Lanzar un ataque intencionalmente, a sabiendas de que causará perdidas de vidas, lesiones a civiles o daños a objetos de carácter civil o daños extensos, duraderos y graves al medio natural que sean claramente excesivos en relación con la ventaja militar general concreta y directa que  se prevea;

v) Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, pueblos o edificios que no estén definidos y que no sean objetivos militares; 

vi) Causar la muerte o lesiones a un enemigo que haya depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido a discreción;

vii) Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias militares o el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra, y causar así la muerte o lesiones graves;

viii) El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia Ocupante de parte de su población civil al territorio que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o parte de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio;

ix) Los ataques dirigidos intencionalmente contra los edificios dedicados al culto religioso, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos, los hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean objetivos militares;

x) Someter a personas que estén en poder del perpetrador a mutilaciones físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justificados en razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven a cabo en su interés, y que causen la muerte o pongan gravemente en peligro su salud;

xi) Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación o al ejército enemigo;

xii) Declarar que no se dará cuartel;

xiii) Destruir o confiscar bienes del enemigo, a menos que las necesidades de la guerra lo hagan imperativo;

xiv) Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y acciones de los nacionales de la parte enemiga; 

xv) Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado a su servicio antes del inicio de la guerra;

xvi) Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto;

xvii) Veneno o armas envenenadas;

xviii) Gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogo;

xix) Balas que se abran o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, como balas de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga incisiones;

xx) Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia naturaleza, causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos indiscriminados en violación del derecho humanitario internacional de los conflictos armados, a condición de que esas armas o esos proyectiles, materiales o métodos de guerra, sean objeto de una prohibición completa y estén incluidos en un anexo del presente Estatuto en virtud de una enmienda aprobada de conformidad con las disposiciones que, sobre el particular, figuran en los artículos 121 y 123;

xxi) Cometer ultrajes contra la dignidad de la persona, en particular tratos humillantes y degradantes;

xxii) Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, definido en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada y cualquier otra forma de violencia sexual que constituya una violación grave de los Convenios de Ginebra;

xxiii) Aprovechar la presencia de civiles u otras personas protegidas para que queden inmunes de operaciones militares determinados puntos, zonas o fuerzas militares;

xxiv) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y vehículos sanitarios, y contra personal habilitado para utilizar los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de conformidad con el derecho internacional;

xxv) Provocar intencionalmente la inanición de la población civil como método de hacer la guerra, privándola de los objetos indispensables para su supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar intencionalmente los suministros de socorro de conformidad con los Convenios de Ginebra;

xxvi) Reclutar o alistar a niños menores de 15 años en las fuerzas armadas nacionales o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades;

c) En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional, las violaciones graves del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera de los siguientes actos cometidos contra personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y los que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, lesiones, detención o por cualquier otra causa:

i) Actos de violencia contra la vida y la persona, en particular el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles y la tortura;

ii) Los ultrajes contra la dignidad personal, en particular los tratos humillantes y degradantes;

iii) La toma de rehenes;  

iv) Las condenas dictadas y las ejecuciones efectuadas sin sentencia previa pronunciada por un tribunal constituido regularmente y que haya ofrecido todas las garantías judiciales generalmente reconocidas como indispensables.

d) El párrafo 2 c) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de índole internacional, y por lo tanto no se aplica a situaciones de disturbios o tensiones internos, tales como motines, actos aislados y esporádicos de violencia u otros actos de carácter similar.

e) Otras violaciones graves de las leyes y los usos aplicables en los conflictos armados que no sean de índole internacional, dentro del marco establecido de derecho internacional, a saber, cualquiera de los actos siguientes:

i) Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil como tal o contra civiles que no participen directamente en las hostilidades;

ii) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y vehículos sanitarios y contra el personal habilitado para utilizar los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de conformidad con el derecho internacional;

iii) Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorgada a civiles con arreglo al derecho de los conflictos armados;

iv) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados al culto religioso, la educación, las artes, las ciencias o beneficencia, los monumentos, los hospitales y otros lugares en que se agrupe a enfermos y heridos, a condición de que no sean objetivos militares;

v) Saquear una ciudad o plaza, incluso cuando es tomada por asalto;

Vi) Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, definido en el apartado f) párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual que constituye también una violación grave al artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra;

vii) Reclutar o a alistar niños menores de 15 años en las fuerzas armadas o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades;

viii) Ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles de que se trate o por razones militares imperativas;

ix) Matar o herir a traición a un combatiente enemigo;

x) Declarar que no se dará cuartel;

xi) Someter a las personas que estén en poder de otra parte en el conflicto a mutilaciones físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justificados en razón del tratamiento médico, dental u hospitalario de la persona de que se trate ni se lleven a cabo en su interés, y que provoquen la muerte o pongan gravemente en peligro su salud;

xii) Destruir o confiscar bienes del enemigo, a menos que las necesidades de la guerra lo hagan imperativo;

El párrafo 2 e) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de índole internacional, y, por consiguiente, no se aplica a situaciones de disturbios y tensiones internas, como motines, actos aislados y esporádicos de violencia u otros actos de carácter similar. Se aplica a los conflictos armados que tienen lugar en el territorio de un Estado cuando existe un conflicto armado prolongado entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales grupos.

3. Nada de lo dispuesto en los párrafos 2 c) y d) afectará a la responsabilidad que incumbe a todo gobierno de mantener y restablecer el orden público en el Estado y de defender la unidad e integridad territorial del Estado por cualquier medio legítimo.

ANEXO IX

Perdón y Olvido o Justicia y Paz

Edgardo José Maya Villazón

 Procurador General de la Nación

El proyecto de ley presentado recientemente por el Gobierno con el objeto de facilitar la reincorporación de los miembros de grupos armados al margen de la ley que contribuyan de manera eficiente a la consecución  de la paz nacional merece una reflexión minuciosa y una discusión amplia y serena. Se trata de una iniciativa que bien observada tiene dos propósitos: por una parte, arreglar los problemas jurídico-penales de los grupos armados que ingresen a un proceso de negociación para su desmovilización; y por otra, facilitarles la solución inmediata de sus problemas legales a quienes individualmente se han acogido a los planes de deserción-reinserción.

Con todas las buenas intenciones que tenga el proyecto, el mismo entraña una severa contradicción, esto es, la abstracción de la justicia material como componente fundamental de la paz.  La historia colombiana es pródiga en ese tipo de soluciones, lo que en parte puede explicar las razones por las cuales la larga trayectoria de impunidad que ha reinado en nuestra vida republicana no ha conducido a la paz, sino a convertirse en caldo de cultivo de las guerras y conflictos futuros. Más de 60 indultos y 25 amnistías expedidos desde 1820 hasta nuestros días tienen que decirle algo a la sociedad colombiana. Ha sido un círculo de injusticia, venganza e impunidad. O mejor, barbarie, perdón, constituyente y olvido.

Si de todos estos acontecimientos hay que extraer otra lección, es justamente aquella relativa a la existencia de cierta relación perversa de la sociedad colombiana con el derecho penal que se aplica en los conflictos armados y particularmente las justificaciones que se esgrimen para evitar que este se cumpla.  Pareciese que las razones que se pretenden justas para hacer la guerra amparan sin fórmula de juicio las de los delitos que se cometen con razón de ella.

Nada más contrario a la construcción de los cimientos éticos de una sociedad que semejante práctica. Colombia no ha carecido de las leyes que prohíben y sancionan los actos inhumanos propios de un conflicto; por el contrario, ahí han estado para violarlas flagrantemente cuando la conveniencia pública así lo aconseja. No nos faltaron en el Siglo XIX ni el derecho de gentes en la Constitución del 86, ni la prohibición de represalias en los códigos militares, ni el canje de prisioneros de guerra; ni nos faltaron en el Siglo XX las normas penales que separaban la barbarie de los delitos políticos, ni el derecho internacional humanitario, ni el derecho internacional de los derechos humanos.  Lo hemos tenido todo para vulnerarlo, privilegiando una especia de oportunismo político sobre el cumplimiento de la ley.  En otras palabras, hemos invertido la lógica contingente de esas leyes que se han aprovechado para perdonar lo imperdonable y condonar lo que de acuerdo con ellas jamás sería justificable.

Oportunismo político.

Añadamos a lo anterior que la cultura de la irresponsabilidad penal para los violadores de derechos humanos y derecho internacional humanitario estaba favorecida por la escasa repercusión del derecho internacional en los ordenamientos  internos, que acompañado de la ineficacia del mismo, relegó los juicios de Nuremberg y Tokio con su capacidad jurídicamente moralizante a los anaqueles de la historia del derecho penal y sepultó durante cincuenta años los intentos de darles eficacia a los derechos humanos y el derecho internacional de los conflictos armados.  La patética historia de la ratificación de los Protocolos de Ginebra en Colombia, con las discusiones bizantinas que la acompañaron y las demoras inexcusables en la presentación, se aprovecharon de esas circunstancias, pero entre tanto la historia internacional ha dado un giro enorme.

En efecto, el conflicto de Yugoeslavia despertó las conciencias dormidas de los europeos aterrados por la barbarie que después de la segunda guerra mundial habían jurado que nunca se volvería a repetir.  Sin embargo, los años finales del siglo pasado vieron que en la culta Europa la tentación de la violencia resurgió y fue necesario desempolvar el código de Nuremberg para sancionar atrocidades tan censurables como las que en su tiempo cometieron los nazis. Luego vino Ruanda con un genocidio que prácticamente destruyó la estructura estatal precaria de se país y así han seguido Sierra Leona y otros países en los que la instauración de la justicia internacional se observa como un proyecto imprescindible para alcanzar la paz.

Pero este recuento quedaría incompleto si no hacemos referencia a lo que ha significado la expedición de un Estatuto Penal Internacional. Justamente cuando Yugoeslavia y Ruanda prendieron las alarmas por las atrocidades cometidas, la comunidad internacional entendió que la impunidad, lejos de constituir una base fiable para los procesos de paz, es una amenaza para la convivencia civilizada futura.  Colombia se ha comprometido con el Estatuto de Roma y aunque debe quedar claro que este seguramente no se aplicará en los casos que pretende regular el proyecto de ley, bien sea por el tiempo de comisión de los hechos o porque los casos están cubiertos por la absurda, inexplicable e injustificada cláusula de exclusión de competencia con la cual el Gobierno ratificó el Estatuto, lo cierto es que la presentación de un proyecto que pretende hacer procesos penales para culminar con la suspensión de la ejecución de la pena es una de las modalidades de la denegación de justicia material contra la cual precisamente se levantó la filosofía que anima esta normatividad.

Hoy vemos con toda claridad que uno de los efectos bondadosos que ha tenido el Estatuto de la Corte Penal Internacional, y todas las implicaciones de la justicia penal internacional, es el de arreglar cuentas con los pasados históricos que han cubierto con la impunidad decretada oficialmente pasajes dolorosos de la vida institucional de muchos Estados.  Parece que las sociedades con semejantes deudas pendientes se han dado cuenta  de que la fórmula del “perdón y olvido” pesa demasiado en la convivencia ética y que a largo plazo los que quieren olvidar son los perdonados, pero que el mismo ejercicio para las víctimas es imposible. Lo demostró el proceso seguido contra Pinochet, el juicio contra los militares argentinos solicitados en extradición, la reciente abolición de las leyes de punto final en Argentina y las denuncias penales contra jefes de Estado en países con criterio definido del ejercicio de jurisdicción penal universal.

A discusión del Congreso.

Si todos estos hechos quieren decir algo, es que la humanidad ha tomado conciencia de que la impunidad a corto plazo da dividendos pequeños y a largo plazo constituye un problema grave. Pero por esa misma razón es necesario preguntarse, si con un proyecto como el que ahora se presenta a discusión del Congreso no vamos en contravía de la tendencia que pretende que los crímenes contra la humanidad y los crímenes de guerra tengan el justo castigo que merecen, no importa las circunstancias, ni las bases de justificación con las cuales se cometieron.

No nos cabe la menor duda de que el comentado proyecto requiere un análisis no solo de los inconvenientes normativos que contiene, sino de la filosofía que lo soporta. Así, sea lo primero decir que la exposición de motivos parte de un argumento rebatible, esto es, que sin la existencia de las herramientas jurídicas que pretende la guerra se acentuará y no habrá posibilidad de conseguir la paz, puesto que los grupos armados al margen de la ley persistirán en sus violaciones al derecho internacional humanitario y en la violación masiva de los derechos humanos.  El argumento sería cierto si efectivamente existiera un proceso en el que la condición haya sido justamente la de que sin ley de perdón y olvido no hay paz por parte de los alzados en armas.  Si así fuera, no se trataría de un proceso de negociación, sino de un chantaje o de una concesión indebida de una de las partes.

Pero además, si la exposición de motivos dice literalmente que “mientras por un acuerdo de paz no se ofrezca a los acusados de cometer delitos graves la posibilidad de contribuir con sus esfuerzos a la consecución de la paz nacional, quienes los cometieron no se van a entregar y persistirán en sus campañas bélicas, seguramente con nuevas y brutales violaciones al Derecho Internacional Humanitario”, entonces fuerza concluir que el Estado mismo sabe que en razón del conflicto se han cometido violaciones al Derecho internacional Humanitario, que se ha comprometido a “respetar” y a “hacer respetar”, con lo cual el proyecto al convertirse en ley configuraría una violación al ordenamiento jurídico intencional.

Por otra parte, la misma argumentación insta al lector a que piense en superar el concepto estrecho de justicia que se relaciona con el castigo del culpable, para pasar a un concepto en el que la justicia se familiarice  con la posibilidad de evitar el derramamiento de sangre, con el proyecto de una convivencia y el fortalecimiento de la democracia.  Eso es justamente lo que busca el Derecho Internacional Humanitario, pero no partir de la impunidad de las conductas que él mismo sanciona. Los crímenes contra la humanidad no aceptan amnistías, indultos, ni medidas similares que tiendan a la exención de la pena.

Añádase a lo anterior que el proyecto pretende transmitir la idea de que no existirá impunidad, razón por la cual evita a toda costa la utilización del vocablo “indulto”, entendiendo que al ejercer la acción penal y condenar judicialmente a alguien, para luego suspenderle la ejecución de la pena a solicitud del Presidente, no se genera impunidad, lo cual es erróneo desde el punto de vista del derecho internacional.  La razón es muy sencilla: cuando el Estado se obliga a cumplir con los llamados deberes de penalización, tal obligación implica la aplicación de penas proporcionales al hecho cometido.

Experiencia internacional.

Pero anotemos además que con esa iniciativa se pretende resolver la cuadratura del círculo, pues no se vale de las categorías de indulto o amnistía, debido a que estas se utilizan únicamente para delitos políticos, lo que indica que en realidad se ha diseñado un mecanismo para sustraer de su responsabilidad penal a los autores de delitos comunes, entre otros el narcotráfico, con lo cual el proyecto no solo deja serias dudas sobre su constitucionalidad, sino que puede abrir la puerta inesperada a una política criminal de persecución penal que no se compadece con el principio de igualdad.  Peor aun, si se espera que la libertad definitiva la otorgue el juez después de cinco años de suspensión, eso significa que tantos esfuerzos para endurecer las penas en delitos tan graves como el secuestro se vayan, sin más ni más, por la vía de la ley penal más favorable.

La experiencia internacional nos ha enseñado que este tipo de medidas en realidad poco contribuyen a aclimatar la paz.  Ahí están como ejemplo, las leyes de impunidad de El Salvador y el precedente no menos negativo en el cual el proyecto dice haberse inspirado, esto es, el Acuerdo del Viernes Santo firmado entre el gobierno irlandés y Tony Blair.  La queja de muchos de los opositores al acuerdo se ha multiplicado y se puede resumir con lo dijo hace dos años Jeffrey Donaldson: que en aras de culminar un acuerdo político terminaron condonando las penas de quienes el gobierno siempre consideró terroristas.  Se cosecharon todos los beneficios del acuerdo sin haber entregado “ni una sola bala, ni un gramo de explosivo”.  Justamente, el caso de Irlanda ilustra con lujo de detalles los riesgos que se desprenden de iniciar un proceso de aclimatación de las negociaciones por la vía de las excarcelaciones, si no obsérvense las dificultades que han seguido, como aquellas relativas a la desmovilización y el desarme de los actores en conflicto y más aun la imposibilidad  de que el proceso avance bajo las condiciones de legitimación que estaban presupuestadas cuando se firmaron los acuerdos.
En fin, la justicia es un componente esencial de la paz.  El precio que debe pagar la sociedad colombiana por un conflicto que la ha aquejado durante tanto tiempo, no puede ser la impunidad. Aquí no se trata de favorecer una postura vengativa de la sociedad contra quienes han violado las leyes nacionales e internacionales, sino de exigir un mínimo de proporcionalidad. Llevamos más de dos décadas implorando a los actores del conflicto que humanicen sus conductas bélicas y por eso mismo no resulta justo que ahora se les pida a la sociedad civil y al Estado que perdonen y olviden lo inhumano, irónicamente bajo el manto de una postura humanista.

ANEXO X

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES RATIFICADOS POR COLOMBIA

Instrumentos universales sobre derechos humanos: 

-Convención sobre los derechos políticos de la mujer (1952). Entrada en vigor para Colombia: 5 de agosto de 1986, en virtud de la ley 35 de 1986.

-Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores emigrantes y sus familias (1990). Aprobado por la ley 146 de 1994 (todavía no ha recibido el número de ratificaciones necesarias para entrar en vigor).

Instrumentos Interamericanos sobre derechos humanos:

- Convención de La Habana sobre asilo (1928). Entrada en vigor para Colombia: 20 de febrero de 1937, en virtud de la ley 75 de 1931.

-Convención de Montevideo sobre asilo político (1933). Entrada en vigor para Colombia: 22 de julio de 1936, en virtud de la ley 15 de 1936.

-Convención Interamericana sobre la nacionalidad de la mujer (1933). Entrada en vigor para Colombia: 22 de julio de 1936, en virtud de la ley 77 de 1935.

-Convención Interamericana sobre concesión de derechos civiles de la mujer (1948). Entrada en vigor para Colombia: 3 de junio de 1959, en virtud de la ley 8 de 1959.

-Convención Interamericana sobre concesión de derechos políticos de la mujer (1948). Entrada en vigor para Colombia: 3 de junio de 1959, en virtud de la ley 8 de 1959.

-Convención de Caracas sobre asilo territorial (1954). Entrada en vigor para Colombia: 11 de diciembre de 1969, en virtud de la ley 92 de 1962.

Derecho humanitario:

-Protocolo de Ginebra sobre la prohibición del uso, en la guerra, de gases asfixiantes, tóxicos o similares y de medios bacteriológicos (1925). Aprobado por la ley 10 de 1980 (No consta depósito del instrumento de adhesión).

-Convención de La Haya para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado (1954). Entrada en vigor para Colombia: 18 de septiembre de 1998, en virtud de la ley 340 de 1996.

-Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción. Entrada en vigor para Colombia: 9 de diciembre de 1983, en virtud de la ley 10 de 1980.

Derecho internacional del trabajo:

-Convenio No 1 sobre las horas de trabajo (industria), 1919. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 2 sobre el desempleo, 1919. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 3 sobre la protección a la maternidad, 1919. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 4 sobre el trabajo nocturno (mujeres), 1919. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 5 sobre la edad mínima (industria), 1919. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 6 sobre el trabajo nocturno de menores (industria), 1919. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 7 sobre la edad mínima (trabajo marítimo), 1920. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 8 sobre las indemnizaciones de desempleo (naufragio), 1920. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 9 sobre la colocación de gente de mar, 1920. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 10 sobre la edad mínima (agricultura), 1921. Entrada en vigor para Colombia: 13 de abril de 1983, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 11 sobre el derecho de asociación (agricultura), 1921. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 12 sobre la indemnización por accidentes de trabajo (agricultura), 1921. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 13 sobre cesura (pintura), 1921. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 14 sobre el descanso semanal (industria), 1921. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 15 sobre la edad mínima (pañoleros y fogoneros), 1921. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 16 sobre el examen médico de los menores (trabajo marítimo), 1921. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 17 sobre la indemnización por accidentes de trabajo, 1925. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 18 sobre las enfermedades profesionales, 1925. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 19 sobre la igualdad de trato (accidentes de trabajo), 1925. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 20 sobre el trabajo nocturno (panadería), 1925. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 21 sobre la inspección de los emigrantes, 1926. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 22 sobre el contrato de enrolamiento de la gente de mar, 1926. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 23 sobre la repatriación de la gente de mar, 1926. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 24 sobre el seguro de enfermedad (industria), 1927. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 25 sobre el seguro de enfermedad (agricultura), 1927. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 26 sobre los métodos para la fijación del salario mínimo, 1928. Entrada en vigor para Colombia: 20 de junio de 1933, en virtud de la ley 129 de 1931.

-Convenio No 29 sobre el trabajo forzoso, 1930. Entrada en vigor para Colombia: 4 de marzo de 1969, en virtud de la ley 54 de 1962.

-Convenio No 30 sobre las horas de trabajo (comercio y oficinas), 1930. Entrada en vigor para Colombia: 4 de marzo de 1969, en virtud de la ley 23 de 1967.

-Convenio No 52 sobre las vacaciones pagadas, 1936. Entrada en vigor para Colombia: 7 de junio de 1963, en virtud de la ley 54 de 1962.

-Convenio No 81 sobre la inspección del trabajo, 1947. Entrada en vigor para Colombia: 11 de Noviembre de 1967, en virtud de la ley 23 de 1967.

-Convenio No 88 sobre el servicio del empleo, 1948. Entrada en vigor para Colombia: 31 de Octubre de 1967, en virtud de la ley 37 de 1967.

-Convenio No 95 sobre la protección del salario, 1949. Entrada en vigor para Colombia: 7 de junio de 1963, en virtud de la ley 54 de 1962.

-Convenio No 99 sobre los métodos para la fijación de salarios mínimos (agricultura), 1951. Entrada en vigor para Colombia: 4 de marzo de 1969, en virtud de la ley 18 de 1968.

-Convenio No 100 sobre la igualdad de remuneración, 1951. Entrada en vigor para Colombia: 4 de marzo de 1969, en virtud de la ley 23 de 1967.

-Convenio No 101 sobre las vacaciones pagadas (agricultura), 1952. Entrada en vigor para Colombia: 4 de marzo de 1969, en virtud de la ley 23 de 1967.

-Convenio No 105 sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957. Entrada en vigor para Colombia: 7 de junio de 1963, en virtud de la ley 54 de 1962.

-Convenio No 106 sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957. Entrada en vigor para Colombia: 4 de marzo de 1969, en virtud de la ley 23 de 1967.

-Convenio No 111 sobre la discriminación en materia de empleo y ocupación. Entrada en vigor para Colombia: 4 de marzo de 1969, en virtud de la ley 22 de 1967.

-Convenio No 116 sobre la revisión de los artículos finales, 1961. Entrada en vigor para Colombia: 4 de marzo de 1969, en virtud de la ley 23 de 1967.

-Convenio No 129 sobre la inspección del trabajo (agricultura), 1969. Entrada en vigor para Colombia: 16 de noviembre de 1976, en virtud de la Ley 47 de 1975.

-Convenio No 136 sobre el benceno, 1971. Entrada en vigor para Colombia: 16 de noviembre de 1976, en virtud de la Ley 47 de 1975.

-Convenio No 144 sobre la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976. Entrada en vigor para Colombia: 9 de noviembre de 1999, en virtud de la Ley 310 de 1997.

-Convenio No 159 sobre la readaptación profesional y el empleo (personas inválidas), 1983. Entrada en vigor para Colombia: 7 de diciembre de 1989, en virtud de la Ley 82 de 1988.

-Convenio No 160 sobre estadísticas de trabajo, 1985. Entrada en vigor para Colombia: 23 de marzo de 1990, en virtud de la Ley 60 de 1988.

-Convenio No 167 sobre seguridad y salud en la construcción, 1988. Entrada en vigor para Colombia: 6 de Septiembre de 1994, en virtud de la Ley 52 de 1993.

-Convenio No 170 sobre los productos químicos, 1990. Entrada en vigor para Colombia: 6 de septiembre de 1994, en virtud de la Ley 55 de 1993.

-Convenio No 174 sobre la prevención de accidente industriales mayores, 1993. Entrada en vigor para Colombia: 9 de diciembre de 1997, en virtud de la Ley 320 de 1996.

ANEXO XI

SALIDA NEGOCIADA DEL CONFLICTO COLOMBIANO EN JUSTICIA

“Frente a un Estado hundido en la ineficacia de su propia maquinaria burocrática, los violentos encarnan la precisión y la certeza. Saben lo que quieren, y conocen suficiente la psicología nacional para lograrlo.  Los señores de la guerra saben que el pueblo olvida y la propiedad se limpia, por lo que a mediano y largo plazo sus intereses resultan victoriosos. (...)” (Nova & Vetera, número 38, enero marzo de 2000, página 47. Luis Carlos Restrepo, médico psiquiatra, máster en filosofía.)

Este exordio nos sirve para hacer nuestras propias conclusiones sobre el conflicto armado que vive Colombia. 

El Estado colombiano, las organizaciones de la sociedad civil y los grupos insurgentes, deben tomar medidas inmediatas con el fin de superar la grave crisis de Derechos Humanos y de Derecho Humanitario que hemos vivido en los últimos años en Colombia.

Se ha podido constatar que el manejo represivo y militarizado, con respecto al orden público, en algunas regiones del país, ha sido uno de los factores que más contribuye a la agravación de la violencia y por ende, a la violación de los derechos humanos. El Estado debe darles un manejo civil a los problemas de orden público.

El Presidente, como Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas, debe separar de las Instituciones Castrenses a todos aquellos miembros de los cuerpos armados que resulten comprometidos en eventos relacionados con la violación de derechos humanos.  No se trata, por supuesto, de que el Gobierno castigue a determinados servidores públicos sin ser oídos ni vencidos en juicios penales y disciplinarios, sino que se retire a todos y cada uno de los servidores comprometidos en graves violaciones de derechos humanos. 

Además, téngase en cuenta que el Ejecutivo tiene las facultades de libre nombramiento y remoción, y que por lo tanto, también puede disponer de este mecanismo, con el fin exclusivo de seleccionar y calificar a los miembros de los Cuerpos Armados.

Se deben establecer efectivos controles sobre las Brigadas Móviles, Policía Nacional y demás estamentos que componen la Fuerza Pública, lo cual sería, obviamente, por parte del Ministerio de Defensa Nacional.  Ello para evitar que sus acciones perjudiquen a la población civil, donde generan temor y desconfianza.  Es indispensable y muy necesario instruir a los integrantes de la fuerza pública en el respeto de los Derechos Humanos, para evitar que se continúe con el maltrato hacia las comunidades.

La situación de los derechos humanos no debe continuar como un problema de orden público, sino como lo que es, un problema social.  Es obligatorio por lo tanto, atender a las víctimas de la violencia, de la violación de los derechos humanos, entre ellos, los desplazados. 

En Colombia el sistema de libertades públicas nos permite el desarrollo autónomo, consagrando las libertades de conciencia, profesión u oficio, pensamiento, expresión, religión, culto, etc., teniendo además la libertad de participar en el control político dentro de un sistema institucional, pero a lo que no tenemos derecho, por razón del conflicto armado es a la PAZ, derecho constitucional establecido en el artículo 22 de nuestra Carta Magna.

Es de conocimiento popular que el Estado siempre ha sido paternalista y por lo tanto, los nacionales colombianos tenemos poca o muy escasa noción de nuestras responsabilidades ante la sociedad.  Por ello, la efectiva relación entre los derechos y los deberes de los individuos reposa en un equilibrio de la sociedad civil, debemos cambiar nuestra propia conciencia y así podemos reclamar a nuestros dirigentes que sus actividades conduzcan al desarrollo de la libertad y de la dignidad humana.

Debemos fortalecer la unidad de la Nación, asegurando a todos sus integrantes el derecho a la vida, a una justicia pronta, al conocimiento, a la libertad, al respeto por las diferencias de cultos y de trabajo, a la convivencia pacífica y a la Paz. 

Nuestra seguridad jurídica tiene que ser garantizada mediante la legalidad, principio sin el cual  toda actuación del Estado sería arbitraria; sin justicia nuestro Estado de Derecho sería una simple fórmula vacía.

Protegiendo a la familia, núcleo esencial y fundamental de la sociedad, no solo les otorgamos un verdadero bienestar, sino que también estamos proporcionando los instrumentos y medios requeridos para una verdadera convivencia humana.  Los derechos económicos, sociales y culturales impregnados en nuestra Constitución, deben ser concretos, por cuanto están reconocidos a nivel internacional.

Desde el gobierno de Julio César Turbay Ayala (1978-1982), existen varias disposiciones normativas de amnistía condicional a los alzados en armas, como autores de delitos políticos. Gracias a estas herramientas jurídicas, se pudo cristalizar el reingreso a la vida civil de los grupos como el M-19, el EPL, el indigenista Quintin Lame y otros de menor importancia, lo cual ha contribuido a una mediana paz en Colombia.  

Sin embargo, requerimos de una verdadera política de Estado y de la colaboración y ayuda internacional, a efectos de poder cristalizar, de manera jurídica, una salida negociada al problema interno que padecemos por las continuas arremetidas sangrientas de los grupos alzados en armas. Para lograr dicho fin, es decir, una salida negociada al conflicto armado interno que tenemos, nuestros dirigentes deben apoyarse en los tratados de paz que han funcionado en otros países.

Todos debemos participar en los procesos de diálogos, exigiendo a las partes el cumplimiento de sus obligaciones internacionales, constitucionales y legales, deseando por consiguiente que termine la guerra y que en nuestro país, al fin, se puedan producir las transformaciones socioeconómicas y políticas deseadas.

Las organizaciones de derechos humanos, las víctimas de la violencia y la sociedad en general, somos conscientes de las circunstancias que permiten la continuidad de la impunidad. Sin embargo, el camino más seguro es el de evitar al máximo las violaciones durante el conflicto y por ello es imperativo que el Estado y los grupos armados se comprometan en garantizar y respetar de manera irrestricta los Derechos Humanos, ya que el principio humanitario general es la protección de la población civil y de todos aquellos que no están en posibilidad de combatir.

Necesitamos una verdadera operabilidad del sistema de justicia, para evitar la impunidad, ya que un proceso de reconciliación no puede terminar de tal manera, por lo cual se debe definir una verdadera política criminal, que asegure no solo el esclarecimiento de todos y cada uno de los hechos, sino también el juzgamiento de los responsables.
Desde ahora se debe establecer un verdadero mecanismo que garantice la reparación integral y el restablecimiento del derecho conculcado y la indemnización de los perjuicios causados a las víctimas de la violencia. Por ello, se deben estudiar  y analizar todas y cada una de las experiencias internacionales.
Debemos exigir un proceso de justicia integral para acceder a la verdad insoslayable, por lo tanto, dentro de las negociaciones de paz se debe tener en cuenta amplios criterios de transparencia y de amplia difusión de lo acontecido con relación al conflicto armado interno. Nuestra violencia es producto de la acumulación de muchas guerras no terminadas, acompañadas de combates a muerte entre los colombianos, en donde en muchas zonas de nuestra patria,   impera la ley del silencio, siendo muchos los compatriotas los que creen que hace falta “mano dura” para imponer el orden sobre facinerosos, no entendiendo que en la cultura política debemos creer en las buenas intenciones de nuestros dirigentes políticos y son estos los llamados a lograr que se cristalice con programas de justicia, los económicos, culturales, ambientales y pedagógicos, una verdadera reparación integral hacia una verdadera PAZ.

ANEXO XII

MEMORIAS DEL SEMINARIO TALLER: Sobre el proceso de búsqueda de solución amistosa en el caso de la Unión Patriótica que se adelanta ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Bogotá, D.C. 23, 24 y 25 de julio de 2003.

SOLUCIÓN AMISTOSA:

ÉTICA, MEMORIA Y RECONCILIACIÓN ¿PERDÓN Y OLVIDO?1
Por Guillermo Hoyos Vásquez

Instituto de Estudios Sociales y Culturales PENSAR

Pontificia Universidad Javeriana

(...) El perdón solo es posible a partir de un reconocimiento de lo que se perdona y de la relación de esto con aquel a quien se perdona. El perdón exige memoria. No se trata de perdón y olvido, sino por el contrario de memoria y perdón, si fuere posible y necesario. Pero la memoria debe ser en cierta manera hecha pública, que es propiamente lo que ocurre en el juicio. Por tanto: se trata de analizar, si en el horizonte de perdón “puro”, el de la utopía moral, es posible pensar en memoria, juicio, reconciliación, reparación y perdón, con alternativa posible y contingente a memoria, juicio y castigo.

Partimos, por tanto, de una situación conflictiva que buscamos solucionar amistosamente. El sentido y la profundidad de dicha situación nos dan gracias a la sensibilidad moral. Por ejemplo: (…) el genocidio (…) de la Unión Patriótica. Estamos hablando de los sentimientos morales tanto de las víctimas mismas como de todos aquellos que son capaces de sentir, de indignarse, de condenar y de censurar este tipo de crímenes. Y también pensamos en los autores de dichos crímenes, quienes deberían estar en capacidad de reconocer su culpa y de pedir perdón por ella tanto a las víctimas y sus allegados como a la sociedad, cuyo tejido moral han destruido.

(…) No se trata simplemente de “perdón y olvido”, sino de memoria, juicio, y entonces no necesariamente de castigo como venganza, sino eventualmente de reparación, justicia restaurativa, (…) en fin alguna de las formas de que se “haga justicia”, aquella que permita el reconocimiento moral de las víctimas. (Resaltado fuera de texto).

3. LA MEMORIA.

En mayo de 1985 el entonces Presidente de Alemania, Richard Von Weizsäcker, hacía un pronunciamiento importante en el camino hacia la reconciliación del pueblo alemán con los diversos tipos de víctimas de la Segunda Guerra Mundial, los del holocausto, los de la guerra y sus conciudadanos: “Quienes cierran, -dijo-, sus ojos al pasado son ciegos ante el presente, quien se rehúsa a recordar la inhumanidad es susceptible de nuevos riesgos de infección”3. Este mensaje también pretendía terciar en el entonces muy agudo “debate de los historiadores alemanes”.

Aquí nos interesa analizar el sentido de la tesis acerca de la memoria que se insinúa en este pronunciamiento. Efectivamente, como lo propone Pablo de Greiff puede comprenderse como un argumento que mira hacia el futuro en el sentido de la recuperación de la memoria nos puede concretizar para no repetir en el futuro los errores del pasado. Podría decirse que es el argumento más enraizado en la opinión pública. Pero si se considera detenidamente, se trata más bien de una instrumentalización de la memoria de las víctimas, que entonces nos sirve en cierta forma de motivación para no repetir en el futuro los errores, de los cuales las víctimas son presencia continua.

Pero también se puede leer el argumento hacia el pasado: significa entonces que la memoria nos debe hacer presente lo que debemos a las víctimas. Debemos a las víctimas una reparación equitativa y congrua. La memoria es la exigencia de ser justos con las víctimas. El dolor corresponde a ellas, el perdón les pertenece y no al Estado ni a intérpretes protagonistas en nombre de las Iglesias o de la sociedad civil.

Y finalmente se da una lectura de presente: la memoria nos pone de presente lo que no podemos de ninguna forma esperar que nuestros conciudadanos olviden. Si se examina bien esta formulación, es fácil descubrir en ella vestigios tanto del pasado como del futuro. Por tanto, es importante poder profundizar en este sentido de la memoria.

Normalmente se piensa que todo juicio debe producir justicia, es decir, o absolución, que tampoco equivale a olvido, por cuanto lo no probado en un juicio es tenido en cuenta como no sucedido, o castigo, puesto que esto piensa la gente que es el significado de justicia. El problema radica entonces en el sentido de que se dé a la justicia y a su aplicación. Quienes defienden diversas formas de perdón bajo determinadas condiciones, relacionan el sentido de justicia con los fines a los que se orienta su aplicación. Pero ante todo hay que liberar la justicia de sentimientos de venganza, retaliación o revancha, todos muy propios de una comprensión privatizadora de la aplicación de justicia. Por ello la “privatización” de la justicia degenera muy pronto en la destrucción de la democracia, pues con la disculpa de la impunidad cada quien (familia, persona, partido) se siente autorizado para castigar y para ajustar cuentas con sus enemigos.

Ciertamente que el perdón es propiedad, puede llegar a ser virtud propia de las víctimas y de sus allegados. Es necesario, por tanto, tener en cuenta las preguntas y sentimientos que provienen de las víctimas. Este recurso puede transformar un concepto deformado de justicia, que se identifica con el castigo del culpable, por un justo entendimiento en torno a la culpa y al perdón, al arrepentimiento y reparación, requisito para el establecimiento de condiciones de convivencia. Esto llevará a un giro ético de la justicia y el derecho como venganza, a la justicia como equidad y como estrategia para resolver las situaciones de injusticia en las que se niega la dignidad y se imposibilita toda comprensión entre personas diferentes.

Este giro ético abre las posibilidades de avanzar en la solución de conflictos, en momentos en los que la situación se ha deteriorado tanto, que ya pareciera que solo es posible pensar en un perdón colectivo que abra caminos para la reconstrucción de la democracia. Es el caso cuando en cierta forma la misma racionalidad de los procesos de memoria, juicio, reconocimiento y castigo, así fuera posible no parece que pudiera solucionar el problema mismo. Entonces los límites de la razón, puede ser razonable fomentar una cultura del perdón como recurso para la cultura política. Se apela en esta perspectiva a un cultivo de las pasiones, que sin renunciar a la memoria, nos permite convertir los sentimientos de venganza en sentimientos de reconciliación. Esto sólo es posible en el horizonte generoso abierto por la idea del “perdón de lo imperdonable” y sin condiciones.

El ya famoso debate de los historiadores alemanes en torno a la memoria de Auschwitz y a su relación con una identidad nacional que no debería olvidar el holocausto, como lo manifiesta dignamente el canciller alemán Willy Brandt arrodillado ante las víctimas polacas, enseña algo muy significativo políticamente. Lo mismo que nos sugieren las grandes religiones al pedir perdón y algunos gobernantes al reconocer la culpa de quienes ellos representan. Las comisiones de verdad que han jugado un papel importante en diversos procesos de reconciliación contemporáneos pueden resignificar (sic) la memoria, de suerte que en lugar de hipoteca con un pasado irracional, nos comprometa con un presente en el que no deberíamos poder olvidar todo aquello que constituyó la i justicia y la violencia, para reconocerlo como lo que no deberíamos volver a repetir: es la más justa memoria y el recuerdo más vivo de las víctimas.

4. LA RECONCILIACIÓN

¿Con base en qué condiciones debe proponerse un proceso complejo de reconciliación? Hay que aclarar ante todo que se busca reconstruir la democracia como fin que justifique una serie de medios jurídicos, buscando efectivamente que dichos medios se orienten performativamente (sic) al mismo fin de la reconciliación.

Naturalmente que persiste en conflicto entre derecho a la verdad y a la justicia, en especial por parte de las víctimas, y el derecho a la paz y a la reconciliación nacionales.  Si bien la paz es el derecho supremo, también es verdad que si no se atienden también la verdad y la justicia, no se logrará una paz  sostenible en principios democráticos.  Son estos mismos principios, su aplicación radical en la solución de los conflictos y la apuesta incondicional a la democratización de la democracia lo que nos permitirá responder a la sospecha de quienes nos toman por ingenuos al sobreestimar los efectos restaurativos del perdón y la amnistía, como si con ello estuviéramos subestimando el poder reconciliador de la justicia.

Al considerar el perdón prioritariamente en la perspectiva moral se nos abre la posibilidad de un tratamiento pragmático, procedimental y funcional de lo político y lo jurídico, en los límites de la moral, que nos permite reorientar el sentido de la justicia y la función de sus aplicaciones en el horizonte del fortalecimiento de la democracia.  Es el momento en el que desde una filosofía de los valores, cobran mayor significado y legitimidad decisiones políticas, como por ejemplo, la muy reciente de renunciar a la pena de muerte como condición para poder adherir a la Unión Europea.

En el caso colombiano, como argumentan también algunos politólogos y juristas, la solución tendrá que ser pragmática y no moralista.  Es una de las ventajas de emancipar el derecho y la política de la moral. Tenemos que escoger entre una prolongación sin fin previsible del actual conflicto o aceptar la amnistía y la impunidad para muchos de los delitos graves que se han cometido por parte de los diversos sectores comprometidos en la guerra, también por parte de servidores del Estado.  Para justificar éticamente una solución que nos permita mirar más esperanzadoramente el futuro, habría que hacer memoria de las causas mismas de la violencia, de las discriminaciones e injusticias que han hecho de nuestra democracia en un largo pasado más una farsa que una realidad.

Si consideramos que no hay condición humana por más deteriorada que se la considere, ni situación social por más pervertida que se presente, que no pudiera ser reconstruida por la democracia, sabemos a qué se le apuesta, cuando política y jurídicamente empeñamos todo por esta forma de vida en común. En la tradición del pragmatismo John Dewey llamó a esto “la sacralización de la democracia”, porque es ella la que constituye la eticidad (sic) de las relaciones de confianza entre ciudadanos y ciudadanas como extraños y de ellos como sociedad civil que con el Estado de derecho.  Aquí se relativiza aquello de que el fin no justifica los medios.

Entonces lo primordial es fijar los fines de suerte que podamos encontrar los medios que nos conduzcan a más democracia que a menos democracia.  Esto exige que realmente compartamos la idea de que por la democracia y en la democracia es posible entendernos, respetando los diferentes máximos (religiosos, ideológicos, morales), en aquellos mínimos que permitan articular tanto las concepciones idealistas como las utilitaristas de la política,  desactivando todo fundamentalismo, en una promoción del bien común, en el que al fin y al cabo convergen todos aquellos ideales d quiénes retóricamente coinciden en que actúan en beneficio de la sociedad y representan sus más valiosos intereses. La pregunta fundamental es por tanto si efectivamente creemos que un sistema democrático constituye el camino real, complejo y pleno de obstáculos, para solucionar nuestros problemas. Es decir, un sistema democrático con todo lo que exige contrafácticamente (sic): condiciones materiales y calidad mínima de vida, de acuerdo con la concepción de derechos humanos socio – económicos; procesos de participación inclusivos con su poder originario de crítica y de legitimación  de todo otro poder; reconocimiento positivo de las diferencias de toda índole y posibilidad de comprometerse con unos mínimos constitucionales.

No parece pues que lo más difícil sea avanzar en una cultura del perdón, sin la cual no será posible encontrar nuestra democracia.  Al final de su entrevista Derrida se refiere a una “democracia por venir”.  Si se da esa prioridad a los valores de la diferencia, de la convivencia, de la cooperación y de la justicia como equidad, puede discutirse también acerca de la cultura del perdón.  Afortunadamente las reglas de la democracia nos permitirán solucionar también el conflicto de no poder llegar a un acuerdos obre el sentido y las últimas motivaciones del perdonar. El acuerdo político será únicamente sobre la necesidad y las formas de perdonar cuando esté en juego la democracia.  En las democracias multiculturales, las de una sociedad postsecular, atravesadas por diferencias  morales y religiosas profundas, son precisamente las situaciones de desacuerdo razonable las más fecundas para la vida pública.  Una solución basada antes que todo en valores democráticos, que no son siempre sólo los de los acuerdos con base en argumentos o los de las negociaciones estratégicas, será siempre necesaria y deseable.  Deben buscarse sin afanes, superando la mera tolerancia recíproca, fomentando más bien la comprensión mutua, los lugares de posibles encuentros desde las correspondientes utopías.  Este tipo de comunicación jugará un papel todavía más importante que los meros procedimientos democráticos, precisamente desde las diferencias, en la conformación de la vida política.

LA UNIÓN PATRIÓTICA:

EL EXTERMINIO DE UNA ESPERANZA

Por: Jahel Quiroga Carrillo1.

Estamos aquí convocados a instancias de la Procuraduría General de la Nación para examinar, conjuntamente con los fiscales y los procuradores, quienes van a realizar las investigaciones por el exterminio de la Unión Patriótica (UP), el camino más apropiado para llevar a cabo el trabajo tendiente a superar la impunidad en este caso.

En efecto, el Estado colombiano se ha comprometido en la “búsqueda de una solución amistosa” en el caso de la UP ante la Comisión Interamericana de derechos humanos. Y uno de los aspectos fundamentales es la realización del derecho a la justicia, de tal suerte que este Seminario –Taller nos sirva a todos y especialmente a ustedes encargados de las investigaciones, para identificar los mecanismos a través de los cuales los casos de la UP puedan impulsarse, llevarse a cabo y concluir en los términos previstos en la Comisión Interamericana.

Pero antes de que se de inicio a este esperanzador evento, permítanme brevemente traer a la memoria una parte de la historia de la Unión Patriótica, recogida por nosotros de las mismas víctimas a través de múltiples encuentros, conocer sus apuestas y también su doloroso exterminio, como un homenaje a ellas, contra el olvido, para evitar que estos hechos vuelvan a repetirse y como un aporte a la memoria del Estado en su “deber de recordar” tal como lo dice el relator de Naciones Unidas Louis Joinet “el conocimiento de un pueblo de la historia de su opresión forma parte de su patrimonio y debe por ello conservarse”.

La UP surgió en 1984 en el marco de las negociaciones de paz entre el gobierno de Belisario Betancur y las guerrillas de las Fuerzas armadas revolucionarias de Colombia FARC en cumplimiento de los Acuerdos de la Uribe.

En este proceso de diálogos, las FARC hacen un llamado a la sociedad colombiana para constituir un amplio movimiento que garantice las perspectivas de paz para el país y establezca las bases para un frente político y social que adelante las transformación sociales, económicas y políticas necesarias para consolidar la paz con justicia social.

Como resultado de la voluntad política de las partes el gobierno realiza el siguiente acuerdo con la UP y con las FARC:

“El Gobierno, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y las leyes, otorgará a la Unión Patriótica y a sus dirigentes las garantías y seguridades indispensables para que puedan desarrollar, en forma idéntica a las demás agrupaciones políticas, su acción tanto proselitista como electoral.   El gobierno hará recaer todo el peso de la ley sobre el ciudadano o la autoridad que conculque sus derechos o niegue, eluda o desconozca las garantías que les corresponde.  También otorgará el Gobierno a las FARC las garantías y libertades que requiera para el proceso de incorporación de sus directivos a la vida política “. (Acuerdo firmado entre le (sic) Gobierno de Belisario Betancur y las FARC, Enero de 1986).

Nace así la UP como un movimiento pluralista convergente, de reformas democráticas populares y es recibido con mucha simpatía y entusiasmo por el pueblo en general que veía en la UP la oportunidad para canalizar toda la inconformidad dejada por los partidos tradicionales, apostándole sus esperanzas a esta novedosa propuesta política.

Las FARC ordenan a sus frentes destacar algunos representantes para realizar el proselitismo político a nivel rural y de la mayoría de las ciudades capitales, hecho que coadyuvó a ratificar la percepción que tenían amplios sectores de la sociedad colombiana de que la paz estaba próxima a ser alcanzada.

La UP recibe entonces el respaldo de diferentes sectores sociales y políticos en distintas regiones del país a través de manifestaciones públicas y coaliciones que apoyan este proyecto político orientado a conquistar una paz democrática, basada en profundas reformas políticas, económicas y sociales.  El Partido Comunista, así como sectores gremiales, sindicales, campesinos, estudiantiles e incluso algunos representantes de los partidos tradicionales, participaron activamente en este naciente movimiento político.

En noviembre de 1985 la UP realiza su Primer Congreso Nacional, en el cual estaba prevista la presencia y participación de uno de los máximos líderes de la guerrilla, Jacobo Arenas, presencia que nunca se dio ante el conocimiento por parte de las FARC que se fraguaba un atentado contra su vida.  Este congreso lanza entonces la candidatura del doctor Jaime Pardo Leal a la presidencia de la República, define su estructura organizativa a través de Juntas Patrióticas que son organismos de base y dirección, expone su plataforma política, nombra su Junta Nacional compuesta por dirigentes representantes del movimiento obrero, cívico, comunal, artístico, religioso, d la intelectualidad y fuerzas democráticas independientes.  Así mismo, lanza su lema de campaña “¡Paso a la Paz, Paso a las reformas!” y define los colores amarillo y verde como los que identificarán a la Unión Patriótica en toda clase de propaganda, afiches, plegables, etc.

Su Plataforma Política, hace 20 propuestas democráticas para el país, como la elección popular de alcaldes y gobernadores, la conformación de una Asamblea Nacional Constituyente para promover reformas democráticas a la Constitución Nacional de 1896, aumento general de salarios, abolición de algunas cargas impositivas, nacionalización de recursos naturales no renovables como el carbón y el petróleo, reforma agraria encaminada a un reparto equitativo de la tierra, respeto a las comunidades indígenas, cumplimiento de las funciones estatales en educación y salud, el no pago de la deuda externa, la supresión del bipartidismo, entre otras.

En 1986 la materialización de estas expectativas comienza a darse con su participación en las elecciones del 9 de marzo y 25 de mayo (para elegir presidente de la República) obteniendo la más alta votación en la historia de los partidos de izquierda democrática escrita hasta esa época, con aproximadamente 253.000 y 329.000 electores respectivamente
, se logró el nombramiento de cinco (5) senadores, nueve (9) representantes a la Cámara, catorce (149 diputados, trescientos cincuenta y un (351) concejales y veintitrés (23) alcaldes.  Entre ellos varios representantes de las FARC como Iván Márquez y Braulio Herrera elegidos a la Cámara de Representantes.  

En efecto, el gobierno dio por sentado que la Unión Patriótica era el espacio mediante el cual las FARC se integrarían plenamente después de las negociaciones de paz.

Para 1988, la UP se consolidad como la tercera fuerza política de Colombia: Obtiene 18 alcaldías propias.  En coalición con otras fuerzas 95 alcaldías en igual número de municipios.  18 diputados, 3 consejeros Comisariales y 368 concejales en convergencia con otras fuerzas de izquierda como A Luchar y Frente Popular.

Con estos resultados la UP se constituye en una verdadera alternativa de poder, razón por la cual se fragua entonces un Plan de exterminio que busca impedir su ascenso al poder político, pues las simpatías que despertaba día a día la UP, asustó a los sectores más retrógrados de la oligarquía colombiana, generando una respuesta concertada con los organismos de seguridad del Estado, caciques políticos, quienes veían perder sus clientelas políticas, así como sectores de ganaderos, industriales, comerciantes, hasta algunos jerarcas de la Iglesia católica y algunos articulistas de los más grandes medios de comunicación, que consideraron la UP  como una amenaza comunista de la insurgencia a la cual se le debía impedir su posicionamiento político.

Es entonces cuando los miembros de la UP comienzan a ser víctimas de una persecución política sistemática, continua, notoria y pública, la cual es denunciada pocos meses después de las elecciones de 1986 por su dirigencia ante las distintas instituciones del Estado.

Se denuncian diversos planes de muerte surgidos en diferentes épocas:

Plan Baile Rojo.

Consistió en asesinar a cada uno de los dirigentes elegidos en las elecciones de 1986.  En efecto, inicia la lista de asesinados el representante a la Cámara por el Departamento de Santander Leonardo Posada Pedraza el 30 de agosto de 1986, y dos días después el 1 de septiembre, es asesinado el Senador por el Departamento del Meta Pedro Nel Jiménez Obando, luego los concejales del departamento del Guaviare que fueron a su entierro en Villavicencio y así se da paso al exterminio de los dirigentes recién elegidos.

Plan Golpe de Gracia.

Este plan de exterminio contra los miembros de la UP, denominado “Plan Golpe de Gracia“se implementa a finales de 1992.  Este plan buscaba secuestrar y asesinar algunos dirigentes nacionales y regionales y encarcelar a otros a través de montajes judiciales amparados en los mecanismos de la justicia regional “o justicia sin rostro”, haciéndolos aparecer ante la opinión pública como guerrilleros.

A principios de 1993, la dirigencia de la UP denunció formalmente ante el Ministerio de Defensa y el Ministerio de Gobierno, este siniestro plan y la lista de las personas que figuraban para ser asesinadas y desaparecidas.  Sin embargo, los funcionarios no creyeron ni ordenaron la protección de las personas amenazas con las graves consecuencias públicamente conocidas: decenas de militantes asesinados entre ellos, el senador Manuel Cepeda quien había sido uno de más férreos denunciantes de este plan.

Plan Retorno.

 En 1993 se da a conocer un Plan de exterminio regional para Urabá, conocido como el “Plan Retorno”, el cual consistía en la realización de un trabajo conjunto de fortalecimiento  del aparato militar del Estado, del paramilitarismo y de la capacidad punitiva del Estado para facilitar la recuperación del poder regional de la derecha de manos de la Unión Patriótica.  Como consecuencia de este plan, muchos militantes posicionados en el poder regional y local fueron encarcelados con montajes judiciales y otros asesinados.  De este plan se tiene información de más de 200 personas asesinadas y la mayoría de la militancia Upecista desplazadas de sus hogares.

Plan Esmeralda.

Este plan se conoce en los departamentos del Meta y Caquetá y se dice que contaba con la anuencia de algunos miembros de la cúpula militar, grupos de justicia privada al servicio del narcotráfico, esmeralderos y paramilitares.

HAGO UN PARENTESIS EN EL RELATO PARA NOTAR QUE LA PERSECUCION, no ha cesado y muy por el contrario se ha venido agudizando desde el año pasado como resultado de una campaña macartista de persecución contra los sobrevivientes de la UP y el Partido Comunista colombiano, que ha cobrado la vida de al menos 30 personas, desaparecidas 12, encarcelados con montajes judiciales 10 y decenas  de familias desplazadas de sus tierras; pueblos enteros señalados  de guerrilleros como Viotá, Coyaima El Alto Ariari, entre otros, es decir aquellos pueblos donde no se ha podido todavía entronizar el paramilitarismo.  Este podría denominarse: Plan Macartismo 2002.

Continuando con el relato cronológico:

Hasta 1993 esta “caravana de la muerte” colombiana contra la Unión Patriótica, daba cuenta del homicidio de 2 candidatos a la Presidencia de la República, 7 congresistas, 13 diputados, 11 alcaldes, 70 concejales y un sinnúmero de dirigentes y militantes de base que podrían pasar de 3000 personas entre ellos, desaparecidos, muertos en masacres, más de 30 atentados a sus sedes políticas, detenidos arbitrariamente, torturados … Todos asesinados en sus casas, en la calle, en sus lugares de trabajo.  El mayor sacrificio lo ha sufrido el Partido Comunista Colombiano a quien la han asesinado la mayoría de su militancia en la apuesta por la Unión Patriótica.

Dramáticamente la respuesta del Estado fue muy escasa tanto en materia de protección como en la obligación de investigar, juzgar y castigar a los responsables, acciones que hubieran podido detener el exterminio, tal como lo exigían   los dirigentes de la UP.  Así lo confirman hoy los testimonios de las víctimas, sus familiares y los sobrevivientes de la UP y el Partido Comunista, como también lo ratifica el único informe que existe sobre los asesinatos de la UP elaborado por una institución del Estado.

En efecto, en el informe del Defensor del Pueblo de octubre de 1992, realizado por mandato de la Corte Constitucional, en la revisión de una tutela interpuesta  por un militante de la Unión Patriótica, comprobó los graves niveles de impunidad en que se hallaban las violaciones de los derechos humanos de los miembros del grupo.

Es así como de 717 casos de homicidios de miembros de UP analizados en informe, habían:

562 (78%) Casos sin información

155 (22%) Casos con reseña de investigaciones.

Estado de las Investigaciones Penales:

Diligencias Preliminares: 78 casos de homicidio (63.9%)

Investigación: 27 casos (17.4)

Sentencia: 10 casos (6.45)

      Absolutoria: 6 casos

      Condenatoria: 4 casos.

Se observa que los procesos penales están en su mayoría en la primera etapa procesal o en investigación.  Se concluye que solamente el 6% de los casos de homicidio estudiados han sido objeto de una sentencia.

Investigaciones Disciplinarias:

Del análisis de 36 casos en los cuales se reporta investigación disciplinaria respecto a la competencia observamos lo siguiente:

Procuradurías Departamentales: 1 caso 0.36%

Procuraduría Delegada Derechos Humanos: 31 casos 86.11%

Procuraduría Delegada Fuerzas Militares: 3 casos 8.3%

Procuraduría Delegada Policía Nacional: 1 casos 0.36%.

En relación con el estado de dichas investigaciones, las cifras nos muestran como la mayor parte de los casos se encuentran en preliminares, se ha determinado la vinculación de funcionarios del Estado; en el 16.6% de los casos  existe pliego de cargos y sólo en el 11.1% de los casos hay fallos.

Indagación Preliminar: 20 casos de homicidio (55.5%)

Pliego de cargos: 6 casos (16.6%)

Fallo: 4 casos (11.1%)

Archivo: 6 (16.6%).

Duración de las investigaciones:

De 0-2 años. 18.70%

De 2 a 4 años. 13.54%

Más de 4 años. 41.93%.

Ante situación de extrema impunidad, la UP y el Partido Comunista deciden, a través de la Corporación REINICIAR y la Comisión colombiana de Juristas demandar al Estado colombiano por genocidio contra la UP ante la Comisión Interamericana de derechos humanos, el 16 de diciembre de 1993.

La Comisión acoge el caso y en 1997produce el Informe de Admisibilidad, poniéndose al mismo tiempo también a disposición de las partes, para llegar a una “solución amistosa” del caso, de acuerdo a la Convención Americana y a su reglamento.

Este evento que nos convoca hoy se enmarca dentro de las actividades realizadas par la “búsqueda” de esa solución amistosa, dado que el esclarecimiento de los hechos es el factor determinante en la exigencia de justicia y reparación integral para las víctimas.

Por eso hoy aquí hacemos votos para que de este seminario-taller salga la determinación de darle un impulso especial a las investigaciones por las violaciones a los derechos humanos de la UP, con una metodología humanista, teniendo en cuenta el tratamiento debido a las víctimas, tal y como ha sido reiteradamente recomendado por el relator de Naciones Unidas señor Cherif Bassiouni, cuando afirma que “… las víctimas deberían ser tratadas por el Estado con compasión y respeto por su dignidad y sus derechos humanos, y deberían adoptarse medidas apropiadas para garantizar su seguridad e intimidad, así como la de su familia.  El Estado debería velar por que, en la medida de lo posible, el derecho interno previera para las víctimas de violencias o traumas una consideración y atención especiales, a fin de evitar que los procedimientos jurídicos y administrativos destinados a lograr justicia y reparación den lugar a un nuevo trauma”.

Así mismo recomienda “adoptar, durante los procedimientos judiciales, administrativos o de otra índole que afecten a los intereses de las víctimas, medidas para reducir al mínimo las molestias a lasa víctimas, proteger su intimidad según proceda, y garantizar su seguridad, así como las de sus familiares y testigos, contra todo acto de intimidación y represalia”.

Finalmente reiteramos nuestra indeclinable decisión de seguir contribuyendo con las investigaciones, acompañando a las víctimas siempre y cuando el Estado les brinde las garantías debidas y estas sean tratadas con toda la dignidad que se merecen.

Muchas gracias.

EL PROCESO DE BÚSQUEDA DE UNA SOLUCIÓN AMISTOSA EN EL CASO DE LA UNIÓN PATRIÓTICA

Dr. Carlos Rodríguez Mejía

(...) Doctora Jahel Quiroga... Nosotros hemos emprendido con los peticionarios, la Corporación Reiniciar y la Comisión Colombiana de Juristas, y las organizaciones políticas, Unión Patriótica y Partido Comunista, la recuperación de memoria. Nosotros hicimos una demanda el 16 de diciembre de 1993, a la cual adjuntamos 1163 casos de homicidio, 120 desapariciones forzadas, un listado de 250 dirigentes regionales y locales amenazados. Nosotros solamente contábamos con esta lista. O sea, nombres, hechos, sitios, presuntos autores, y fue un listado especial que se adjuntó a la demanda.

Dejamos abierto el caso en la Comisión Interamericana con la idea de seguir buscando, por que esto solo lo encontramos en los archivos de Bogotá, en los archivos de la Unión Patriótica y del Partido Comunista, de algunas ONG de derechos humanos. Algunas consultas, muy pocas, a nivel regional. Este fue el listado que hizo y por lo tanto se dejó abierto como un universo provisional.

Entonces nos dimos a la tarea, después de la admisibilidad del caso, de ir a las regiones con los grupos de la Unión Patriótica y el Partido Comunista y la Comisión Colombiana de Juristas a identificar a las víctimas, a los familiares de las víctimas. Con esta base de datos que empezamos nosotros buscando en las regiones, quienes eran, cómo eran, buscarles su rostro, qué pasó con ellos, dónde están, toda vez que es un exterminio que comienza desde 1984.

 Después de los acuerdos de La Uribe, empiezan a asesinar a la gente. Nosotros así lo encontramos registrado en los periódicos y en otros medios de comunicación. El Tiempo de Bogotá, por ejemplo, a partir de enero de 1985 registra los asesinatos, las desapariciones, las detenciones arbitrarias. Esta tarea de la recuperación de la memoria de las víctimas es muy importante para nosotros, es parte de la reparación integral, como lo decía Gustavo Gallón ahora y por eso nosotros estamos trabajando en esto.

Entonces, éste vídeo que van a ver se basa en la recuperación de la memoria. Nosotros estamos realizando un trabajo a nivel de Santander y Magdalena Medio donde fuimos con una base de datos de 140 casos y hoy en día a partir de esta base, con este trabajo, hemos identificado, más o menos, unos 500 casos. De manera que el alarmante.

Este vídeo es parte de esa recuperación de memoria, es una partecita, son algunos casos que se pueden tomar allí.

Sin embargo hemos hecho quince talleres en 10 ciudades de Colombia. Primero hacemos un encuentro de sensibilización y luego difundimos entre las víctimas los derechos de los que son titulares ellas, los derechos a la verdad, a la justicia, a la reparación integral, tratando de crear un espacio de confianza y encuentro. Se comienza entonces, por un proceso de acercar a las víctimas asustadas, temerosas, que quieren saber mucho del caso, con traumas, etcétera.

Hemos encontrado y hemos podido identificar a más o menos mil personas, mil familiares de víctimas. Y eso sólo lo hemos hecho con el esfuerzo de las cuatro organizaciones (Peticionarias y organizaciones políticas).

 A veces algunos operadores jurídicos, dicen de los militantes, que son guerrilleros entonces concluyen que no entran en el caso.

La carga de la prueba la tienen ustedes los investigadores. Deben demostrar si esas personas murieron en combate, pues se sacan del caso. Pero si son guerrilleros habrá que mirar si estaban haciendo proselitismo político en la Unión Patriótica, cuál es el origen de éste caso y obviamente tendremos casos. No los vamos a descartar.

Bueno, entonces como les decía, en estos quince talleres se ha filmado a las víctimas, sus testimonios, porque no estamos tratando de investigar a la víctima, que diga todo en este momento, estamos dando un espacio de confianza, un espacio de encuentro, un espacio de identificación, con las víctimas dispersas. Por eso estos encuentros se llaman los talleres de encuentro y sensibilización.

Es bastante difícil. Es muy difícil. Yo diría, es un trabajo sumamente dispendioso, porque es buscar y acudir a donde están hoy. Aquí en Bogotá por ejemplo, hemos hecho talleres de Córdoba y Sucre, por que toda la gente salió de allí desplazada. Es dramático y es por eso que estamos buscando la metodología apropiada para ello.

El vídeo recoge unos testimonios de Europa, de personas refugiadas, por que el año pasado hicimos el primer encuentro de refugiados de Europa en Suecia. Asistió gente de EE.UU., América Latina y Europa. Allí también se recogieron estos testimonios. Lo mismo que algunos casos que se hicieron aquí en el país. Nosotros hemos filmado por lo menos 300 vídeos con estos testimonios y con esta recuperación de la memoria de las víctimas. 

Todas se han llevado jirones de historia y estamos recuperándolos para reconstruir de nuevo esa esperanza de la Unión Patriótica. Y entonces aquí, como les digo,  ese es el vídeo con testimonios de refugiados especialmente. Este es un aporte para la memoria del cineasta  del cineasta Yezid Campos. Y él se ha dado a la tarea de aportar, hacer ese pequeño aporte tan significativo, para las víctimas de la Unión Patriótica.

(...)

Después del surgimiento de la Unión Patriótica que ya fue narrado en este documento gráfico y que fue presentado el primer día por la doctora Jahel Quiroga, yo quisiera que nos situáramos en el año 91, donde hay un cambio institucional en Colombia, que establece un marco jurídico nuevo, dentro del cual, mientras subsista, estamos buscando la solución de este caso.

La Corte Constitucional en una sentencia de tutela del año 92, la sentencia T 439, concedida a un miembro de la Unión Patriótica y del Partido Comunista, definió de esta manera la institucionalidad establecida en la Constitución de 1991:

“La nueva fisonomía del poder político en Colombia significa el abandono de la hipótesis de la [lucha contra el enemigo interior] y sus sustitución por la cultura de los derechos humanos y su protección aún en tiempos de grave perturbación del orden público”. (Sentencia de la Corte Constitucional T-439 del dos de julio de mil novecientos noventa y dos).

El marco jurídico institucional establecido con esas características en el año 91, es el marco jurídico constitucional cobre el cual se quiere buscar esta solución amistosa. Sin embargo, es también el marco dentro del cual se realizan parte de los ataques contra la Unión Patriótica, no sólo constituyen una violación grave de las normas jurídicas de la Constitución de 1991, sino que también desconocen los compromisos políticos adquiridos por el Estado colombiano.

Recuerden el acuerdo firmado en 1986 en el cual el gobierno de Colombia, representado por su presidente Belisario Betancur, quien estaba facultado para obligar política y jurídicamente al Estado, se comprometió a darles todas las garantías frente a los ataques que pudieran provenir de ciudadanos o autoridades.

De manera que hay un doble incumplimiento. De los compromisos políticos y de las obligaciones constitucionales derivados del nuevo marco institucional establecido en la Constitución del 91. Y hay también un incumplimiento de la obligación internacional de respetar y proteger los derechos fundamentales, reconocidos por la Convención Americana de Derechos Humanos en el artículo 1.1.

La ocurrencia material de los ataques se rebela en tres documentos, o en tres momentos: por un lado, en las denuncias presentadas por los dirigentes de las Unión Patriótica sobre los planes de exterminio contra sus dirigentes, militantes y simpatizantes, planes  baile rojo, golpe de gracia, retorno y esmeralda. Como resultado de su aplicación hay víctimas asesinadas, desaparecidas, quemadas, amenazadas, lesionadas, exiliadas, familias desintegradas, hombres, mujeres, niños y niñas, sin acceso a salud, a la educación y a la alimentación.

Luego en el reconocimiento que hace la Corte Constitucional, al revisar una acción de tutela propuesta por un militante del Partido Comunista, integrante de la Unión Patriótica, para que se le tutelaran sus derechos a la vida, a la integridad personal, suya y la de su familia, sus bienes, así como su regreso al país. El accionante alegó como violados los derechos constitucionales establecidos en los artículos 11, 12, 13, 18, 28 y 40 de la Constitución (Hago referencia a la Sentencia citada antes, T.439 de 2 de julio de 1992).

La Corte Constitucional al revisar la sentencia, al revisar los dos fallos de tutela dictados por los jueces de instancia, pide información a la Presidencia de la Unión Patriótica y esta remite documentación donde se consigna la magnitud de los ataques sufridos por la Unión Patriótica en ese momento. Dice la sentencia, “(...) al doctora Aída Abella Esquivel, presidenta de la Unión Patriótica, entregó a la Corte una lista que incluye los nombres de más de mil personas vinculadas a dicho movimiento y que fueron asesinadas o desaparecidas”. Estamos en el año de 1992.

Con fundamento en tales informaciones y en las pretensiones del accionante, la Corte concluyó:

“La situación de amenaza aducida es inescindible del contexto vivido por esta agrupación política y su eliminación progresiva. Las simples cifras de muertes y desapariciones de sus militantes y simpatizantes durante los años de 1985 y 1992, suministrados por la Unión Patriótica a ésta Corte, muestran de manera fehaciente la dimensión objetiva de la persecución política contra ella desatada, sin que por parte del Estado se hubieren tomado las medidas pertinentes para garantizar su protección especial como partido político minoritario, sistemáticamente eliminado a pesar de su reconocimiento oficial”.

Y la tercera pieza que pone al descubierto la magnitud de los ataques contra la Unión Patriótica es un informe de la Defensoría del Pueblo, ordenado por la Corte en la sentencia de tutela que acabamos de mencionar.

La falta de acción del Estado para prevenir e impedir los ataques contra el movimiento político y sus integrantes, quedó patente e la sentencia de la Corte y en el informe que en su momento elaboró el Defensor del Pueblo, el cual concluyó, “(...) no se han otorgado a esta fuerza política (Unión Patriótica) y a sus dirigentes las garantías y seguridades indispensables para desarrollar su acción proselitista en forma idéntica a las demás agrupaciones políticas”. Más adelante agregó: “(...) es evidente que el peso de la ley no ha caído sobre los ciudadanos o autoridades que han conculcado sus derechos fundamentales y desconocido sus garantías”2. Recuerden lo que decía el acuerdo de 1986, que aquí se mostró y que hemos mencionado varias veces en esta intervención. Recuerden que el gobierno se comprometió a dar garantías para que se pudieran adelantar, en condiciones idénticas a las de los demás partidos y movimientos políticos, la acción de proselitismo de la Unión Patriótica.

En virtud de esa situación, denunciada por los dirigentes de la Unión Patriótica y constatada en estas dos piezas oficiales, los peticionarios recogimos los hechos que se estaban dando y acudimos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Se presentó una denuncia por genocidio político contra el Estado colombiano.

El informe de admisibilidad del caso expedido el 12 de marzo de 1997, tiene varios aspectos importantes. En primer lugar los hechos denunciados se presentan como una pauta de persecución política promovida o tolerada por el Estado colombiano. Voy a citar el informe de admisibilidad que ustedes tienen en el folleto que entregaron como parte de los documentos de este seminario (párrafos 30 y 36).

“Los peticionarios también han presentado a la Comisión otra información tendiente a probar que agentes del Gobierno colombiano fueron responsables de acciones persecutorias contra el partido y que el Estado de Colombia ha tolerado esa práctica de utilizar la persecución política en el caso de miembros de la Unión Patriótica.

(...) por lo tanto, la Comisión concluye que los peticionarios han presentado hechos e información que tiende a caracterizar una pauta de persecución política contra la Unión Patriótica y su práctica, con el objetivo de exterminar el grupo y la tolerancia de esa práctica por parte del Estado de Colombia. En el caso Velásquez Rodríguez, la Corte estableció jurisprudencia importante con respecto a los criterios de valoración de los reclamos por violaciones de los derechos humanos fundamentados en una pauta o práctica a la luz de las disposiciones de la Convención. La Corte opinó que si se puede demostrar  que existió una práctica gubernamental de violaciones graves a los derechos humanos llevada a cabo por el gobierno o al menos tolerada por él, y si la violación alegada en un caso concreto se puede vincular con ella, se determinará que hubo violación en el caso en cuestión”.

Este es un primer elemento que se desprende del informe de admisibilidad. La pauta de persecución política contra el movimiento o partido Unión Patriótica.

Un segundo elemento que tiene el informe de admisibilidad es la conexión entre los hechos. Al concluir sus consideraciones la Corte establece el rumbo que debe tomar el caso y que, por lo tanto, debe ser la ruta que debe seguir la búsqueda de una solución amistosa.

Dice el informe de admisibilidad:

“(...) debe determinar si se ha establecido una pauta y práctica de persecución de los miembros de la Unión Patriótica con la participación o al menos con la tolerancia del Estado colombiano, a la cual estarían vinculadas las víctimas” (Párrafo 38 del Informe de Admisibilidad).

Vale la pena recordar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, actuando en su función de órgano de consulta, se refirió a los tratados multilaterales de derechos humanos en los cuales los Estados se obligan, no solo respecto de las otras partes contratantes, sino que especialmente se obligan respecto de las personas sometidas a su jurisdicción (Opinión Consultiva OC-2/82, del 24 de septiembre). Fíjense ustedes que es un tipo de tratado internacional particular, sui géneris. Voy a citar textualmente a la Corte:

“Las obligaciones establecidas en la Convención Europea son esencialmente de carácter objetivo, diseñadas para proteger los derechos fundamentales de los seres humanos de violaciones de parte de las Altas Partes Contratantes en vez de crear derechos subjetivos y recíprocos entre las Altas Partes Contratantes (Austria Vs. Italy, Application No. 788/60, European Year book of Human Rights). La Corte debe enfatizar, sin embargo, que los tratados modernos sobre derechos humanos en general, y, en particular, la Convención Americana, no son tratados multilaterales de tipo tradicional, concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos humanos para el beneficio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y fin son la protección de los derechos fundamentales de seres humanos, independiente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado, como frente a los otros Estados Contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común,  asumen varias obligaciones no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción”.

Ideas similares, acerca de los tratados humanitarios modernos han sido sustentadas por la Corte Internacional de Justicia, en su opinión consultiva sobre las reservas de la convención para la prevención y represión del crimen del genocidio de 1951 (Opinión Consultiva No 15 de la Corte Internacional de Justicia) a la cual también se refiere la Corte Interamericana.

De tal manera que en esa opinión consultiva de la Corte Interamericana, muestra la especificidad de los tratados de derechos humanos, que generan obligaciones de los Estados para con los individuos, usted, yo, nosotros y cada uno de los individuos que estemos sometidos a la jurisdicción de los Estados Parte. Y ésa es una doctrina unánime, reflejada en los dictámenes de la Corte Interamericana de Justicia, reflejada en los dictámenes de la Corte Internacional de Justicia, en el Sistema Europeo de protección de los derechos humanos y otros.

El Estado tiene entonces, conforme a la Convención Americana de Derechos Humanos un deber legal de respetar y garantizar los derechos humanos de todas las personas sometidas a su jurisdicción3. Esta obligación ha sido desarrollada e interpretada con autoridad por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Según esta, la responsabilidad del Estado se ve comprometida cuando sus agentes actúan para consumar la violación de los derechos reconocidos en normas internacionales de derechos humanos o cuando el aparato estatal se organiza y despliega su actividad de tal manera que permite o tolera las violaciones. Siempre que actúa un agente del Estado compromete la responsabilidad del Estado.

Pero también se compromete la responsabilidad del Estado cuando las acciones de los particulares atentan contra los derechos de las personas y no son investigadas seriamente o cuando sus actuaciones son permitidas o auxiliadas por el poder público. Por esto les recomendaría vivamente tener siempre presente los desarrollos de la sentencia del caso Velásquez Rodríguez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que es del 29 de julio de 88 y en particular los párrafos 176 y 1774.

Estamos tratando de llegar a una conclusión, de establecer cómo el informe de admisibilidad establece la conexión entre los distintos ataques que ocurrieron y los derechos de los militantes y simpatizantes de la Unión Patriótica. El informe de admisibilidad al establecer que –regreso al párrafo que citamos al comienzo-, había una pauta de persecución política contra la Unión Patriótica, de la cual hace parte entre otros, el Partido Comunista, marca un derrotero.

Establece que esos hechos tienen una conexión y que ocurren en virtud de la actividad política de la víctima. Por eso, y de eso hablamos al comienzo, cuando dicen que los crímenes no tienen que ver con la militancia en la Unión Patriótica, se desconoce la conexión que establece el Informe de Admisibilidad de la Comisión Interamericana. A nuestro juicio lo que establece dicho Informe es que la hipótesis o la premisa de la investigación es la presunción de que cuando hay un ataque contra un miembro o simpatizante de la Unión Patriótica, este se motiva en la actividad política del atacado. Y esto es válido tanto en el ámbito penal como en el disciplinario.

Por supuesto, como yo decía al comienzo,  se puede demostrar lo contrario, es obvio. Y puede ocurrir lo contrario, y de hecho debe casos en ese sentido. Pero me parece que el informe de admisibilidad conduce a establecer esa presunción.

Ahora bien, para que vayamos aterrizando en la búsqueda de la solución amistosa, veamos cuáles son los derechos conculcados. A este respecto también quiero valerme del informe de admisibilidad:

“De ser así se determinará que hubo violaciones individuales del caso de las víctimas mencionadas en la lista, lo cual constituiría la conculcación de los siguientes derechos consagrados en la Convención: el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica (artículo 3), derecho a la vida (artículo 4),derecho a la integridad personal (artículo 5), derecho a la libertad personal (artículo 7), el derecho a la libertad de  asociación (artículo 16), los derechos políticos (artículo 23), el derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 8 y 25). Por lo tanto la petición es admisible de conformidad con el artículo 47. (b) de la Convención, con fundamento en que los peticionarios han expuesto hechos que caracterizan una violación múltiple de la Convención”.

Para aproximarse a los derechos que han sido vulnerados en este caso, se pueden distinguir dos ámbitos de esos derechos: ámbito personal y ámbito del partido o movimiento político.

Por un lado, la enumeración que hace el informe debe relacionarse con los derechos reconocidos y conculcados a todos los individuos, hombres, mujeres, niños y niñas que resultaron afectados por la acción de los perpetradores, ese es el ámbito o la dimensión personal.

En el caso del grupo, y yo voy a detenerme más en este aspecto, como movimiento político que firmó un acuerdo con el Gobierno, el cual fue notoria y ostensiblemente desconocido, se han visto afectados también los derechos del grupo o movimiento político.

Vamos a detenernos, porque me parece que el aspecto de los derechos individuales es mucho más claro  y ha sido mucho más desarrollado por nosotros, sobre el tema de los derechos de grupo o movimiento político. Quiero regresar a la Corte Constitucional, a la sentencia de tutela, que se les mencioné al comienzo y que dedica algunas consideraciones a  examinar la institucionalización de la democracia y el orden jurídico establecidos en la Constitución.

He sido cuidadoso en lo que acabo de decir. No he hablado de la democracia colombiana, a pesar de que algunas personas piensen que estamos en una democracia. Lo que tenemos son unas instituciones que permiten el desarrollo de la democracia. Estamos lejos, muy lejos, de tener una verdadera democracia. El marco jurídico establecido en la Constitución de 1991 es adecuado para desarrollar un Estado social y democrático de derecho, sin embargo, en Colombia no se ha consolidado la democracia y solo existe un incipiente Estado de derecho que ahora nos quieren arrebatar.

Pero regresemos a las consideraciones de la Corte Constitucional, para que se constate la distancia entre lo normativo y la realidad colombiana:

“El corazón de la democracia es el respeto de los derechos de la persona. El fin último y fundamento mismo de la organización política democrática es la dignidad humana, la cual solamente puede ser garantizada mediante la efectiva protección de los derechos fundamentales.

Los derechos políticos de participación (CP art. 40) hacen parte de los derechos fundamentales de la persona humana. El hombre solo adquiere su real dimensión de ser humano mediante el reconocimiento del otro y de su condición inalienable como sujeto igualmente libre. Los derechos de participación en la dirección política de la sociedad constituyen una esfera indispensable para la autodeterminación de la persona (CP art. 16), el aseguramiento de la convivencia pacífica y la consecución de un orden justo (CP Preámbulo, art. 2).

La democracia participativa es un principio material que permea tanto la parte dogmática como orgánica de la constitución. Ella exige la reinterpretación del ejercicio del poder desde la esencia de los derechos de participación. La recuperación de la legitimidad institucional inspiró la consagración de diversos mecanismos de participación a lo largo del texto constitucional. La transformación del sistema político y de las relaciones Estado-sociedad se reflejan en el concepto mismo de soberanía popular (CP art. 2). El pueblo, en ejercicio de sus derechos políticos, articula el Estado-aparato. La sociedad construye al Estado y organiza el ejercicio del poder político; en esta capacidad constructiva del orden político radica la esencialidad de los derechos políticos de participación. La democracia es el medio apara la autodeterminación individual y colectiva; la participación ciudadana, condición necesaria para que dicha finalidad pueda ser realizada, se ejerce a través de diversas instituciones como el referendo, la iniciativa legislativa, el plebiscito, la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente, la consulta popular, el sufragio, la revocatoria del mandato, la elección popular de alcaldes y gobernadores, etc.

Creo que la Corte hace un espléndido cuadro de la institucionalidad, que debe conducir o que debe existir en una sociedad democrática. Ustedes mirarán si efectivamente esa es la realidad que vivimos todos los días. Agregaría yo que le falta a la Corte decir que los derechos políticos en las sociedades modernas o por lo menos después de la Revolución Francesa, se ejercen a través de partidos políticos. Partidos y movimientos políticos son los sujetos de la acción política en las sociedades modernas.

Vuelvo a la Corte.

“El artículo 1° de la Constitución define a Colombia como un Estado Social de Derecho organizado en forma de República Democrática, participativa y pluralista. La cualidades distintivas de la organización política nacional se asientan en el libre intercambio de ideas y opiniones, en la activa vinculación de los individuos en la toma de decisiones que los afectan, en la tolerancia y en la diversidad y multiplicidad de concepciones del mundo de los diferentes grupos étnicos que conforman la sociedad (CP. Art. 7).

La democracia no es simplemente una forma de organización estatal. Es un proyecto político cuyo fundamento material es la dignidad humana y sus manifestaciones concretas de la diversidad y la libertad. La estrecha relación entre democracia, dignidad humana, pluralismo y autonomía individual explica el frágil equilibrio de valores necesario para lograr su realización. La participación de todos los sectores de la población-Estado, sociedad civil, grupos reincorporados a la legalidad, es indispensable en el proceso democrático. La reticencia continuada de cualquiera de ellos puede imposibilitar la democratización de la vida social. Todas las autoridades –incluidas las fuerzas militares y de policía-, así como los particulares, están vinculados a la Constitución (CP art. 6) y tienen como imperativo el reconocimiento de la persona humana, su dignidad, su singularidad, así como el respeto de la organización político-democrática sonde aquélla obtiene su reconocimiento”.

Recuerden lo que decían muchos de los entrevistados en el vídeo. Que los espacios de actuación para el movimiento político se cerraban. Que no tenían condiciones para adelantar un libre intercambio de opiniones.

La Corte luego de pasar a analizar qué pasa en un proceso político y de situaciones de conflicto, y me parece que las reflexiones de la Corte son muy importantes, son hechas en torno a la Unión Patriótica, a la situación de uno de sus militantes. Pero creo que siguen siendo válidas como supuestos y condiciones para la búsqueda de una solución amistosa.

“3. El carácter democrático, participativo y pluralista del proceso político peligra cuando tiene que afrontar situaciones de hecho que atentan contra la existencia misma de la organización política.

La presencia de los grupos guerrilleros en algunas zonas del país sitúa en un nivel crítico la vigencia del sistema político democrático en dichos territorios. El uso de la violencia como mecanismo de lucha política, la persecución física e ideológica y la sistemática violación de los derechos fundamentales a la vida, la integridad personal, la igualdad y la libertad, entre otros, comprometen seriamente la posibilidad de alcanzar un orden justo por las vías pacíficas.

Cuando se presentan situaciones de conflicto armado entre la fuerza pública y los grupos armados que están fuera de la legalidad, el Estado tiene la obligación de ser extremadamente sensible en sus intervenciones, con miras a preservar el equilibrio político y social, mediante la protección eficaz a los grupos, partidos o movimientos minoritarios, en especial a aquellos que por su carácter contestatario pueden “estar en la mira” de otros grupos que gozando de los beneficios institucionales y patrimoniales, pueden ver amenazadas sus prerrogativas.

El surgimiento de grupos, movimientos y partidos políticos minoritarios a partir de la desmovilización de antiguos integrantes de la guerrilla requiere de especial protección y apoyo por parte del Estado. La institucionalización del conflicto, la dejación de las armas y su sustitución por el ejercicio activo de la participación político-democrática y la renuncia de la violencia como método para alcanzar el cambio social, son alternativas que deben ser garantizadas por todas las autoridades para evitar que la llamada “guerra sucia” acabe cerrando la posibilidad de llegar a un consenso que reúna a todos los sectores de la oblación y permita la convivencia pacífica.

La política de paz adelantada por sucesivos gobiernos ha permitido la progresiva apertura de aparato político que ahora incorpora personas y grupos sociales anteriormente excluidos del ejercicio del poder político. La profunda transformación constitucional en favor de la democracia participativa, el apoyo a los partidos minoritarios, la circunscripción especial para los indígenas, financiación estatal de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica, los mecanismo de democracia directa, etc., han contribuido a la recuperación de la legitimidad institucional y al fortalecimiento del Ejército Nacional como única organización militar autorizada constitucionalmente para el uso de las armas”.

La Corte establece una carga obligatoria especial al Estado de proteger a los grupos minoritarios de oposición. Y es de la más pura concepción de la democracia es el sistema político donde prima la opinión de la mayoría. Es una proposición incompleta. Hay que agregar una característica  fundamental que espero nuca olviden: el exquisito y estricto respeto a todas las minorías.

No puede haber un sistema democrático donde solo cuenten las mayorías porque de lo contrario, algo que les es inherente, la alternancia del poder no sería realizable. Si no hay posibilidades reales de disputar opiniones políticas diferentes y opuestas no hay democracia. Ahora bien, sin respeto a las minorías, no puede haber ni habrá alternancia en el poder, vale decir, no hay ni habrá democracia.

En Europa, paradigma de sociedades y regímenes democráticos, donde el Estado social y democrático tuvo su origen y se ha desarrollado intensamente, la alternancia en el poder es moneda de cambio corriente. Hoy gobierna un partido de derecha en España que sucedió a un largo periodo de gobiernos socialistas. Hoy gobierna la izquierda en Alemania, después de un extenso gobierno de la derecha.

Quiero llamar la atención del testimonio que dio Imelda Daza en el vídeo que acabamos de ver. Se refiere a un guerrillero conocido como Simón Trinidad, cuyo nombre de civil es Ricardo Palmeras. Ella recuerda que este señor, su amigo, quien era activo integrante de la Unión Patriótica, llegó a la conclusión, de que no podía defender sus ideas políticas en la legalidad y optó por irse a la guerrilla.

A mi juicio se trató de una decisión equivocada. Pero ese hecho debe llevarnos a una reflexión sobre las responsabilidades de los que actuaron  y atacaron a los militantes y simpatizantes del Partido Unión Patriótica para impedirle su actuación abierta y legal.

Me parece que esta extensa cita de la Corte nos ubica muy bien en las particularidades del caso de la Unión Patriótica. El primer día nos preguntaban acerca de las particularidades y de las dimensiones políticas y éticas de este caso. Creo que la Corte da las claves para establecer esas especificidades y para precisar las cuestiones éticas y políticas de este caso.

La tolerancia y la falta de acción respecto de determinadas conductas puede llevar a catástrofes  de grandes proporciones para la vigencia y respeto de los derechos humanos. “El camarada es tu hermano porque piensa como tu”, rezaba uno de los mandamientos del miliciano fascista. Bajo el supuesto de que debían borrarse las particularidades de los individuos y de los grupos frente a los intereses del Estado, se perpetraron toda una serie de atrocidades durante la segunda guerra mundial. Para asegurarse de que tales horrores no se volvieran a cometer, el 10 de diciembre de 1948 las Naciones Unidas proclamaron la Declaración Universal de los Derechos Humanos. El texto de la declaración, reconocimiento a la dignidad humana, recoge la legítima aspiración de la humanidad de convivir dentro de la riqueza que significan las diferencias entre los pueblos y entre individuos y de construir relaciones justas que permitan el pleno desarrollo individual y social y el ejercicio de las libertades.

La vigencia de los derechos humanos y las libertades fundamentales es una condición indispensable para que exista democracia y el Estado de derecho. Esas aspiraciones universales, reconocidas como derechos, es vital para toda la especie humana y para cada uno de los individuos que la componen. En esa medida, la exigencia de la satisfacción de los derechos humanos y de las libertades públicas no sólo es una actividad legítima sino una condición sine qua non para que exista la democracia.

Sin embargo, los hechos que le han ocurrido a la Unión Patriótica y a sus militantes y simpatizantes dan cuenta de para muchas personas vinculadas de una u otra forma a la administración del Estado – en épocas anteriores y en la actual- prima la peligrosa idea de que las personas que creen en los ideales universales de igualdad, justicia y libertad deben ser descalificadas y perseguidas como guerrilleros.

Los hechos contra la Unión Patriótica no constituyen hechos aislados. Por el contrario, están estrechamente articuladas. En ocasiones, esa articulación es el producto de un acuerdo entre distintos voceros para llevar a cabo ataques como se desprende de la existencia de planes de exterminio conocidos y denunciados por la opinión pública.

En otras ocasiones, la articulación puede no obedecer a un acuerdo, pero sí a un efecto de bola de nieve, de tal manera que una actuación –que puede ir desde una amenaza hasta asesinatos y desapariciones forzadas, pasando por falsas imputaciones y montajes judiciales- realizadas por un determinado grupo o individuo estimula a otros a hacer lo mismo y luego a otros y así paulatinamente se produce una especie de creencia generalizada en que tales acciones son convenientes y, sobre todo, que cuentan con el respaldo y beneplácito de los responsables políticos y de las altas autoridades.

En cualquier caso, lo que hasta ahora se conoce al respecto es apenas la punta del iceberg de una fenómeno muchísimo más grande y más profundo, del cual participa sin duda gente que tiene poder o acceso a las más altas esferas de decisión del Estado y de la sociedad. No de otra manera puede explicarse el que hayan actuado con tantos recursos, tanto humanos y materiales como de información, para cometer sus fechorías. 

Por eso, las acciones que el Estado y en particular las autoridades judiciales y disciplinarias deben emprender para proteger los derechos que han sido vulnerados y los que se encuentran en riesgo, no debe limitarse a reaccionar contra quienes actúan directamente o asumen la actividad material del delito, si así puede llamarse la parte visible y notoria de la acción criminal. Debe también, y sobre todo, dirigirse hacia los determinadores, hacia quienes fraguan los planes y ordenan o permiten su ejecución, a verificar la magnitud del fenómeno así como los mecanismos por los cuales se produce y expande, para contrarrestarlos de manera eficaz.

CONDICIONES Y REQUISITOS DE UNA SOLUCIÓN AMISTOSA

Marco legal:

La Convención señala “debe estar fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención”, según reza el artículo 48.1.f.

Esta disposición implica que la Comisión tiene que velar porque en la solución del asunto no se desconozca ninguno de los derechos reconocidos en la Convención y, por lo tanto, su papel no de simple observación, sino de supervisión, lo cual la lleva a que participe activamente en las conversaciones. Esa es la experiencia con otros Estados que cuentan con regímenes más abiertos y democráticos.

Debo advertir que he eludido la palabra negociación y he dicho conversaciones, porque ese es el sentido exacto de lo que exige el sistema: no se renuncia a los derechos reconocidos, se conversa para ver cómo se restablece su ejercicio o se compensa su imposibilidad de restablecimiento, se indemniza el daño y se reparan tanto los perjuicios individuales como los colectivos y sociales, incluyendo el conocimiento de la verdad y la realización de la verdad y del derecho a la justicia.

La norma también impone unos límites a las partes, que son los que acabo de expresar: se parte del reconocimiento de los derechos y no es posible, jurídicamente hablando, retroceder un milímetro. Obviamente,  conforme al principio general del derecho internacional de los derechos humanos y la disposición del artículo 29 de la Convención, lo que si puede hacerse es la ampliación y mejora de los derechos reconocidos en la Convención (por ejemplo, mayores garantías procesales, reconocimiento de otros derechos, etc.).

Presupuestos fácticos:

Reconocimiento de la responsabilidad del Estado.

Compromiso serio de investigar (esclarecer los hechos, individualizar a los autores y partícipes).

Juzgamiento e imposición de sanciones.

Reparación individual y social, tanto a las personas y sus familias, como al grupo político.

Garantías de no repetición.

¿Qué se requiere?:

Medios y voluntad por parte del Estado.

Debe proveer todos los recursos materiales, realizar las reformas legales y de políticas que conduzcan a preservar esos derechos.

La víctima, sus familias, las organizaciones políticas damnificadas y los peticionarios hemos asumido el compromiso de buscar la verdad, de obtener justas reparaciones y de crear las condiciones para afianzar a la democracia política en Colombia.

Ese es el reto y la enorme dimensión de este caso.

Muchas gracias.
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1 Instrumentos tratados en la C.P., en el acápite de “Resumen de los principales tratamientos diferentes”, del punto 4.19. como lo son la improcedencia del cargo oficial, la imprescriptibilidad de los crímenes, la pena de reclusión a perpetuidad y la posible falta de defensa técnica en las instancias de la Corte, entre otras.





2 En este punto los autores tienen opiniones disímiles. Es el caso de M. Cheriff Baussiouni, quien afirma que el surgimiento de un interés mundial por una Jurisdicción Penal Internacional, coincidió con las postrimerías de la Primera Guerra Mundial (1919), profundizándose  durante la Segunda, afirmación que acepta la mayoría; otros estudiosos más asiduos, hablan de un  primer atisbo, luego de las graves consecuencias ocasionadas por la Guerra Franco-Prusiana, que fueron las que generaron la Cruz Roja Internacional en 1863, por Henry Dunant, llamada, inicialmente, “Comité Internacional de Socorro a los Heridos”.  En 1872, Gustav Moyner, otro de sus fundadores, fue quien propuso una Corte Penal Permanente para juzgar los crímenes que durante tal guerra se cometieron. 


3 ESTATUTO DE ROMA, art. 124. Subrayado fuera de texto.
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5 Augusto Pinochet, quien pese a todos los intentos de la Justicia Internacional para hacerlo comparecer ante ella por las arbitrariedades que cometió en su país, logró esquivarla, dando así un espaldarazo al pretorianismo.





6  Debe dejarse claro que estos crímenes por ser atentatorios al ius cogen, no afecta al grupo territorial contra el cual se desenlazaron, sino contra la humanidad en términos generales.


7 Como ejemplos de ellos tenemos: matar intencionalmente, tomar rehenes, someter a tortura o a otros tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos, reclutar  o alistar a niños  menores de 15 años en las fuerzas armadas nacionales o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades, causar la muerte o lesiones a un enemigo que haya depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido a discreción, entre otros.


8 QUINTANA, Juan José.  Derecho Internacional Público.  Bogotá, 2000.  El autor hace  mención de otros “casos especiales de subjetividad internacional, como la Santa Sede, la Orden de Malta o el Comité Internacional de la Cruz Roja”, página 55, capítulo que trata a los Sujetos del Derecho Internacional.


Para definir el Estado, toma sus elementos constitutivos, que figuran en la Convención de Montevideo sobre Derechos y Deberes de los Estados, de 1933, adoptada por la VII Conferencia Internacional Americana, cuyo artículo 1 dispone:


Artículo primero:


El Estado, como persona de Derecho Internacional, debe reunir los siguientes requisitos:


Población permanente.


Territorio determinado.


Gobierno.


Capacidad para entrar en relaciones con los demás Estados. Pág. 57.
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12 Ibid., p. 58.  Se estableció una Comisión llamada La Comisión de la Verdad, bajo el acuerdo de paz entre el gobierno de El Salvador y el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN). Esta Comisión fue, entonces, establecida conforme a un acuerdo entre un gobierno y un movimiento de insurgencia interna. Sin embargo, los tres miembros de la Comisión fueron designados por el Secretario General de las Naciones Unidas. No está claro si esta Comisión puede considerarse como una Comisión Internacional como en el caso de las otras mencionadas aquí. Para el reporte de la Comisión ver: Letter dated 29 march 1993 from the Secretary-General addressed to the President of the Security Council, U.N. SCOR, 48th Sess., U.N. Doc. S/25500 (1993). Ha habido también una Comisión investigadora no gubernamental que tiene casi el nivel de una oficial: The Carnegie Endowment for International Peace, estableció una Comisión para investigar las atrocidades que se alega se cometieron contra civiles y prisioneros de guerra durante la Primera Guerra de los Balcanes de 1912 y la Segunda Guerra de los Balcanes  de 1913.  Ver el reporte de la Comisión Internacional sobre las Causas y Conducta de las Guerras de los Balcanes, reimpresa en “Carnegie Endowment for International Peace, The Other Blakan Wars: a 1913 Carnegie Endowment Inquiry in Retrospect with a New Introduction and Reflections on the Present Conflict by George F. Kennan (1993). 
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